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Prefacio

Mark E. Warren

En las últimas tres décadas ha tenido lugar una nueva etapa en el de-
sarrollo de la democracia. La transición política que ha ocurrido en mu-
chos países que ahora eligen a sus élites políticas a través de elecciones 
competitivas es muy importante para la causa de la democracia. Sin em-
bargo, de manera paralela se ha gestado también otro cambio político: la 
creciente experimentación con formas de gobernanza participativa que 
integran nuevas maneras de incorporar directamente a los ciudadanos 
en los asuntos de gobierno. Esta tendencia ha afectado a casi todos los 
países del mundo y ha ocurrido en una multiplicidad de sistemas polí-
ticos diferentes, de Canadá a China, de Alemania a Japón y de India a 
Brasil. Si existe una explicación general para esta transformación, debe 
buscarse en las limitaciones cada vez más graves de los medios habitua-
les para generar legitimidad en los gobiernos, desde las elecciones hasta 
la ideología, el carisma personal y el desempeño económico. Estas for-
mas de legitimidad cada vez son más inadecuadas para gobernar socie-
dades complejas y, en particular, sociedades en las que los ciudadanos 
están expuestos a fuentes globales de información y a las expectativas 
que produce ese flujo de información.

Los gobiernos tienen plataformas generales, propósitos y agendas. 
Sin embargo, la gobernabilidad siempre es específica, enfocada en cier-
tas políticas públicas y en sus efectos, de manera que aquellos actores 
afectados por alguna acción específica del gobierno siempre son dis-
tintos de quienes lo apoyan en términos generales y poseen intereses 
más marcados con respecto al éxito o el fracaso de determinadas polí-
ticas públicas. Asimismo, la capacidad de los ciudadanos para atraer la 
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atención de sus gobiernos se ha incrementado. En una era en que es me-
nos probable que los gobiernos controlen las vidas de sus ciudadanos, 
en que la información fluye cada vez con mayor libertad y las organiza-
ciones no gubernamentales tienen una presencia ubicua, los ciudadanos 
poseen mayores capacidades para frustrar las formas habituales de go-
bernanza. En consecuencia, muchos gobiernos han respondido con la 
construcción de nuevos vehículos de participación ciudadana.

La variedad de objetivos, posiciones, diseños institucionales, nor-
mas y efectividad de estas respuestas participativas es casi infinita. Los 
politólogos enfrentan un reto enorme tan sólo para describir este nue-
vo paisaje institucional y, en mayor grado, para determinar si contribuye 
o limita la calidad democrática. En ninguna región del mundo se ex-
presa esta ambivalencia de manera tan marcada como en América Lati-
na. Mientras que casi todos los países latinoamericanos poseen sistemas 
electorales que funcionan, su desempeño democrático varía desde ser 
sumamente pobre (como en muchos países de Centroamérica) hasta ser 
muy bueno (como en los casos de Chile y Uruguay). En consecuen-
cia, podríamos esperar que las innovaciones participativas se desarrollen 
con diferentes funciones políticas y en distintos nichos institucionales. 
Algunas formas nuevas de participación, como en el caso de las Confe-
rencias Nacionales en Brasil, integran directamente a la ciudadanía en 
procesos legislativos y administrativos nacionales, incrementando así la 
inclusión, la representatividad y la responsabilidad de los procesos de 
elaboración de políticas públicas. Otras formas de participación, como 
en el caso de las comunidades indígenas autónomas en Bolivia, compi-
ten con la representación electoral y probablemente existen (al menos 
en parte) porque las instituciones electorales propician pocas respuestas 
de parte del gobierno a las demandas de estas comunidades. Aun otras 
formas de participación, como en el caso de los Consejos Comunales 
en Venezuela, parecen servir para fortalecer ciertas tendencias autocrá-
ticas del régimen de Hugo Chávez frente a los poderes constituciona-
les, mientras que al mismo tiempo desarrollan capacidades ciudadanas 
que en algún momento podrían exceder la habilidad de Chávez para 
controlarlas.

Este libro representa una contribución importante y laboriosa a la 
tarea de describir y evaluar las innovaciones participativas en América 
Latina. Los editores y autores han elegido un enfoque teórico asentado 
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en datos empíricos para aproximarse a esta diversidad de nuevas formas 
políticas. Este enfoque posee tres principios fundamentales.

El primero es observar cada innovación participativa en su contexto 
como parte de un sistema de instituciones. No tiene mucho sentido ob-
servar una forma institucional en particular —por ejemplo, los distintos 
tipos de consejos comunales— fuera de la función que desempeña den-
tro de la ecología institucional que la alberga. Mecanismos de participa-
ción directa pueden servir a un propósito en Venezuela (crear una base 
de apoyo para Chávez) y a otro muy distinto en Brasil (extender un sis-
tema universal de acceso a la salud).

El segundo principio es abstraer las normas democráticas de cada 
forma institucional en específico. Los autores de estos capítulos compren-
den que democracia es, en términos normativos, un concepto complejo y 
con múltiples componentes. La democracia conlleva, por lo menos, nor-
mas de inclusión, representación, responsabilidad, rendición de cuentas 
y educación de la ciudadanía. Puede involucrar instituciones y prácticas 
para limitar las relaciones clientelares, incorporar normas indígenas de 
justicia o proveer mayor legitimidad a las instituciones existentes. Estas 
normas pueden verse fortalecidas en una o varias dimensiones —por 
ejemplo, al mejorar la responsabilidad y la rendición de cuentas—. Sin 
embargo, en ocasiones también pueden acarrear un costo, como cuan-
do las oportunidades de participación fortalecen relaciones clientelares. 
Tampoco es cierto que en todos los casos las nuevas formas de parti-
cipación necesariamente fortalecen alguna norma democrática: nuevas 
formas de participación pueden ser utilizadas por actores que poseen 
de antemano una organización y recursos importantes; pueden facili-
tar el desarrollo de nuevos tipos de clientelismo o fortalecer tendencias 
autocráticas.

El tercer principio que comparten estos estudios es preguntarse 
cómo cada una de las innovaciones participativas analizadas funciona en 
su contexto, evaluando sus funciones frente a distintas normas demo-
cráticas, de manera que sea posible deconstruir la “participación” en sus 
distintas facetas y preguntar qué es lo que cada una de éstas aporta a la 
democracia.

Debemos subrayar que si bien este método es sensible a la literatura 
sobre teoría democrática, no se queda atrapado en las polaridades con-
ceptuales entre democracia “representativa” y democracia “directa”, entre 
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democracia “liberal” y democracia “participativa”. Conforme evolucio-
nan las prácticas políticas, estas categorías demuestran ser insuficientes 
e inadecuadas para capturar la amplia variedad de funciones y normas 
políticas que las innovaciones participativas pueden servir. Esta forma 
más refinada de análisis y evaluación normativa se utiliza cada vez con 
mayor frecuencia en las disciplinas de teoría democrática y democrati-
zación comparada. La presente obra representa una contribución va-
liosa al nuevo y excitante campo de investigación sobre la innovación 
democrática.
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Capítulo 1
Voces y consecuencias: participación directa 
y democracia en América Latina

Maxwell A. Cameron,* Eric Hershberg** y Kenneth E. Sharpe***

La democracia en contienda

Una profunda transformación ha atravesado América Latina. Duran-
te las últimas tres décadas, en un país tras otro, los gobiernos autoritarios 
han cedido el terreno a gobiernos elegidos democráticamente. Además, 
sobre todo a partir de los últimos diez años, estos países muestran signos 
de que las instituciones democráticas están siendo reconfiguradas: han 
surgido instituciones de participación directa y popular que son muy di-
ferentes a las instituciones representativas y electorales asociadas con la 
democracia en Europa Occidental y en los Estados Unidos.1

Estas nuevas formas de participación política popular dan voz a 
grupos que rara vez son escuchados en los procesos electorales y en el 
seno de los partidos que representan la médula de la democracia repre-
sentativa. Además, están mucho más institucionalizadas que muchas de 

*	 Profesor de Ciencias Políticas y director del Centro para el Estudio de las Instituciones De-
mocráticas en la University of British Columbia, en Vancouver, Canadá.

**	 Profesor de Gobierno y director del Centro de Estudios Latinos y Latinoamericanos en la 
American University.

***	 Profesor William R. Kenan Jr. de Ciencias Políticas en el Swarthmore College. 
1	 El término “democracia directa”, como lo sugiere Alicia Lissindini (2008: 13-14), puede 

utilizarse estrictamente para referirse sólo a los referendos iniciados por los ciudadanos o, 
de manera más general, para hablar de cualquier forma de consulta popular (incluidos los 
referendos revocatorios), así como de una gama diversa de formas de participación ciu-
dadana que conllevan experiencias de primera mano (como es el caso de los presupuestos 
participativos). Por lo tanto, nosotros utilizamos el término democracia participativa para 
referirnos a todas estas formas de participación democrática y democracia directa para ha-
blar de los referendos.
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las maneras tradicionales en que los excluidos expresan sus preocupa-
ciones y sus demandas, como en el caso de audiencias públicas, peticio-
nes, paros, manifestaciones, huelgas y ocupaciones. Estas nuevas formas 
de voz no sólo permiten la inclusión de perspectivas legítimas —pero 
con frecuencia marginadas—, también crean la posibilidad de fomentar 
una mayor deliberación entre los ciudadanos y entre la ciudadanía y los 
oficiales electos.

En algunos países, como Brasil y Venezuela, los nuevos espacios 
institucionales para la participación están cambiando el paisaje político. 
Instituciones orientadas a la participación popular en la definición de 
presupuestos municipales se han arraigado en muchas ciudades de Bra-
sil y han comenzado a extenderse a otras partes (Abers, 2000; Baiocchi, 
2003, 2005; Wampler, 2007; Wampler y Avritzer, 2005). En Venezuela, 
decenas de miles de Consejos Comunales han movilizado a los ciuda-
danos, con el apoyo del gobierno, para diseñar e implementar proyectos 
locales de desarrollo. Algunos consejos consultivos en Brasil y en Mé-
xico han permitido, con distintos grados de éxito, que los ciudadanos y 
los expertos en ciertas materias tengan acceso a los oídos de los funcio-
narios públicos e influyan en la planeación y la legislación de políticas. 
En Uruguay, Venezuela y Bolivia se han promovido los plebiscitos, los 
referendos revocatorios y las iniciativas ciudadanas (Lissidini, 2011; Al-
tman, 2010). Gobiernos en Ecuador, Perú y Bolivia han incorporado 
mecanismos de participación ciudadana directa más allá de los canales 
de la democracia representativa en sus nuevas constituciones (Cameron 
y Sharpe, 2010).

Estas nuevas formas de participación no descansan única ni princi-
palmente en las instituciones convencionales de la democracia representa-
tiva; no ocurren mediante votos legislativos, por medio de negociaciones 
entre partidos o en los pasillos del poder. Los grupos que participan sue-
len ser aquellos excluidos históricamente no sólo por las instituciones 
clientelares tradicionales sino también por la democracia representati-
va y electoral. De hecho, el aumento de las instituciones participativas 
y de nuevas formas de intervención en la política puede estar relaciona-
do con una crisis de representación, resultado de los fracasos de las po-
líticas públicas implementadas por los gobiernos que surgieron a partir 
de la oleada de transiciones electorales de hace casi tres décadas (Main-
waring et al., 2006). 
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Esta nueva ola de participación plantea preguntas importantes para 
comprender y evaluar la democratización de América Latina y para re-
flexionar sobre el significado mismo de la democracia. Estos son los temas 
fundamentales del presente libro, en el que los autores primero describen 
estas nuevas formas de participación, analizan su relación con el siste-
ma político, sus objetivos y sus propósitos, y consideran hasta qué grado 
y de qué manera consiguen dar voz a los grupos excluidos hasta ahora. 
Este último punto subraya nuestro interés en las consecuencias que tie-
nen estas nuevas formas de voz popular. En particular, buscamos enten-
der si estas nuevas formas de participación retan o complementan a las 
instituciones tradicionales de representación basadas en la participación 
electoral (Selee y Peruzzotti, 2009: 3-6). ¿Producen gobiernos y fun-
cionarios electos que son más responsables ante las sociedades que go-
biernan que los formados por medio de elecciones? ¿Hasta qué punto 
la participación que fomentan es “real” y hasta qué punto es “manipula-
da”? ¿Esta participación reproduce o confronta formas tradicionales de 
clientelismo? ¿Estas instituciones hacen al sistema político más sensible 
a las demandas de los ciudadanos en lo referente a las políticas públicas 
y la toma de decisiones (por ejemplo, en la distribución de bienes, es 
decir, el aspecto de “quién recibe qué, cuándo, cómo y dónde” de la polí-
tica)? ¿Cómo afectan estas instituciones la calidad de la voz ciudadana: 
educan a sus ciudadanos para que desarrollen virtudes y habilidades 
que los ayuden a ejercer sus voces de manera efectiva: para reunir infor-
mación, deliberar, razonar públicamente, imaginar opciones, influir en 
quienes desarrollan e implementan las políticas públicas?

Más allá de la “crisis de representación”

Los importantes trabajos recientes de Andrew Selee y Enrique Peruz-
zotti (2009) y sus colaboradores en Participatory Innovation and Repre-
sentative Democracy in Latin America sugieren que las nuevas formas 
de institucionalización de la democracia directa en la región responden 
al “creciente abismo entre los ciudadanos y el sistema político” (Selee y 
Peruzzotti, 2009: 2). Existen déficits de representación provocados, en-
tre otros motivos, por la severa debilidad de los mecanismos de rendi-
ción de cuentas y por el “funcionamiento defectuoso” de los sistemas 

nuevas instituciones.indd   15 10/1/19   16:19

© Flacso México



Maxwell A. Cameron, Eric Hershberg y Kenneth E. Sharpe

16

electorales y de los partidos, así como de las cortes (Selee y Peruzzot-
ti, 2009:3). Estudios recientes sobre la democracia en América Latina 
subrayan los tipos de problemas que han creado la necesidad —y en 
ocasiones la demanda— de una mayor participación ciudadana directa 
(Cameron y Luna, 2010).

Nosotros partimos de esta, literatura, pero no necesariamente to-
mamos la democracia representativa como nuestro punto de referencia 
principal. Reconocemos que las democracias latinoamericanas surgie-
ron a partir de trayectorias históricas específicas, que no necesariamente 
convergen en el modelo de la democracia representativa. Es importante 
reconocer la complejidad y la definición en disputa de muchos concep-
tos medulares de la democracia mientras ésta se desarrolla en la región.

La transición de regímenes autoritarios a gobiernos elegidos demo-
cráticamente ha sido un logro sorprendentemente estable, sobre todo 
cuando se considera la frecuencia de los golpes de Estado y colapsos de-
mocráticos que han caracterizado la historia de América Latina. Una 
gobernanza efectiva y legítima, sin embargo, ha sido difícil de alcanzar.
Para finales del siglo XX, el pesimismo ante la calidad de la democracia 
prevalecía en todas partes. Si bien la democracia funcionaba como me-
canismo para elegir líderes, estos funcionarios electos democráticamen-
te exhibían una marcada tendencia para gobernar por métodos poco 
democráticos. La ausencia de rendición de cuentas a las demandas de 
la población, una tradición muy antigua en la mayoría de los estados la-
tinoamericanos, ha sido muy difícil de cambiar. Los gobiernos electos 
con frecuencia fracasaron en la tarea de proveer seguridad física o social 
y bienestar económico a sus poblaciones y, más bien, padecieron al-
tos niveles de corrupción, clientelismo y falta de rendición de cuentas, 
que socavaron su legitimidad (Hagopian y Mainwaring, 2005; Drake y 
Hershberg, 2006). Todavía sobreviven fallas significativas en los proce-
dimientos electorales, en el apego a las provisiones constitucionales y a 
la separación, coordinación y equilibrio de poderes entre el Ejecutivo y 
otras ramas de gobierno, así como en relación con las oportunidades para 
la participación ciudadana en los asuntos públicos. En los casos más gra-
ves, esto condujo a rupturas en los regímenes democráticos, como fue el 
caso del autogolpe en Perú en 1992. En otras partes, líderes como Me-
nem, García, Collor, Samper, Bucaram y Sánchez de Lozada parecieron 
decididos a gobernar de maneras caprichosas y autoritarias.
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El fracaso de la democratización para generar mejorías significativas 
en la responsabilidad, rendición de cuentas y representación de la ciu-
dadanía, sin mencionar el acceso a la participación, produjo un descon-
tento considerable. Algunos analistas han lamentado el anémico apoyo 
popular a la democracia como sistema de gobierno, la inclinación de 
muchos líderes carismáticos a evitar los procesos democráticos e impo-
ner su voluntad a través de medios plebiscitarios, así como la debilidad 
endémica de las instituciones del Estado (UNDP, 2006).

No fue únicamente la falta de rendición de cuentas, representación 
y responsabilidad de las autoridades en estas nuevas democracias lo que 
despertó el descontento y creó presión para dar mayor voz a los ciudada-
nos: las limitaciones de las democracias “reales” fueron exacerbadas por 
estrategias económicas neoliberales que implementaron muchas de es-
tas nuevas democracias, así como su falta de respuesta a las consecuen-
cias negativas que estas estrategias tuvieron sobre las clases medias y 
bajas. De hecho, los gobiernos recibieron incentivos para debilitar algu-
nas instituciones del Estado —aquellas relacionadas con la regulación 
de la economía, la implementación de leyes medioambientales y la pro-
visión de servicios públicos y sociales— como parte del impulso para 
imponer medidas poco populares de austeridad y estrategias de ajustes 
estructurales, para desmantelar y privatizar industrias estatales, para de-
bilitar sindicatos y organizaciones populares y para socavar la posición 
de productores agrícolas, pequeñas industrias y sectores de negocios 
que dependían de las protecciones del sistema de sustitución de impor-
taciones, a través de las nuevas políticas gubernamentales de libre comer-
cio. Conforme estos gobiernos institucionalizaron el modelo neoliberal 
—en algunos casos incluso lo “constitucionalizaron” al legislar leyes y re-
glamentos que acompañarían los acuerdos de libre comercio—, la falta 
de rendición de cuentas, responsabilidad y representación se convirtió 
en parte integral de la estrategia económica. El anémico apoyo popular 
a la democracia como sistema preferido de gobierno ha sido señalado 
por varios investigadores, quienes también apuntaron la debilidad en-
démica de los Estados latinoamericanos (Mainwaring y Scully, 2010: 
374-77) y la tendencia de algunos líderes carismáticos de evitar las insti-
tuciones democráticas. El fracaso para extender la ciudadanía democrá-
tica a los “espacios marrones”, según el término acuñado por Guillermo 
O’Donnell, que cubrían amplias áreas tanto urbanas como rurales, así 
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como la pobreza extendida y aparentemente irresoluble que disminuía 
las posibilidades de vida de casi la mitad de los habitantes de la región, 
ponía en tela de juicio la capacidad de las instituciones democráticas de 
mejorar el bienestar común (O’Donnell, 1993). Con el cambio de siglo, 
entre las consecuencias de esta situación se encontraban síntomas de 
una respuesta creciente por parte de diversos grupos y movimientos. En 
algunas ocasiones, estas fuerzas lucharon por la inclusión étnica (Yas-
har, 2005) y en otras repudiaron las políticas económicas neoliberales 
asociadas con la polarización socioeconómica (Silva, 2009).

Sin embargo, el surgimiento de organizaciones y protestas popu-
lares no es el tema central de este libro. Más bien, nos hemos concen-
trado en la creación de nuevas instituciones que proveen canales para 
que los ciudadanos tengan voz. A lo largo de la región han aparecido 
nuevas instituciones de democracia directa y participativa, con frecuen-
cia orientadas a crear nuevas formas de rendición de cuentas, responsa-
bilidad y, en efecto, representación, para complementar las instituciones 
tradicionales de la democracia electoral. Estas nuevas instituciones para 
la participación están cambiando el carácter de la democracia represen-
tativa —con su dependencia en elecciones, en partidos políticos y en el 
desarrollo de políticas públicas a través de los poderes Ejecutivo y Legis-
lativo— sin que, como lo ha señalado Panizza (2009:255), sean necesa-
riamente un obstáculo para su funcionamiento.

El marco teórico: la voz institucionalizada y sus consecuencias

En muchas naciones latinoamericanas ha existido una larga tradición de 
política participativa, desde las comunidades cristianas de base en Brasil 
tras el Concilio Vaticano II y las Madres de la Plaza de Mayo en Argen-
tina, hasta los movimientos insurgentes de Centroamérica en los años 
setenta y ochenta. Por lo tanto, América Latina ha sido vista desde hace 
tiempo como una región con poderosos movimientos sociales, con una 
vida política contenciosa y con luchas populares a nivel local (Lehmann, 
1990: 148-214). Muchos de estos movimientos operaron fuera de los 
confines del Estado. En efecto, buscaron deliberadamente preservar su 
autonomía de los riesgos que planteaban los acercamientos por parte del 
Estado y lamentaron la desmovilización de la sociedad civil que siguió 
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los procesos de democratización. Conforme se abrieron nuevos espacios 
para la participación tras la caída de los gobiernos militares, los líderes 
de los movimientos sociales con frecuencia se convirtieron en candida-
tos y ocuparon puestos en todos los niveles de gobierno. Si bien la tran-
sición a la democracia electoral fue bienvenida, muchos defensores de la 
participación popular lamentaron la disminución de la politización de 
la ciudadanía que resultó de ese fenómeno.

El tipo de participación popular que analizamos es muy distinto de 
las oleadas anteriores de política participativa en la medida en que no 
evita los vínculos con el Estado. De hecho, en muchas ocasiones nace a 
partir del reconocimiento de la sociedad acerca de la incapacidad del 
Estado para proveer bienes públicos, lo que conduce a su vez a la acep-
tación de la necesidad de trabajar en conjunto para cumplir con esa ta-
rea. En algunos casos, las instituciones para la participación directa de 
los ciudadanos son promovidas por el Estado. Los presupuestos par-
ticipativos en Brasil, por ejemplo, han tenido el apoyo de los represen-
tantes electos —alcaldes del Partido de los Trabajadores (PT)— así 
como de una base social compuesta por votantes de las clases me-
dias, grupos de negocios, sindicatos y de la Iglesia (Abers, 2000; Fung, 
2011).  Asimismo, muchos de los cambios que estamos presenciando 
no sólo fueron institucionalizados, sino que también fueron “constitu-
cionalizados” en respuesta directa al neoliberalismo. Organizaciones 
populares y líderes populistas (en Venezuela, Bolivia y Ecuador, por 
ejemplo) han dejado estas nuevas formas de participación directa esta-
blecidas en sus constituciones, en un intento por hacer de ellas carac-
terísticas permanentes del nuevo orden político. En algunos casos, los 
propios procesos de cambio constitucional han sido diseñados, como 
en el caso de Bolivia, para incorporar la participación ciudadana de al-
guna u otra manera.

Estas nuevas formas de participación enfrentan varios riesgos im-
portantes de tropiezos democráticos. Un peligro importante es la devo-
lución de las atribuciones y las responsabilidades del Estado de proveer 
bienes públicos trascendentales a la sociedad civil sin que exista una 
transferencia paralela de recursos. En algunos casos, resulta conveniente 
para las élites defender “la autonomía de la sociedad civil” como un me-
dio para reducir al Estado y el gasto público, estimulando una ética de 
“hágalo usted mismo” o “resuelva su propia situación” y transfiriendo la 
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responsabilidad sobre asuntos imprescindibles, como la educación pú-
blica, la construcción de caminos o el acceso a la salud y a los servicios 
sociales, a grupos ciudadanos, a gobiernos municipales (con frecuencia 
con bajos presupuestos) o a actores del mercado (Pateman, 2012:15). El 
apoyo a la “sociedad civil” y a las instituciones participativas locales pue-
de ser consistente con una política neoliberal en que las instituciones del 
Estado abandonan responsabilidades esenciales y dejan esa carga en el 
“tercer sector”. Este riesgo no es inevitable y en algunos países (Brasil y 
Bolivia, por ejemplo) el proyecto naciente en torno de la participación 
pone énfasis tanto en la expansión de las responsabilidades del Estado 
sobre la economía y el bienestar social como en los esfuerzos por incre-
mentar la voz de los ciudadanos a través de una participación directa 
institucionalizada. Tomando un término del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo, estos esfuerzos parecen buscar una “democra-
cia de ciudadanos” (UNDP, 2006; OEA/PNUD, 2010).

Un segundo riesgo posible en la expansión de las instituciones de 
participación directa es que los líderes autocráticos pueden utilizar estas 
instituciones no para fortalecer la autonomía ciudadana sino para maxi-
mizar su propio poder sobre sus contrincantes. Analistas contemporá-
neos de América Latina han hecho eco en años recientes de las mismas 
preocupaciones que los historiadores de la Atenas clásica señalaban al 
notar el peligro que existe de que demagogos movilicen y manipulen a 
las masas —al demos— para perseguir sus propios fines. Cuando ejecu-
tivos poderosos o partidos dominantes aprovechan mecanismos clien-
telares para movilizar a ciertos grupos contra instituciones que podrían 
poner un contrapeso a su autoridad y privan a la oposición de oportuni-
dades para influir en la distribución de recursos importantes, la partici-
pación adopta un carácter profundamente antidemocrático. El caso de 
Venezuela bajo el gobierno de Chávez es un ejemplo de cómo un pro-
ceso de cambio político ha sido testigo de una explosión de la participa-
ción bajo distintas caras, con frecuencia a expensas de representantes, 
sobre todo de la oposición, como en el caso de alcaldes, gobernadores 
y legisladores. La institucionalización de la participación popular puede, 
por lo tanto, socavar la rendición de cuentas y los contrapesos de las 
instituciones políticas que dependen de la elección periódica de repre-
sentantes. Desde esta perspectiva, más “participación” implica menos 
“representación”, y viceversa.
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Por último, ante la ausencia de candados institucionales apropiados, 
la participación popular en la toma de decisiones también puede condu-
cir a conflictos con la protección de los derechos e intereses de grupos 
minoritarios, incluidas las élites económicas. La política latinoamerica-
na ha sido históricamente susceptible a tendencias plebiscitarias y esta 
característica sigue siendo evidente hoy en día. En este sentido, algunos 
politólogos destacados encuentran mayor evidencia de un eclipse demo-
crático, sobre todo en la zona andina, y del surgimiento de un “autorita-
rismo competitivo” (Levitsky y Way, 2010).

Ahora bien, si nos concentráramos demasiado en el potencial anti-
democrático de la participación correríamos el riesgo de pasar por alto 
la multiplicidad de maneras en que la expansión de los espacios institu-
cionales de participación puede profundizar los aspectos democratizan-
tes de los cambios de régimen que atravesaron la región en las últimas 
dos décadas del siglo XX. Nosotros argumentamos que existen distin-
tos modelos de democracia compitiendo en América Latina hoy en día 
(y, por lo tanto, una proliferación de adjetivos: democracia participati-
va, liberal, poliárquica, representativa) y que la erosión de una forma de 
democracia puede fortalecer o debilitar a otra. Es posible que un sis-
tema altamente participativo consiga convocar a elecciones regulares y 
competitivas, y promover, al mismo tiempo, la participación de base en 
cuestiones significativas para los ciudadanos, incluso si esto implica que 
algunos elementos del orden representativo sean remplazados. Esta po-
sibilidad debe considerarse en la medida en que la crisis de representa-
ción en las democracias latinoamericanas y el fracaso de la democracia 
electoral para garantizar derechos y justicia a todos los ciudadanos, con 
frecuencia han sido tan severos que sectores enteros de la población 
nunca han tenido acceso a las instituciones representativas.

Varios capítulos de este libro demuestran que ninguno de los pe-
ligros que plantea la participación directa es inevitable. A pesar de las 
aprehensiones huntingtonianas, la inclusión puede fortalecer la estabi-
lidad; la participación puede enseñar prudencia y buen juicio; a través de 
nuevos mecanismos institucionales, las minorías excluidas —o las mayo-
rías, en el caso de los pueblos indígenas en algunos contextos— pueden 
tener voz por primera vez; se puede exigir la rendición de cuentas de los 
representantes electos. A menos que apreciemos las maneras en que 
los nuevos patrones de participación y representación reconfiguran la 
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política latinoamericana, corremos el riesgo de sobrestimar los peligros 
democráticos que plantean y subestimar los beneficios potenciales del 
cambio político. En suma, el análisis de las ganancias y las pérdidas de-
mocráticas debe ser sutil y lleno de matices. Además, los procesos de 
cambio en la participación rara vez pueden representarse de manera li-
neal y predecible: en cada espacio institucional abundan las consecuen-
cias y las transformaciones inesperadas.

Para navegar analíticamente en estos océanos, hemos pedido a los 
autores de esta obra que pensaran en una serie de asuntos empíricos y 
normativos. Comenzamos por reconocer la importancia crucial de la 
participación electoral y luego preguntamos de qué maneras resultaba 
insuficiente. Una de las objeciones clásicas a la noción de que el voto debe 
ser la forma fundamental, si no única, de la participación política, es la 
idea de que una ciudadanía activa es necesaria para sostener con vitalidad 
las instituciones democráticas. El modelo schumpeteriano de democra-
cia —el cual enfatiza en la competencia electoral entre élites partidistas 
por los votos de la población— nos invita a ser ciudadanos un sólo día, 
durante los comicios, y después ocuparnos de nuestros asuntos privados. 
Nuestra elección y nuestra voz quedan limitadas a la urna.

Este modelo de democracia —representantes seleccionados en-
tre las élites en competencia a través de elecciones libres y justas— es 
ampliamente aceptado y con frecuencia se toma como la norma. Sin 
embargo, los teóricos de la “democracia deliberativa”, desde John Stuart 
Mill hasta teóricos contemporáneos como Mark Warren, Archon Fung, 
Amy Gutmann y Dennis Thompson, han puesto en tela juicio esta vi-
sión, afirmando que el tipo de ciudadanía que se requiere para generar 
los bienes públicos que desean los ciudadanos, incluida la propia preser-
vación de la democracia, puede exigir más que las elecciones periódicas 
en las urnas (Pateman, 2012). Mecanismos más robustos para ejercer 
la ciudadanía pueden ser necesarios para asegurar una representación 
efectiva, expandir la inclusión, fortalecer la sensibilidad de las autori-
dades hacia las demandas ciudadanas, romper con el clientelismo, in-
crementar la rendición de cuentas, educar a los ciudadanos, garantizar 
la estabilidad política y permitir que las prácticas judiciales locales fun-
cionen apropiadamente. El incremento de la participación directa ins-
titucionalizada en América Latina indica que éste no es sólo un asunto 
teórico: precisamente porque una democracia carente de una voz insti-
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tucionalizada resulta insuficiente, el surgimiento de nuevas formas de 
participación popular y ciudadana tiene el potencial de fortalecer de ma-
nera considerable la democracia. Las elecciones libres y justas y los siste-
mas de partidos e instituciones constitucionales (el Estado de derecho, 
la independencia entre los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, el 
sistema de pesos y contrapesos), incluso cuando están respaldados por 
una prensa libre y por libertades civiles, no parecen haber garantizado 
oportunidades para que las personas participen en las decisiones que las 
afectan directamente. Como consecuencia de la privatización extrema 
de sus vidas, impuesta por el terror de las dictaduras y por los efectos de las 
crisis económicas que asolaron a la región durante dos décadas desde los 
años ochenta del siglo XX, los ciudadanos latinoamericanos de hoy pa-
recen demandar una mayor voz en los asuntos públicos.

 Albert O. Hirschman ha presentado un comentario importante 
sobre los límites del modelo schumpeteriano de democracia electoral 
y competitiva. En Exit, Voice, and Loyalty, Hirschman argumentó que 
este modelo concebía la democracia como una especie de competencia 
de mercado entre élites, con el votante asumiendo el papel de consu-
midor cautivo que enfrentaba dos alternativas: la lealtad o la salida, es 
decir, aceptar la oferta de su partido, abandonarlo y elegir otro o abando-
nar todo el sistema y abstenerse de votar. El poder en ese sistema, decía 
Hirschman, descansaba en las élites; el votante como consumidor cau-
tivo, que se ve forzado a elegir entre permanecer leal al partido o aban-
donarlo, es el “epítome de la impotencia” (Hirschman, 1970: 70). Sin 
embargo, Hirschman insistía en que los votantes pueden hacer más que 
votar o abstenerse: pueden expresar su voz. Esta voz encarna un principio 
normativo implícito de la democracia, la idea de que la gente debe tener 
voz en las decisiones colectivas que afectan sus vidas. Éste no es sólo un 
principio teórico: está encarnado en muchas de las nuevas formas de 
participación que atraviesan la América Latina de hoy.

En un ensayo retrospectivo de su obra anterior, Hirschman (1981: 
213-223) especificó una serie de criterios para identificar situaciones en 
las que la voz puede preferirse por encima de la salida. La primera ocurre 
en situaciones en que la búsqueda de un objetivo o propósito no puede 
separarse claramente de su posesión. Hirschman se refirió a los “bienes 
públicos” o a la “felicidad pública” como ejemplos. Quizá nunca logremos 
alcanzar el bien público, pero podemos obtener cierto goce de la parti-
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cipación en un movimiento que intenta producirlo. En otros casos, la 
voz puede servir como mecanismo para vencer la incertidumbre o la ig-
norancia con respecto a los bienes que queremos. Los padres de familia 
que desean saber si sus hijos obtienen una buena educación, por ejem-
plo, pueden involucrarse en las escuelas o las guarderías de sus hijos. Por 
último, puede haber situaciones en que la salida sea costosa porque re-
sulte importante conservar la relación. Hirschman hace una analogía en-
tre matrimonios y compañías integradas verticalmente. En ambos casos 
se trata de relaciones complejas en que la salida conlleva costos muy al-
tos (la necesidad de comenzar de nuevo con otro compañero). En estos 
casos, la voz se vuelve una opción más atractiva para lidiar con la fric-
ción. A esto se refería Hirschman al hablar de una “voz institucionaliza-
da” (1981: 222). La explosión de la participación en América Latina y la 
institucionalización a través de varios mecanismos puede reflejar estas si-
tuaciones propensas a que la ciudadanía recurra a la voz.

En este mismo sentido van orientadas dos preguntas que aborda-
ron nuestros autores. Primero, ¿cómo son estas nuevas formas de partici-
pación? Hay distintos mecanismos o innovaciones para la participación 
directa. El primero de estos tipos consiste en los mecanismos que desig-
namos como electorales o basados en votos. Se trata de mecanismos que 
ocurren al margen de las elecciones periódicas de élites y de sus agendas. 
Los referendos revocatorios permiten a los votantes expulsar a las éli-
tes de sus puestos antes de la siguiente elección; los plebiscitos permiten 
a los ciudadanos decidir en torno a la legislación o los cambios constitu-
cionales, tomando esa decisión de las manos de los legisladores electos; 
las iniciativas ciudadanas permiten que los grupos de interés planteen la 
agenda legislativa y pasen por encima de la legislatura. Todos estos me-
canismos implican rodeos fuera de las instituciones tradicionales o de las 
elecciones periódicas y de la toma de decisiones en la legislatura; tam-
bién pasan por encima de los pesos y los contrapesos tradicionales. Pue-
den llevarse a cabo entre elecciones, pero también involucran votaciones. 

Otro conjunto de instituciones que operan entre comicios puede 
ser participativo pero no necesariamente electoral. Una de las formas 
que puede adoptar son instituciones como los consejos consultivos en 
México. Aquí es esencial determinar hasta qué punto tienen un impac-
to en la agenda y en el desarrollo de las políticas públicas. Otras insti-
tuciones intentan influir en el desarrollo de las políticas al establecer e 
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implementar la agenda, como en el caso de los Consejos Comunales de 
Venezuela. La participación directa entre elecciones puede formar par-
te del proceso legislativo (conferencias nacionales en Brasil) o del Poder 
Judicial ( justicia indígena comunal). Por último, la participación directa 
puede darse en torno a los presupuestos y el gasto público, como ocurre 
en los procesos de presupuestos participativos en Brasil y en otras par-
tes de la región.

Asimismo, son particularmente interesantes las maneras en que algu-
nas de estas nuevas formas de participación directa han sido indispensa-
bles para crear cambios constitucionales fundamentales. La participación 
directa a través de asambleas constituyentes ha sido de gran importan-
cia para dar forma a las nuevas constituciones en varios países andinos y 
este libro incluye un estudio de caso de Bolivia que examina si el proceso 
constituyente fortalece o debilita cuerpos representativos como las legis-
laturas y los partidos políticos.

Un segundo objetivo de esta obra es evaluar las consecuencias de es-
tas nuevas formas de voz institucionalizada a través de la participación 
directa sobre determinados principios y objetivos fundamentales de la 
democracia. A continuación presentamos algunos criterios utilizados 
para evaluar este aspecto del nuevo paisaje institucional:

Inclusión. La inclusión se puede alcanzar de muchas maneras, desde el 
sufragio hasta las protestas callejeras. La conquista del voto universal fue 
sin duda un evento importantísimo desde el punto de vista de la inclu-
sión social —relativamente reciente, además, en algunos países latinoa-
mericanos donde hasta hace algunos años, por ejemplo, los analfabetas 
no podían votar— porque abrió el paso a otras luchas para obtener la 
oportunidad de participar como ciudadanos. Pero no todas las decisio-
nes se pueden tomar con base en el principio de un individuo, un voto; en 
ocasiones son deseables otras formas de participación que recompensan 
una ciudadanía activa y un compromiso comunitario, en especial cuando 
conllevan la posibilidad de incluir a las poblaciones históricamente mar-
ginadas. En estos casos, la igualdad formal tiene que ser equilibrada con 
otras formas de sociabilidad que puede reforzar las prácticas y las insti-
tuciones democráticas. El caso de las elecciones de autoridades indígenas 
en México, analizado en el capítulo escrito por Todd Eisenstadt y Jenni-
fer Yelle, ofrece un valioso ejemplo de la lógica híbrida de participación 
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que involucra tanto votaciones como prácticas tradicionales, al igual que 
en los esfuerzos del gobierno boliviano por combinar la democracia co-
munal con la democracia participativa y representativa, discutido en el 
capítulo elaborado por José Luis Exeni.

Representación. La presión por la participación puede intensificarse 
donde las instituciones representativas establecidas, como los sistemas 
de partidos, han colapsado, o donde las legislaturas se han ganado ma-
las reputaciones. Pero los mecanismos de participación directa también 
pueden proliferar junto con partidos fuertes, legislaturas y asociaciones 
civiles, en ocasiones incluso nutriéndolos. Uruguay es un ejemplo don-
de los partidos y las legislaturas han utilizado referendos para reforzar 
la representación. En Brasil, las conferencias sobre políticas públicas 
analizadas en este libro por Thamy Pogrebinschi comienzan con fre-
cuencia desde el Poder Ejecutivo, pero están ubicadas dentro de las le-
gislaturas (en los ámbitos estatal y nacional) y generan propuestas que 
pueden presentarse ante el Poder Legislativo para que sean aprobadas 
como ley. En este caso, una vez más, no se trata de la oposición entre la 
participación y la representación, sino cómo equilibrar ambas. En par-
ticular, si existe una deliberación activa fuera de la legislatura, los legis-
ladores pueden sentir la presión desde abajo de actuar como agentes de 
la sociedad. Pueden tener un mayor margen de deliberación y autono-
mía cuando la atención de la sociedad está distraída en otros asuntos. 
Como regla general, las legislaturas latinoamericanas no han hecho un 
buen trabajo en capturar la opinión pública y traducirla en leyes, de 
manera que una esperanza que guardan los demócratas participativos 
es que una ciudadanía más activa pueda conducir a legislaturas menos 
pasivas y reactivas. En el caso venezolano, sin embargo, la implementa-
ción del nuevo sistema de Consejos Comunales ha revitalizado la arena 
local, pero también ha complicado aún más la tarea de reparar las ya 
debilitadas instituciones representativas.

Responsabilidad ante las demandas ciudadanas. Al hablar de responsabi-
lidad nos referimos al hecho de que las decisiones políticas u otros re-
sultados reflejan lo que los autores de políticas públicas escuchan de la 
ciudadanía que participa en estas nuevas instituciones. El impacto de sus 
voces puede ocurrir en distintos niveles: 1) legislación, 2) toma de deci-
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siones relacionadas con políticas públicas e 3) implementación de dichas 
políticas. ¿Cuándo esta responsabilidad conduce a una distribución más 
equitativa de bienes públicos y cuándo simplemente recompensa a quie-
nes tienen una voz más fuerte? El análisis de Michael McCarthy acerca 
de los Consejos Comunales venezolanos sugiere que para comprender 
las razones y el atractivo que poseen, debemos reflexionar sobre cómo 
permiten que la sociedad civil “coproduzca” bienes públicos. El sistema 
de consejos comunales también posee una lógica partidista, al intentar 
obtener apoyo popular para el presidente Chávez y su partido, y genera 
tensiones entre los consejos y las formas tradicionales de representación 
(el poder de los alcaldes electos y de otros funcionarios públicos se ve 
limitado). Sin embargo, a pesar de estas amenazas a las instituciones 
electorales convencionales, ya debilitadas por los gobiernos anteriores, 
los seguidores de Chávez con frecuencia promueven estas innovacio-
nes participativas como ejemplos de una democracia más significativa o 
“protagonista” en acción.

Romper con relaciones clientelares. Existe un intenso debate en la región 
sobre si los mecanismos de participación popular contribuyen a socavar 
el clientelismo o a reforzarlo. Los nuevos mecanismos de participación 
pueden contribuir a romper con las redes clientelares o a proveer nue-
vos pretextos para reconstruir viejos patrones de partidismo, política de 
intermediarios e incluso corrupción. El clientelismo es una institución 
informal poderosa que puede persistir, ya sea porque provee beneficios 
—si bien sumamente desiguales— tanto a patrones como a clientes, o 
debido a antiguas formas culturales de “hacer política” muy difíciles de 
superar. Las nociones de salida, voz y lealtad son útiles en este contexto 
porque el clientelismo es, casi por definición, un sistema en que la lealtad 
y la salida son las únicas opciones. Ahora bien, estas opciones rara vez 
operan de manera aislada, como lo ilustran las muchas maneras en que el 
partido gobernante en México —el Partido Revolucionario Institucional 
(PRI)— utilizaba la gobernanza indígena para crear barreras que impi-
dieran el acceso al poder a opositores. El PRI puede haber promovido los 
“usos y costumbres”, conduciendo a ciertas lógicas políticas más allá de su 
control inmediato, para asegurarse de que ciertas áreas donde su poderío 
declinaba no fueran capturadas por la oposición (Eisenstadt y Yelle, capí-
tulo 9 en este volumen, pp. 273-307). 
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Rendición de cuentas.  Algunos de los mecanismos institucionales de par-
ticipación directa que nos interesan —referendos revocatorios, plebis-
citos, iniciativas ciudadanas— ofrecen instrumentos para controlar y 
exigir la rendición de cuentas de los legisladores, al retirarlos de sus car-
gos públicos, al rechazar leyes que hayan aprobado o al pasar leyes que 
quizá habrían rehusado. Guillermo O’Donnell ha llamado a esta pro-
piedad “rendición de cuentas vertical”. La rendición de cuentas vertical 
también puede dar lugar a una “rendición de cuentas horizontal”, donde 
un conjunto de agencias públicas monitorea y supervisa la operación de 
otras agencias. Sin embargo, también existen formas alternativas de ren-
dición de cuentas que involucran el control de los ciudadanos sobre los 
funcionarios públicos, en ocasiones llamada “control social”. Algunos de 
estos mecanismos han sido institucionalizados o incluso incorporados 
en las nuevas constituciones. El control ciudadano se refiere al papel de 
vigilante de algunos actores de la sociedad civil con atribuciones para su-
pervisar hechos inapropiados e instigar mecanismos existentes de rendi-
ción de cuentas para implementar reglas y procedimientos (Peruzzotti 
y Smulovitz, 2002).

Antes de que O’Donnell escribiera sobre la rendición de cuentas 
vertical y horizontal, él había adoptado el término de Hirschman para 
hablar de voz vertical y horizontal (O’Donnell, 1986).  O’Donnell afir-
mó que la voz horizontal —las personas (clientes, ciudadanos, consu-
midores) hablando entre ellas— era una condición necesaria para la voz 
vertical, que tiene lugar cuando la gente habla a quienes están en el po-
der: gerentes, gobernadores, patrones. Si la gente no puede ejercer la voz 
horizontal, no puede exigir la rendición de cuentas de sus gobernantes. 
Ésta es una de las razones por las que el desarrollo participativo se ve 
obstaculizado en escenarios caracterizados por la ausencia de una so-
ciedad civil fuerte, un fenómeno que queda ilustrado en los análisis de 
El Salvador (Karina Grégori), Nicaragua (Gisela Zaremberg) y Recife, 
Brasil (Françoise Montambeault) en este libro. Una sociedad civil débil 
permite a los partidos y a los jefes políticos capturar espacios de partici-
pación directa y utilizarlos para sus propios propósitos.

Educar ciudadanos. ¿Cómo afectan estas nuevas instituciones participa-
tivas la calidad de la voz de los ciudadanos? Para que funcionen muchas 
de las nuevas formas institucionales de participación en América Lati-
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na, los ciudadanos deben aprender a ejercer su voz de maneras que bus-
quen alcanzar cierto acuerdo en torno a agendas, decisiones y políticas 
públicas coherentes. Teóricos de la democracia, desde Mill en adelante, 
han planeado que la democracia se enriquece en la medida en que los ciu-
dadanos se informen, confíen unos en otros y sean capaces de delibe-
rar en torno a asuntos políticos, respetar la ley, permanecer abiertos a 
hacer concesiones y ser tolerantes ante las diferencias. La proliferación 
de espacios en los que la participación tiene lugar en América Latina 
representa un parteaguas en lo que algunos analistas han llamado una 
“escuela” de democracia.

El diseño institucional es importante para que la voz instituciona-
lizada sea efectiva. Para que las instituciones participativas funcionen 
no es suficiente que los ciudadanos “se reúnan” en estos foros y ejerzan 
su voz o que las élites políticas y los representantes los escuchen. Por el 
contrario, estas instituciones necesitan estructurar la participación y es-
timular las discusiones que permitan a los ciudadanos alcanzar un cierto 
propósito (por ejemplo, decidir con respecto a la distribución del presu-
puesto local o recomendar políticas a las legislaturas o los ministerios de 
gobierno sobre algún asunto en particular). Esto significa con frecuencia 
que las nuevas instituciones tienen que organizarse de modo que pue-
dan estimular y preparar a los ciudadanos para adquirir las virtudes y las 
habilidades necesarias para ejercer sus voces con efectividad —para ob-
tener información, deliberar, razonar públicamente, imaginar opciones e 
influir en los autores y los reguladores de las políticas públicas.

Algunas instituciones analizadas en este libro no sólo recaban y agre-
gan “preferencias”. Por el contrario, también reúnen a las personas para 
deliberar, reflexionar, desarrollar y refinar sus preferencias al conversar 
entre sí. Esto es cierto con respecto a los consejos de asesores estudiados 
por Progrebinschi en Brasil, las instituciones de presupuestos participa-
tivos abordados por Montambeault, también en Brasil, y los Consejos 
Comunales de Barrios en Venezuela, los cuales deben decidir qué pro-
yectos priorizar y cómo llevarlos a cabo.

Estas instituciones están diseñadas para que los participantes sean 
responsables y tomen en consideración intereses más allá de sus intereses 
privados: pensar qué sería bueno para el ambiente, la salud pública, las 
mujeres o su comunidad local, para las ciudades de Belo Horizonte o 
Porto Alegre. También, en muchas de estas estructuras institucionales, 
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los expertos, personas con conocimientos específicos, son convocados 
para trabajar con los ciudadanos: en Venezuela, técnicos de los minis-
terios son invitados para asesorar a los Consejos; en los consejos mexi-
canos y brasileños hay académicos y expertos así como personas locales 
interesadas en el asunto. En una región donde tecnócratas aislados con 
frecuencia han ejercido una influencia desmedida sobre la distribución 
de bienes públicos, la creación de espacios en que los expertos deben 
interactuar con la ciudadanía posee un enorme potencial democrático.
	

La estructura del libro

Los capítulos de este libro nos ofrecen un inventario detallado de los 
mecanismos institucionales de participación directa que cubren buena 
parte de la región latinoamericana. Este recorrido no es exhaustivo, pero 
hemos tratado de identificar una amplia gama de experiencias, incluidos 
ejemplos de éxito y fracaso. Como editores, hemos pedido a los autores 
que sean tan vívidos y precisos como sea posible en sus descripciones de 
los mecanismos participativos.

El capítulo 2 es un ambicioso estudio comparativo de consejos mu-
nicipales de desarrollo en cuatro países, donde la politóloga argentina 
Gisela Zaremberg identifica diferencias marcadas en el grado en que las 
instituciones participativas sirven para aumentar o restringir los espa-
cios para que la ciudadanía ejerza control sobre las autoridades centra-
les. Haciendo uso de sofisticadas técnicas de análisis de redes tomadas 
de sociólogos económicos y geógrafos, Zaremberg retrata casos en que 
los ejecutivos utilizan a estas instituciones para pasar por encima de ofi-
ciales electos de la oposición y para reforzar el control jerárquico, así 
como instancias en que la democracia directa abre camino para una ma-
yor rendición de cuentas horizontal y para fortalecer las instituciones 
representativas.

En el capítulo 3, Thamy Progrebinschi ofrece el análisis más com-
prensivo hasta la fecha de las conferencias nacionales de políticas públi-
cas en Brasil, las cuales han proliferado durante la última década y han 
resultado en una traducción sin precedentes de las preferencias ciuda-
danas a medidas regulativas y legislativas concretas. Aquí encontramos 
un caso significativo de procesos participativos que parecen fortalecer 
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las instituciones representativas —en esta instancia, tanto la legislatura 
como el Ejecutivo— y estimular a estas últimas para concentrar las po-
líticas en los intereses y las demandas de los grupos en desventaja, desde 
minorías raciales y sexuales hasta ciudadanos mayores y personas con 
discapacidades. Mientras buena parte de la literatura en ciencias sociales 
hasta la fecha se ha centrado en las instituciones participativas que ope-
ran estrictamente a nivel local, el análisis de Progrebinschi provee una 
contribución invaluable a la teoría democrática al arrojar luz sobre pro-
cesos de democracia directa que ocurren a nivel nacional.

Mientras Zaremberg se concentra en la heterogeneidad entre paí-
ses, en el capítulo 4, los antropólogos Felipe Hevia J. y Ernesto Isunza 
Vera iluminan los factores que generan variación dentro de un solo con-
texto nacional, el mexicano, donde los consejos de asesores del gobier-
no federal han exhibido distintos grados de éxito. Los autores observan 
el sistema de “consejos consultativos” que comenzaron a establecerse en 
México a principios de los años ochenta. Primero consideran la historia 
y el éxito relativo de los Consejos de Desarrollo Sustentable que invo-
lucran una amplia gama de participantes del gobierno y de la sociedad 
civil. Al explicar cómo y por qué estos consejos han influido en las po-
líticas y las regulaciones de la Secretaría de Medio Ambiente, Hevia e 
Isunza pueden presentar una explicación de por qué la participación 
directa ha sido mucho menos exitosa en otros consejos consultativos 
(existen cerca de 160) en sectores como la educación, la cultura, la sa-
lud y el desarrollo económico. Los autores analizan el carácter de estos 
otros mecanismos participativos pero ponen especial énfasis en el carác-
ter cerrado y corporativista del Estado mexicano, incluso después de la 
derrota del PRI en 2000.

El grado en que la propia innovación institucional puede tener di-
versos resultados en distintos contextos dentro de un mismo país es el 
tema central del capítulo 5, escrito por la politóloga canadiense Fran-
çoise Montambeault. Este capítulo se basa en la experiencia ampliamen-
te analizada de los presupuestos participativos en Brasil, pero lo hace 
más allá del caso de Porto Alegre, el cual ha ocupado la mayor parte de 
la literatura en la materia publicada hasta la fecha. Mientras el trabajo de 
Montambeault confirma las descripciones optimistas de los presupues-
tos participativos en Porto Alegre, los cuales presentan niveles impresio-
nantes de apertura y transparencia que dan lugar a mayores niveles de 
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rendición de cuentas, su examen de los presupuestos participativos en 
Belo Horizonte y Recife muestra cómo el mismo mecanismo institucio-
nal puede ser capturado por las élites que gobiernan a través de prácticas 
clientelares. La interacción entre la democracia directa y la democracia 
representativa se presenta de manera clara en este capítulo, puesto que 
la naturaleza de los partidos políticos se vuelve un determinante crítico 
del impacto que tienen los presupuestos participativos. 

El papel de los partidos políticos y del clientelismo también es evi-
dente en el detallado estudio de Michael McCarthy sobre los Consejos 
Comunales en Venezuela. Evitando con destreza la tentación de cele-
brar o condenar los mecanismos a través de los cuales el chavismo ha 
buscado pasar por encima de las instituciones representativas que afecta 
buena parte de la literatura, McCarthy realiza una crónica en el capítulo 
6 de cómo el gobierno de Chávez ha promovido los “consejos comuna-
les” locales (más de 35 000) establecidos para planear y ejecutar pro-
yectos locales, como obras de electricidad, construcción de caminos y 
provisión de agua potable. El sutil análisis de McCarthy acerca de esta 
participación popular politizada explora las maneras en que la estrate-
gia participativa del gobierno de Chávez estimula el control desde arriba 
por parte del Ejecutivo, al mismo tiempo que empodera a ciudadanos 
previamente excluidos para hacer que el gobierno sea más sensible a sus 
demandas, para exigir la rendición de cuentas de los funcionarios públi-
cos, para educar a la ciudadanía y para motivar a los ciudadanos a que 
compartan la responsabilidad con el gobierno en la provisión y la distri-
bución de bienes y servicios públicos.

En el capítulo 7, Karina Grégori identifica ambigüedades simila-
res en las experiencias de participación ciudadana en El Salvador de la 
posguerra. La autora descubre que si bien los consejos municipales ini-
cialmente despertaron grandes esperanzas de que las comunidades in-
fluirían en la distribución de los recursos públicos para el desarrollo, 
con el paso del tiempo los partidos políticos impusieron su voluntad en 
la toma de decisiones, disminuyendo el impacto de los procesos partici-
pativos. Ahora bien, en ésta como en otras instancias, la experiencia no 
ha sido uniforme en todo el país y las trayectorias históricas son de gran 
importancia. Notablemente, en las localidades donde el autogobierno 
había alcanzado más altos niveles de desarrollo —en las áreas contro-
ladas por el Frente de Liberación Nacional Farabundo Martí (FMLN) 
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durante la guerra— la influencia ciudadana sobre el proceso tiende a 
permanecer autónoma.

El capítulo 8, escrito por Alicia Lissidini, examina la democracia 
directa en Uruguay y Venezuela. Lissidini se concentra en los mecanis-
mos electorales de participación directa, en particular en los referendos-
revocatorios, los plebiscitos y las iniciativas ciudadanas. Tanto Uruguay 
como Venezuela se han convertido en casos ejemplares del giro hacia la 
izquierda en América Latina, sin embargo, utilizan la democracia direc-
ta de distintas maneras. En Uruguay, donde existe una larga tradición de 
constitucionalismo progresista, los referendos son instrumentos utiliza-
dos por los partidos políticos en la legislatura para controlar el poder del 
Ejecutivo. En Venezuela, los referendos tienen el propósito contrario, 
refuerzan el poder del Ejecutivo y perpetúan el clientelismo.

El capítulo 9, escrito por los politólogos Todd A. Eisenstadt y Jen-
nifer Yelle, explora cómo las democracias latinoamericanas enfrentan los 
retos de incorporar la voz de los pueblos indígenas. Su análisis describe 
tanto la proliferación de los “usos y costumbres” en el sur de México como 
sus implicaciones contradictorias para la representación democrática. Por 
un lado, las comunidades indígenas obtienen cierto grado de autonomía 
que reconoce sus historias particulares y su derecho a la autodetermina-
ción; sin embargo, al mismo tiempo, los autores revelan prácticas suma-
mente antidemocráticas que prevalecen en la operación de esos espacios 
institucionales. La representación de las comunidades es acentuada por 
los usos y costumbres, sin embargo, la representación de los individuos 
que habitan esas comunidades no necesariamente se ve beneficiada. Esta 
situación realza la posibilidad de que las innovaciones institucionales de-
biliten importantes elementos de la gobernanza democrática.

El capítulo 10, elaborado por José Luis Exeni, reflexiona sobre los 
retos de profundizar la democracia en estados plurinacionales. El au-
tor argumenta que la nueva constitución boliviana es una amalgama de 
tres modelos democráticos: la democracia representativa, la democracia 
participativa directa y la democracia comunitaria. El actual gobierno de 
Bolivia busca fortalecer la participación indígena en todos los niveles del 
Estado, lo cual significa más representantes indígenas en la legislatura, 
pero también en el cuerpo electoral “plurinacional”, así como en el tribu-
nal constitucional plurinacional. Otra innovación en términos de parti-
cipación en y a través de la representación es la elección a nivel nacional 
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de jueces, así como la participación en nuevos cuerpos legislativos crea-
dos por la ley de autonomía y descentralización. Sin embargo, la partici-
pación no termina con la creación de más procesos electorales, sino que 
también involucra la participación directa, tanto electoral (a través de 
referendos) como no electoral (a través de formas locales de autogobier-
no). En particular la concepción comunitaria de la democracia ha sido 
estimulada a través de la creación de cuerpos autónomos de autogobier-
no en las comunidades indígenas. Reconociendo que la reconciliación 
entre todos estos modelos de democracia no será fácil, la perspectiva 
que adopta Exeni no deja de ser crítica, sin embargo, la contribución 
principal de este capítulo es que la participación no es simplemente un 
conjunto de mecanismos practicados a nivel local sino una noción alter-
nativa de la política democrática que se puede utilizar para transformar 
y democratizar el Estado entero. 

En la conclusión, dos de los coeditores de esta obra regresan a al-
gunos de los temas centrales descritos en esta introducción y aborda-
dos a lo largo del libro. Hacemos énfasis en cómo este libro ofrece una 
contribución al análisis empírico, cimentado en la práctica y en la teo-
ría democráticas, y repasamos cómo documenta y explica no sólo la 
profundización participativa de la democracia, sino también sus re-
gresiones y sus fracasos. Sugerimos algunas maneras en que el libro 
puede ayudar a mover el debate más allá de dicotomías maniqueas de 
participación contra representación en América Latina y cómo puede 
ayudarnos a delinear con mayor claridad la diversidad de regímenes de-
mocráticos en función de cómo promueven, inhiben o equilibran meca-
nismos de participación y representación. Sobre todo, el capítulo final 
recomienda algunos criterios para evaluar la calidad de la democracia 
en la región, subrayando la importancia de tener en cuenta sus dimen-
siones participativas.

En conjunto, los capítulos de este volumen ofrecen una revisión de-
tallada de la participación directa institucionalizada, tanto de sus me-
canismos electorales como de los no electorales. Contribuyen a nuestra 
comprensión de los diversos modelos de regímenes democráticos y de la 
variación en su calidad. Esperamos que ayuden a estimular el debate en 
torno a la democracia en América Latina fuera de una perspectiva que 
toma una sola forma de democracia como el único punto de referencia 
relevante, tanto en términos normativos como empíricos. Las bases nor-
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mativas sobre las que evaluamos las nuevas instituciones de democracia 
participativa no surgen necesariamente de la democracia representati-
va. Esto no quiere decir que seamos hostiles a la democracia represen-
tativa; por el contrario, para algunos de nuestros autores sí representa 
el punto de partida normativo de sus análisis. Sin embargo, este libro 
no está diseñado en primer lugar para preguntar cómo puede la parti-
cipación mejorar la democracia representativa. Esa es una pregunta im-
portante (abordada, entre otros, por Selee y Peruzotti), sin embargo, en 
el curso de nuestras deliberaciones colectivas llegamos a una pregunta 
distinta: ¿cómo puede la gente obtener una mayor voz institucional en 
cualquiera que sea el modelo de democracia que realmente existe?

Este interés en la voz institucionalizada es, quizá, la característica 
distintiva de este libro y lo que lo hace diferente a la mayor parte de los 
trabajos disponibles en la materia. Como Selee y Peruzotti, no vemos 
razones para sospechar de las instituciones o de formas institucionali-
zadas de participación popular. Tampoco nos hincamos ante el altar de 
la autonomía de los movimientos sociales o ante la pureza de la sociedad 
civil. En este sentido, quizá ponemos en tela de juicio la idea de que la 
participación sólo es “buena” si contribuye a la democracia —no se diga 
a la democracia representativa—. Podemos imaginar que es un “bien” 
incluso en un contexto autoritario, en el mercado o en la burocracia, 
aunque este tema está fuera de los alcances del libro. Nuestro objetivo 
aquí es examinar la multiplicidad de formas en que la voz institucionali-
zada puede insertarse en modelos alternativos de democracia.
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Capítulo 2
“O nos quemamos, o nos congelamos”: 
sociedad y sistema de partidos en consejos 
de desarrollo municipal en América Latina 
(Nicaragua, Venezuela, México y Brasil)

Gisela Zaremberg*

Introducción1

Las exigencias de apertura democrática en América Latina han lleva-
do a plantear de manera prioritaria el diseño de mecanismos que hagan 
posible mayor participación ciudadana, transparencia y rendición de 
cuentas (Cunill, 1997; Cheresky y Pousadela, 2001; Dagnino, Olvera y 
Panfichi, 2006). Especialmente significativos son los intentos por gene-
rar espacios de contacto entre gobierno y sociedad civil, como “interfa-
ces” institucionalizadas (Isunza y Hevia, 2006; Gurza e Insunza, 2010), 
en la forma de consejos ciudadanos a nivel municipal. 

En México, Nicaragua, Venezuela y Brasil la generación de estos nue-
vos espacios ha sido abundante en la última década. La literatura que ana-
liza estas experiencias no es unánime ni necesariamente coincidente. ¿Son 
estas experiencias de participación local nuevas formas que esconden vie-
jos vicios políticos? ¿O son, por el contrario, innovaciones genuinas que 
abren caminos para nuevos procesos más horizontales e incluyentes?2

*	 Profesora de Ciencias Políticas en la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, Sede 
México (Flacso México). 

1	 La frase que inicia el título de este capítulo pertenece a un entrevistado en Nicaragua al que se 
cuestionaba sobre la relación de su organización con los partidos políticos. Este trabajo se basa 
en resultados preliminares de la investigación titulada “Cuando las redes encuentran jerarquías: 
interfaces Estado-sociedad civil en municipios altamente conflictivos (México, Nicaragua, Ve-
nezuela y Brasil)”, financiada por el IDRC, Canadá, y coordinada por la Flacso México.

2	 Por ejemplo, véase las divergencias entre los trabajos de Hawkins y Hansen (2006), Saint-
Upery (2007), García Guadilla (2007), López Maya (2007, 2008) y Arenas (2008) para 
Venezuela. Fox y Aranda (1996), Fox (2002, 2007) y Gutman (2007) para Oaxaca, 
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En este capítulo responderemos a estas preguntas reconociendo que 
no hay una imagen homogénea aplicable a todas las experiencias. De 
esta manera, por lo tanto, construiremos una tipología para capturar los 
matices de las mismas. Argumentaremos que estas experiencias consti-
tuyen nuevos títulos para viejas formas de control político cuando existe 
una relación de cooptación o monopolio de la intermediación entre par-
tidos y actores sociales presentes en el contexto de los consejos analiza-
dos. En el extremo opuesto, se transforman en espacios de participación 
cuando los actores sociales pueden dialogar con los actores políticos a 
través de diversos canales para conectarse unos con otros. Para desarro-
llar esta tesis es fundamental el análisis de redes, ya que nos permitirá 
construir medidas de centralidad (especialmente medidas de interme-
diación) destinadas a analizar las relaciones en el exterior de los consejos 
de manera que podamos sostener nuestro argumento.

Con este objetivo en mente, este capítulo se dividirá en cuatro par-
tes. La primera hará una breve referencia teórica metodológica. La se-
gunda caracterizará los consejos de desarrollo municipal analizados. En 
una tercera parte delinearemos una tipología de relación entre sociedad 
y partidos a partir del análisis de las redes que se conforman en torno a 
los consejos. Las conclusiones compaginarán las principales inferencias 
obtenidas comparando los casos.

Breve referencia metodológica

Nuestros objetos de estudio en este capítulo son las redes externas que se 
conforman en torno a consejos de desarrollo municipal. Especialmente, 
nuestra mirada estará centrada en observar las relaciones entre los con-
sejos, las organizaciones sociales y los partidos políticos. Los consejos 
seleccionados son los siguientes: los Conselhos Municipais de Desen-
volvimento Rural (CMDR) en Brasil (Bahía, región sisalera), los Con-
sejos Municipales de Desarrollo Rural Sustentable (CMDRS) en México 
(Oaxaca), los Gabinetes de Participación Ciudadana (GPC) en Nicara-
gua (Nueva Segovia y León); y los Consejos Comunales (CC) en Vene-

México. Para Nicaragua véase diferencias entre Pardo (2008), Borchgrevink (2006) y 
Largaespada (2008).
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zuela (Zulia). Estos consejos fueron seleccionados como objetos de estudio 
porque resultaban relativamente comparables, en contextos de profunda 
marginación socioeconómica. En otras palabras, nos interesó analizar 
nuevos intentos de aparición de la “voz” (utilizando el marco conceptual 
expuesto al inicio de este libro), en contextos en que estas voces suelen te-
ner serias dificultades para canalizar su habla, de manera que pudiéramos 
conocer qué factores de la innovación pueden superar estos obstáculos.

Los casos fueron seleccionados de la siguiente manera. En cada país 
se eligió un estado similar (en cuanto a condiciones socioeconómicas se 
refiere) y, al interior de éste, se retomaron ocho municipios, procurando 
que sus condiciones socioeconómicas fueran semejantes y consideran-
do cuotas en la selección por cada país, a saber: al menos un municipio 
con alta composición étnica, uno con presidencia municipal femenina y 
dos urbanos o semiurbanos. Para lograr una selección de casos socioeco-
nómicamente similares se tomó en cuenta una serie de variables.3 Con 
éstas se realizó un Análisis por Componentes Principales (APC) con-
formando grupos homogéneos entre sí para escoger entre ellos los ocho 
municipios por país.

Una vez obtenida la información cualitativa y cuantitativa en cam-
po, una de las estrategias de análisis se concentró en las redes internas 
y externas de los consejos relevados. El análisis de redes indaga las re-
laciones entre actores y genera un grafo en el que se ubican los actores 
(individuos u organizaciones), dibujándolos en forma de puntos, que for-
malmente se denominan “nodos”. La existencia de relaciones implica el 
dibujo de una línea entre dos puntos o nodos de la red. La no existencia 
de relaciones se traduce en la ausencia de líneas entre los nodos en cues-
tión (Harary, 1969). 

3	 Dichas variables fueron: población por municipio, porcentaje de población indígena, eleccio-
nes por partidos políticos versus usos y costumbres, violencia electoral, protestas electorales, 
desaparición de poderes, alcaldesas, índice de marginación, promedio Índice de Desarrollo 
Municipal, Índice de Dimensión Institucional, Índice de Dimensión Ambiental, Índice de 
Dimensión Económica, Índice de Dimensión Socioeconómica, densidad poblacional (rura-
lidad). Obsérvese que, entre las variables, se incluyeron algunas referidas a conflicto político. 
Esto se siguió para cada país excepto para Brasil, al cual le dimos la condición de caso con-
trafáctico de forma de poder contestar: ¿por qué un caso con condiciones similares repor-
taba niveles de conflicto político violento diferentes? Si bien el centro de este capítulo no es 
el conflicto político, es importante tener en cuenta la función del caso brasileño (específica-
mente, de la región sisalera en el estado de Bahía) desde el diseño metodológico mismo.
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Cada grafo se traduce en una matriz de la que se desprenden diferen-
tes medidas. Aquí nos concentraremos en las de centralidad (Freeman, 
1977). Las medidas  que observaremos son: rango (degree), intermedia-
ción (betweeness) y cercanía (closeness). El rango describe el porcentaje de 
conexiones que tiene un nodo sobre el total de la red. El análisis del ran-
go indica quién es la persona más conectada en este grupo. La interme-
diación, por su parte, indica la frecuencia con que aparece un nodo en el 
tramo más corto (o geodésico) que conecta a otros dos que no se conec-
tan directamente entre sí. Muestra cuando una persona (u organización) 
es intermediaria entre otras dos personas (u organizaciones) del mismo 
grupo que no se conocen entre sí (lo que podríamos denominar “persona 
o institución puente”). Finalmente, el grado de cercanía indica la proxi-
midad de un nodo respecto del resto de la red. Representa la capacidad 
que tiene un actor de alcanzar a los demás. Una persona poco conectada 
con los demás (baja centralidad y bajo grado de intermediación), por el solo 
hecho de estar conectada con una persona “importante”, puede tener una 
alta cercanía.4 En otras palabras, la intermediación nos habla de mono-
polio, cercanía de influencia y rango de popularidad.

El tercer apartado de este capítulo incluirá un análisis de las rela-
ciones externas construidas en torno a los consejos de desarrollo mu-
nicipal, con especial énfasis en las relaciones en las que se intercambian 
beneficios (recursos, información, etc.). Para dar cuenta de ese análisis 
se mostrarán tanto grafos como cuadros con las medidas de centrali-
dad mencionadas aquí. Se pondrá especial énfasis en observar en qué 
medida la intermediación (betweenness) entre organizaciones sociales y 
partidos (en el gobierno y de oposición) está monopolizada (o no) por 
actores en la red.

Finalmente, a lo largo del capítulo mencionaremos diversos datos 
extraídos de un total de 400 encuestas y 320 entrevistas en profundidad 
realizadas a consejeros, informantes clave y de control (100 encuestas y 
80 entrevistas por cada estado).

4	 Por ejemplo, puedo ser una persona con sólo tres contactos. En comparación, el resto de los 
nodos de la red cuenta con más de seis. Sin embargo, mis tres contactos son el presidente 
de mi país de residencia, el presidente de Estados Unidos y el empresario más pudiente de 
América Latina. Queda claro que vale la pena entonces distinguir entre rangos, en el senti-
do de popularidad, y de cercanía, en el sentido de influencia.
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¿Innovación democrática? Consejos de 
desarrollo municipal: Brasil y México

Antes de realizar el análisis comparado de las redes en torno a los conse-
jos, debemos caracterizarlos para ubicarlos con mayor precisión, y para 
controlar mejor los alcances de la comparación. De esta manera, recorre-
remos las referencias normativas, los objetivos, el ámbito de acción territo-
rial, las áreas temáticas de referencia, las reglas de integración o membresía, 
las funciones y los recursos que manejan los consejos. Lo anterior, sin per-
der de vista el tipo de proyecto político (Dagnino, 2007) en el que se ins-
criben los consejos analizados.

Comenzando por el caso brasileño, podemos decir que los CMDR 
surgen por decreto presidencial como parte de la creación del Progra-
ma Nacional de Fortalecimiento a la Agricultura Familiar (Pronaf ) en 
1996. Este programa tiene la finalidad de promover el desarrollo soste-
nible de las zonas rurales y está basado en una estrategia de cooperación 
entre las autoridades gubernamentales municipales, estatales y federa-
les, privadas y de los agricultores familiares y sus organizaciones. Los 
organismos coparticipantes convergen en el Consejo Nacional de Desa-
rrollo Rural Sustentable (Condraf ).

Debe advertirse que en el caso brasileño la conformación de una po-
lítica pensada desde un esquema cercano a la gobernanza no es exclusiva 
del área de desarrollo rural. Por el contrario, podemos advertir este rasgo 
en varias áreas de su política pública (Bresser Pereira y Cunill Grau, 1999; 
Genro, 2000; Wampler y Avritzer, 2005; Cornwall y Coelho, 2007; Paez 
de Paula, 2010). 

Entre la abundancia de consejos que podían seleccionarse en el 
estado de Bahía se eligieron los CMDR como objeto de nuestra in-
vestigación porque se presentaban como altamente comparables con 
el caso mexicano y, en buena parte, con el nicaragüense y el venezola-
no. Los CMDR tienen el objetivo formal de ser los principales espa-
cios para la discusión de propuestas que cumplen con las demandas 
de los agricultores familiares y con el desarrollo de políticas públi-
cas dirigidas al desarrollo de los municipios (Moura, 2007: 245). Su 
función primordial es la elaboración y el seguimiento de los Planes 
Municipales de Desarrollo Rural (PMDR) y la fiscalización de los 
recursos destinados a cumplir los objetivos de ese programa. Estos 
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objetivos coinciden formalmente con los analizados en el resto de  
los países.

Por otra parte, si bien el ámbito de acción territorial está destinado 
a zonas rurales también tiene injerencia en zonas urbanas donde se de-
sarrollan actividades agrícolas y no agrícolas5 por parte de campesinos. 

En cuanto a la composición interna, es importante distinguir que el 
Condraf recomienda que los consejos se compongan en 50% por miem-
bros provenientes de la sociedad civil y el otro 50% por representan-
tes del poder público. Éste es un punto que los diferencia de los demás 
consejos analizados. Al parecer, esta recomendación está siendo exce-
dida por la participación de organizaciones de la sociedad. Según da-
tos de nuestra investigación, en los municipios estudiados 87% de los 
miembros encuestados pertenecen a organizaciones sociales (sindicatos 
de agricultura familiar, organizaciones pastorales, organismos no guber-
namentales) quienes en entrevista cualitativa manifestaron que la crea-
ción de estos consejos ha sido una demanda histórica del movimiento 
rural al que pertenecen. 

A partir de 2003, al asumir la presidencia el candidato del PT, Lula 
Da Silva, la política de desarrollo rural se concentra en dos ministerios: 
el Ministerio de la Agricultura, dedicado a cuestiones de agronegocio 
y el Ministerio de Desarrollo Agrario (MDA) dedicado a los intereses 
del campesinado popular. Este último crea consejos intermunicipales, 
denominados Codes, bajo el parámetro de un abordaje de desarrollo 
territorial. De esta forma, dentro del MDA se crea la Secretaría de De-
sarrollo Territorial (STD), que transfiere los recursos del Pronaf (antes 
a cargo de los CMDR) a los Codes (véase Moreira y Carneiro, 2012). 
Según algunos de nuestros informantes claves, esta política fue vista con 
buenos ojos por las organizaciones porque en municipios de oposición 
los presidentes municipales (prefeitos) paralizaban la ejecución de recur-
sos acordados en los CMDR. Se pensó que la vía de la planificación te-
rritorial podría destrabar estas situaciones.

5	 Por actividades no agrícolas se entienden los servicios relacionados con el turismo rural, la 
producción artesanal, el agronegocio familiar y otras prestaciones de servicios en las zonas 
rurales que sean compatibles con la explotación rural y el mejor uso de mano de obra fa-
miliar (Banco Central de Brasil, disponible en  <http://www.bcb.gov.br/pre/bc_atende/
port/pronaf.asp>).
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En el estado de Bahía, con 417 municipios, la política territorial de-
rivó en 26 consejos intermunicipales (Codes).  Esta política se impulsó 
aún más a partir de 2006, en que se logra la alternancia a cargo del PT 
luego de una larga hegemonía protagonizada por una camada de polí-
ticos llamados “carlistas”.6 Por otra parte, desde el punto de vista social, 
en Brasil-Bahía, especialmente en la región sisalera en la que llevamos 
a cabo nuestra investigación, se presenta una diversa red de actores de 
la sociedad civil proveniente de una intensa historia relacionada con or-
ganizaciones eclesiales de base y con la formación de sindicatos de agri-
cultura familiar modernos conectados con la construcción misma “desde 
abajo” del PT bahiano. A esta red de actores endógenos se suma una 
acumulación de trabajo realizado con diferentes organismos de la coo-
peración internacional. Esta red es más fuerte y variada que la que halla-
mos en el resto de los casos de nuestra investigación. Lo anterior a pesar 
de que, si se compara con otras regiones dentro del mismo Brasil (espe-
cialmente el sur, reflejado, por ejemplo, en Porto Alegre), la literatura 
suele confluir en que la sociedad civil del nordeste brasilero es relativa-
mente débil (Avritzer, 2010).

En contraposición, debe advertirse que durante la realización de 
nuestra investigación, el caso mexicano, en Oaxaca, se hallaba bajo el 
gobierno del Partido Revolucionario Institucional (PRI) desde hacía 
ochenta años, dándose la alternacia recientemente a partir de julio de 
2010 (año en que concluyó nuestra investigación). Como veremos, ésta 
es una diferencia significativa con el caso brasileño, que, sin embargo, 
no alcanza a explicar por completo las distancias entre uno y otro casos. 
Esta situación de no alternancia se conjuga con la existencia formal del 
juego democrático a través de elecciones competitivas pero con una re-
sistencia informal con respecto a este juego. Adicionalmente, el estado 
muestra una gran heterogeneidad con un total de 570 municipios, de 
los cuales 418 se rigen por el sistema de “usos y costumbres”.7 En cuanto 

6	 Se denomina con el término “carlistas” a la camada de políticos que, perteneciendo a una 
poderosa élite económica y social, respondieron a un famoso “coronel” de la región lla-
mado Antonio Carlos Peixoto de Magalhanes. La palabra “coronel” es análoga a la de “ca-
cique” utilizada en México y denota a un actor que controla el escenario político en un 
territorio específico.

7	 En 1995, se reformó la Constitución y la Ley Electoral del Estado para legalizar elecciones 
municipales de acuerdo con las costumbres que rigen a los pueblos originarios. Sin embar-
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a la sociedad, nos encontramos con organizaciones de la sociedad civil 
(relativamente débiles)8 y con abundancia de organizaciones corporati-
vas que, como señalaremos, fungen como intermediarias preponderan-
temente entre sociedad, partidos y gobierno. Estas últimas provienen 
del pasado (por ejemplo, la Confederación Nacional Campesina, CNC) 
pero también resultan de nuevas organizaciones ligadas a partidos de la 
oposición que, no obstante, adoptan el mismo estilo de negociación po-
lítica de las organizaciones históricamente ligadas al PRI. Finalmente, 
la diversa gama de etnias, el contexto migratorio, las distancias cultura-
les y las desigualdades socioeconómicas conforman un escenario suma-
mente complejo.

En este contexto, desde mediados de los años ochenta se genera un 
proceso de descentralización que implica, entre otras cosas, la creación 
del marco del Sistema Nacional de Planeación Democrática (Ley de Pla-
neación) que se planteó la participación de diversos sectores sociales en el 
desarrollo del país. A raíz de este sistema, se crearon los Consejos de Pla-
neación para el Desarrollo de los Estados (Coplade) y los Comités de 
Planeación para el Desarrollo Municipal (Coplademun).9

Al momento de realizar nuestra investigación, el estado oaxaque-
ño mostraba una peculiaridad. Se había decidido fusionar buena par-
te de dichos consejos, en las zonas rurales, con los llamados Consejos 
Municipales de Desarrollo Rural Sustentable (CMDRS), creados por 
laLey de Desarrollo Rural Sustentable desde 2001. De acuerdo con es-
tas disposiciones, los CMDRS deben operar formalmente al interior de 
los Coplademun. No obstante, dado que los ayuntamientos municipa-

go, varios autores coinciden en señalar que la promoción de dicha ley estuvo asociada a los 
intereses del PRI, que de esa manera conservaba la posibilidad de manejar las redes infor-
males necesarias para manipular buena parte de las elecciones a realizarse por ese sistema. 
Más tarde, dicho sistema será apropiado en algunos casos por los movimientos que luchan 
por la autonomía de los pueblos indígenas (Hernández-Díaz y Martínez Juan 2007; Gue-
rra Pulido, 2010).

8	 Aquí calificamos a la sociedad civil oaxaqueña como débil, de manera comparativa con la 
que existe en otros países y por la fuerza que mantienen frente a ella las organizaciones cor-
porativas y el gobierno. El calificativo no significa que  dichas organizaciones civiles no rea-
licen una tarea importante en el estado.

9	 En Oaxaca, de acuerdo con la Ley de Planeación del Estado, recibe el nombre de Comité 
Estatal de Planeación para el Desarrollo y es un organismo público descentralizado de la 
administración pública estatal.
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les poseen atribuciones para nombrar consejos y comités, algunos han 
creado las figuras de Coplademun o CMDRS de manera indistinta. En 
nuestra investigación, en seis de los casos el órgano oficialmente recono-
cido es el CMDRS, sin que exista a la par un Coplademun (a pesar de 
que algunos municipios tienen un perfil más urbano); en dos munici-
pios no se tiene registrado el Plan Municipal de Desarrollo, pero en las 
Actas de Priorización de Obras y Acciones, el órgano que suscribe tal 
priorización es el CMDRS, y no hay datos sobre el Coplademun.10 De 
esta manera, la figura formal en nuestros casos son los CMDRS, aun-
que resulta significativo que los actores entrevistados confundieran los 
términos Coplade y CMDRS constantemente, dando cuenta del bajo 
conocimiento del marco legal que los congrega. 

Formalmente, los CMDRS están definidos como instancias para la 
participación de los productores y demás agentes de la sociedad rural en 
la definición de las prioridades regionales, la planeación y la distribución 
de los recursos que la Federación, los estados y los municipios destinen 
al apoyo de las inversiones productivas y para el desarrollo rural susten-
table. Estos Consejos fungirían como órganos consultivos del ayunta-
miento para la planeación y la definición de políticas y estrategias del 
gobierno municipal en materia de desarrollo rural. Fundamentalmen-
te, a través de los CMDRS se ejerce el Fondo de Aportaciones para la 
Infraestructura Social Municipal (Fondo III) de los recursos del ramo 
33 (Caire, 2009).11 Sin embargo, en la práctica, de las veinte funciones 
previstas en la ley, se encontró que los CMDRS estudiados cumplían 
apenas la función relacionada con la priorización de obras incluida en el 
mencionado ramo 33.12

10	 Se consultaron los planes municipales de desarrollo 2008-2010 de los municipios Santia-
go Niltepec, San Juan Ñumí, Putla Villa de Guerrero, Ayoquezco de Aldama, Eloxochi
tlán de Flores Magón y Juchitán de Zaragoza, y actas de priorización de los municipios de 
Chalcatongo de Hidalgo y Trinidad Zaachila. Lo anterior en la página de la Coordinación 
General del Coplade, en Oaxaca (información municipal).

11	 El ramo 33 es un fondo de aportaciones federales a estados y municipios, compuesto por 
siete fondos, de los cuales dos corresponden directamente a los municipios.

12	 Según la información de la página de la Coordinación General del Coplade en Oaxaca, las 
atribuciones de los cmdrs son amplias y variadas; pueden abarcar desde la promoción 
del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal (faism) hasta impul-
sar la participación de los ciudadanos en la programación, ejecución y evaluación de las 
obras a realizarse con este fondo.
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Debe advertirse que este complicado enjambre legal entre figuras 
adscritas a los CMDRS y los Coplademun parece contribuir a la simu-
lación. Por un lado, los consejeros no conocen con certeza sus funcio-
nes. Por otra parte, los funcionarios mencionan al Coplademun (que en 
realidad en sus documentos son los CMDRS) cuando se refieren a la 
necesidad de contar con la firma de los consejeros para ejecutar anual-
mente recursos del ramo 33. Esta es la principal actividad del consejo 
que preocupa mayormente a los presidentes municipales entrevistados. 
De hecho, muchos reducen las actividades del consejo a una reunión 
anual destinada exclusivamente a este objetivo.

En cuanto a su composición, de acuerdo con la Ley de Desarrollo 
Rural Sustentable, los CMDRS deben tener como miembros perma-
nentes a los presidentes municipales, quienes los podrán presidir (a dife-
rencia de Brasil); a los representantes, en el municipio correspondiente, 
de las dependencias y de las entidades participantes que formen parte de 
la Comisión Intersecretarial, a los funcionarios de las entidades federa-
tivas que las mismas determinen y a los representantes de las organiza-
ciones sociales y privadas de carácter económico y social del sector rural 
en el municipio.

Debe advertirse que, en la práctica, en los casos estudiados, exis-
te una importante manipulación en la selección de los miembros por 
parte del presidente municipal (que como se vio, tiene la atribución de 
presidir los consejos). Una forma de ejercer esa manipulación es remi-
tiéndose a elegir a los miembros entre las autoridades de agencia (o de 
localidad) previamente seleccionadas también con venia del presidente. 
En el caso de Oaxaca, en claro contraste con el caso brasileño, la mayoría 
de los miembros provenientes de la sociedad en los consejos analizados 
son fundamentalmente los “agentes”, esto es, las autoridades que presi-
den las localidades en el seno de los municipios. Dichas autoridades son 
elegidas por “usos y costumbres”, por la Asamblea y/o por el Consejo de 
Ancianos. 

En conjunto, si bien los espacios de interfaces municipales en Oaxaca 
y en Bahía se instalan en contextos socioeconómicos similares (excepto 
por la variable étnica que en Bahía se centra en la variable racial) observa-
mos contrastes en la composición interna, en la centralidad del presiden-
te municipal y en la fortaleza y el tipo de sociedad civil existente.
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¿Innovación democrática? Consejos de desarrollo 
municipal: Nicaragua y Venezuela

Por su parte, en el caso de Nicaragua, los actuales Gabinetes de Par-
ticipación Ciudadana (GPC) son una figura reformulada de los Con-
sejos de Participación Ciudadana (CPC) generados por el Frente 
Sandinista de Liberación Nacional (FSLN) en el gobierno, por de-
creto presidencial de 2007, para contrarrestar la figura de los antiguos 
Consejos de Desarrollo Municipal (CDM) instalados por la Ley de 
Participación aprobada por el Legislativo en 2003. Hasta la creación 
de los CPC/GPC, la instancia máxima de diálogo gobierno-sociedad 
civil en los municipios eran los CDM. En los municipios en los que el 
FSLN no ha ganado elecciones municipales (o donde no pudo con-
trolarlas por medios fraudulentos),13 los CDM aún continúan en fun-
cionamiento de modo paralelo a los GPC. Sin embargo, su vigencia se 
encuentra en franco descenso.

Si bien diversas organizaciones de la sociedad civil habían recibido 
apoyo de la cooperación durante los años noventa para su fortalecimien-
to, éste no parece haber sido suficiente para lograr incidir de manera 
más patente contra el debilitamiento de los CDM y el ascenso de los 
GPC (véase Largaespada, 2008).

El objetivo formalmente enunciado de los GPC es que el “pueblo” 
nicaragüense, se organice y participe en el desarrollo integral de mane-
ra activa y directa apoyando las políticas del presidente de la República. 
Este objetivo supone un proyecto político en el que se privilegia lo que 
se denomina democracia participativa en contraposición a la democra-
cia representativa, misma que en diversas ocasiones se valora de manera 
sumamente peyorativa (Prado, 2008).

Los GPC se ubican territorialmente en comunidades, comarcas, ba-
rrios, distritos, municipios, departamentos, regiones autónomas y a ni-
vel nacional. Al mismo tiempo,  están compuestos por 16 sectores que 
se ocupan de diversas áreas de acción, bajo la guía de un coordinador 

13	 En 2008, varios observadores electorales nacionales e internacionales concluyeron que 
aproximadamente treinta municipios habían sido objeto de fraude electoral. Este hecho 
provocó la salida de agencias de cooperación internacional, por ejemplo la sueca, lo que im-
plicó la suspensión temporal de unos 37 millones de dólares.
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general.14 Los 16 cargos en los diferentes niveles (comunitario, comarcal, 
de barrio, etc.) son electos para un periodo de dos años y pueden reele-
girse hasta dos veces.

 Dichos GPC forman parte del Consejo Nacional de Planificación 
Económico Social (Conpes) desde 2007.15 A través de este decreto, el 
gobierno de Nicaragua colocó al Gabinete Nacional de Poder Ciuda-
dano como la instancia máxima de decisión del Conpes, constituida en 
órgano plenario.

En cuanto a la integración de los GPC se especifica que se elegirá 
un representante de cada uno de los sectores en los 15 departamentos y 
en las dos regiones autónomas del país, presidido por el presidente de la 
República y la coordinadora de la Secretaría de Comunicación y Ciuda-
danía del Gobierno de la República (encabezada por la primera dama), 
los ministros de Estado, los presidentes de entes autónomos y guberna-
mentales, las autoridades de la Policía Nacional, la Junta de Directores 
del Conpes, y demás funcionarios gubernamentales que determine el 
presidente de la República. Podrán formar parte del mismo, represen-
tantes de los distintos sectores económicos y sociales del país que soli-
citen su participación y en tanto que la misma sea aprobada por dicho 
Gabinete (Stuart Alemndarez, 2009).

Desde el Consejo Nacional de Poder Ciudadano hacia abajo todas 
las instancias asumen el nombre de Gabinete. Desde abajo, el Gabinete 
Comarcal o de Barrio del Poder Ciudadano se integra con dos a seis re-
presentantes. A su vez, este Gabinete elige un equipo integrado por 16 
coordinadores y selecciona de dos a seis de ellos para que los represen-
ten en el Gabinete Distrital. Con este mismo procedimiento se confor-
man los gabinetes municipales y departamentales.

14	 Los 16 sectores (coordinaciones) son: 1) promoción de derechos de ciudadanía (capacita-
ción), 2) comunicación y propaganda, 3) seguridad ciudadana, intercambios comunitarios 
y solidaridad, 4) derechos de la mujer, 5) derechos de los jóvenes y niños, 6) derechos de 
adultos mayores, 7) salud, 8) educación, 9) medio ambiente, 10) transporte e infraestructu-
ra, 11) desarrollo rural, 12) cultura, 13) deporte, 14) propuestas hacia los gobiernos locales, 
15) programa y proyectos de promoción de empleo, autoempleo y trabajo comunitario, y 
16) general.

15	 Según el decreto presidencial 113/2007, publicado en la Gaceta Diario Oficial, núm. 360, 
del 29 de noviembre de 2007.
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En la práctica, la membresía dentro de los GPC municipales se en-
cuentra fuertemente ligada a la militancia partidaria en el FSLN. Nues-
tros datos indican esta realidad para los consejos entrevistados. Llama la 
atención que el total de los miembros (100%) entrevistados contestara 
que también se consideran miembros activos del FSLN. En contraposi-
ción, en los CDM subsistentes, sólo 22.7% se ubicó en una pertenencia 
partidaria, que se remitió únicamente al partido de oposición (el Parti-
do Liberal, PL). Lo anterior muestra el nivel de polarización que afecta 
a estos espacios.

Por otra parte, dado que a la fecha no se ha emitido el reglamen-
to del decreto y el Estatuto de Organización y Funcionamiento de los 
GPC, no existen datos oficiales sobre las funciones específicas de és-
tos. Nuestra investigación advierte, sin embargo, que en muchos con-
sejos se identifica la función en relación con la implementación de 
programas del Ejecutivo nacional en las comunidades. En contrapo-
sición, no hay muchas referencias a la toma de decisiones. A pesar de 
eso, se ha percibido una sensación de “empoderamiento” desde la pers-
pectiva simbólica de algunos miembros de los GPC entrevistados, por 
el hecho de poder ingresar y/o reclamar en el plano de la implemen-
tación a las alcaldías sin objeciones ni dilaciones burocráticas (“Ahora 
me abren la puerta”).

Finalmente, no hay información oficial sobre el manejo de recursos 
públicos por parte de los GPC. Sin embargo, pudimos observar que 
estos últimos tienen una participación importante en la implementa-
ción de recursos en dos de los programas más importantes del gobier-
no: el Programa Productivo Alimentario “Hambre Cero” y el programa 
“Usura Cero”.16

Por último, vamos a analizar el caso venezolano. En éste, los Con-
sejos Comunales (CC) son la pieza fundamental de un proyecto políti-
co que pone énfasis en el componente de la democracia participativa de 
manera opuesta o prioritaria sobre la democracia representativa. Esta 
última se asocia a un periodo político denominado “Punto Fijo”, caracte-
rizado por el predomino de dos partidos, Acción Democrática y Comité 

16	 Véase también la página web de la presidencia de Nicaragua.
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de Organización Política Electoral Independiente (COPEI), conjuga-
dos en un asfixiante sistema bipartidista. 

Los CC fueron creados por la Ley de los Consejos Comunales, que 
fue aprobada por la Asamblea Nacional el 7 de abril de 2006. Estos 
Consejos se compaginan con la Constitución bolivariana en la que la 
participación resulta un principio central para la constitución del  “poder 
popular”, el cual encarna como nuevo fundamento de soberanía. Este 
principio constitucional recogió experiencias participativas anteriores 
de suma importancia, que incluso constituyeron, en los inicios de la coa-
lición electoral chavista, un objetivo fundamental del programa de la iz-
quierda que compuso dicha coalición. Estas experiencias se conjugaron 
con elementos provenientes del polo militar que, según varios autores, 
ha ido creciendo sobre los componentes propuestos originalmente por 
aquella izquierda (véase López Maya, 2009).

Actualmente, los CC son parte medular del proyecto “Revolución 
Socialista del Siglo XXI”, un proyecto político que aunque vago se ha 
conjugado simultáneamente con la creación del Partido Socialista Uni-
do de Venezuela (PSUV), fortaleciendo una segunda era de hegemonía 
chavista.

En este contexto, el marco normativo de los CC se ha ido modifi-
cando. En 2009, la Asamblea Nacional emitió la Ley Orgánica de los 
Consejos Comunales, a partir de la cual los CC extendieron su ámbito 
de actuación más allá del plano participativo, pues por definición son un 
eje fundamental en la construcción del nuevo modelo de sociedad socia-
lista. Con esta ley, se derogó la Ley de Consejos Comunales de 2006.17

El desarrollo de los CC está orientado, coordinado y evaluado por 
la Comisión Presidencial de Poder Popular que designa el presidente 
de la República. Esa comisión está integrada por una Comisión Nacio-
nal de Poder Popular y por comisiones regionales, locales y “especiales” 
de Poder Popular. 

Los CC se definen formalmente como instancias de participación, 
articulación e integración entre los ciudadanos, las diversas organizacio-

17	 El antecedente formal inmediato de los CC fueron los consejos establecidos en la Ley de 
Consejos Locales de Planificación Pública (Gaceta Diario Oficial, núm. 37.463, del 12 de ju-
nio de 2002). Con la expedición de la Ley de Consejos Comunales de 2006, fue derogada 
la figura de Red de Consejos Parroquiales.
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nes comunitarias y los movimientos sociales y populares, que permiten 
al “pueblo organizado” ejercer el “gobierno comunitario” y la gestión di-
recta de las políticas públicas y de los proyectos orientados a responder a 
las aspiraciones de las comunidades en la construcción del nuevo mode-
lo de sociedad socialista. Para cumplir con sus objetivos, se establece que 
los CC deberán funcionar a partir del ciclo comunal. Este ciclo es defi-
nido como el proceso para hacer efectiva la participación popular y la 
planificación participativa que responde a las necesidades comunitarias. 
Está compuesto de cinco fases que deben ser avaladas y previamente 
aprobadas por la Asamblea de Ciudadanos de cada consejo: 1) diagnós-
tico, 2) plan, 3) presupuesto, 4) ejecución y 5) contraloría social.

El ámbito de acción territorial de los CC son las comunidades, de-
finidas en la ley como los conglomerados sociales de familias y ciuda-
danos que habitan en un área geográfica determinada, que comparten 
una historia e intereses comunes, que se conocen y se relacionan entre 
sí, que usan los mismos servicios públicos y que comparten necesida-
des y potencialidades similares. Las comunidades se agrupan en 150 a 
400 familias en el área urbana, a partir de 20 familias en el área rural, y 
a partir de 10 familias en las comunidades indígenas.

	 Como puede observarse, éste es un ámbito diferente al muni-
cipal, que ocupa al resto de los consejos considerados en nuestra com-
paración internacional. Elegimos a los CC como objeto de estudio en 
Venezuela porque al comenzar nuestra investigación los Consejos de 
Planeación Municipales estaban extintos y las Comunas ni siquiera 
habían aparecido en el horizonte. Por otra parte, el reducido tamaño 
de los municipios tanto de Bahía y de Oaxaca, como de Nueva Sego-
via y León, acercan las comparaciones con los territorios comunales en 
Zulia, Venezuela. Sin embargo, como analizaremos más adelante, si se 
tiene en mente esta diferente ubicación de nivel territorial, se pueden 
controlar mejor ciertos detalles en las comparaciones al momento de 
realizar inferencias. 

El CC está formalmente integrado por a) la Asamblea de Ciudada-
nos y Ciudadanas, máxima instancia de decisión del Consejo Comunal, 
integrada con la participación mínima de 10% de los habitantes de la co-
munidad, mayores de 15 años; b) el Colectivo de Coordinación Comuni-
taria, conformado por los voceros de la Unidad Ejecutiva, Administrativa, 
Financiera Comunitaria y de Contraloría Social; c) la Unidad Ejecutiva, 
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compuesta por voceros de diferentes áreas temáticas (agua, educación, 
etc.); d) la Unidad Administrativa y Financiera Comunitaria, que funcio-
na como un ente de administración, ejecución, inversión, crédito, ahorro e 
intermediación financiera de recursos y fondos de los CC (integrada por 
cinco habitantes de la comunidad, electos por Asamblea), y e) la Unidad 
de Contraloría Social, que realiza la evaluación de la gestión comunitaria 
y la vigilancia de actividades, recursos y administración de los fondos del 
CC (también integrada por cinco habitantes de la comunidad). 

A partir de los datos extraídos en nuestra investigación pudimos 
observar que la mayoría de los miembros de los consejos estudiados en 
Zulia son amas de casa, docentes, estudiantes y obreros, como lo mues-
tra el cuadro 1.

Cuadro 1. Dedicación principal de los miembros de los CC, Zulia

¿A qué se dedica usted?

Frecuencia Porcentaje

Ama de casa 24 19.5

Comerciante 5 4.1

Docente 15 12.2

Empleado municipal 3 2.4

Estudiante 25 20.3

Obrero 21 17.1

Profesionista 5 4.1

Otro 7 5.7

No especifica 18 14.6

Total 123 100.0

Fuente: elaboración propia.

Llama la atención que los miembros de los CC estudiados son fun-
damentalmente mujeres: 65.9%, y sólo 34.1% son hombres, en contras-
te con Oaxaca donde sólo encontramos nueve mujeres en un total de 92 
miembros entrevistados (9.8% mujeres y 90.2% hombres). Por otra par-
te, si bien 44% dijo pertenecer directamente al Partido Socialista Unido 
de Venezuela (PSUV), y algunos especificaron su pertenencia a algún 
frente que lo compone, el resto aseguró pertenecer a diferentes organi-
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zaciones, incluidas otras instancias de la experiencia chavista en lo que 
hace a participación popular (por ejemplo, Misión Sucre). Por su lado, 
30% dijo no pertenecer a ninguna organización. Lo anterior contrasta 
con el caso nicaragüense, en el que la adscripción al FSLN por parte de 
los miembros del GPC era total. En este sentido, el panorama de la mem-
bresía de los CC en Venezuela no se presenta de manera tan linealmen-
te ligada al partido político en el gobierno como en el caso de Nicaragua.

Por otra parte, siguiendo con la caracterización de los CC, éstos reci-
ben recursos financieros y no financieros de diversas fuentes de manera 
directa. Formalmente se estipula que los recursos aprobados por los órga-
nos del poder público para un determinado proyecto no podrán ser utili-
zados para fines distintos a los aprobados y destinados inicialmente, salvo 
autorización del poder público que los otorgó. Los recursos no dirigidos a 
proyectos específicos deben ser colocados en fondos internos del CC, que 
serán administrados por la Unidad Administrativa y Financiera Comu-
nitaria, previa aprobación de la Asamblea de Ciudadanos y Ciudadanas.

En la práctica, se pudo observar que parece no existir la capacidad 
de controlar suficientemente los mandatos formales en torno al manejo de 
recursos por parte de los CC. Las denuncias y los comentarios acerca del 
mal uso de los recursos fueron frecuentes por parte de diversos entrevis-
tados (tanto anti como pro chavistas). 

Con la información descriptiva presentada aquí, sopesando las si-
militudes y las diferencias enunciadas entre los diferentes casos pode-
mos arribar a una nueva comparación en términos analíticos, tal como 
se presenta en el cuadro 2.

Dicho cuadro muestra tanto diferencias como similitudes en la or-
ganización interna de los consejos y en su entorno político-partidario 
y social. En este sentido, resalta que si bien México y Brasil comparten 
formalmente un mismo proyecto político en lo que respecta a la com-
plementación entre democracia representativa y participativa, las ca-
racterísticas de las sociedades y del sistema de partidos a nivel local se 
presentan como factores relevantes que parecen estar incidiendo en la 
mayor (Brasil) o menor (México) efectividad de las reglas formales que 
constituyen los consejos. De esta manera, puede observarse cómo a pe-
sar de compartir varias normas (especialmente en relación con el papel 
de los legislativos municipales y el manejo de recursos) en México, la 
manipulación y la simulación de dichas reglas están más presentes.
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Cuadro 2. Resumen analítico por casos

Casos

Dimensiones Brasil México Nicaragua Venezuela

Proyecto 
político 

Democracia 
representativa y 
participativa.

Democracia representa-
tiva y participativa.

Democracia 
participativa vs. 
representativa.

Democracia 
participativa vs. 
representativa.

Lugar del 
presidente 
municipal

No preside nece-
sariamente.
Mayor manipula-
ción en munici-
pios “carlistas”.

Preside y manipula la 
selección de miembros.

Las alcaldías no 
sandinistas están 
al margen de los 
GPC. Las sandinis-
tas están subsumi-
das (recentraliza-
ción del gobierno 
nacional).

Las alcaldías no 
chavistas están al 
margen de los CC. 
Las chavistas están 
subsumidas en los 
CC (recentraliza-
ción del gobierno 
nacional).

Lugar del 
legislativo 
municipal 
(veedores, 
regidores, 
etcétera)

Se requiere su 
aprobación 
para generar un 
CMDR.

Se requiere su aproba-
ción para generar un 
CMDRS (pero suelen 
estar cooptados por el 
presidente municipal).

No participa.
Los refrenda el 
Ejecutivo nacio-
nal.

No participa.
Los refrenda el Eje-
cutivo nacional.

Membresía Organizacio-
nes fuertes y 
variadas.
Manipulación 
de municipios 
carlistas.

Agentes de las localida-
des elegidos por usos y 
costumbres.
Fuerte manipulación en 
la selección a cargo del 
presidente municipal.

Militantes del 
FSLN.

Amas de casa, 
estudiantes, obreros. 
Una parte es militan-
te del PSUV y otra 
de diferentes frentes 
chavistas.

Recursos No manejan 
recursos directos, 
pero deciden so-
bre la ejecución 
programas.

No manejan recursos 
directos. Formalmente, 
deberían decidir sobre 
programas, pero en la 
práctica sólo priorizan 
obras para la ejecución 
anual del ramo 33.

Implementan pro-
gramas naciona-
les, especialmente 
asistencia social.

Manejan recursos 
cuantiosos y pueden 
incluso generar sus 
propios recursos.
Se ha desbordado 
el control sobre el 
manejo de recursos. 

Contexto 
social

Organizaciones 
de la sociedad 
civil. Corporati-
vismo moderno 
y fuerte.

Sociedad civil débil. 
Corporativismo  tradi-
cional.

Sociedad civil 
divorciada  de 
organizaciones 
“populares” liga-
das al FSLN.

Sociedad “popular”, 
organizaciones de 
base, comunitarias 
fuertes y vibrantes.

Contexto 
partidario

Alternancia.
Sistema de parti-
dos competitivo.

No alternancia hasta 
2010.
Sistema de partido mo-
nopólico en descom-
posición (formalmente 
competitivo, informal-
mente obstaculizado)

Sistema de parti-
dos crecientemen-
te monopólico.

Sistema de partidos 
crecientemente 
monopólico.

Fuente: elaboración propia.

Simultáneamente, mientras Nicaragua y Venezuela también com-
parten un mismo proyecto político, la verticalidad en cuanto a la compo-
sición de los consejos y al uso instrumental de los recursos parece estar 
mucho más acentuada en Nicaragua. 
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¿Por qué proyectos que enfatizan en la participación como compo-
nente esencial obtienen resultados políticamente diferentes? En el próxi-
mo apartado, con base en las características detalladas, iremos delineando 
una tipología de relación entre redes en torno a los consejos locales y los 
partidos. Por medio de esta tipología, esperamos profundizar en una 
respuesta analítica que nos permita entender el significado y los matices 
de las diferencias que presentan entre sí estas experiencias. 

“O nos congelamos o nos quemamos”: 
cooptación, movilización, participación y voto

Con base en el recorrido realizado en el apartado anterior, aquí argu-
mentaremos que allí donde hay un sistema partidario monopólico en 
formación o en deformación y donde la sociedad civil se encuentra rela-
tivamente debilitada, la relación entre las redes en torno a los consejos 
locales y a los partidos será de cooptación (simulada o instrumental). 
En cambio, donde la conformación de un monopolio se construye con 
la contrapartida de una sociedad fuerte, la relación será de moviliza-
ción. Cuando, por el contrario, nos hallamos en el contexto de un sis-
tema partidario competitivo relativamente consolidado diremos que si 
éste se conjuga con una sociedad activa y fuerte, la relación será de par-
ticipación. Si la competencia no se encuentra con una sociedad de este 
tipo la conexión será de votación. Esto significa que la inclusión en es-
pacios de participación se reducirá a la acción individual, por medio del 
voto, sin conexión con un colectivo (este último tipo no se aborda en 
nuestro análisis, ya que ninguno de los casos comprendidos en nuestra 
muestra lo abarca).

Cuadro 3. Tipo de conexión entre sociedad (civil o “popular”) y partidos en niveles locales

Partidos

Monopolio (en formación o deformación). Competencia.

So
ci

ed
ad Débil
Cooptación 
*Simulada (México, Oaxaca).
*Instrumental (Nicaragua, Nuevo León).

Votación 
(No hay casos de nuestro estudio 
reflejados aquí).

Fuerte Movilización (Venezuela-Zulia) Participación (Brasil-Bahía)

Fuente: elaboración propia.
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A cada tipo de conexión le corresponde un tipo específico de red, 
construida con base en la teoría de grafos (concretamente a partir del 
procesamiento de datos en UCINET).

La cooptación refleja redes de participación en torno a los consejos 
que resultan profundamente jerárquicas. Esto significa, concretamente, 
que en dichas redes existen nodos (secretarías políticas locales del Fren-
te Sandinista en Nicaragua u organizaciones corporativas leales al PRI 
en México) que controlan la intermediación (betweenness) en la circu-
lación de beneficios en la red. Estas intermediaciones monopólicas es-
tán directamente ligadas al partido en el gobierno a través de nodos que 
controlan la red y que garantizan la lealtad partidaria. Por el lado de la 
sociedad, no existen organizaciones lo suficientemente fuertes para evi-
tar este proceso y disputar el monopolio de intermediación.

Fuente: elaboración propia.
Grafo 1. Redes GPC (Dipilto, Nicaragua).
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Para Nicaragua, tomando como paradigmático el caso del munici-
pio de Dipilto, una vez que superamos la extrañeza de observar una for-
ma bastante arañosa, podemos advertir que la figura reproducida arriba 
en realidad muestra dos esquemas. El primero es el que dibujan las lí-
neas sólidas del grafo. El segundo es el que dibujan las líneas punteadas. 
Las líneas sólidas representan todas aquellas formas de intercambio de 
información y servicios relacionadas con tareas de decisión y diseño. Las 
líneas punteadas simbolizan, en cambio, las tareas de gestión e imple-
mentación operativa que asume el GPC municipal. Esta superposición 
de relaciones (representadas en líneas) ha sido distinguida sólo para el 
caso de Nicaragua.

Discriminando esto, podemos entrever que en el grafo de líneas só-
lidas se representa, en buena parte, una red jerárquica que conforma una 
línea vertical de nodos (actores) y líneas (relaciones). Como puede verse, 
el presidente se conecta con la primera dama; ésta con la Secretaría Polí-
tica del FSLN; esta secretaría se conecta con el GPC municipal, y éste a 
su vez con el GPC barrial. En otras palabras, en lo que hace a decisiones 
y diseño, el esquema que atañe al GPC es jerárquico. La primera dama y, 
en todo caso, el presidente aprueban directamente recursos y proyectos 
relacionados con programas de los ministerios nacionales ligados fuer-
temente a los GPC (como “Hambre Cero” y “Usura Cero”). La coopta-
ción es ejercida por la intermediación de la primera dama a través de la 
Secretaría Política.

Si, por el contrario, pasamos al plano de la gestión de programas 
(líneas punteadas), el panorama para el GPC municipal se abre sustan-
tivamente. A la hora de implementar, el GPC puede acudir directa
mente al Ministerio de Salud (Minsa) sin pasar necesariamente por la 
Secretaría Política del FSLN (como lo muestran las líneas punteadas). Sin 
embargo, no puede hacer esto para tomar decisiones ni proponer 
cursos de acción.

Aquí nos interesa analizar la dinámica de cooptación que construye 
el FSLN, como partido en el gobierno, para pasar luego a observar con 
más detenimiento y profundidad las dinámicas de circuitos alternos en 
la red. Desde el punto de vista de las relaciones que establece el par-
tido en el gobierno, es importante advertir que las medidas de centrali-
dad de la red graficada son elevadas, ocupando la Secretaría Política del 
FSLN y la primera dama los primeros puestos.
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Cuadro 4. Medidas de centralidad (Dipilto, Nicaragua)

Intermediación 
(Betweenness)

Rango 
(Degree)

Cercanía
(Closeness)

Secretaría Política 
FSLN 28.169 Secretaría 

Política FSLN 12 Secretaría 
Política FSLN 18.699

Primera dama 13.024 Primera dama 12 Primera dama 18.699

Alcalde 11.897 Presidente 9 Presidente 17.829

GPC 
Municipal 10.624 Gabinete social 8 Diputado 17.692

Coordinación 
GPC barrial 4.471 Alcalde 7 Gabinete 

social 17.692

Diputado 3.829 Marena 5 Alcalde 17.557

Gabinete social 3.363 Magfor 5 Marena 17.557

Presidente 3.165 Diputado 4 Magfor 17.557

Iglesia 2.617 INTA 4 INTA 17.164

Magfor 0.732 Policía 4 Policía 17.164

Marena 0.732 Minsa 4 Minsa 17.164

Ciudadanos 
no organizados 0.369 Inafor 4 GPC 

municipal 17.164

INTA 0.317 GPC 
municipal 3 Iglesia 16.788

Minsa 0.317 Fundación 
Entre Mujeres 2 Diputados 16.788

Policía 0.317 Iglesia 2 Inafor 16.547

Inafor 0.243 Coordinación 
GPC barrial 2 Cafetaleros 16.312

Cafetaleros 0.00 ACRA 2 Adeprofoca 16.312

Cabildo 0.00 Cabildo 2 Técnicos 15.436

PAC 0.00 Funica 2 Coordinación 
GPC barrial 15.333

Técnicos 0.00 Cafetaleros 1 Ciudadanos 13.690

Funica 0.00 Adeprofoca 1 ACRA 4.545

ACRA 0.00 Técnicos 
Alcaldía 1 Funica 4.545

Adeprofoca 0.00 Ciudadanía 
no organizada 1 Fundación 

Entre Mujeres 4.545

Fundación 
Entre Mujeres 0.00 PAC 0 PAC 4.167

Fuente: elaboración propia.
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Estos datos sugieren que la Secretaría Política del FSLN ocupa los 
primeros puestos en todas las medidas de centralidad de la red.18 La se-
cretaría es el nodo que más veces (28.169 veces) aparece en el tramo más 
corto entre dos actores desconocidos (intermediación). También es el 
que más lazos detenta (rango) y más influencia ejerce (cercanía). Por otra 
parte, la primera dama y el presidente tienen abundantes conexiones en 
la red (rango) y son aquellos que, luego de la Secretaría Política, están 
más cerca del resto de la red (cercanía). Sin embargo, el presidente no 
ocupa un lugar sustantivo en la intermediación (ocupa apenas el octavo 
lugar). Esta posición, en cambio, sí es ejercida por la primera dama.

Llama la atención que el alcalde ocupe el tercer lugar en interme-
diación en la red pero que, sin embargo, tenga poca influencia o escasa 
cercanía (a pesar de ser del mismo FSLN). Ello nos habla de la compe-
tencia que se ha establecido entre la estructura de representación vía las 
funciones de las alcaldías y las nuevas funciones que el propio FSLN y la 
presidencia están ejerciendo a nivel local, a partir de los GPC como es-
tructuras paralelas de aplicación y gestión de programas. Al alcalde aún 
le llegan demandas y debe encontrar cómo encauzarlas, pero no puede 
influir mucho en cómo, con cuánto y con qué hacerlo.

Finalmente, puede observarse la supervivencia de organizaciones de 
la sociedad civil no relacionadas con el FSLN, ni con la red en su con-
junto, que mantienen presencia a través de proyectos con financiamiento 
externo (cada vez más escasos en Nicaragua) como ACRA, Fundación 
Entre Mujeres y Funica (que forman un triángulo, que, al igual que el 
nodo de PAC, está separado de la red). Especialmente, las organizacio-
nes de mujeres que abordan la cuestión de género y feminista constituyen 
este tipo de lazos. No es casualidad que gran parte de los enfrentamientos 
registrados se produzcan entre este tipo de organizaciones y las estimu-
ladas por la primera dama que, en alianza con la Iglesia, se contraponen 
abiertamente, e incluso violentamente, a las primeras.

Por otra parte, para México se presentan también rasgos de cooptación 
aunque de manera más compleja y atenuada (o como diremos: simulada).

18	 Es importante notar que ésta y el resto de la redes en la investigación fueron construidas 
como redes egocéntricas, esto es, desde el punto de vista de nuestros entrevistados ubicados 
en el GPC municipal y a partir de entrevistas de control a informantes claves. Es posible, 
entonces, que esta red refleje una mirada más local de las intermediaciones.
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SEMARNAT

SAGARPA

COPLADE

SEDESOL

Consejo

Gob. Federal

Gob. estatal

Org. 
migrantes

Antorcha Campesina

C. Autoridades 
independientes

En este ejemplo tomado como paradigmático (perteneciente al mu-
nicipio de San Juan Ñumí, gobernado por un presidente municipal elegi-
do por “usos y costumbres”) dos organizaciones —Antorcha Campesina 
y el Consejo de Autoridades Independientes— concentran el monopolio 
de la intermediación (Antorcha Campesina la concentra en mayor me-
dida, es decir, con mayor frecuencia). Se puede ver cómo, si quitáramos 
estos dos nodos (rombos), obtendríamos dos grafos desconectados entre 
sí. Por lo tanto, la medida de intermediación de estas organizaciones re-
sulta crucial. Estas dos organizaciones se encuentran en los puntos más 
altos de las medidas de centralidad (véase el cuadro 5).

Las medidas muestran que tanto Antorcha Campesina como el Con-
sejo de Autoridades Independientes, dos organizaciones que negocian de 
manera corporativa por beneficios con el partido en el gobierno, apare-
cen la mayor cantidad de ocasiones (5.417 veces) en el tramo más cor-
to entre dos actores que no se conectan directamente entre sí. Esto nos 
da una idea del poder de cooptación que implica la adhesión política de 
los miembros del Consejo (CDRSM) por parte de estas organizaciones.

También debe observarse que dos organizaciones (una más nueva: 
Consejo de Autoridades) se disputan la intermediación. Esto indica cier-
ta descomposición en la intermediación única de organizaciones afiliadas 
al PRI. Sin embargo, vale la pena resaltar que esta descomposición no 

Fuente: elaboración propia.
Grafo 2. Redes de Consejos de Desarrollo Rural Sustentable Municipal (cdrsm) (San Juan 
Ñumí, Oaxaca, México).
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termina de ser contundente, porque las dos organizaciones comparten 
una modalidad de mediación similar a la típicamente construida durante 
la hegemonía priista.

Cuadro 5. Medidas de centralidad (San Juan Ñumí, Oaxaca)

Rango Intermediación Cercanía

C. Autoridades 
independientes 8 C. Autoridades 

independientes 5.417 C. Autoridades 
independientes 90.000

Antorcha Cam-
pesina 8 Antorcha Campesina 5.417 Antorcha 

Campesina 90.000

Gobierno estatal 8 Gobierno estatal 2.875 Gobierno federal 81.818

Gobierno federal 7 Gobierno federal 1.625 Gobierno estatal 81.818

Sedesol 5 Organizaciones 
de migrantes 0.792 Sedesol 69.231

Organizaciones 
de migrantes 5 Sedesol 0.375 Sagarpa 64.286

Sagarpa 4 Coplade 0.125 Coplade 64.286

Semarnat 4 Sagarpa 0.125 Semarnat 64.286

Coplade 4 Semarnat 0.125 Organizaciones 
de Migrantes 64.286

Consejo 
(CDRSM) 3 Consejo

(CDRSM) 0.125 Consejo (CDRSM) 60.000

Fuente: elaboración propia.

En la red aparece una organización no corporativa, la Organización 
de Migrantes, organización binacional que tiene potencial de interme-
diación (aparece en la mitad de la lista en la medida de intermediación). 
Sin embargo, se encuentra lejos del resto de los nodos de la red. Esto sig-
nifica que su influencia es limitada. 

La red también muestra la presencia de varias dependencias del go-
bierno federal desconectadas entre sí y con poco poder de cercanía con 
respecto al resto de los actores. Especialmente con poca cercanía directa 
al Consejo (CDRSM), lo cual en las entrevistas se refirió como intentos 
de acercamiento a través de proyectos siempre frustrados. Lo anterior 
acentuó la opinión dentro del Consejo en el sentido de que la única for-
ma de obtener beneficios se logra a través de la mediación de las men-
cionadas organizaciones de corte corporativo que negocian con el PRI 
en el gobierno (y que tenían relación personal cercana con el goberna-
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dor, Ulises Ruiz), a través de un ciclo de presión/negociación/influencia 
(por medio de plantones, marchas, etcétera).

Finalmente, significativamente, el propio Consejo en estudio se en-
cuentra en los niveles más bajos de las medidas; su poder de conexión, 
intermediación y cercanía es prácticamente nulo. 

Estos datos son interesantes a la hora de denominar a este tipo de 
conexión como “cooptación simulada”. En tal sentido, como vimos en el 
apartado anterior, puede afirmarse que la figura de los consejos o comi-
tés aparece en el diseño formal en la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble y en el Sistema Nacional de Planeación Democrática Municipal que 
rigen los CMDRS y a los Coplademun, como instancias sumamente in-
clusivas y protagónicas para el desarrollo local. Sin embargo, en realidad, 
en los municipios observados en Oaxaca, si bien los actores locales ma-
nejan el discurso formal, puede verse a estos Consejos como instancias 
“vacías” de poder (lo que incluye que efectivamente no manejan recursos 
ni políticos ni financieros para lograr los objetivos formalmente impues-
tos). En este contexto, sólo queda conectarse con las organizaciones que 
monopolizan la red de actores para obtener algún beneficio.

Para Nicaragua, en cambio, a esta cooptación la hemos denominado 
“instrumental”, especialmente en confrontación con el caso de Venezue-
la. Como se verá, la movilización en dicho país aún está cargada de con-
tenidos simbólicos que conforman un nivel de “voz” más significativo, 
mientras que en Nicaragua encontramos un uso de la red jerárquica del 
GPC con fines más crudamente explicitados en relación con la obten-
ción de beneficios de programas centralizados por el Ejecutivo nacional.

La movilización, en cambio, refleja redes de participación centrali-
zadas (en Venezuela, por la Presidencia de la Nación) sobre la base de 
organizaciones de “poder popular” variadas y en muchos casos vibran-
tes. La diferencia es sutil pero importante a tener en cuenta. En el caso 
venezolano, la intermediación de beneficios pasa tanto por la lealtad al 
Partido Socialista Único de Venezuela (PSUV) como por las diferen-
tes y numerosísimas dependencias del Ejecutivo federal con sus filiales 
locales. Si bien todas responden a la Presidencia de la Nación, que tam-
bién controla al PSUV, todavía ninguno de estos nodos monopoliza la 
intermediación de beneficios.

Como decía la líder del movimiento “Explosión Agraria” de la zona 
de la Cañada en Zulia —grupo prochavista, pero contrario a la política 
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de conversión de los títulos individuales de tenencia de la tierra a bienes 
comunales a cargo del Fondo Nacional para el Desarrollo Agrario So-
cialista (Fondas)—, “si Fondas no nos da [se refiere a si no se otorgan 
recursos por parte de esa dependencia debido a su oposición], vamos a 
Misión Robinson, y si no, por la Mesa Técnica de Agua”.

ALCALDÍA

Consejo Comunal

M. TURISMO

M. EDUCACIÓN

M. VIVIENDA

ENELVEN

FONDAS

FUNDACOMUNAL

PRESIDENCIA

PSUV

PDVSA

CORPOZULIA

Fuente: elaboración propia.
Grafo 3. Redes de un Consejo Comunal (La Cañada, Zulia,Venezuela).

El grafo 3 muestra al propio Consejo Comunal y a la Presidencia 
con el mayor número de lazos, junto, en menor medida, con la Fundaco-
munal. De hecho, estos dos actores son los que encabezan las medidas 
de centralidad. El grafo también muestra cómo la alcaldía, un cargo ele-
gido mediante el proceso electoral convencional, y en este caso ocupado 
por un partido de oposición, queda excluida del grafo (véase el nodo de 
alcaldía sin líneas de conexión con el resto de los actores).

Estas medidas muestran un alto grado de centralización de lazos 
de la red por parte de la Presidencia y el Consejo Comunal. De hecho, 
esta red es la más centralizada (67.78%) en comparación con el resto de 
los casos (44.64% en Nicaragua; 37.50% en Brasil; y 33.33% en Méxi-
co). Esto significa que gran parte de las conexiones de la red está ligada 
a pocos actores.

nuevas instituciones.indd   65 10/1/19   16:19

© Flacso México



Gisela Zaremberg

66

Sin embargo, centralización no es igual a monopolio de la intermedia-
ción. Es interesante analizar esta estructura entendiendo qué centraliza la 
Presidencia, qué el Consejo Comunal, y cómo se intermedia entre estos 
nodos. Mientras que la Presidencia centraliza los recursos y las decisiones 
políticas, el Consejo centraliza las demandas. Cada dependencia del go-
bierno federal tiene la orden de acercar proyectos a los Consejos. Si bien 
los recursos y los formatos burocráticos muchas veces imponen su curso, 
debe decirse que hemos encontrado diferentes historias de negociación, 
conflicto y apropiación de dichos proyectos, sobre todo en aquellos terri-
torios con experiencias comunitarias previas. La sociedad venezolana se 
encuentra en un estado más vibrante que la oaxaqueña en México o la se-
goviana en Nicaragua. Al mismo tiempo, los vericuetos de la burocra-
cia gubernamental hacen que los integrantes de la sociedad, en las bases, 
tengan pericia aprendida históricamente para aprovechar la descoordina-
ción entre dependencias y las ventajas cruzadas que éstas ofrecen en el 
marco de la abundancia de recursos (por lo menos hasta la crisis de 2008). 

Todo ello no implica que el modelo no pueda convertirse, con el tiem-
po, en cooptación (hacia el final de nuestro trabajo de campo encontra-
mos varios intentos de avanzar hacia la cooptación).19 Hasta la fecha, lo 

19	 Uno de los más significativos radica en que la Fundacomunal organice una “ventana única” 
para la solicitud de proyectos (y recursos).

Cuadro 6. Medidas de centralidad (La Cañada, Zulia)

Rango Intermediación Cercanía

Presidencia 9 Presidencia 12.633 Presidencia 50.000

Consejo Comunal 9 Consejo Comunal 12.633 Consejo Comunal 50.000

Fundacomunal 4 Fundacomunal 0.333 Fundacomunal 39.286

Enelven 3 Enelven 0.000 Enelven 37.931

Fondas 3 Fondas 0.000 Fondas 37.931

PDVSA 2 PDVSA 0.000 PDVSA 36.667

M. Vivienda 2 M. Vivienda 0.000 M. Vivienda 0.000

Corpozulia 2 Corpozulia 0.000 Corpozulia 0.000

M. Educación 2 M. Educación 0.000 M. Educación 0.000

M. Turismo 2 M. Turismo 0.000 M. Turismo 0.000

Alcaldía 0 Alcaldía 0.000 Alcaldía 0.000

Fuente: elaboración propia.
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que sin duda provoca es una eufórica adhesión a la figura presidencial, que 
es vista como la que permite el acceso a recursos nunca antes provistos 
por otros gobiernos.

Por otra parte, más allá de la intermediación, el grafo y las medidas 
también muestran que el nivel municipal, esto es, la alcaldía a cargo del 
partido de oposición Un Nuevo Tiempo, está totalmente desconectado 
de la red; lo que implica que la red une directamente el nivel local micro 
con el nivel macro nacional, saltándose los poderes municipales y esta-
tales; un hecho que añade centralización (en oposición a descentraliza-
ción), en el sentido de que implica un nuevo posicionamiento del nivel 
nacional en el control de lo local.

También puede observarse que, exceptuando la acción de la Funda-
comunal, las demás dependencias de gobierno no están muy articuladas 
entre sí y que la red incluye explícitamente la presencia del PSUV. Buena 
parte de los miembros de los Consejos entrevistados mencionaron tener 
una clara función política relacionada con el PSUV, lo cual resulta cohe-
rente con el papel fundamental que juegan estos Consejos en la construc-
ción del proyecto político de la Revolución Socialista del Siglo XXI.
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UNICON
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SEAGRI
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Fuente: elaboración propia.
Grafo 4. Redes de Conselhos do Desenvolvimento Municipal (Queimadas, Bahía, Brasil).
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Aquí nos falta analizar la participación en Brasil que, en contraposi-
ción a los dos tipos anteriores, no presenta nodos con altos grados de cen-
tralización (Venezuela) ni de monopolio de la intermediación de manera 
jerárquica (Nicaragua, y Oaxaca, México). La gran diferencia en Bahía, 
Brasil, se presenta a partir de una variada, fuerte y diversa red de actores de 
la sociedad civil relacionada con la construcción misma “desde abajo” del 
Partido del Trabajo (PT) en Bahía (ubicado en el espectro de la izquierda).

El grafo 4 es el único en el que aparece una forma que se acerca al 
hexágono. Ésta es la forma que indica mayor horizontalidad (o apla-
namiento) en una red. Por esa razón, las medidas de centralidad no se 
concentran excesivamente en ninguno de los actores, lo que implica que 
variados actores tienen participación en la conexión, la intermediación 
y la cercanía en la red.

En el cuadro 7 resulta interesante observar, en primer lugar, la varie-
dad y la cantidad de actores que saturaron las entrevistas en este mu-
nicipio. Puede observarse también cierto énfasis en la intermediación 
representada por el PT(segundo en la lista), aunque el primer lugar en 
la medida de intermediación está ocupado por una cooperativa (Coope-
rativa de Crédito Rural Ascoob Itapicuru do Município de Queimadas, 
Camuq), y en tercer lugar se ubica el CMDR mismo.

Es interesante notar que este municipio, al momento de realizar las 
entrevistas, estaba presidido por la oposición. Lo actores del PT entre-
vistados acusaban gravemente al presidente municipal de intentar ma-
nipular la selección de los miembros del CMDR, aunque la fuerza de 
algunas organizaciones (como la de la Camuq) lograba contrarrestar en 
cierta medida este intento. Tal como mencionamos, a nivel local existe 
confrontación aguda entre fracciones petistas y “carlistas”. Los últimos 
ven a los Consejos como una obra petista que socava su poder. Cuando 
se comparan los estados del noroeste brasileño con los del sur, siguen 
mostrándose de manera más recurrente ciertos componentes tradicio-
nales de la política bahiana (Avritzer, 2010). 

Sin embargo, a pesar de esta situación no se han roto los límites ins-
titucionales de la competencia electoral en los municipios. De hecho, la 
misma alcaldía (prefeito) y el órgano legislativo municipal (la Cámara 
de Vereadores) no están desligados en el grafo. Los actores se mantie-
nen dentro del juego institucional democrático y participan (aunque se-
gún la información cualitativa, a regañadientes) del espacio del consejo 
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territorial (Codes). En comparación con el resto de los casos revisados, 
estas características muestran diferencias significativas, en el sentido de 
que hay una mayor articulación entre mecanismos de democracia repre-
sentativa y participativa.

Cuadro 7. Medidas de centralidad (Queimadas, Bahía, Región Sisalera)

  Rango   Intermediación   Cercanía

Camuq 17 Camuq 	 265.192 Camuq 	 74.286

Fatres 12 PT 	 188.546 Codes 	 66.667

Codes 12 Consejo 	 159.5 PT 	 61.905

STR 12 Prefeito 	 146.333 STR 	 61.905

APAEB 12 Igrejas 	 111 Fatres 	 59.091

Ascoob 11 Codes 	 60.192 Ascoob 	 59.091

MDA 11 STR 	 20.591 CAR 	 59.091

EBDA 11 C. Vereadores 	 19 ASA 	 59.091

ASA 11 Fatres 	 5.359 MOC 	 56.522

MOC 11 Ascoob 	 5.023 APAEB 	 55.319

PT 10 ASA 	 4.914 EBDA 	 55.319

Seagri 8 CAR 	 3.958 Seagri 	 55.319

CAR 8 APAEB 	 2.908 MDA 	 54.167

Prefeito 6 MOC 	 2.683 Secti 	 43.333

Consejo 5 EBDA 	 1.265 CDC 	 43.333

C. Vereadores 4 MDA 	 0 TOPA 	 43.333

PSDB 2 Seagri 	 0 Unicon 	 43.333

Luz para 
Todos 2 PSDB 	 0 Caixa 

Económica 	 43.333

PMDB 2 Secti 	 0 Consejo 	 41.27

Igrejas 2 PMDB 	 0 Igrejas 	 32.911

Secti 1 Banco 
de Nordeste 	 0 Asociación Feme-

nina 	 30.233

CDC 1 CDC 	 0 Prefeito 	 27.083

TOPA 1 TOPA 	 0 C. Vereadores 	 21.849

Unicon 1 Unicon 	 0 PMDB 	 21.667

Asociación 
Femenina 1 Asociación 

Femenina 	 0 PSDB 	 21.667

Caixa Econô-
mica 1 Caixa Econô-

mica 	 0 Banco 
de Nordeste 	 21.488

Banco 
de Nordeste 1 Luz para 

Todos 	 0 Luz para 
Todos 	 3.704

Fuente: elaboración propia.
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En cuanto al espacio territorial, los actores entrevistados (tanto 
opositores como de organizaciones locales) acusaban al Codes de pri-
vilegiar ciertas redes construidas por las propias organizaciones socia-
les (no necesariamente ligadas de manera directa a la lógica electoral), 
enraizadas históricamente de manera más contundente en otros muni-
cipios (por ejemplo, en Valente o Coité). Éste fue un dato curioso, que 
pudimos corroborar. La propia dinámica de la participación “desde aba-
jo” había construido cierta dinámica de apropiación del espacio de parti-
cipación a nivel territorial, a cargo de las organizaciones sociales que han 
fortalecido más sus recursos organizacionales y que están más conecta-
das entre sí, conformando una especie de “aristocracia participativa” den-
tro del activo movimiento rural en la región.

Finalmente, cabe mencionar que la votación estaría reflejando un 
tipo de conexión propia de una sociedad en la que tanto sus bases po-
pulares como lo que solemos denominar “sociedad civil” no están muy 
arraigadas. Predomina más bien una falta de lazos o de capital social, por 
lo que los ciudadanos, de manera individual, pasan a conectarse con los 
partidos específicamente para cada votación. Según académicos con los que 
discutimos este texto, esta conexión quizá podría caracterizar al caso 
chileno. Sin embargo, aquí no se incluye ningún caso de este tipo dado 
que la investigación que da vida a este capítulo no lo incluye.

Conclusión

El análisis realizado confirma que la diferencia entre un caso en el que 
las redes de consejos de desarrollo municipal se conectan con la forma 
de participación y casos en los que lo hacen de manera jerárquica, radica 
en el grado de separación/fundición (donde la clave es la intermedia-
ción) entre las organizaciones sociales y el sistema partidario.

Contrariamente a lo que señala buena parte de la literatura, no basta 
con fortalecer a la sociedad civil para lograr procesos participativos más 
democráticos. Se requiere reformar tanto “por abajo” como “por arriba” 
para que dichos procesos realmente puedan ser inclusivos y plurales. El 
caso de Nicaragua lo demuestra fehacientemente. El fortalecimiento de 
una sociedad civil autónoma durante los años noventa no fue correspon-
dido con el impulso de una reforma al sistema partidario y electoral que 
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pudiera conectar eficazmente con una sociedad que estaba adquiriendo 
nuevas formas de expresión.

Por otra parte, no basta con refrendar formalmente la existencia de 
un sistema de partidos competitivo. Sin una sociedad fuerte, la forma-
lidad se licua en miles de sutiles estrategias y tácticas informales que la 
socavan. 

La comparación entre México y Brasil lo pone de manifiesto. Si bien 
formalmente los dos casos están enmarcados en un juego democrático 
mediado por un sistema de partidos competitivo, en México lo anterior 
se mantiene lejos de la realidad. La competencia partidaria se dificulta 
por la presencia de una serie de sutiles mecanismos informales de coop-
tación, simulación e incluso represión violenta, al tiempo que el floreci-
miento de organizaciones sociales es asfixiado por la intermediación de 
organizaciones de corte corporativista que monopolizan dicha interme-
diación. En ese punto se ubica la asfixia de la red, pues se estrangulan los 
caminos para obtener medios alternativos de conexión con otros mun-
dos, de lazos que puedan abrir “desde abajo” la competencia clausurada 
informalmente desde arriba.

Finalmente, la comparación entre Brasil y Venezuela se muestra 
elocuente en torno al tipo de opción de izquierda que se conforma para 
lograr el avance de sectores postergados. Cuando las organizaciones 
sociales ligadas a la izquierda en Venezuela encontraron expresión en 
el campo electoral, lo hicieron a partir de una coalición coyuntural y 
no por medio de una opción partidaria consolidada institucionalmen-
te como el PT. En cambio, cuando esta organización política luchó 
por ser partido gobernante en el estado de Bahía, no fue a partir de una 
alianza electoral puntual (como la del chavismo con el MAS) que pu-
diese ser rota o extorsionada fácilmente luego de ocupar el gobierno 
(que pudiese pedir adhesión a un partido único o la expulsión, como en 
el caso venezolano), sino que fue producto de una construcción pro-
longada en el tiempo. 

En otras palabras, en el caso brasileño, analizando la “voz” de una 
parte de los ciudadanos no se ha fundido a fuego con el partido aliado, 
como parece amenazar en el caso venezolano (e incluso mucho más, en 
el nicaragüense). Tampoco se ha congelado, encerrándose en sí misma, 
como en el caso oaxaqueño de México. Los caminos de las reformas 
institucionales “por arriba” parecen haberse encontrado, al menos ini-
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cialmente, con los senderos de las transformaciones sociales “por abajo”. 
Aunque el caso brasileño no está exento de dificultades y debilidades, 
allí sociedad y política parecen haber iniciado un diálogo sin quemar ni 
congelar totalmente sus voluntades.

Bibliografía 

Abramovay, Ricardo y José Eli da Veiga (1999). Novas Instituições para o Des-
envolvimento Rural: o caso do Programa Nacional de Fortalecimento da Agri-
cultura Familiar (Pronaf), Brasilia, Brasil, Instituto de Pesquisa Econômica 
Aplicada (ipea).

Arenas, Nelly (2008). “El gobierno de Hugo Chávez: de la Asamblea Nacional 
Constituyente a la propuesta de reforma constitucional”, ponencia presenta-
da en el Seminario Internacional “Populismo en América Latina: más allá de 
las etiquetas”, marzo, Flacso.

Avritzer, Leonard (2010). Las instituciones participativas en el Brasil democráti-
co, Xalapa, Universidad Veracruzana [Primera edición de 2009, Woodrow 
Wilson Center Press, Washington].

Bartolini, Stefano (1986). “Partidos y sistemas de partido”, en Manual de cien-
cia política, Buenos, Aires, Alianza Universidad, pp. 217-264.

Berríos Ortigoza, Juan Alberto (2009). Estudio político-constitucional de los Con-
sejos Comunales: los Consejos Comunales y la concepción constitucional de la de-
mocracia participativa y la descentralización, Venezuela, Universidad de Zulia. 

Bresser Pereira, Luiz Carlos y Nuria Cunill Grau (1999). O Público não estatal 
na Reforma do Estado, Río de Janeiro, Editora da FGV.

Blondel, Jean (1978). Political Parties. A Genuine Case for Discontent?, Londres, 
Wilwood House London.

Borchgrevink, Axel (2006). “A Study of Civil Society in Nicaragua”, núm. 669, 
Oslo NUPI/NORAD.

Caire, Georgina (2009). “Descentralización participativa en ausencia de recur-
sos: los Consejos Municipales de Desarrollo Rural Sustentable”, tesis para 
obtener el grado de doctor en Investigación en Ciencias Sociales con Men-
ción en Ciencia Política, México, Flacso México.

Chamorro F. Carlos (2008). “El ‘poder ciudadano’ de Ortega en Nicaragua: 
¿participación democrática o populismo autoritario?”, ponencia presenta-
da en el Woodrow Wilson International Center para la conferencia “Un-

nuevas instituciones.indd   72 10/1/19   16:19

Derechos reservados



Capítulo 2. “O nos quemamos, o nos congelamos”

73

derstanding Populism and Popular Participation: A New Look at the ‘New 
Left’ in Latin America”, 10 de marzo, Washington, D.C.

Cheresky, Isidoro e Inés Pousadela (comps.) (2001). Política e instituciones en 
las nuevas democracias latinoamericanas, Buenos Aires, Paidós.

Cohen, Jean y Adrew Arato (2001). Sociedad civil y teoría política, México, Fon-
do de Cultura Económica.

Cornwall, Andrea y V.S.R.P. Coelho (2007). Spaces for Change? The Politics of 
Citizen Participation in New Democratic Arenas, Londres, Zed Books.

Cunill Grau, Nuria (1997). Repensando lo público a través de la sociedad: nue-
vas formas de gestión pública y representación social, Caracas, CLAD, Edito-
rial Nueva Sociedad. 

Dagnino, Evelina (2007).  “Citizenship: APerverse Confluence”, Development 
in Practice, vol. 4, núm. 17, pp. 549-556.

Dagnino, Evelina, Alberto J. Olvera y Aldo Panfichi (eds.) (2006). La disputa 
por la construcción democrática en América Latina, México, FCE/CIESAS/
UV.

Duverger, Maurice (1981 [1951]). Los partidos políticos, México, Fondo de 
Cultura Económica.

Fox, Jonathan (2002). “La relación recíproca entre la participación ciudadana y 
la rendición de cuentas: la experiencia de los Fondos Municipales en el Mé-
xico rural”, Política y Gobierno, vol. ix, núm. 1, pp. 95-133. 

Fox, Jonathan (2007). Accountability Politics: Power and Voice in Rural Mexico, 
Oxford Studies in Democratization, Nueva York, Oxford University Press.

Fox, J. y J. Aranda (1996). Decentralization and Rural Development in Mexico. 
Community Participation in Oaxaca’s Municipal Funds Program, Monograph 
Series núm. 42, Center of U. S.-Mexico Studies, San Diego, University of 
California, 74 pp.

Freeman, Linton (1977). “A Set of Measures of Centrality Based on Between-
ness”, Sociometry, vol. 40, núm. 1, pp. 35-41.

Fundação de Apoio aos Trabalhadores Familiares da Região do Sisal e Se-
mi-árido da Bahia. Fatres (2006). “Diagnóstico dos Conselhos Municipais 
de Desenvolvimento Rural Sustentable da Região do Sisal Semi-árido da 
Bahia”, junio, Valente.

García Guadilla, María Pilar (2007). “El poder popular y la democracia parti-
cipativa en Venezuela. Los consejos comunales”, documento presentado en 
el XXVII Congreso Internacional de la Latin American Studies Associa-
tion (LASA), 5 a 8 de septiembre, Montreal, Canadá.

nuevas instituciones.indd   73 10/1/19   16:19

© Flacso México



Gisela Zaremberg

74

Genro, Tarso (2000). “Co-gestão: reforma democrática do Estado”, en Nilton 
B Fischer y Jacqueline Moll (organizadores), Por uma nova esfera pública. A 
experiência do ornamento participativo, Petrópolis, Vozez.

Guerra Pulido, Maira Melissa (2010). “Eficiencia electoral en Oaxaca: parti-
dos políticos versus usos y costumbres”, ponencia presentada en el II Congre-
so Latinoamericano y Caribeño de Ciencias Sociales, 26, 27 y 28 de mayo.

Gurza Lavalle, Adrián y Ernesto Insunza Vera (2010) (coords.). La innova-
ción democrática en América Latina. Tramas y nudos de la representación, la 
participación y el control social, Universidad Veracruzana/Centro de Investi-
gaciones y Estudios Superiores en Antropología Social (Publicaciones de la 
Casa Chata).

Gutman, Matthew (2008). “Academic Freedom under Assault in Oaxaca: The 
LASA Delegation Report”, Lasa Forum, invierno, vol. XXXIX, Issue i.

Hawkins, Kirk y David Hansen (2006). “Dependant Civil Society. The Círcu
los Bolivarianos in Venezuela”, Latin American Research Review, febrero, 
vol. 41, núm. 1.

Harary, Frank (1969). Graph Theory, Massachusetts, Addison-Wesley Pub-
lishing Company.

Hernández Díaz, Jorge y Víctor Leonel Martínez Juan (2007). Dilemas de la 
institución municipal y los dilemas en los municipios: una incursión en la expe-
riencia oaxaqueña, México, Miguel Ángel Porrúa.

La Palombara, Joseph y Myron Weiner (1966). Political Parties and Political 
Development, Princenton, New Jersey University Press.

Largaespada, Angie (2008). “Las organizaciones civiles como instancias de in-
termediación entre el Estado y la ciudadanía”, tesis  para obtener el grado de 
maestra en Gobierno y Asuntos Públicos, México, Flacso México.

León Álvarez, María Elena (2009). “Los consejos comunales y la corresponsa-
bilidad en la educación en Venezuela: análisis crítico”, trabajo presentado en 
las II Jornadas de Investigación y Postgrado de la División de Estudios para 
Graduados de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad 
del Zulia, 26, 27 y 28 de octubre.

López Maya, Margarita (2009). “La participación en la Constitución, leyes y 
normas (versión preliminar), capítulo II, mimeo presentado en el Seminario 
Internacional sobre Participación y Políticas Públicas, 31 de octubre, Méxi-
co, Flacso México.

López Maya, Margarita (2007). “¿Socialismo democrático en 2007?”, 8 de ene-
ro, disponible en <http://www.aporrea.org>.

nuevas instituciones.indd   74 10/1/19   16:19

Derechos reservados



Capítulo 2. “O nos quemamos, o nos congelamos”

75

Mainwaring, Scott (1999). Rethinking Party System in the Third Wave of Demo-
cratization. The Case of Brazil, California, Stanford University Press.

Moura, Joana Teresa Vaz de (2007). “Os Conselhos Municipais de Desenvolvi-
mento Rural (CMDR) e a construção democrática: esfera pública de debate 
entre agricultores familiares e o Estado? Organizações Rurais & Agroindus-
triais”, Universidade Federal de Lavras, Brasil, vol. 9, núm. 002, pp. 241-255.

Moreira, Gislene y ElianaCarneiro (2012). “La dinámica participativa en el se-
miárido brasilero: el caso del Territorio del Sisal en la era Lula”, en Redes y 
jerarquías: participación, representación y gobernanza local en América Latina, 
México, Flacso México.

Paez de Paula, Ana Paula (2010). “Entre el gerencialismo y la gestión social: en 
busca de un nuevo modelo para la administración pública brasilera”, en Er-
nesto Isunza Vera y Roberto Stuart Almendárez (2009) (coord.), Consejos 
del poder ciudadano y gestión pública en Nicaragua, julio, Nicaragua, Centro 
de Estudios y Análisis Político (CEAP).

Prado Ortiz, Silvio (2008). Modelos de participación ciudadana y presupuestos 
municipales. Entre los cdm y los cpc, marzo, Nicaragua, Centro de Estudios 
y Análisis Político (CEAP).

Prado Ortiz, Silvio (2007). “Las relaciones Estado-sociedad civil en Nicara-
gua”, marzo, ponencia  presentada en el Foro de la Sociedad Civil, Managua.

Rae, Douglas (1971). The Political Consequences of Electoral Laws, New Haven, 
Yale University Press.

Sartori, Giovanni (1980 [1976]). Partidos y sistemas de partidos, Madrid, Edi-
torial Alianza.

Saint-Upéry, Marc (2007). “Ocho preguntas y ocho respuestas sobre la Vene-
zuela de Hugo Chávez. El enigma bolivariano”, La Insignia, 6 de noviembre, 
disponible en <http://www.lainsignia.org>.

Stuart Almedárez, Roberto (2009).Consejos del poder ciudadano y gestión pú-
blica en Nicaragua, julio, Managua, Centro de Estudios y Análisis Político 
(CEAP).

Wampler, Brian y Leonardo Avritzer (2005). “The Spread of Participato-
ry Budgeting in Brazil: From Radical Democracy to Participatory Good 
Goverment”, Journal of Latin American Urban Studies, vol. 7.

nuevas instituciones.indd   75 10/1/19   16:19

© Flacso México



77

nuevas instituciones.indd   76 10/1/19   16:19

Derechos reservados



77

Capítulo 3
Participación como representación: 
generación democrática de políticas públicas en Brasil

Thamy Pogrebinschi*

Afirmar que la representación política enfrenta una crisis, se ha con-
vertido hoy en día en un lugar común. Sin embargo, esa crisis se niega a 
desaparecer y siempre hay voces dispuestas a señalarla una vez más. Este 
tipo de discurso es probablemente tan antiguo como el ideal mismo de 
representación política, puesto que los principios del gobierno repre-
sentativo han sido implementados en una serie de dispositivos institu-
cionales que han permanecido intactos desde el siglo XVIII (Manin, 
1996; Urbinati, 2006). Si no se ha modificado de manera significativa 
la estructura del gobierno representativo desde sus inicios, uno podría 
suponer que algunos de los síntomas de lo que muchos describen como 
una crisis (baja participación electoral, creciente apatía política, descon-
fianza hacia los actores y las instituciones políticas, disminución en la 
movilización y la afiliación a partidos políticos, déficits proporcionales, 
etc.), no son más que indicadores de una transformación en las formas 
que adopta la representación política.

Sin lugar a dudas, somos testigos de dicha transformación en la po-
lítica contemporánea. En años recientes hemos observado, cada vez más, 
la aparición de modelos alternativos de gobernanza. Los modelos de de-
mocracia participativa y deliberativa con frecuencia han sido propues-
tos como alternativas supuestamente capaces de corregir las presuntas 

*	 Profesora de Ciencia Política en el Instituto de Estudios Sociales y Políticos de la Univer-
sidad Estatal de Río de Janeiro (IESP-UERJ), donde coordina el Laboratorio de Estudios 
sobre Democracia (LED). Es Humboldt Fellow e Investigadora Visitante en el Wissens-
chaftszentrum Berlin für Sozialforschung (WZB).
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fallas del gobierno representativo y de sus instituciones. Asimismo, ha 
surgido entre los académicos un marcado interés por diseños partici-
pativos y deliberativos, como lo sugiere la amplia bibliografía especia-
lizada en el tema (Pateman, 1970; Mansbridge, 1980; Barber, 1984; 
Cohen, 1989; Fishkin, 1991; Habermas, 1992; Gutmann, 1996; Boh-
man, 1996; Dryzek, 2000; Fung, 2003; Avritzer, 2007; Sintomer 2007; 
Geissel, 2009). Este interés se ha extendido más allá de las universida-
des hacia otras esferas de la vida pública. Gobiernos de todo el mundo 
han institucionalizado de manera creciente nuevas prácticas participa-
tivas y experiencias deliberativas.

Brasil ha seguido esta tendencia, en especial desde 1989, cuando el 
primer presupuesto participativo se implementó en Porto Alegre. Aquel 
evento se convirtió en un estudio de caso obligado en el tema y se ha re-
plicado hasta ahora en otras ciudades de Brasil y del extranjero. Desde 
entonces, varios experimentos participativos se han institucionalizado, 
en buena medida promovidos por la Constitución de 1988 y por los go-
biernos democráticos que le siguieron —notablemente durante la pre-
sidencia de Luiz Inácio Lula da Silva—. Tales experimentos abarcan 
desde prácticas más tradicionales (referendos y plebiscitos) hasta  mo-
dalidades menos conocidas, como es el caso de las conferencias sobre 
políticas públicas. Incluyen la restructuración y la expansión de iniciati-
vas anteriores, como los consejos de políticas nacionales, audiencias pú-
blicas y consejos de administración local, así como la rehabilitación de 
prácticas menos notorias, como las oficinas de auditoría y las mesas re-
dondas de discusión y negociación.

Al observar estas nuevas prácticas democráticas en Brasil y en el 
extranjero, uno nota de inmediato un intento constante de expandir la 
participación ciudadana más allá del voto. La premisa subyacente en es-
tas iniciativas es permitir una participación más directa de los ciudada-
nos en materias de administración pública, en particular en el diseño, la 
implementación y el control de políticas públicas. El resultado esperado 
de estas prácticas es coadyuvar a los ciudadanos a expresar sus preferen-
cias sin la mediación de partidos o políticos profesionales.

Hasta aquí el panorama es bastante claro, sin embargo, hay otras 
verdades que requieren ser iluminadas. Si las nuevas prácticas democrá-
ticas expanden la participación ciudadana directa, esto no quiere decir 
que las instituciones políticas tradicionales hayan perdido la capacidad 
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de representar a la ciudadanía. Las prácticas participativas fortalecen 
la democracia al ampliar el papel de los ciudadanos. Ahora bien, la evi-
dencia empírica indica que esto no ocurre a expensas del papel de la re-
presentación política y de sus instituciones. 

La relación entre las prácticas representativas y participativas de 
la democracia no es intrascendente. Su clarificación es necesaria para 
evitar el oportunismo académico, tan perjudicial a las ideas, así como 
el oportunismo político, igualmente perjudicial para las instituciones. 
Quienes suponen que la representación política enfrenta una crisis sue-
len caer en la defensa de los modelos de democracia participativa y deli-
berativa como una estrategia para deslegitimar a los poderes legislativos, 
poniendo en duda su capacidad para expresar la soberanía popular. Sin 
embargo, el surgimiento de nuevos espacios democráticos, así como de 
nuevos actores involucrados en la administración de bienes públicos, 
puede verse más como un medio para fortalecer la representación polí-
tica que como un signo de su debilitamiento.

El objetivo de este capítulo es defender estos argumentos a través de 
un estudio sobre lo que parece ser el mayor experimento participativo 
sostenido en Brasil en la actualidad: las conferencias nacionales de polí-
ticas públicas (CNP), las “conferências nacionais de políticas públicas”). 
Estas conferencias son espacios participativos diseñados para deliberar 
sobre directrices para la formulación de políticas públicas en el ámbito 
federal. Son convocadas por el Poder Ejecutivo a través de sus ministe-
rios y secretarías, se organizan de acuerdo con áreas y asuntos temáticos, 
y conllevan la participación igual de representantes del gobierno y de la 
sociedad civil. Las CNP consisten, primero, en reuniones en los niveles 
municipal, estatal o regional, cuyos resultados agregados se convierten 
en el objeto de deliberación en la conferencia nacional, a la que asisten 
delegados de las rondas anteriores. Este proceso culmina en la produc-
ción de un documento final que contiene las directrices para el diseño de 
una política pública y es resultado de un largo proceso de deliberación y 
formación de consensos entre el gobierno y la sociedad civil.

Al observar algunas características y consecuencias de las CNP 
en Brasil, propongo, primero, que no existe necesariamente una ten-
sión antagónica entre la participación y la representación. Las innova-
ciones democráticas aumentan la participación ciudadana directa, pero 
eso no quiere decir que las instituciones políticas sean menos aptas para 
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representar a los ciudadanos. Segundo, puede existir una colaboración 
entre la participación y la representación. Las prácticas participativas no 
socavan la representación política y sus instituciones; por el contrario, 
pueden incluso fortalecerlas. Tercero, la supuesta crisis del gobierno re-
presentativo no es más que una transformación que conlleva mayor par-
ticipación y deliberación. Es posible que no exista correlación empírica 
entre el fortalecimiento de las prácticas participativas y deliberativas de 
la democracia y una supuesta debilidad de las instituciones representa-
tivas. Cuarto, mientras más institucionalizadas sean las prácticas par-
ticipativas y deliberativas, el gobierno representativo adquirirá mayor 
estabilidad. La participación institucionalizada aumenta tanto la legiti-
midad como la rendición de cuentas de las instituciones y de los actores 
representativos y hace más eficiente la implementación de la legislación 
y las políticas públicas. Quinto, la institucionalización de las innovacio-
nes participativas dentro de las instituciones representativas cambia la 
relación entre el Estado y la sociedad civil y, por lo tanto, afecta los prin-
cipios liberales de la democracia. Una vez que la sociedad civil puede 
actuar dentro del Estado y tomar parte en los procesos legislativos y de 
producción de políticas públicas a nivel nacional, el rediseño institucio-
nal puede seguir un modelo más pragmático de la democracia.

Las conferencias nacionales de políticas públicas

Si bien la práctica de las conferencias nacionales de políticas públicas 
en Brasil data de 1941, estas conferencias sólo adquirieron un carácter 
participativo y deliberativo recientemente. En los años que siguieron a 
la promulgación de la Constitución de 1988, fueron diseñados e imple-
mentados varios experimentos participativos en Brasil. Las CNP ga-
naron expresión y visibilidad después de 2003, cuando el Partido de 
los Trabajadores (PT) (Partido dos Trabalhadores) alcanzó el gobierno 
federal y Lula tomó posesión como presidente. A partir de ese año, las 
CNP se volvieron más frecuentes, amplias, incluyentes y extensas.

Sobre todo en respuesta a demandas de la sociedad civil, las CNP 
han sido replicadas y sostenidas por ministerios, secretarías y conse-
jos nacionales. En algunos casos se han promovido legislaciones que 
establecen la obligatoriedad de realizar conferencias en el proceso de 
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toma de decisiones para algunas áreas de políticas públicas. Como lo 
indica la gráfica 1, el incremento de CNP se ha asociado con el gobier-
no del PT: 73% de las CNP sostenidas entre 1988 y 2010 ocurrieron 
durante la presidencia de Lula (2003-2010), es decir, un promedio de 
9.2 conferencias por año durante sus ocho años de gobierno (llegando 
a un total de 74).1 Antes de que el PT ocupara el gobierno federal, las 
CNP eran escasas. En sus ocho años como mandatario, el gobierno de 
Fernando Henrique Cardoso condujo sólo 19 conferencias. El prome-
dio de 2.3 conferencias al año indica la poca disposición del Partido de 
la Socialdemocracia Brasileña (PSDB) (Partido da Social Democracia 
Brasileira) para apoyar mecanismos participativos de gobernanza, 
en particular a las CNP. El hecho de que éstas sólo se hayan converti-
do en un mecanismo democrático importante a partir del gobierno de 
Lula es sintomático de la postura a favor de la gobernanza participativa 
del PT (Pogrebinschi, 2012a).

1	 Esta tendencia ha continuado de manera sostenida durante el primer año del mandato de 
su sucesora Dilma Rousseff (también del Partido de los Trabajadores): ocho CNP tuvie-
ron lugar en 2011.

Fuente: elaboración propia con base en datos de la Secretaria Geral da Presidência da República 
do Brasil.
Gráfica 1. Distribución por gobierno (1988-2010).
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Las CNP se han vuelto más amplias en tanto que incluyen un nú-
mero cada vez mayor de áreas de políticas sujetas a deliberación públi-
ca, sin reducirse a los asuntos relacionados con salud, como era el caso 
desde los años cuarenta. Las CNP surgieron primero a partir del mo-
vimiento por la reforma de la salud, el cual ha sido tradicionalmente 
fuerte y organizado desde la sociedad civil mucho antes de la redemo-
cratización del país en 1985. Tras la promulgación de la Constitución 
de 1988, otras áreas comenzaron a ser deliberadas en conferencias na-
cionales, aunque todavía de manera muy limitada hasta la ascensión al 
poder de Lula en 2003. Temas relativos a derechos humanos y seguri-
dad social se han institucionalizado desde la segunda mitad de los años 
noventa. La gráfica 2 muestra cómo el gobierno del PT ha sido respon-
sable de introducir 70% de los temas de políticas públicas deliberados 
en las conferencias nacionales desde 1988 hasta 2010.

Fuente: elaboración propia con base en datos de la Secretaria Geral da Presidência da República 
do Brasil.
Gráfica 2. Introducción de temas de políticas públicas por gobierno (1988-2010).

N=40

Collor 
0%

Itamar
7.5%

Antes de
1988

12.5%

FHC 
10%

Lula 
70%

nuevas instituciones.indd   82 10/1/19   16:19

Derechos reservados



Capítulo 3. Participación como representación

83

Desde 2003, las conferencias han cubierto una amplia gama de 
áreas de políticas públicas y cerca de cuarenta temas distintos. Desde 
educación hasta desarrollo pesquero y rural, las CNP han deliberado en 
torno a una multiplicidad de temas, en particular aquellos relacionados 
con los intereses y los derechos de grupos minoritarios. Como se indica 
en el cuadro 1, 28 de los 40 temas discutidos fueron introducidos por la 
administración de Lula. Luiz Dulci, el ministro de la Secretaría General 
de la Presidencia de Lula en 2010, defendió las conferencias afirmando 

Cuadro 1. Áreas de políticas públicas y temas deliberados en las conferencias nacionales 
entre 1988 y 2010

Área de políticas públicas Temas específicos

 Salud Salud
Salud dental
Salud de los trabajadores
Salud de los pueblos indígenas
Salud mental
Salud ambiental
Ciencia, tecnología e innovación en temas de salud
Manejo del trabajo y educación en temas de salud
Medicamentos y cuidado farmacéutico 

Minorías y derechos humanos Derechos humanos
Derechos de niños y adolescentes
Derechos de ancianos
Derechos de personas con capacidades diferentes
Gays, lesbianas, bisexuales, travestis y transexuales
Pueblos indígenas
Políticas públicas para mujeres
Juventud  
Promoción de igualdad racial
Comunidades brasileñas en el extranjero

Estado, economía y desarrollo Alimentos y seguridad nutricional
Ciencia, tecnología e innovación
Economía solidaria
Mecanismos de producción local
Acuacultura y pesca
Desarrollo rural sostenible y solidario
Ciudades
Seguridad pública
Comunicación
Medio ambiente
Medio ambiente, niños y adolescentes
Defensa civil y ayuda humanitaria
Recursos humanos de la administración pública federal

Educación, cultura, seguridad 
social y deporte

Asistencia social
Educación básica
Educación profesional y tecnológica
Educación indígena
Cultura
Deporte
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que desde que el PT subió al poder “la participación social se ha adopta-
do como un método democrático de administración pública”.2

Las CNP también se han vuelto más incluyentes como resultado 
de su ampliación temática; gradualmente han logrado reunir grupos so-
ciales más diversos y heterogéneos, en especial entre los representantes 
de la sociedad civil provenientes de organizaciones no gubernamentales 
(ONG), movimientos sociales, sindicatos, asociaciones empresariales 
y otros organismos. Desde 2003, han tenido lugar varias conferencias 
concentradas en la deliberación de políticas públicas relativas a grupos 
minoritarios, aumentando la participación de mujeres, afrobrasileños, 
pueblos indígenas, miembros de la comunidad lesbiana, gay, bisexual y 
de personas transgénero (lgbt), personas con capacidades diferentes, y 
jóvenes, entre otros. De esta manera, las CNP constituyen procesos po-
líticos incluyentes de grupos minoritarios. Según lo indica la gráfica 3, el 
35.6% de todas las conferencias nacionales realizadas entre 1988 y 2010 
se concentró en asuntos relacionados con grupos minoritarios y derechos 
humanos. Sólo entre las conferencias nacionales sostenidas durante 
los gobiernos de Lula, 31% fueron dedicadas específicamente a asuntos 
de grupos minoritarios, un número sustancial.

2	 Esta afirmación fue hecha el 20 de agosto de 2010, durante una conferencia de prensa ofi-
cial del ministro Luiz Dulci. El texto completo del discurso está disponible en <http://
www.secretariageral.gov.br/noticias/ultimas_noticias/2010/08/20-08-2010-nota-a-
imprensa-resposta-do-ministro-luiz-dulci-as-declaracoes-de-jose-serra>.

Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos ISEGORIA.
Gráfica 3. Distribución de conferencias nacionales por políticas públicas (1988-2010).
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Por último, las CNP se volvieron más extensas debido a que han 
involucrado cantidades mayores de personas, ya sea como participan-
tes directos en su carácter de delegados en la conferencia nacional, o de 
manera indirecta, como participantes en las conferencias municipales 
o regionales —las llamadas “conferencias libres”— o por vía electróni-
ca en las “conferencias virtuales”. En promedio, la conferencia nacional 
convoca alrededor de 3000 delegados, pero el número de participantes 
aumenta significativamente si uno toma en consideración a todos los in-
volucrados en el proceso.

Datos oficiales del gobierno federal estiman que aproximadamen-
te cinco millones de personas han participado en las 74 CNP que se 
llevaron a  cabo en Brasil entre 2003 y 2010.3 Este número no parece 
demasiado alto si uno considera que Brasil posee una población cerca-
na a los 190 millones de personas. Sin embargo, comparada con otras 
prácticas participativas en el mundo, esta cifra es muy impresionante. 

3	 Esta información se encuentra disponible en la página web de la Secretaría General de la 
Presidencia: <http://www.secretariageral.gov.br/noticias/ultimas_noticias/2012/01/10-
01-2012-conferencias-mobilizaram-2-milhoes-de-pessoas-em-2011>.

Cuadro 2. Nivel de participación. Primera Conferencia de Seguridad Pública (Conseg), 2009

Personas involucradas en el proceso 524 461 

Participación directa en todos los niveles 225 395 

Participación en línea 256 598 

Municipalidades involucradas 514

Conferencias municipales 266

Participación en el nivel local 44 651

Conferencias estatales 27

Participación en el nivel estatal 17 439 

Conferencias libres 1140 

Participación en conferencias libres 66 847

Otros escenarios: actividades de movilización, seminarios temáticos, proyectos 
especiales, cursos de capacitación, consultas  a policías

135 866

Conferencia nacional 3060 

Fuente: Ministerio de Justicia, Brasil.
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Algunas conferencias nacionales involucran a cientos de miles de par-
ticipantes. En la Primera Conferencia Nacional de Seguridad Pública, 
llevada a cabo en 2009, por ejemplo, participaron 524 461 personas 
(véase el cuadro 2). De este número, 225 395 fueron participantes di-
rectos en deliberaciones cara a cara, mientras que 256 598 participaron 
de manera indirecta (en línea). En todo el país, 514 municipalidades se 
vieron involucradas en 266 conferencias municipales, alcanzando los 
44 652 participantes. Cada uno de los 27 estados brasileños sostuvo 
conferencias, durante las cuales 17 439 representantes deliberaron so-
bre las pautas para las políticas públicas que se llevarían a discutir al 
ámbito nacional. Además, distintos sectores de la sociedad civil orga-
nizaron 1140 conferencias libres, convocando a 66 847 personas que 
no participaron en las otras etapas. Por último, la conferencia nacional 
convocó a 3060 representantes.

Estos números sugieren que las CNP están diseñadas para permi-
tir procesos más democráticos de generación de políticas públicas en 
Brasil. En lugar de formular políticas públicas desde arriba a través de 
un proceso formal que, en el mejor de los casos, toma en consideración 
la ayuda de expertos técnicos, el gobierno motiva a la sociedad civil a in-
volucrarse en la tarea de diseñar nuevas políticas y, al hacerlo, revisar las 
anteriores. El gobierno federal de Brasil convoca a una conferencia nacio-
nal con un decreto presidencial que inicie el proceso, ya sea a raíz de la 
percepción gubernamental de que son necesarias nuevas políticas públi-
cas en un área en particular o a partir de una demanda de la sociedad 
civil. En general, ambos actores se reúnen en las conferencias como com-
pañeros en la tarea de organizar estas nuevas rutas para la democracia.

A pesar de no tener un carácter mandatorio, desde 2003 en adelante, 
las conferencias participativas han dado un giro deliberativo, normativo 
y representativo (Pogrebinschi, 2010a). Se han vuelto deliberativas en 
tanto las conferencias nacionales se han orientado hacia la formación de 
consensos con base en procesos de deliberación pública que tienen como 
objetivo la formación de opinión y voluntad políticas, involucrando a re-
presentantes de la sociedad civil y del gobierno en números iguales. La 
mayoría de las conferencias están compuestas por 60% de participantes 
de la sociedad civil y 40% del gobierno. Algunos incluyen una propor-
ción de representantes de los grupos de trabajadores afectados por el 
área o el tema de políticas públicas bajo deliberación. El proceso deli-
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berativo comprende varios niveles. Como se puede observar en la figu-
ra 1, la deliberación comienza en los niveles local (municipal) o regional 
(agregación de municipalidades), continúa en los 27 estados y concluye 
en la conferencia nacional que generalmente se lleva a cabo en Brasilia, 
la capital del país. Algunas conferencias también revisan las discusio-
nes que ocurrieron en “conferencias libres” organizadas por grupos de la 
sociedad civil o en las “conferencias virtuales” que sintetizan las contri-
buciones propuestas a través de internet. Los resultados de estas confe-
rencias libres y virtuales se incluyen en los materiales distribuidos a los 
participantes de la conferencia nacional y son deliberados junto con los 
resultados de las conferencias locales y estatales.

Observadores
invitados

Conferencia
nacional

Conferencias
municipales

Compilación

Reporte /
Directrices

Reporte /
Directrices

Reporte /
Directrices

Gobierno

Gobierno
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Etapas de  
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Et
ap
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Trabajadores

Trabajadores

Sociedad 
civil

Sociedad 
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Reporte final /
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Conferencias
estatales

R
D

R
D

Conferencias
virtuales

Conferencias 
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Grupos de 
trabajo /
Foros de
discusión

Fuente: elaboración propia.
Figura 1. El proceso deliberativo.

Si bien las conferencias a nivel nacional suelen durar tres o cuatro 
días, todo el proceso toma cerca de un año. Cada conferencia nacional 
comienza a prepararse desde el momento en que el decreto presidencial 
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la convoca y se instala la comisión coordinadora. Esta comisión se com-
pone por miembros del gobierno y de la sociedad civil, al igual que las 
conferencias en todos los niveles (algunas incluyen un tercer contingen-
te, compuesto de representantes de los trabajadores y las asociaciones 
profesionales afectados por el tema en discusión). Una vez que las reglas 
para la conferencia han sido aprobadas, se prepara un horario y la meto-
dología que se utilizará para la agregación de las deliberaciones.

No se aplica una metodología única para todas las conferencias. Al-
gunas de ellas requieren sistemas muy complejos para priorizar preferen-
cias (en lugar de un simple proceso de agregación), que se aplican tanto 
en las distintas etapas de cada conferencia (de las deliberaciones de los 
grupos de trabajo hasta la sesión plenaria final) como en las distintas fa-
ses que preceden a la conferencia nacional. Ninguna directriz aprobada en 
los niveles local, regional o estatal es excluida de la deliberación que se de-
sarrolla en la conferencia nacional, e incluso pautas contradictorias apro-
badas en los diversos niveles pueden volver a ser sujetas a deliberación en 
la conferencia nacional. Más aun, cuando la deliberación termina con una 
votación, como es el caso de la sesión plenaria final con que concluyen las 
conferencias nacionales, mayorías simples no siempre son suficientes para 
adoptar directrices: una proporción igual de votos entre delegados del Es-
tado y de la sociedad civil puede ser requerida en algunos casos para con-
formar consensos y producir una directriz incluida en el reporte final.

Las CNP poseen un alto grado de legitimidad pública precisamen-
te porque sus resultados finales cumplen con los procedimientos inclu-
yentes descritos en el párrafo anterior. También gracias a ello se puede 
afirmar que las conferencias han dado un giro normativo. Desde 2003 
las deliberaciones de casi todas las conferencias nacionales han conclui-
do con la preparación de un documento final, que se ha sometido a de-
bate, votación y aprobación de acuerdo con las estrategias elegidas para 
la agregación de preferencias en las distintas etapas y niveles del proceso. 
En consecuencia, las conferencias han ganado credibilidad y generado 
expectativas que no son únicamente cognitivas sino también normati-
vas, tanto entre los participantes como entre quienes, a pesar de no ha-
ber colaborado en el proceso y a pesar del carácter no mandatorio de sus 
reportes, son afectados por sus posibles consecuencias.

La dimensión estrictamente representativa inherente a las confe-
rencias nacionales como instancias de participación y deliberación se ve 
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reforzada por: 1) la composición participativa y la organización de las 
conferencias nacionales; 2) la dimensión deliberativa de sus grupos de 
trabajo, páneles y sesiones finales de la asamblea, y 3) el carácter nor-
mativo de los reportes finales, que condensan los reportes, directrices y 
mociones debatidas y aprobadas por las mayorías, en cumplimiento de 
un marco de reglas que buscan asegurar la legitimidad del resultado sin 
importar su contenido específico. Quizá debido a la delegación de po-
der implícita que les otorga el Ejecutivo al convocarlas, las conferencias 
nacionales son una adición al conjunto de prácticas que constituyen la 
llamada “nueva ecología de representación”, encarnando un modo de “re-
presentación informal” (Castiglione y Warren, 2006).

El proceso a través del cual se organizan y se desarrollan las CNP 
sugiere una distinción interesante entre “participantes” y “representan-
tes”, que resulta útil para entender las nuevas e informales ecologías de 
representación. Las conferencias municipales y regionales están com-
pletamente abiertas a la participación y, durante los últimos años, han 
sido acompañadas por extensas campañas de publicidad para invitar a 
la gente a tomar parte. En el ámbito local, uno de los objetivos primor-
diales es elegir delegados que participen en los niveles siguientes. Puesto 
que cualquiera puede presentarse a una conferencia municipal, también 
cualquiera puede ser electo para participar como delegado en las etapas 
siguientes, siendo los mismos concurrentes los responsables de la elec-
ción de delegados. El gobierno puede nominar representantes, pero no 
tiene influencia sobre quién será elegido entre los participantes de la so-
ciedad civil. Por lo general, los grupos ciudadanos señalan a uno o más 
de sus miembros para que los representen en las conferencias locales y de-
ben ser electos en esas conferencias para avanzar a las siguientes etapas. 
Entre los delegados hay representantes que son nombrados tanto por el 
gobierno como por las organizaciones de la sociedad civil. Este último 
caso es más frecuente cuando la conferencia incluye representación de 
trabajadores afectados por el tema en discusión. En los niveles estata-
les y nacionales, los representantes electos y nombrados se reúnen con 
los otros “participantes” (observadores, invitados, miembros del comité, 
ministerio o secretaría organizadores, entre otros). Todos toman parte 
en la deliberación y pueden expresar opiniones, proponer argumentos y 
demandas, pero no todos pueden priorizar directrices en los grupos de 
trabajo o votar en la sesión plenaria final. Estas tareas quedan reservadas 
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para los “representantes”, sin importar si fueron elegidos en el nivel local 
o nombrados en la etapa anterior. “Participantes” y “representantes” po-
seen facultades iguales de isegoria, el derecho a la voz, y por lo tanto pue-
den formar parte de las deliberaciones. Los representantes, sin embargo, 
son sólo aquellos participantes que no sólo tienen voz sino que también 
pueden votar las directrices propuestas.

A pesar de esta dimensión representativa innegable de las CNP, el 
punto más importante en lo que concierne a este trabajo son los efectos 
que tienen sobre las instituciones convencionales de representación po-
lítica, contribuyendo a procesos legislativos y de generación de políticas 
públicas más democráticos y responsables, así como a una representa-
ción más inclusiva, como se discutirá en las siguientes secciones.

Efectos sobre procesos legislativos

El impacto de las CNP en la legislatura es una realidad creciente. Las 
directrices contenidas en los reportes finales de las conferencias dan pie 
a acciones legales por parte del Congreso. Sus efectos sobre el proceso 
legislativo pueden medirse por el número de iniciativas propuestas y es-
tatutos implementados, así como por su contenido. De 1988 a 2009, el 
19.8% de las iniciativas regulares propuestas por el Congreso fue consis-
tente de manera sustancial con las directrices generadas en las CNP, lo 
mismo es cierto del 48.5% de las iniciativas constitucionales.4

Cuadro 3. Iniciativas e iniciativas constitucionales consistentes con directrices de CNP

Iniciativas Iniciativas constitucionales Total

Consistentes con CNP 	 2629 (19.8%) 	 179 (48.5%) 	 2808 (26%)

No consistentes con CNP 	 10 616 (80.2%) 	 190 (51.5%) 	 10 806 (74%)

Producción legislativa total 
de la legislatura federal 
(1988-2009)

	 13 245 (100%) 	 369 (100%) 	 13 614 (100%)

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Banco de Dados do Congresso Nacional.

4	 Una iniciativa constitucional es una propuesta presentada por miembros del Congreso 
para enmendar algún aspecto de la Constitución.
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En lo que respecta a la legislación aprobada, es posible afirmar que 
7.2% de los estatutos y 15.8% de las enmiendas constitucionales pro-
movidas por el Congreso entre 1988 y 2009 tratan asuntos específicos 
deliberados en las CNP. Estos resultados pueden parecer bajos, pero en 
realidad son muy significativos dado el alto número absoluto de legisla-
ciones aprobadas por el Congreso en el largo periodo de tiempo analiza-
do (21 años). Es importante tener en cuenta también que 73% de todas las 
CNP que se llevaron a cabo entre 1988 y 2010 tuvieron lugar después 
de 2003. Esto sugiere que, aun cuando el Congreso ha demostrado un 
alto grado de productividad durante estos años, ésta puede crecer gracias 
a las CNP, no sólo en términos cuantitativos sino también cualitativos.

Cuadro 4. Legislación aprobada convergente con directrices de CNP

Estatutos ordinarios y com­
plementarios aprobados 

Enmiendas constitu- 
cionales aprobadas Total

Convergentes con 
directrices de CNP

	 312
	 (7.2%)

	 9
	 (15.8%)

	 321
	 (7.3%)

No convergentes con 
directrices de CNP

	 4010
	 (92.8%)

	 48
	 (84.2%)

	 4058
	(92.7%)

Producción total 
de la legislatura 
federal(1988-2009)

	 4322
	 (100%)

	 57
	 (100%)

	 4379
	 (100%)

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Banco de Dados do Congresso Nacional.

Más allá de establecer la agenda del Congreso e influir en las pre-
ferencias y en las decisiones sobre políticas públicas, las CNP también 
parecen mejorar e incrementar el componente deliberativo de los pro-
cesos legislativos, puesto que tienen un efecto mayor en las iniciativas 
propuestas que en los estatutos aprobados. Esto sugiere un impac-
to cualitativo (mayor diversidad) más que cuantitativo (el tiempo que 
toma obtener un consenso) en la legislatura. Además, el importante nú-
mero de enmiendas constitucionales cuyo contenido coincide con las di-
rectrices de las CNP indica su legitimidad y su potencial para alterar el 
diseño institucional.

En la muestra completa de actividad legislativa cuyo contenido con-
verge de manera sustancial con las directrices de las CNP durante veinte 
años (1988-2008), 85.2% de las iniciativas, 91.6% de las iniciativas cons-
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titucionales, 69.2% de los estatutos implementados y 66.6% de las en-
miendas a la Constitución fueron aprobados durante los primeros seis 
años de la presidencia de Lula (2003-2008). Si bien es razonable espe-
rar que el impacto sobre la legislatura creciera de manera proporcional al 
incremento en la cantidad y la frecuencia de las CNP durante los man-
datos de Lula, y si bien las iniciativas y las iniciativas constitucionales se 
vuelven inactivas si no son votadas o reintroducidas en un nuevo periodo 
legislativo, es evidente que tanto el incremento en la participación como 
sus consecuencias sobre la representación política ocurrieron una vez que 
Lula asumió la presidencia. En resumen, los procesos de toma de deci-
siones y generación de políticas públicas han sido alterados significativa-
mente en Brasil desde que el Partido de los Trabajadores subió al poder. 

El impacto de las CNP en la legislatura constituye un proceso po-
lítico efectivo, paralelo a la lógica electoral seguida por los partidos polí-
ticos. Las directrices normativas para las políticas públicas que surgen 
de las CNP aparentemente son apoyadas por los partidos (puesto que 
proponen iniciativas congruentes con las directrices generadas por las 
CNP), tanto por partidos oficialistas como de oposición y situados 
en todos los puntos del espectro izquierda-derecha. Los partidos que 
conforman la coalición del PT no parecen ser significativamente más 
afines a iniciativas convergentes con las directrices de las CNP que 
otros partidos de oposición, como el Partido de la Socialdemocracia 
Brasileña (PSDB) (Pogrebinschi, 2012b). Lo anterior sugiere que es-
tas empresas participativas apuntan hacia nuevas maneras de superar 
la canalización ideológica tradicional de intereses, que la estructura de 
partidos tiende a constreñir.

Hasta ahora no existen datos que muestren cómo los partidos po-
líticos pueden hacerse presentes en las CNP a través de sus seguidores 
y, por lo tanto, intentar influir en las directrices que son deliberadas y 
aprobadas, lo que indicaría una dimensión partisana indeseable en el 
proceso. No todos los partidos políticos brasileños son igualmente en-
tusiastas ante las CNP. A pesar de que los representantes del PSDB es-
tán entre quienes apoyan en el Congreso iniciativas congruentes con las 
CNP (Pogrebinschi, 2012b), definitivamente el partido no es defensor 
de tales experimentos participativos, ni en principio ni en práctica. Du-
rante las elecciones presidenciales de 2010, su candidato adoptó públi-
camente una posición en contra de las CNP. El año anterior, cuando 
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este mismo político era gobernador de São Paulo, intentó prevenir la 
organización a nivel estatal de la Conferencia Nacional de Comunica-
ciones en el estado más grande de la Federación.

En cualquier caso, es posible suponer que los partidos políticos po-
seen incentivos para proponer y apoyar políticas que han sido delibe-
radas en el espacio público. Las CNP generan directrices que han sido 
deliberadas con detalle en todos los estados brasileños y por los grupos 
directamente involucrados en el tema tratado. Miles de personas par-
ticipan en todos los niveles del proceso deliberativo. Aun cuando mu-
chos ciudadanos no hayan tenido éxito en las elecciones anteriores para 
elegir a un miembro del Congreso dispuesto a representar sus intere-
ses y sus demandas, otros representantes pueden encontrar incentivos 
para apoyarlos y obtener más votos en los comicios siguientes. De esta 
manera, las CNP parecen funcionar como una especie de voto retros-
pectivo, permitiendo lo que Mansbridge (2003) llama “representación 
giroscópica” o “representación sustituta”. 

El Congreso, por lo tanto, se ha mostrado dispuesto a responder a 
los insumos que surgen de la esfera pública. Incluso cuando los números 
mostrados más arriba sólo demuestran una congruencia entre las direc-
trices producidas por las CNP y las legislaciones finales, y, en conse-
cuencia, no prueban con rigor que los congresistas hayan sido influidos 
por la participación social (y no por el lobby de grupos de interés), queda 
claro que la legislatura se ha alineado con las demandas de la sociedad ci-
vil y entre ambas han compartido la agenda de políticas públicas.

Este último punto debería bastar para refutar una de las principa-
les críticas que se han hecho a las conferencias nacionales brasileñas 
(en especial por parte de uno de los principales diarios del país y por el 
PSDB), la cual afirma que el gobierno del PT las utiliza para cooptar a 
la sociedad civil. Sostengo que el papel activo que las organizaciones de la 
sociedad civil han jugado en las conferencias nacionales no debe enten-
derse como una forma de cooptación que socava a los movimientos so-
ciales o empodera únicamente a algunos de ellos. Por el contrario, lo que 
está en juego es una forma de cooperación entre actores sociales y políti-
cos que trasciende los límites electorales y los compromisos partidistas, 
permitiendo una cercanía sin precedentes entre el Estado y la sociedad 
civil. Esta última ha sido efectiva en proponer nuevas áreas de políticas 
públicas para someterse a deliberación en conferencias nacionales. In-
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cluso si la mayoría de las conferencias son convocadas por el Poder Eje-
cutivo, algunas son resultado de las demandas de la sociedad (las cuales 
son casi siempre respondidas de manera rápida por el gobierno) y resul-
tan de deliberaciones del gobierno y de los representantes de la sociedad 
civil en los consejos nacionales de políticas públicas. Esta cooperación 
es, a fin de cuentas, lo que define cuáles áreas y temas serán priorita-
rios y se convertirán en objeto de planes y programas nacionales para 
ser implementados en el país. Una vez que el Ejecutivo acepta y apoya 
las propuestas de la sociedad civil, no sólo actúa de manera responsable 
a las demandas sociales, sino también permite que la agenda misma sea 
definida en la esfera social. Por lo tanto, las CNP no deben ser enten-
didas sólo como mecanismos para legitimar a los gobiernos brasileños e 
implementar sus políticas favorecidas. Más bien, a través de las CNP la 
sociedad civil ha extendido las áreas y atraído nuevos temas de políticas 
públicas, como se demuestra en el siguiente apartado.

Impacto sobre la generación de políticas públicas: 
aumentando la representación de grupos 
minoritarios a través de la participación

Las CNP han sido determinantes para aumentar el diseño deliberativo 
y participativo, así como la implementación a nivel nacional de políti-
cas públicas en general y en áreas específicas donde no existían. Esto es 
particularmente cierto en lo referente a políticas públicas relativas a los 
intereses de grupos minoritarios que han demandado reconocimiento a 
sus derechos y buscado representación política.

Algunas de las áreas y temas de políticas públicas más innovadoras 
propuestas por la sociedad civil en las CNP han estado enfocadas en los 
intereses y en los derechos de las minorías sociales y culturales. Desde 
2003, Brasil ha sostenido conferencias nacionales sobre políticas para 
mujeres, personas mayores, grupos indígenas, igualdad racial, personas 
con capacidades diferentes y la comunidad LGBT. 

Los grupos minoritarios aprovechan las conferencias para dar forma 
a sus preocupaciones y articular sus identidades, transformando la partici-
pación en representación, mientras que consiguen a) traducir sus deman-
das en políticas públicas implementadas por el Ejecutivo a pesar de no 
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tener otros recursos de lobby o presión política, y b) convertir esas de-
mandas en ley sin necesidad de mediación de los partidos políticos.

Cabe mencionar que las CNP se han establecido como espacios 
donde las minorías sociales y culturales logran convertirse de manera 
gradual en mayorías políticas. De todas las CNP realizadas entre 1988 y 
2009, veinte involucraron deliberaciones que específicamente concernían 
a grupos minoritarios, 17 de las cuales tuvieron lugar entre 2003 y 2009. 
Además, se han llevado a cabo once conferencias sobre derechos huma-
nos, que siempre incluyen discusiones sobre políticas relativas a las mu-
jeres, personas con capacidades diferentes, ancianos, pueblos indígenas, 
niños y adolescentes, minorías étnicas y raciales, y la comunidad LGBT. 
De hecho, muchas de las demandas presentadas inicialmente por grupos 
minoritarios en las conferencias nacionales sobre derechos humanos sur-
gen de conferencias específicas para cada una de estas minorías. Por otro 
lado, muchas demandas presentadas por grupos minoritarios en conferen-
cias específicas sobre minorías son presentadas otra vez en las confe-
rencias sobre derechos humanos. Asimismo, puesto que muchas de las 
políticas demandadas por minorías sociales piden acciones que abarcan 
varios planos de acción—a pesar de su carácter específico—, los grupos 
minoritarios están también presentes, a través de sus representantes de la 
sociedad civil, en las conferencias nacionales referentes a temas como sa-
lud, educación o seguridad social. En conjunto, las conferencias específicas 
a las minorías y las conferencias sobre derechos humanos en general cons-
tituyen 35.6% de todas las conferencias realizadas entre 1988 y 2009.

Como lo he sugerido en trabajos anteriores (Pogrebinschi, 2010a 
y 2010c), los grupos minoritarios no sólo pueden contar con un nú-
mero significativo de CNP donde las políticas públicas que los afectan 
son objeto de deliberación; también han conseguido avanzar una canti-
dad considerable de directrices normativas en sus reportes. Además de 
que 18% de las directrices producidas por las CNP entre 1988 y 2009 
trataron exclusivamente con demandas de grupos minoritarios, es ra-
zonable suponer que una porción importante de 26.7% de las directri-
ces producidas por conferencias sobre derechos humanos ha tomado 
en consideración las demandas de minorías sociales, que participan ac-
tivamente y son representadas por organizaciones de la sociedad civil. 
En otras palabras, ya que las directrices emanadas de las conferencias 
nacionales influyen en la actividad parlamentaria, un porcentaje alto de 
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las propuestas llevadas al Congreso tratan con las demandas de grupos 
minoritarios. El impacto concreto en términos de inclusión legal real de 
estas propuestas todavía está por esclarecerse, así como el de los efectos 
redistributivos de las políticas diseñadas de acuerdo con las demandas 
de estos grupos en las CNP.

Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos ISEGORIA.
Gráfica 4. Decretos presidenciales sobre temas de minorías y derechos humanos 
(2003-2010).
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Al concentrase en el impacto de las CNP sobre el Poder Ejecutivo, 
es posible observar cómo la generación de políticas públicas ha contri-
buido a la inclusión y a la representación política de grupos minorita-
rios. Si consideramos sólo los decretos presidenciales emitidos desde 
2003, uno puede notar un incremento sustancial a partir de 2006. Con 
la excepción de los “derechos de niños y adolescentes”, la primera confe-
rencia nacional que trató de manera específica los intereses de un grupo 
minoritario se llevó a cabo en 2004 (sobre políticas públicas relativas a 
las mujeres), seguida de otra en 2005 (sobre igualdad racial), tres más en 
2006 (ancianos, personas con capacidades diferentes y pueblos indíge-
nas) y, finalmente, un promedio de tres por año hasta 2009. La gráfica 4 
muestra cómo los decretos ejecutivos han aumentado a partir del incre-
mento en la frecuencia de CNP enfocadas en asuntos de grupos mino-
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ritarios. En 2003, cuando se llevaron a cabo conferencias nacionales que 
trataron únicamente acerca de los derechos humanos de niños y ado-
lescentes, se emitieron doce decretos presidenciales relacionados con el 
tema. En 2009, después que cada grupo tuvo al menos una conferencia 
para tratar específicamente sus demandas, el número de decretos pre-
sidenciales congruentes con las directrices de las CNP aumentó a 224.

Sin embargo, el mayor impacto de las conferencias nacionales so-
bre la producción de políticas públicas es cualitativo. Muchas de es-
tas políticas se generaron durante el gobierno de Lula con el objetivo 
claro y explícito de atender las demandas de la sociedad civil expresa-
das a través de las directrices de las conferencias. Uno de los ejemplos 
más célebres es el llamado Programa Nacional de Derechos Humanos 3 
(también conocido como PNDH3). Este extenso plan, que contiene, 
entre otras cosas, políticas para todo tipo de grupos minoritarios, se 
volvió vinculante tras la publicación de un decreto presidencial hacia 
finales de 2009. Las 25 directrices, los 81 objetivos estratégicos y los 
cientos de pasos a seguir que se produjeron, reflejan las demandas de 
aproximadamente 55 conferencias nacionales ocurridas durante la pre-
sidencia de Lula, en especial aquellas relativas a grupos minoritarios y a 
temas de derechos humanos.

Muchos otros decretos presidenciales fueron emitidos durante este 
periodo, algunos de ellos dando vida a planes de políticas públicas en áreas 
que hasta entonces no habían sido abordadas por el gobierno federal. 
Éste es el caso, por ejemplo, de políticas relativas a las mujeres. Si bien 
las mujeres han sido tomadas en cuenta por distintas políticas públicas, 
no habían tenido políticas específicas orientadas a atender sus deman-
das como grupo definido, mucho menos un programa público que pro-
dujera un marco de acción nacional para implementarse en todos y cada 
uno de los estados del país. Sobre todo, las mujeres nunca habían podi-
do tomar parte en el desarrollo de un programa semejante. Esto cambió 
con un decreto presidencial de marzo de 2005, que establecía el Primer 
Plan Nacional de Políticas para las Mujeres. Este plan afirma de mane-
ra explícita en su introducción que ha sido resultado de la Primera Con-
ferencia Nacional sobre Políticas para las Mujeres, la cual “se estableció 
como un punto de referencia para la afirmación de los derechos de las 
mujeres y movilizó en todo Brasil a 120 mil mujeres aproximadamen-
te, quienes participaron de manera directa en los debates y presentaron 
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propuestas para la elaboración del Plan Nacional de Políticas para las 
Mujeres”. Conforme la participación comenzó a institucionalizarse en 
Brasil y los movimientos de mujeres adquirieron un nuevo ímpetu, se 
emitió el Segundo Plan Nacional de Políticas para las Mujeres a través 
de un decreto presidencial de marzo de 2008. Este segundo plan declara 
en su introducción que es “resultado de la movilización de casi 200 mil 
mujeres brasileñas, quienes participaron en todo el país en las conferen-
cias municipales y estatales y eligieron a 2,700 delegadas a la Segunda 
Conferencia Nacional sobre Políticas para las Mujeres, la cual tuvo lu-
gar en agosto de 2007”.

Algunos planes nacionales de políticas públicas se elaboraron tam-
bién para afrobrasileños, personas con capacidades diferentes y ciu-
dadanos mayores. Esto ilustra el potencial que tienen las directrices 
formuladas en las CNP sobre minorías y derechos humanos para con-
vertirse en políticas públicas formuladas e implementadas por el Poder 
Ejecutivo en el ámbito federal. Si bien el principal propósito de las CNP 
consiste en proveer de contenidos para la formulación de políticas na-
cionales, los planes y programas nacionales que incorporan las deman-
das de los grupos minoritarios son complementados por varios decretos 
que los regulan. Su alcance ha sido desarrollado y especificado por una 
amplia gama de actos normativos de la administración pública federal, 
los cuales privilegian políticas sectoriales y acciones específicas que bus-
can convertir las deliberaciones de las CNP en realidad.

Una medida precisa de qué tanto pueden las conferencias nacionales 
dar forma a la agenda de políticas públicas en Brasil requiere un análisis 
más riguroso. Sin embargo, no cabe duda de que, de acuerdo con los da-
tos presentados, estas prácticas participativas nacionales tienen un gran 
impacto en las acciones del Poder Ejecutivo, el cual, por su parte, se ha 
vuelto cada vez más responsable a las demandas de los grupos minorita-
rios y se ha rediseñado institucionalmente, en particular con respecto a la 
manera en que formula, implementa y supervisa políticas públicas.

Las CNP, por lo tanto, son experiencias deliberativas y participati-
vas que no sólo dan voz a los grupos minoritarios, sino que también ha-
cen que esas voces se escuchen en el Congreso. Aun cuando estos grupos 
no consiguen elegir a sus candidatos, las conferencias nacionales pue-
den ofrecerles la oportunidad de que sus intereses sean representados 
en el Poder Legislativo. La fuerza legitimadora de una iniciativa respal-
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dada por una conferencia nacional puede funcionar como una forma 
de representación retrospectiva, la cual se aplica en situaciones en que los 
miembros del Congreso reciben iniciativas que eventualmente pueden 
obligarlos a trascender agendas partidistas o las prioridades de sus elec-
tores tradicionales y, más bien, a adoptar la defensa de las demandas ex-
presadas en las conferencias nacionales, ganando nuevos seguidores o 
restableciendo lazos con seguidores anteriores. En consecuencia, las 
CNP consiguen ofrecer cierta representación política a minorías que de 
otro modo no conseguirían construir mayorías partidistas.

Las prácticas democráticas participativas como las CNP hacen po-
sible representar los intereses de grupos minoritarios en el Congreso, 
incluso cuando no tienen acceso a representación a través de las platafor-
mas tradicionales de los partidos. Las directrices para políticas públicas 
contenidas en los reportes finales de las CNP logran iniciar actividades 
legislativas en el Congreso, ofreciendo a los congresistas un repertorio 
de demandas, directamente formuladas de acuerdo con las preferencias de 
la sociedad civil en un contexto distinto al electoral, independiente de la 
influencia de los partidos. De esta manera, pueden evitar la necesidad 
de recurrir a los medios o a otras formas de interferencia para la cons-
trucción de opinión y voluntad entre la ciudadanía. Las directrices ori-
ginadas en las CNP están imbuidas de una legitimidad popular que les 
permite superar la lógica tradicional de distribución de intereses. Esto 
puede motivar a un partido a representar algún interés hasta entonces 
ignorado por los demás partidos o sólo defendido por partidos mino-
ritarios. La manera en que las CNP han servido a los intereses de los 
grupos minoritarios demuestra cómo las formas participativas de de-
mocracia pueden entenderse también como formas de representación.

Participación como representación

Más que simples prácticas de “representación informal” (Castiglione y 
Warren, 2006) que reproducen la lógica de la representación, las CNP 
son experimentos participativos que fortalecen la representación políti-
ca formal y pueden reforzar las funciones y las actividades de las insti-
tuciones políticas tradicionales, como en el caso de las legislaturas y los 
partidos políticos. En este sentido, las CNP dan lugar a un nuevo ele-

nuevas instituciones.indd   99 10/1/19   16:19

© Flacso México



Thamy Pogrebinschi

100

mento participativo que constituye el concepto y la práctica de la repre-
sentación política.

La participación ha formado parte de la gramática de la representa-
ción desde hace mucho tiempo, ya sea a través del sufragio universal, la 
proporcionalidad en sistemas electorales, partidos políticos masivos o, 
incluso, el lobby de asociaciones. La deliberación también ha sido parte 
integrante del repertorio de representación política, tanto en los proce-
dimientos adoptados para la formación de opinión pública que carac-
terizan a las campañas políticas y a la movilización partidista previa a 
las elecciones, como en la deliberación parlamentaria en las comisiones 
o en el pleno del Congreso. Así, la participación y la deliberación se pue-
den entender como elementos constitutivos de la representación polí-
tica. Más que ser vistos como intentos de añadir un nuevo contenido 
semántico para remplazar viejos conceptos de representación política, 
se trata de medios genuinos para poner en práctica la representación.

Si la crisis ampliamente propagada de la representación política no 
es más que otra de sus metamorfosis históricas, las prácticas de partici-
pación y deliberación que se han desarrollado en la sociedad civil en las 
últimas dos décadas son expresiones de ese cambio en su naturaleza. 
Conforme la legitimidad de la representación aumente y se profundice, 
el rediseño de sus instituciones se consolidará.

Las CNP consisten en una práctica participativa marcada por pe-
culiaridades que contribuyen a hacerla fortalecer la representación polí-
tica dentro de las instituciones formales del Estado. En primer lugar, las 
CNP son organizadas y realizadas por el Poder Ejecutivo. En segundo, 
son organizadas en conjunto por el Estado y por la sociedad civil. Esta 
última participa de manera activa en los distintos consejos nacionales de 
políticas públicas o en los varios grupos de trabajo establecidos por los 
ministerios y las secretarías.5 En tercero, son convocadas por el Ejecu-

5	 Los consejos nacionales de política también siguieron un proceso de institucionalización 
durante el gobierno de Lula y con frecuencia son confundidos con las CNP; sin embargo, 
ambas experiencias participativas operan de distinta manera. Mientras que las conferencias 
son convocadas y sostenidas durante un periodo de tiempo determinado, a través de varias 
etapas hasta llegar al nivel nacional, los consejos nacionales de política son instituciones 
permanentes que trabajan dentro de la estructura del Poder Ejecutivo federal, con frecuen-
cia albergados en algún ministerio, secretarías especiales o la Presidencia. Como ocurre con 
la mayoría de las conferencias, los consejos se componen de representantes del gobierno y 
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tivo con el objetivo explícito de proveer directrices para la formulación 
de políticas públicas, con un enfoque particular en la elaboración o en la 
revisión de planes nacionales referentes a varios ámbitos, sectores y gru-
pos de la sociedad civil. En cuarto, consisten en experiencias participa-
tivas que son de alcance nacional, lo que asegura la validez universal de 
sus reportes y la reconfiguración de la proporcionalidad de cualquier in-
terés partidista involucrado.

La mayoría de las CNP no están respaldadas por leyes y, por lo tan-
to, dependen, junto con la implementación de sus resultados, de la volun-
tad política de los gobiernos federales. Como se mostró anteriormente, 
la realización de las CNP parece depender en gran medida del Partido 
de los Trabajadores. A pesar de los intentos del partido de instituciona-
lizarlas como parte de un sistema participativo nacional y como conse-
cuencia de su forma de gobernar (Pogrebinschi, 2012a), las conferencias 
nacionales no han sido hasta ahora convertidas en ley y por lo tanto no 
son vinculantes. Aun cuando después de al menos doce años de gobier-
no del PT la creciente frecuencia de las CNP podría ayudar a crear 
una cultura participativa en el país y estimular a las organizaciones de 
la sociedad civil a involucrarse, la posible victoria de otro partido en las 
próximas elecciones podría eliminarlas del mapa político.

de la sociedad civil. Si bien la participación en las conferencias es completamente abierta y li-
bre en el nivel local y los delegados que asisten a las conferencias siguientes son elegidos o 
nombrados, la participación en los consejos depende de un proceso público de selección de 
representantes de la sociedad civil a nivel nacional, los cuales sirven por un periodo de dos 
años (en promedio). Mientras que algunas conferencias han involucrado a más de 500 000 
personas desde el nivel local hasta el nacional, los consejos poseen un cuerpo permanente 
de sesenta miembros. En cuanto a los objetivos y propósitos, las conferencias son convo-
cadas para deliberar y producir directrices para la formulación de políticas públicas sobre 
ciertas áreas o temas, mientras que los consejos nacionales, por lo general, se reúnen cada 
dos meses (o cuando la necesidad lo exige) y deliberan sobre asuntos presentados por sus 
miembros, el gobierno o la sociedad civil. Con respecto a la naturaleza de las deliberaciones, 
si bien los reportes finales de las conferencias nacionales tienen un valor normativo que es 
tomado en serio por los autores de políticas públicas, no son vinculantes; sin embargo, los 
consejos tienen la competencia de expedir actos normativos llamados resoluciones, los cua-
les pueden contener políticas públicas o actos administrativos. Los consejos toman parte 
activa en la organización de varias conferencias y también implementan y monitorean algu-
nas de sus deliberaciones para asegurar que las directrices sean seguidas a cabalidad. Hasta 
la fecha, Brasil posee cerca de 33 consejos nacionales de política —18 de ellos creados entre 
2003 y 2010; y quince reformulados durante este periodo para tomar en cuenta las deman-
das de la sociedad civil y ampliar su inclusión y participación.

nuevas instituciones.indd   101 10/1/19   16:19

© Flacso México



Thamy Pogrebinschi

102

Sin embargo, es posible afirmar que se ha alcanzado un cierto grado 
de institucionalización hasta ahora. Como parte del proceso de formu-
lación y supervisión de políticas públicas, y, por lo tanto, como parte de 
su estructura, las CNP tienen consecuencias sobre la agenda del Poder 
Legislativo, el cual puede elegir utilizarlas como fuentes de información, 
como mecanismos de legitimidad o como insumos deliberativos para su 
actividad de representación. En consecuencia, las CNP son un ejemplo 
de “instituciones participativas” (Avritzer, 2009), junto con otras prácti-
cas participativas y experiencias deliberativas que se han ido institucio-
nalizando en Brasil a pesar de la ausencia de un respaldo legal, desde los 
presupuestos participativos a nivel local hasta los consejos de políticas 
públicas en el ámbito nacional.

Sostengo que las CNP deben ser comprendidas como instituciones 
representativas; no sólo porque internamente engendran una lógica re-
presentativa (a través de la elección de delegados y votos por mayoría, 
por ejemplo) y porque implican un modo “informal” de representación, 
sino porque se trata de una estructura más compleja de representación 
política dentro del Estado y sus instituciones. Esta estructura incorpo-
ra la participación y la deliberación de la sociedad civil de manera más 
directa y sin mediaciones, en comparación con los mecanismos tradicio-
nales de rendición de cuentas (elecciones) y de expresión de preferencias 
(partidos políticos).

A pesar de las sospechas que genera la formación de consensos en 
la sociedad civil —la autonomía de las CNP al ocurrir dentro de los 
límites del Estado, las disputas por la hegemonía en distintos proyec-
tos políticos y los movimientos sociales que los caracterizan, entre otros 
factores—, las CNP son formas muy efectivas de mediación política y, 
por lo tanto, son capaces de redefinir el modelo de democracia liberal 
al redefinir la relación entre la sociedad civil y el Estado. Brasil pone en 
práctica lo que algunos estudiosos de la democracia y de la formulación 
democrática de políticas públicas intentan hacer a través de la innova-
ción participativa: acercar mutuamente al Estado y a la sociedad civil.

Esta aproximación ocurre no sólo cuando el Estado atrae a la socie-
dad civil, utilizando las CNP como componente participativo de proce-
sos de formulación de políticas públicas en todas las ramas del Ejecutivo 
federal y la administración pública, sino también cuando es receptiva y 
responsable a las demandas al convertirlas en iniciativas legislativas y ac-

nuevas instituciones.indd   102 10/1/19   16:19

Derechos reservados



Capítulo 3. Participación como representación

103

tos jurídicos de los ministerios o agencias. Por lo tanto, las conferencias 
nacionales son un componente deliberativo de la representación políti-
ca, según se ejerce en el Congreso. La interacción entre la participación/
deliberación y la representación, así como la dinámica entre la sociedad 
civil y el Estado que dicha interacción permite, hacen de las CNP nuevas 
formas de mediación que pueden profundizar la democracia brasileña. 
Lejos de remplazar la representación política o amenazar las institucio-
nes representativas establecidas, las CNP parece fortalecerlas y permiten 
el desarrollo de gobiernos más democráticos y responsables, gobiernos 
que he llamado “democracias pragmáticas” (Pogrebinschi, 2010b).
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Capítulo 4
Participación acotada: consejos consultivos e incidencia 
en políticas públicas en el ámbito federal mexicano

Felipe J. Hevia y Ernesto Isunza Vera*

Introducción

El inicio del siglo XXI llegó a México con buenas noticias. Después 
de setenta años del Partido Revolucionario Institucional (PRI) en el 
poder, existía alternancia política, se recuperaba la economía luego de la 
crisis de 1995, el Ejército Zapatista de Liberación Nacional hablaba en 
el Congreso de la Unión luego de su entrada a la ciudad de México y las 
organizaciones de la sociedad civil (OSC), fundamentales en el proceso 
de democratización de la década de 1990, accedían al espacio público 
como actores con cierta centralidad.

En la agenda del “gobierno del cambio” sobresalían las nuevas for-
mas de relación con la sociedad. Esto significó la implementación de es-
pacios y mecanismos de comunicación con las OSC, el fortalecimiento 
de la agenda de la transparencia y el acceso a la información pública gu-
bernamental, así como la presencia de cuadros históricos de organiza-
ciones civiles en puestos importantes de las áreas de desarrollo social y 
la Presidencia (Isunza Vera y Hevia, 2006).1

*	 Profesores investigadores del Centro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropo-
logía Social (CIESAS) de México. Correo electrónico: <fhevia@ciesas.edu.mx>; <eisun-
zav@ciesas.edu.mx>. 

1	 En relación con los espacios de interacción, destaca la aprobación de la Ley General de De-
sarrollo Social y de la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por las Organi-
zaciones de la Sociedad Civil, ambas de 2004; en temas de transparencia fue fundamental 
la implementación de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental y la creación del Instituto Federal de Acceso a la Información Pública; y 
en términos de cuadros cívicos que entraron al gobierno federal destaca la presencia de la 
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La llegada de Felipe Calderón a la presidencia ocurrió en las eleccio-
nes más disputadas del México contemporáneo, marcadas por la sombra 
del fraude electoral (Crespo, 2007), la incertidumbre de los resultados y 
la debilidad de las autoridades electorales (Crespo, 2008). Calderón in-
auguró su mandato en medio de una crisis política de representatividad, 
con una polarización que trascendió a la sociedad civil (Reygadas, 2007). 
A esto se sumó una crisis de seguridad, compuesta por problemas rela-
cionados con el narcotráfico y el aumento de los delitos comunes (Be-
nítez, 2009), que tuvo resultados catastróficos de aumento del número 
de asesinatos y de graves violaciones a los derechos humanos (Human 
Rights Watch, 2011; Escalante, 2011), así como una crisis económica 
que se tradujo en la caída significativa del Producto Interno Bruto (pib) 
en 2009 (Centro de Estudios de las Finanzas Públicas, 2010) y el au-
mento de la pobreza (Coneval, 2011).

En este contexto adverso, lejos del florecimiento participativo vivido 
en América Latina durante las últimas décadas, las propuestas iniciales 
del gobierno de Calderón no incluyeron mecanismos de “democracia di-
recta” en la Constitución,2 y su estrategia de participación ciudadana se 
limitó a fortalecer consejos ciudadanos consultivos para incluir así a los 
ciudadanos en el diseño, implementación y evaluación de la política pú-
blica (Poder Ejecutivo Federal, 2007).

Estos consejos consultivos pretenden incorporar la voz de expertos 
y representantes en la asesoría que se da a la autoridad para que ésta 
tome decisiones. En comparación con otro tipo de  dispositivos, los con-
sejos tienen algunas ventajas, como la capacidad de contar con partici-
pantes “expertos” y su bajo costo operativo. Sin embargo, sus principales 
desventajas son la dificultad de involucrar ampliamente a la ciudada-
nía para incorporar el “amplio mosaico de intereses ciudadanos, puesto 
que para ser dinámicos y manejables deben tener un tamaño pequeño” 

corriente cívica al frente del Instituto de Desarrollo Social y del programa Progresa/Opor-
tunidades (Hevia, 2011). Sin embargo, el desempeño del gobierno de Fox estuvo muy lejos 
de cumplir con las expectativas políticas, económicas y sociales que se tenían y colaboró a 
generar un ambiente de polarización política (Aziz, 2007).

2	 Recién a finales de 2009, se propuso una reforma política, finalmente no aprobada, que in-
cluía a la iniciativa legislativa popular como el único mecanismo de democracia directa que 
debía incluirse en la Constitución.
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(Font, 2001; Zermeño y Domínguez, 2010: 19) y problemas de “sobre-
rrepresentación” de intereses previamente organizados en desmedro de 
las capas más pobres y vulnerables de la población (Cunill, 1991; Cu-
nill, 1997).

Al optar por el fomento de consejos consultivos, el gobierno de Calde-
rón mantuvo la tradición de implementar estos espacios como el tipo 
privilegiado de dispositivos de participación. Esta trayectoria se inauguró 
en 1982, en el gobierno de De la Madrid (1982-1988), con la implanta-
ción del Sistema Nacional de Planeación Democrática, que creó Con-
sejos de Planeación Democrática en todos los estados y municipios (los 
Coplade y los Coplademun). En el sexenio de Salinas (1989-1994), 
como parte del Programa Nacional de Solidaridad, se crearon Comités 
de Solidaridad y consejos consultivos en políticas sectoriales (Corne-
lius, Craig y Fox, 1994). Y en el gobierno de Zedillo se implementaron 
consejos consultivos en diversos ámbitos de ciertas políticas sectoriales, 
buscando representar la “voz” de diversos actores, preferentemente con 
información especializada en el campo, pero manteniendo los proce-
sos de decisión en la esfera gubernamental. Con Fox estas instancias 
mantuvieron su formalización en reglamentos, leyes y, cada vez más, 
en reglas de operación, sumándose a la tendencia creciente en esta-
dos y municipios de generar estas instancias participativas consultivas 
(Isunza Vera y Hevia, 2006).

A pesar de la preferencia gubernamental por la creación de conse-
jos, y de la permanencia de algunos de ellos, sorprende su escasa im-
portancia como tema de estudio. Con algunas excepciones temáticas 
—como los Consejos Consultivos de Desarrollo Rural Sustentable—, 
hay pocos estudios panorámicos de estos órganos que analicen las 
condiciones generales y particulares que pueden explicar su perma-
nencia en el tiempo, ni sus potenciales aportes a la construcción demo-
crática en México.3

Este capítulo busca aportar información empírica para llenar este 
vacío de información, tratando de valorar si esta estrategia tiene inci-
dencia en ciertos contextos, como el mexicano, donde la sociedad ci-

3	 Algunas de estas excepciones son desarrollo rural (Cartagena, 2005; Fox, 2007) y Consejos 
de Planeación (Flores, 2005).
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vil está poco articulada, los poderes corporativos-autoritarios siguen 
siendo poderosos y se ha fragmentado el espacio público (Aziz y Alon-
so, 2009; Olvera, 2010; Merino, 2010). Las preguntas que guían esta 
reflexión son las siguientes: ¿bajo qué condiciones los consejos consul-
tivos inciden en las políticas?, ¿qué tipo de actores participan?, ¿cuáles 
son las consecuencias de su diseño?, ¿qué impactos tienen en el sistema 
representativo?

Para responder a estas cuestiones, elegimos una estrategia des-
criptivo-comparativa. En primer lugar, se reunió información sobre los 
consejos consultivos en el gobierno federal. En segundo, se seleccionó y 
se describió un área de política pública (la de medio ambiente) y, den-
tro de ella, un caso considerado exitoso por diversos informantes: los 
Consejos Consultivos de Desarrollo Sustentable (CCDS). Este caso 
se comparó con los demás consejos consultivos del ámbito federal en 
tres aspectos centrales: institucionalidad, representatividad y calidad 
de la incidencia.

Los resultados muestran que, a lo largo del tiempo, los CCDS, 
como consejos relativamente exitosos en el contexto mexicano, busca-
ron de manera explícita incorporar más voces, tanto de grupos princi-
pales como de los territorios, en su operación. Esto redundó en mayores 
niveles de representatividad y coincidió con el interés de los participan-
tes en ampliar la capacidad de estos consejos en términos de efectividad. 
La posterior comparación con otros consejos del ámbito federal muestra 
que la participación de voces autónomas en órganos colegiados en Mé-
xico sigue siendo la excepción más que la norma, y que la “ampliación 
de la voz” es fundamental para generar compromiso en las autoridades, 
que las obligue a responder a estos órganos a pesar de no tener la obli-
gación de hacerlo. 

En ese sentido, la principal conclusión del capítulo es que crear 
consejos consultivos con funciones y atribuciones claras, así como con 
actores interesados y participativos, puede ser una importante inno-
vación en contextos institucionales herméticos a la participación, al 
crear condiciones para el fortalecimiento de espacios con alguna capa-
cidad de incidencia, a pesar de que no logran romper las barreras es-
tructurales ni transformar aspectos críticos en los ciclos de la política 
pública donde se instituyen, manteniéndose como espacios de partici-
pación acotada.
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¿Cuántas instancias colegiadas socioestatales 
existen en el ámbito federal?4

Es posible identificar en leyes y reglas de operación 409 órganos co-
legiados en la administración pública federal (APF) (Hevia, Vergara-
Lope, y Ávila, 2011). De éstos, 163 instancias (39.5%) corresponden 
a órganos colegiados socioestatales, esto es, con presencia de actores 
gubernamentales y no gubernamentales.5 El resto de los casos corres-
ponde a 182 órganos intragubernamentales (44.25% del total) y 64 
órganos sociales, sin presencia de actores gubernamentales (15.65%), 
como los Comités de Promoción Comunitaria del programa Progresa/
Oportunidades.

Estos órganos se distribuyen en todas las áreas de la APF, con énfa-
sis en el desarrollo social y en los recursos renovables (véase el cuadro 1).

Cuadro 1. Sectores de política pública

Sectores de política pública Total de instancias 
por sector

Instancias con presencia 
no gubernamental

N % N % % del 
sector

Desarrollo social y recursos renovables 120 29.34 49 30.25 40.83

Desarrollo económico 84 20.54 42 25.93 50.00

Educación y cultura 81 19.80 24 14.81 29.62

Salud, trabajo y seguridad social 53 12.96 15 9.26 28.30

Seguridad nacional 43 10.51 24 14.81 55.81

Hacienda 16 3.91 7 4.32 43.75

Energía 12 2.93 1 0.62 8.33

Total 409 100.00 162 100.00

Fuente: elaboración propia a partir de Hevia, Vergara-Lope, y Ávila (2009).

En términos de las funciones que cumplen estas instancias so-
cioestatales, según sus ordenamientos jurídicos, es posible encontrar 

4	 Este apartado se basa en Hevia, Vergara-Lope, y Ávila (2009), en especial en el capítulo 2.
5	 Los órganos socioestatales incluyen 33 instancias intraestatales, donde se especifica en 

la norma la posibilidad de recibir en reuniones específicas a actores no gubernamentales 
como invitados, generalmente sin voto pero sí con voz.
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tres grandes tipos: consulta, decisión y ejecución. La función más co-
mún es la de consulta, es decir, funcionan como órganos auxiliares de las 
dependencias o entidades y sus acciones no son vinculantes para la au-
toridad (63.7%), seguida de las funciones de decisión (27.8%) y de eje-
cución y operación de programas (26.4%) (véase el cuadro 2). 

Cuadro 2. Funciones de las instancias colegiadas

Funciones Consulta Decisión Ejecución Sin funciones 
claras Total

Estatales 42 67 64 10 183

Socioestatales 93 35 33 1 162

Sociales 11 24 28 1 64

Total 146 126 125 12 409

Porcentaje según funciones Consulta Decisión Ejecución Sin funciones 
claras Total

Estatales 28.8% 53.2% 51.2% 83.3% 44.7%

Socioestatales 63.7% 27.8% 26.4% 8.3% 39.6%

Sociales 7.5% 19.0% 22.4% 8.3% 15.6%

Total 100.0% 100.0% 100.0% 100.0% 100.0%

Fuente: elaboración propia con base en Hevia, Vergara-Lope, y Ávila (2009).

Al comparar las funciones con el tipo de instancias se aprecian im-
portantes diferencias. Mientras que las funciones de consulta están con-
centradas en instancias socioestatales, las de decisión y las de ejecución 
lo están en las instancias estatales. Es decir, existe una tendencia cla-
ra a concentrar funciones de decisión en instancias con participación 
gubernamental, de consulta en las socioestatales, y de ejecución en las 
sociales.

La distribución y la clasificación de estos órganos colegiados, a 
pesar de su importancia, dicen poco de las condiciones para que fun-
cionen o no en la práctica. Para ello resulta más útil analizar un caso 
específico que luego pueda ser comparado con algunas de estas ins-
tancias. Como se verá a continuación, optamos por los Consejos Con-
sultivos de Desarrollo Sustentable (CCDS) del sector ambiental, 
considerados por varios informantes como consejos “exitosos” en el 
ámbito federal.

nuevas instituciones.indd   110 10/1/19   16:19

Derechos reservados



Capítulo 4. Participación acotada

111

¿Cómo funcionan las instancias colegiadas socioestatales? 
El caso de los Consejos Consultivos de Desarrollo Sustentable

Uno de los 93 órganos de consulta socioestatales que existen en el ámbi-
to federal son los CCDS. Estos consejos tienen características particu
lares que los diferencian de otras instancias colegiadas reseñadas en la 
literatura (Rodríguez Caloca, 2008), en particular, el tiempo que tienen 
funcionando (desde 1995, con cuatro generaciones de consejeros); la for-
ma de sistematizar su trabajo (la publicación de libros blancos), y el pro-
ceso de descentralizado de su gestión.

Propósito y problema

La compleja definición e implementación de la política ambiental en 
México es responsabilidad del gobierno federal, en particular de la Se-
cretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat). Entre 
otras atribuciones, es la encargada de formular y conducir la política na-
cional de recursos naturales, ecología, saneamiento ambiental, agua, re-
gulación ambiental del desarrollo urbano y de la actividad pesquera, así 
como de promover la participación social y de la comunidad científica 
en la formulación, aplicación y vigilancia de la política ambiental (Esta-
dos Unidos Mexicanos, 1988).

Para cumplir con su encargo, la Semarnat ha creado múltiples órga-
nos de consulta, que incluyen a los Consejos Consultivos de Desarrollo 
Sustentable.6 Según su decreto de creación, estos consejos tienen como 
objetivo “facilitar la participación corresponsable de todos los sectores 
de la sociedad para promover la protección, conservación y restauración de 

6	 Nos referimos a los siguientes: Consejo Nacional de Educación Ambiental para la Susten-
tabilidad; Consejo Nacional de Áreas Naturales Protegidas; Consejo Consultivo Nacional 
del Corredor Biológico Mesoamericano; Consejo Nacional Forestal; Consejo Consultivo 
de Cambio Climático; Consejo Técnico Consultivo Nacional para la Conservación y Apro-
vechamiento Sustentable de la Vida Silvestre; Sistema Nacional de Lucha contra la De-
sertificación y la Degradación de los Recursos Naturales; Comité Nacional de Humedales 
Prioritarios; Comités de Ordenamiento Ecológico Regional y Consejos de Cuencas (Se-
marnat, 2008c).
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los ecosistemas, los recursos naturales y los bienes y servicios ambienta-
les, a fin de propiciar su aprovechamiento y desarrollo sustentable” (Se-
marnat, 2008a).

Para ello, los CCDS cuentan con una representación plural que 
busca ofrecer voz a los “grupos principales”: sectores académicos, em-
presariales, organizaciones sociales, organizaciones no gubernamen-
tales, organizaciones de mujeres o con perspectiva de género, pueblos 
indígenas, organizaciones de jóvenes, así como a los poderes Ejecutivo 
y Legislativo. 

Según la normatividad vigente, las principales funciones de los 
CCDS son:

dar consulta a la Semarnat para la formulación, aplicación y vigilan-
cia de las estrategias nacionales en materia de política ambiental […] 
formular recomendaciones y evaluar periódicamente las políticas, 
programas, estudios y acciones específicas; elaborar recomendaciones 
para mejorar el entramado legal […] emitir opiniones, propuestas y 
recomendaciones en asuntos y casos específicos; y dar seguimiento a 
las acciones de esta secretaría (Semarnat, 2008b).

Es decir, el propósito fundamental de estos consejos es consultar a 
la diversidad de actores presentes en la política ambiental, más que la 
cogestión de políticas y programas específicos, o el control de los fun-
cionarios públicos.

En términos de su operación, los CCDS pueden entenderse como 
una red de dispositivos socioestatales para la participación en diversos 
ámbitos. Su base son 32 Consejos Núcleo, uno en cada entidad de la Fe-
deración, donde participan diez consejeros, siete no gubernamentales 
(representando a los sectores académico, social, ONG, mujeres, indíge-
nas, jóvenes y empresarios) y tres gubernamentales (poderes ejecutivos 
federal, estatal, y legislativo). Estos 32 consejos se agrupan en seis Con-
sejos Regionales, formados por representantes de los Consejos Núcleo. 
Por último, existe un Consejo Nacional compuesto por 56 consejeros 
provenientes tanto de los Consejos Núcleo como de  los Consejos Re-
gionales, por representantes de los “grupos principales”, y por el secreta-
rio de la Semarnat, que funge como presidente.
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Historia y trayectoria de los CCDS

Los CCDS surgieron en la década de 1990, gracias a la conjunción de 
cuatro factores: 1) acuerdos internacionales que hicieron posible la inclu-
sión de la participación en la gestión ambiental, en especial la Cumbre de 
Río de 1992 y la Agenda 21; 2) el arribo a la Semarnat de una corriente 
de política pública técnica, con sensibilidad y experiencia en programas 
participativos encabezada por Julia Carabias; 3) la existencia de un movi-
miento ambientalista amplio y diverso, con presencia en territorios y con 
organizaciones nacionales, y 4) el apoyo técnico/operativo y financiero 
de un organismo internacional (el Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo) que fue clave para su operación y sostenibilidad en el tiempo.

En efecto, la creación y puesta en marcha de los CCDS no fue pro-
ducto de las demandas y las presiones de un movimiento ambiental que 
quería tener un espacio de interlocución con el gobierno, ni de una “estra-
tegia sándwich” (Fox, 1993), donde actores sociales y funcionarios públi-
cos se alían para presionar a las burocracias reticentes a la participación. 
Por el contrario, la creación de estos consejos respondió a un proceso de 
tipo arriba-abajo, por el que el gobierno implementó los dispositivos y és-
tos fueron ocupados por diversos tipos de actores. El uso de los consejos, 
y el apoyo técnico-operativo, permitió su continuidad en el tiempo, con-
virtiéndose en un caso excepcional en México, tanto por su permanencia 
(al menos quince años y cuatro generaciones de consejeros), como por 
sus procesos de creación de institucionalidad y selección de participantes.

Entre 1995 y 2010 se identifican tres fases: la creación (1995-
2000), el desafío de la continuidad (2001-2007), y la descentralización 
y articulación vertical (2008-2010). En la primera fase fueron clave los 
mandatos contenidos en la Declaración de Río sobre el Medio Ambien-
te y el Desarrollo de 1992 (destacadamente el principio 10) y la crea-
ción de la Agenda 21 (Bustos y Chacón, 2009; Naciones Unidas, 2011; 
Semarnat, 2008a).7 Estas declaraciones, y el potencial impacto del Tra-
tado de Libre Comercio en el sector ambiental (Sánchez, 1991), gene-
raron un entorno internacional favorable para políticas ambientales que 
incorporaran la participación de diversos grupos sociales, lo que devino 

7	 Este principio fue posteriormente ratificado en la Cumbre para el Desarrollo Sostenible de 
2002 y en la Declaración del Milenio de 2005.
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en reformas a la  Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente (LGEEPA), promulgada en 1988 para garantizar la partici-
pación corresponsable de las personas, en forma individual o colectiva, 
en la política ambiental y de recursos naturales.

Uno de los instrumentos de participación previsto en las reformas 
fue la creación de órganos donde “participen entidades y dependencias 
de la administración pública, instituciones académicas y organizaciones 
sociales y empresariales. Dichos órganos tendrán funciones de aseso-
ría, evaluación y seguimiento en materia de política ambiental y podrán 
emitir opiniones y observaciones que estimen pertinentes”, así como la 
obligación de respuesta (expresando las causas de aceptación o rechazo) 
por parte la secretaría (LGEEPA, artículo 159). Estas reformas fueron 
el sustento legal de los CCDS y los demás órganos de consulta.

El segundo factor fue el impulso desde el gobierno de una corrien-
te de política pública que provenía de la academia encabezada por Julia 
Carabias. El equipo formado en el Programa de Aprovechamiento In-
tegral de Recursos Naturales en Zonas Indígenas Marginadas (PAIR) 
de la UNAM, inauguró la recién creada Secretaría de Medio Ambien-
te, Recursos Naturales y Pesca (Semarnap) en 1994. Militante de iz-
quierda (en el Movimiento de Acción Popular y en el Partido Socialista 
Unificado de México), Carabias fue presidenta del Instituto Nacional de 
Ecología y llegó con un sólido currículo como investigadora y activis-
ta ambiental (Samaniego, 2006). El equipo tenía experiencia en el desa-
rrollo de proyectos que integran la participación como un componente 
principal, fundamental para la operación de los Programas de Desarro-
llo Regional Sustentable en regiones campesinas marginadas (Proders) 
(Blauert et al., 2006; Toledo, 2000), para la participación en el manejo de 
áreas naturales protegidas (Paz, 2005) y para la creación de los CCDS.

El tercer factor fue el uso que hizo de estos espacios el heterogéneo 
“movimiento ambientalista” mexicano. Como parte de los “nuevos movi-
mientos sociales”, junto con el feminista e indígena, a partir de la década 
de 1970, el ambientalista comenzó a cobrar importancia y visibilidad, 
con fuertes vínculos con la academia y con alta heterogeneidad temática 
y de formas de acción (Gudynas, 1992). Fue en estos años cuando surgie-
ron asociaciones como el Grupo de Estudios Ambientales, el Movimiento 
Ecologista Mexicano y el Pacto de Grupos Ecologistas en los que inter-
venían, además de biólogos y ecólogos, artistas e intelectuales que co-
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menzaron a expresar sus preocupaciones ambientales.8 A esos grupos se 
sumaron en los años noventa organizaciones que promovían el uso efi-
ciente de recursos y grupos ambientalistas en contra del Tratado de Li-
bre Comercio, y se incorporaron las demandas de grupos indígenas y del 
movimiento zapatista. Ejemplos de estos grupos son el Centro Mexicano 
de Derecho Ambiental (Cemda) y Presencia Ciudadana, fomentando así 
la heterogeneidad del movimiento (Vargas-Hernández, 2006).

Esta diversidad de actores se reflejó en el uso de los espacios de par-
ticipación. Mientras que los consejos para el desarrollo regional susten-
table eran ocupados por comunidades indígenas y campesinas, u ONG 
y asociaciones locales, en la fundación de los CCDS participaron repre-
sentantes del sector académico, gobierno, legislativo, ONG, privado y 
social, formando parte de los consejos regionales un representante de 
cada sector por cada entidad federativa que componía la región. Si bien 
no fue un reclamo del movimiento ambientalista contar con estos espa-
cios de asesoría y consulta, una vez que existieron fueron utilizados, a 
diferencia de otras instancias de participación creadas en la misma épo-
ca pero que, por no tener una base social, terminaron sin implantarse, 
como fue el caso de los Consejos de Participación Social en Educación. 

El cuarto factor clave fue el apoyo técnico y financiero del Progra-
ma de Naciones Unidas para el Desarrollo, que se tradujo en el segui-
miento de los acuerdos y las recomendaciones, la edición de los Libros 
Blancos, así como el apoyo de personal que “animara” los Consejos Re-
gionales y el Consejo Nacional.

Así, el 21 abril de 1995 se publicó en el Diario Oficial el Acuerdo 
de Creación de los Consejos Consultivos para Desarrollo Sustentable, 
como órganos de consulta del sector ambiental con la idea de “participar 
como sociedad en las acciones de gobierno con asesoría, análisis, eva-
luación y consultoría ante los problemas que afectan la conservación de 
los recursos naturales y el medio ambiente, para promover el desarrollo 
sustentable” (CCNDS, 2000: 11). Dos años después, surgió la primera 
generación de estos consejos (1997-2000).

8	 En esta época nació también la Alianza Ecologista Nacional, que derivó, a finales de los 
años ochenta, en el Partido Verde Mexicano, el que en 1991 se transformó en el Partido 
Ecologista de México. En 1993 se convirtió en el Partido Verde Ecologista de México, que 
en la actualidad tiene una agenda muy alejada de los temas ambientales.
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Esta generación se abocó a diseñar procesos de institucionalización, 
por medio de la creación de reglamentos interiores y agendas de traba-
jo, llevando a cabo sesiones ordinarias y extraordinarias. En cuanto a la 
representatividad, estos consejos buscaron la participación de los de-
nominados “grupos principales”, según los lineamientos de Agenda 21, 
incluyendo a los sectores más organizados y visibles de la problemática 
ambiental: académicos, empresarios, ONG, pero también incorporan-
do al más difuso “sector social” y a los poderes Ejecutivo y Legislativo. 
Sobre los procesos de selección de los consejeros de esta primera genera-
ción no hay suficientes datos; los informantes consultados afirman que 
más bien se trató de procesos de invitación de la dependencia a “nota-
bles”, esto es, a personas de reconocida trayectoria. Por último, en cuanto 
a la incidencia, los Libros Blancos reconocen como un avance la presen-
cia de diversos actores sentados en una misma mesa, sin embargo, no 
quedan claros los procesos de incidencia ni los recursos de poder exis-
tentes (CCNDS, 2000). Es decir, en esta primera fase el interés de los 
consejeros se enfocó en la institucionalización y la representatividad de 
los consejos, más que en su potencial incidencia.

La segunda etapa fue el desafío de la continuidad (2001-2007). El 
cambio de gobierno y la llegada de una nueva administración a la secre-
taría representaron un desafío a los consejos. A pesar de contar con cuer-
pos legales que garantizaban su existencia, era una tradición “reinventar” 
la administración con cada cambio de gobierno. Un cambio de sexenio 
acompañado de un cambio de partido político presagiaba que esta ruptu-
ra sería mayor. Sin embargo, luego de más de un año de que no funcio-
naron estos consejos, el 21 de noviembre de 2002 se reformó el acuerdo 
de creación y comenzó a funcionar la segunda generación de consejeros 
(2002-2004).

Un punto medular de continuidad, según nuestros informantes, fue 
la existencia del proyecto “Espacios Públicos de Concertación Social para 
Procesos de Desarrollo Sustentable Local” del PNUD y el interés de la 
Unidad Coordinadora de Participación Social y Transparencia (Ucpast). 
Lejos de desaparecer espacios de participación, las expectativas del nuevo 
gobierno eran que tendrían que abrirse y multiplicarse. De manera para-
lela, la agenda ciudadana y la coyuntura de la alternancia habían logra-
do promulgar la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública Gubernamental, que era parte de la agenda ambientalista. 
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En este periodo se realizaron algunos cambios fundamentales en 
los CCDS, siendo el más importante la ampliación de la representa-
tividad, incorporando nuevos actores de la Agenda 21, como mujeres, 
jóvenes e indígenas. También se definieron criterios mínimos para la se-
lección de participantes, como la obligación de convocatorias públicas 
para que cada grupo principal seleccionara a sus representantes. 

La incorporación de nuevos actores fortaleció la presencia no guber-
namental en estos consejos, ampliando la posibilidad de voz de grupos 
que antes eran parte del “sector social”. La ampliación de nuevas voces 
coincidió con el interés de parte de los consejeros por cuestionar el tipo 
de incidencia de estos consejos. En esta segunda generación hay más cla-
ridad sobre cómo funcionan los consejos y se sistematizan los principa-
les recursos de poder que tienen éstos para incidir en las acciones de la 
secretaría: las recomendaciones y las solicitudes.

Las recomendaciones y las solicitudes son los principales recursos 
de poder con los que cuenta el consejo para incidir en la política am-
biental. Sin carácter vinculante para la secretaría, éstas son aprobadas 
por el pleno del consejo y se envían como oficios a las unidades admi-
nistrativas responsables de la secretaría, las que tienen que responder 
aprobando o rechazando fundadamente la recomendación. Si el conse-
jo no está de acuerdo con la respuesta, se envía una nueva recomenda-
ción. Según su Libro Blanco, entre 2002 y 2004, el Consejo Nacional 
emitió un total de 133 recomendaciones, gestionándose 127. De éstas, 
45 proponían una política, programa o acción concretas. En estos ca-
sos, la secretaría acató 24 recomendaciones. Es decir que 53% de las 
recomendaciones se tradujeron, según el Consejo Nacional, en inciden-
cia efectiva. De las 34 solicitudes emitidas por el Consejo Nacional, 
52% (18 casos) se tradujo en política, programa o acción concretas 
(CCNDS, 2004).

Otra característica de esta etapa fue la integración, en 2005, de una 
tercera generación de consejos bajo las mismas reglas del juego. En esta 
generación continuó el interés por mejorar la incidencia en la política 
ambiental y en los recursos de poder necesarios. En el Libro Blanco de 
esta generación se reportaron 108 recomendaciones, de las cuales 14% 
fueron sobre procesos legales y 14% sobre asuntos internacionales, que 
implicaron 146 gestiones, con un índice de respuesta de 96%, es decir, 
que en su mayoría fueron atendidas.
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Sin embargo, también se identificaron limitaciones: los consejeros 
afirmaron que “no se logró incidir en la política ambiental tanto como se 
quería” por falta de coordinación en la secretaría y por problemas de los 
propios consejos, como la falta de comunicación y de transversalidad en las 
comisiones de trabajo, la apatía de algunos consejeros, el desconocimiento 
de conceptos y procesos legales y administrativos, y la dificultad para esta-
blecer recomendaciones técnica y políticamente viables (CCNDS, 2007).

La tercera etapa fue la descentralización y la articulación vertical 
(2008-2010). Esta etapa estuvo marcada por la creación de “Consejos 
Núcleo” en cada una de las 32 entidades de la República. También en 
este periodo se crean nuevas formas de selección de los consejeros re-
gionales y nacionales, buscando tener una estructura de representación 
ascendente. A partir de 2008, los Consejos Núcleo eligen a sus represen-
tantes para los Consejos Regionales, los que a su vez eligen a sus repre-
sentantes para el Consejo Nacional. Así, un consejero estatal puede ser 
al mismo tiempo un consejero regional y nacional.

Como otros procesos de descentralización en México, la idea de 
crear Consejos Núcleo en cada entidad es atender localmente muchos 
problemas antes abordados en los Consejos Regionales y en el Conse-
jo Nacional. Los Consejos Núcleos tienen la ventaja adicional de que 
trabajan directamente con el delegado de la Semarnat en cada entidad, 
facilitando sus funciones de consultoría al contar con una contraparte 
directa en la secretaría. 

En esta etapa actuó la cuarta generación de consejeros (2008-2011), 
que aprovechó la experiencia acumulada. Por ejemplo, fueron capacita-
dos todos los consejeros al iniciar su labor en temas específicos (cómo 
elaborar recomendaciones, cómo funciona la Semarnat, etc.) y en temas 
más generales sobre democracia y participación (capacitación a cargo de 
organizaciones civiles). Su trabajo se enmarcó en una estrategia integral 
de participación ciudadana.

Parte de estas adecuaciones del funcionamiento de los consejos, y 
la necesidad de su capacitación previa, se debe a la trayectoria que si-
guieron varios consejeros que pasaron a ocupar cargos en la adminis-
tración pública federal o estatal.9 Fue el caso de Mateo Castillo Ceja, 

9	 Casos similares se dieron en Durango, Oaxaca y Yucatán, donde consejeros pasaron a ser 
parte de la administración estatal o federal.
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miembro del Consejo Nacional en la generación 2002-2004 como 
representante de una ONG (del Consejo Consultivo Nacional del 
Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte): en 2007 
fue nombrado responsable de la Unidad de Participación de la secre-
taría y se volvió el artífice de los cambios de esta etapa, en la que se 
creó una estrategia nacional de participación ciudadana para el sector 
(Semarnat, 2008c).

Los resultados de esta generación están por verse. Con una institu-
cionalidad sólida y un sistema de selección utilizado en múltiples oca-
siones en regiones, estados y en el Consejo Nacional, con un sistema 
medianamente estable de recomendaciones y solicitudes, cientos de per-
sonas han participado directamente en estos órganos de consulta. Mu-
chos ciudadanos continúan frustrados por la escasa incidencia de estos 
espacios. Un consejero ( José René Córdova) lo sintetiza así: 

La principal función de los CCDS es informativa, tanto del secre-
tario hacia el consejo como de los consejeros hacia el secretario, no 
hay obligatoriedad en ningún sentido, la única fuerza de los conseje-
ros es la fuerza de sus argumentos y la solidez de la información que 
aporten. No malentiendan esta recomendación, se trata de un espa-
cio importante que hay que utilizar para dejar constancia de nuestras 
preocupaciones y para impulsar decisiones que se tomarán en otro 
lado [Córdoba, 2010].

Selección de participantes

Los consejeros son electos a partir de convocatorias públicas “por grupo 
principal” (mujeres, indígenas, académicos, empresarios, ONG, etc.) 
en las 32 entidades federativas. Cada Consejo Núcleo selecciona siete 
consejeros titulares y siete suplentes no gubernamentales (de cada uno 
de los “grupos principales”) y tres gubernamentales titulares y suplen-
tes (el delegado de la Semarnat, un representante del Ejecutivo estatal 
y otro del Legislativo). Cada grupo principal propone candidatos por 
convocatoria pública quince días antes de la elección. Las convocato-
rias deben publicarse al menos en un diario de circulación nacional y 
en otro estatal.
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Los Consejos Regionales se forman con representantes de los Con-
sejos Núcleo, dependiendo su número de los estados que integran la re-
gión. Por ejemplo, la región sur (Chiapas, Guerrero, Oaxaca y Veracruz) 
cuenta con 16 consejeros, cuatro por cada Consejo Núcleo.

Finalmente, el Consejo Nacional lo integran el presidente, titular 
de la secretaría; un secretario técnico, designado por el presidente; 16 
consejeros representantes de los “grupos principales” invitados por el se-
cretario de la Semarnat; un senador o un diputado de las comisiones de 
medio ambiente; los seis presidentes de los Consejos Regionales, y 32 
consejeros representantes de los Consejos Núcleo.

A diferencia de otras experiencias, como los consejos gestores de 
políticas públicas brasileños, este sistema no es paritario entre sociedad 
civil y gobierno, ya que otorga mayor representación a la sociedad en los 
Consejos Núcleo y, por lo tanto, en los Consejos Regionales y en el Con-
sejo Nacional. Sin embargo, sobre todo en este último, se mantienen 
privilegios para el titular de la secretaría, pues nombra a 32% de los inte-
grantes (invita a los 16 representantes de los grupos principales) y man-
tiene la presidencia y la secretaría técnica, creando la paradoja de que el 
asesorado es al mismo tiempo presidente del órgano asesor.

La selección de los participantes en los Consejos Núcleo define este 
sistema de representación vertical-ascendente, puesto que ellos con-
forman los Consejos Regionales y buena parte del Consejo Nacional. 
Nuestros informantes señalaron que estos procesos aún tienen algunos 
problemas, algunas veces por el interés de los consejeros en mantenerse 
en el puesto (y por lo tanto no difunden la convocatoria entre los inte-
resados) y otras por problemas de logística. A pesar de que la selección 
por “grupo principal” normativamente es autónoma, el proceso lo con-
duce la Unidad de Participación de la secretaría, que es la responsable de 
publicar la convocatoria y validar el proceso. Según el responsable de esa 
unidad, más de una vez han recibido quejas de organizaciones que no se 
enteraron del proceso o que, al celebrarse comúnmente en las capitales 
de los estados, no pudieron llegar oportunamente al evento electoral.10

10	 Por ejemplo, en el caso de Quintana Roo, la reunión se llevó a cabo en la capital, Chetumal, 
siendo que la mayoría de las organizaciones están en la ciudad de Cancún y no se enteraron 
ni asistieron a la convocatoria para la renovación de los consejeros.
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Funcionamiento, tipo de comunicación y decisiones

Cada consejo (núcleos, regionales y el nacional) tiene un calendario de 
cuatro a seis reuniones ordinarias en las que se toma lista de asistencia, 
se aprueba el acta de la reunión anterior y se presenta una agenda con 
la orden del día. Un análisis de las actas disponibles muestra que las 
agendas de los Consejos Núcleo incluyen la presentación de problemá-
ticas puntuales, información de las participaciones de los consejeros en 
diversos foros de comunicación y consulta, dependencias o funcionarios 
invitados ex profeso para hablar de una situación particular, la revisión 
de acuerdos previos, y la generación de nuevos acuerdos (y sus respon-
sables) que son numerados e incorporados a una bitácora que permite, 
en la siguiente reunión, saber el avance de cada una de las cuestiones. 

Por ejemplo, en la reunión del Consejo Núcleo de Veracruz, del 18 
de octubre de 2010,11 asistió el delegado de la Procuraduría Federal de 
Protección al Ambiente (Profepa) para informar sobre el avance de las 
investigaciones de varias denuncias ambientales presentadas en el con-
sejo. Uno de los acuerdos fue la visita de los consejeros a inspeccionar 
terrenos relacionados con dos casos denunciados. Sin embargo, los te-
mas tratados con más frecuencia muestran ciertas características de es-
tos consejos.

Uno fue el informe de los efectos destructivos del huracán Karl que 
azotó a la entidad en septiembre de 2010, afectando conjuntos habita-
cionales populares construidos en zonas irregulares (lagunas desecadas 
cuya tipificación de uso de suelo se cambió para poder construir vivien-
das de interés social). Ahí, el delegado de la Semarnat solicitó a los con-
sejeros académicos y de las ONG que lo asesoraran técnicamente para 
modificar los proyectos de cambio de uso de suelo. El delegado pidió pre-
sionar al Legislativo para que promulgara una ley de costas y ordena-
miento territorial.

El segundo fue la queja, principalmente de los consejeros académico 
y empresarial, respecto de la contratación por parte del gobierno del 
estado de Veracruz de un consultor desconocido para la elaboración del 

11	 A esa reunión asistió el equipo de investigación. Los siguientes párrafos se basan en el cua-
derno de campo y en interpretaciones de los investigadores.
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plan de ordenamiento territorial de la zona centro, el cual no los conside-
ró. En este caso, el consejo buscaba constituirse como sujeto con voz pro-
pia, para llevar a cabo una acción clave para la preservación del ambiente 
en el estado. Más que la suma de sus voces, los consejeros hablaban “en 
nombre del consejo” para solicitar reuniones con el gobierno estatal y el 
grupo consultor.

Esto casos muestran dos características sobresalientes del proceso 
decisorio de estos consejos que analizaremos en las conclusiones con 
mayor detalle. Por un lado, el intento de trascender el carácter comuni-
cativo del espacio de interacción para transformarse en “sujetos socia-
les”, y, por el otro, las dificultades para incidir como consejo en la política 
ambiental de responsabilidad estatal.

Comparando los CCDS con otros consejos: 
¿vaso medio lleno o medio vacío?

¿Qué lecciones podemos extraer del caso de los CCDS? ¿Cómo pode-
mos comparar éste con otros casos? ¿La diversidad de voces y la bús-
queda de la incidencia son la excepción o la norma? En este apartado 
comparamos a los CCDS con datos obtenidos en una encuesta realiza-
da a 81 consejeros de 47 órganos colegiados de la administración pública 
federal a finales de 2008 (Hevia, Vergara-Lope, y Ávila, 2009) respecto 
de tres variables: institucionalidad, representatividad e incidencia.

Institucionalidad

En primer término interesa el grado de institucionalización en la crea-
ción y operación de estos órganos. Un factor que permite las innovacio-
nes de los CCDS es su constante institucionalización. En este sentido, 
los CCDS cuentan con un marco legal sólido que se adecua regularmen-
te, donde cada consejo tiene autoridad para emitir reglamentos internos 
que regulan su operación, y con procesos de seguimiento a los acuerdos 
y las recomendaciones.

Los niveles relativamente altos de institucionalidad de los CCDS 
son compartidos por la mayoría de los órganos colegiados implemen-
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tados, aunque hay variaciones importantes. Según los encuestados por 
Hevia, Vergara Lope, y Ávila, la mayoría de los consejeros saben que la 
instancia en la que participan tiene fundamento legal (80% tiene un re-
glamento interno) y 70% considera que la normatividad se aplica. Pero 
sólo 51% de 81 consejeros entrevistados consideró que las atribuciones 
estaban bien especificadas, y 11.4%, que estaban mal. Algo similar pasa 
con la descripción de las funciones: 54.3% de los entrevistados pien-
sa que las funciones de la instancia se encuentran claramente descritas, 
mientras que 37.1% consideró que estaban “más o menos” descritas.

En términos de la operación cotidiana de estos consejos, 71% de 
los 81 consejeros entrevistados afirmó que las sesiones están calendari-
zadas anualmente y que, en general, se llevan a cabo junto con algunas 
sesiones extraordinarias. Según los 81 consejeros, en 2008 se programó 
un promedio de 5.73 sesiones (DE = 4.1; máx. 21; min. 1) y se llevaron 
a cabo 5.82 (DE = 4.7), encontrándose una correlación alta entre las se-
siones programadas y las realizadas (r = 0.89, p < 0.01). Estas sesiones 
tienen aceptables niveles de participación de los titulares ya que 81% de 
los integrantes que deben ir a las sesiones asiste con regularidad, aunque 
sólo 40% afirma que los titulares asisten siempre.

Sobre la capacidad de los consejeros para convocar a sesión, los 
CCDS forman parte del pequeño grupo de instancias (34%) donde 
los consejeros afirman que en efecto pueden convocar a sesión, frente al 
57% restante donde sólo actores gubernamentales tienen ese derecho.

Por último, los CCDS son parte de la élite de consejos que afirman 
tener presupuesto para operar, y que se reduce a 4% de las instancias en-
trevistadas. El 23% de los participantes no conocían si el consejo en el 
que participaban contaba con presupuesto. Del 77% restante, la mayo-
ría (96%) afirmó no contar con presupuesto para realizar sus acciones.

En cuanto a institucionalidad, también llama la atención la ar-
ticulación vertical de los CCDS, que los diferencia del resto nacional 
de los consejos, e incluso de los que tienen una “arquitectura” de parti-
cipación muy innovadora, como el Instituto Nacional de las Mujeres, 
que cuenta con una junta de gobierno que cogestiona paritariamente 
(sociedad civil-Estado), aunque no tienen articulación con sus respec-
tivos institutos en estados y municipios (Hevia, Vergara-Lope, y Ávila, 
2011). De hecho, el sentido de la articulación vertical (abajo-arriba) es 
contario al de uno de los ejemplos más reseñados de participación en 
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México: el Instituto Federal Electoral. En efecto, el “sistema de nom-
bramiento en cascada” para la selección de los consejeros de los con-
sejos locales y distritales, por los nueve consejeros del consejo general, 
se basa en la lógica opuesta (son los consejeros nacionales los que eli-
gen a los locales, quienes a su vez eligen a los distritales) (Aziz y Isun-
za Vera, 2007).

Representatividad

Otra variable para comparar los órganos colegiados socioestatales son 
los criterios de selección de sus integrantes. Si el interés, como en el 
caso de los CCDS, es asegurar la presencia de la mayor diversidad de 
“voces” significativas de un campo de política pública, los criterios y los 
mecanismos para seleccionar a los representantes son capitales. Como 
afirma la literatura más reciente, deben pensarse los procesos partici-
pativos articulados a los impactos, criterios y argumentos de repre-
sentación (Dowbor, Houtzager y Serafim, 2008; Isunza Vera y Gurza 
Lavalle, 2010).

Los CCDS núcleo seleccionan a sus participantes en convocatorias 
públicas, pero algunos integrantes del Consejo Nacional son invitados 
del presidente del consejo, el secretario de la secretaría. En este senti-
do, la selección por invitación parece ser la norma en los consejos con-
sultivos de carácter federal en México. Al preguntar si existían criterios 
claros para la selección de integrantes, la mayoría de los 81 consejeros 
entrevistados de diversos órganos colegiados (54%) considera que no y, 
como muestra el siguiente cuadro, sólo 28.6% de las instancias seleccio-
nan a los integrantes por medio de convocatoria pública. Son las depen-
dencias las que deciden quiénes participarán en éstas.

Cuadro 3. Criterios de selección de los integrantes

Selección de integrantes Porcentaje

Designación de la dependencia 22.90

Invitación de la dependencia 45.70

Convocatoria pública 28.60

Fuente: elaboración propia con base en Hevia, Vergara-Lope, y Ávila (2009).
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A este indicador de autonomía reducida se suma la limitada capaci-
dad de los integrantes para designar a la autoridad máxima de estas ins-
tancias. Así, 17% de los 81 entrevistados reporta que no existen criterios 
claros para la designación del presidente de la instancia, y 57% opina 
que la designación la hace la dependencia pública de referencia, lo que 
también sucede en el CCDS nacional y en algunos puestos clave de los 
Consejos Núcleo (como el secretario que siempre será el delegado de 
la secretaría). Esto quiere decir que incluso órganos innovadores como 
los CCDS no escapan a la lógica acotada de los procesos de integración 
de los consejos.

Otra diferencia entre los CCDS y los demás consejos consultivos 
federales es su integración por “grupos principales”, que permiten ase-
gurar la representación de diversos actores sociales: OSC, empresarios 
y académicos, jóvenes, mujeres, y pueblos indígenas. En este rubro, se-
gún los entrevistados, en las demás instancias socioestatales, los repre-
sentantes no gubernamentales son, en su mayoría, organizaciones de la 
sociedad civil (52%), seguidas de representantes de organizaciones pro-
ductivas y empresariales (25%), y de académicos y expertos (23%). Sin 
embargo, cuando preguntamos si en las instancias están adecuadamente 
representados los sectores no gubernamentales, la mayoría, 86%, opina 
que esto no es así. Los esfuerzos para ampliar la representación en los 
CCDS representan las luchas por el reconocimiento de los actores so-
ciales involucrados en el campo ambiental.

Finalmente, el periodo de renovación de los consejos arrojó en la en-
cuesta citada un promedio de 2.48 años (DE = 0.7; máx. 3; min. 1). Es 
importante mencionar que 34% de los consejeros no sabía o no respon-
dió, lo que apunta hacia importantes lagunas de conocimiento acerca del 
funcionamiento.

Calidad e impacto de la incidencia

A pesar de contar con niveles altos de institucionalización e informa-
ción, con una mecánica de operación basada en grupos de trabajo y 
con criterios claros de selección de integrantes, la mayoría de los en-
trevistados de los consejos (incluyendo de los CCDS) considera que 
las instancias no cumplen con sus funciones y tienen poco o ningún 
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impacto en la política sectorial de la que hacen parte. También consi-
deran “discreto” el impacto de estas instancias en el fomento de activi-
dades a las OSC y en la participación ciudadana en general, a pesar de 
considerar que las aportaciones de los actores no gubernamentales son 
significativos.

En primer lugar la encuesta cuestionó sobre la información dispo-
nible, clave para la incidencia. El 65.7% afirmó que siempre contaba con 
información relevante previamente al momento de tratar los temas, y 
sólo 8.6% afirmó que nunca contaba con esa información.

Cuadro 4. Entrega de información a los integrantes de los consejos

A los consejeros se les proporciona con anticipación 
información relevante sobre los temas a tratar en las sesiones: Porcentaje

Nunca 8.6

Casi nunca 8.6

A veces 17.1

Siempre 65.7

Fuente: elaboración propia con base en Hevia, Vergara-Lope, y Ávila (2009).

Sólo 6% de los integrantes afirmó haber recibido capacitación regu-
lar para llevar a cabo sus funciones, y 51% señaló que no había sido ca-
pacitado. Cabe recordar que sólo hasta la cuarta generación, los CCDS 
recibieron capacitación.

En cuanto a su operación, la mayoría afirmó que una práctica co-
mún es la creación de grupos de trabajo o comisiones. El 37.1% afirmó 
que siempre se crean grupos de trabajo, frente a 8.6% que aseguró que no 
se crean, tal como sucede en los CCDS.

La mayoría de las instancias también cuentan con instrumentos, 
como en los CCDS, para el seguimiento de los acuerdos y las recomen-
daciones. El 88% de los entrevistados coincide en que sí existen estos 
mecanismos, siendo principalmente la elaboración y la aprobación (en 
la siguiente sesión) de minutas (91%), aunque sólo 43% afirma que és-
tas se hacen públicas.

En cuanto a la publicidad que se le da a su trabajo, sólo 50% de los 
entrevistados percibe que el consejo publica información para el público 
en general sobre los resultados que tienen.
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Cuadro 5. Información pública de los consejos, según los participantes

Normatividad Currícula Documentos Acciones Resultados

No 32.4% 57.6% 56.75% 51.5% 50%

Sí 64.7% 42.4% 43.3% 48.5% 50%

Fuente: elaboración propia con base en Hevia, Vergara-Lope, y Ávila (2009).

Al analizar la percepción de los integrantes de los consejos sobre 
el impacto de su labor, cerca de 54% consideró que se cumplían las 
funciones de estas instancias en la mayoría o en todos los aspectos, 
mientras que 46% opinó que lo hacían en algunos o en ninguno de los 
aspectos.

Cuadro 6. Cumplimiento efectivo de las funciones, según consejeros entrevistados

Frecuencia Porcentaje
Porcentaje 
acumulado

En la mayoría de los aspectos 33 40.7 40.7

En pocos aspectos 28 34.6 75.3

En todos los aspectos 12 14.8 90.1

En ninguno de los aspectos 8 9.9 100.0

Total 81 100.0

Fuente: elaboración propia con base en Hevia, Vergara-Lope, y Ávila (2009).

Según los consejeros, el impacto de estas instancias sobre la política 
sectorial es positivo pero limitado. Si bien 32% consideró que aporta-
ban “mucho” a la política, 17% pensó que no aportaban “nada”, y 30.9%, 
que “poco”.

Finalmente, respecto de la percepción sobre los aportes de estas ins-
tancias a la participación ciudadana, sólo 22% consideró que estos con-
sejos impactaban “mucho”, en oposición a 12.3% que consideró que no 
impactaban “nada”, y a 38%, que impactaban “poco”.

Esta percepción sobre el tipo de incidencia acotada, que comparten 
los CCDS y una parte de los consejeros entrevistados, parece ser la prin-
cipal característica de estas figuras de participación en México.
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Conclusiones y discusión: participación acotada en México

A partir de lo expuesto, resaltan cuatro puntos fundamentales en la dis-
cusión sobre el aporte democrático de los órganos colegiados socioesta-
tales y las condiciones de su surgimiento.

El primero es que los problemas medulares de estas instancias en 
México no residen en su institucionalización, ni en la selección de sus 
integrantes, sino en el grado de incidencia que logran. Revisando uno 
de los casos más desarrollados en el ámbito federal, descubrimos que, 
luego de quince años de funcionamiento y complejos procesos de ins-
trumentación y selección, los CCDS poseen una incidencia relativa-
mente menor en el desarrollo de las políticas públicas: a pesar de su 
interés en transformarse en “sujetos sociales”, siguen funcionando como 
espacios de interacción sin capacidad de cogestión y con pocas capaci-
dades de incidencia. Si eso ocurre en consejos que tienen el apoyo de 
las autoridades del sector, recursos para operar y la presencia de re-
presentantes de organizaciones y movimientos relativamente fuertes, 
se puede pensar que en otros espacios de política pública los consejos 
tendrán menor capacidad de incidencia, lo que se constata en el resul-
tado de la encuesta analizada.

La situación de “alta institucionalización/baja incidencia”, en segun-
do lugar, remite a las dinámicas de las relaciones sociedad-Estado que 
han caracterizado la vida pública mexicana en las últimas décadas, con la 
simulación como parte del ethos gubernamental (Sefchovich, 2008). Tal 
como vimos para el caso de los CCDS, la capacidad de incidencia de es-
tos órganos es acotada desde su creación, algo que si bien es cuestionado 
por algunos actores sociales, tiene consenso en la clase política y en los 
actores gubernamentales.

La tradición posrevolucionaria, que redujo la representación de in-
tereses a órganos corporativo-estatales no pluralistas ni competitivos, 
sólo modificó el escenario parcialmente con la apertura del sistema de 
partidos, pero no se desarrolló hacia la creación de nuevas dinámicas 
de relación sociedad-Estado que incorporaran dispositivos de participa-
ción más allá de las elecciones de gobiernos y legislaturas, y mecanismos 
de incidencia más allá de la información y la consulta. La cogestión y el 
control social por parte de los ciudadanos de la política pública más allá 
de los órganos corporativos, no sucedieron ni en el periodo posrevolu-
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cionario clásico, ni en la etapa de los gobiernos neoliberales priistas o del 
Partido Acción Nacional (PAN). Los aparatos del Estado siguen sien-
do herméticos a la incidencia civil y, por lo mismo, continúan acotando 
la participación a la información y, en el mejor de los casos, a la consulta 
desde su normatividad hasta el conjunto de proyectos políticos corpora-
tivos y neoliberales (Dagnino, Olvera, y Panfichi, 2006).

En tercer lugar, la participación acotada y órganos de gobierno her-
méticos no anulan intencionalidades de incidencia de los actores socia-
les, porque éstos utilizan esos espacios aunque no confíen plenamente 
en sus resultados. Si son tan acotados, ¿por qué miles de mexicanos par-
ticipan en ellos? El caso de los CCDS permite generar la siguiente hi-
pótesis: a pesar de lo acotado de estos consejos (en términos legales y de 
dinámicas de relación) cuentan con un mecanismo de control que incide 
en el proceso de las políticas públicas: el costo en su reputación por ne-
garse a acatar las recomendaciones de los consejos “ciudadanizados”. En 
el caso estudiado, este mecanismo funciona gracias a un doble proceso: 
la apropiación de los espacios socioestatales por actores comprometidos 
con una política adecuada a la incidencia de la participación ciudadana 
en políticas públicas y, por otro lado, el compromiso de los actores estata-
les responsables de la política en la reproducción de la iniciativa de par-
ticipación descrita.

Tal como apunta la literatura sobre rendición de cuentas social 
(Isunza Vera y Gurza Lavalle, 2010; Isunza Vera y Olvera, 2006; Pe-
ruzzotti y Smulovitz, 2002), las recomendaciones, a pesar de no ser 
vinculantes, logran afectar decisiones y procedimientos de política pú-
blica, al ser emitidas por un órgano con legitimidad y reconocimiento 
social. La pretensión de transformar estos espacios en “sujetos sociales” 
puede leerse como la búsqueda por el reconocimiento de la sociedad a 
“hablar en su nombre”, por medio de una representación presuntiva o 
virtual (Gurza Lavalle, Houtzager y Castello, 2006). Con legitimidad 
para representar a ciertos grupos de la sociedad, la incidencia de estos 
consejos aumenta.

Este razonamiento necesita de una intencionalidad de los parti-
cipantes para transformar el consejo en un actor legítimo, en lugar de 
denunciar “por fuera”, como lo hacen las movilizaciones sociales tradi-
cionales. Así, es esencial el compromiso de los actores gubernamentales 
para potenciar al consejo. Si la autoridad no atiende a su consejo asesor, 
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éste desaparece de facto o de jure. Por eso la longevidad de los CCDS sor-
prende en el contexto mexicano: varias administraciones federales han 
mantenido su compromiso con la estrategia de participación social en el 
sector ambiental escuchando (y en algunos casos obedeciendo) las reco-
mendaciones de los CCDS. La Unidad de Participación de la secretaría, 
encargada de presionar dentro de la dependencia para la atención de las 
recomendaciones emitidas, sabe que del resultado de su función puede 
depender la desaparición de los consejos: si se vuelven irrelevantes en in-
cidir en el área de la política pública los actores sociales que los integran, 
pueden abandonarlos.

Finalmente, ¿qué aportan estos consejos al fortalecimiento democrá-
tico? ¿Qué pasaría si estos consejos no existieran? En nuestra opinión, 
estos dispositivos aportan un componente fundamental a la construc-
ción democrática, relacionado con la formación de nuevas dinámicas y 
actores, y sus consecuencias. Como en los procesos participativos brasi-
leños, estos consejos, como instancias socioestatales, se han convertido 
en escuelas de ciudadanía donde los actores sociales y estatales gene-
ran dinámicas de relación que se desmarcan del corporativismo estatal, 
a pesar de lo acotado de la participación y de las intenciones de mayor 
incidencia. Las instancias consultivas no sólo son una suerte de “entre-
namiento” para capacitar a futuros participantes de eventuales instan-
cias de control social y cogestión, sino también les permiten imaginar 
esas instancias, conocer sus limitaciones, afrontar sus problemas. Para 
los actores estatales, los consejos son espacios de aprendizaje, en los que 
pueden aportar soluciones innovadoras orientadas a cambios adminis-
trativos y a procesos de reforma del Estado.

El cambio de dinámicas de relación sociedad-Estado y el surgi-
miento de procesos participativos amplios, como muestra el caso de 
Brasil, no sólo dependieron del surgimiento de los movimientos socia-
les. En este proceso fueron esenciales también las capacidades estatales 
que permitían ejecutar las políticas pro-participación, y la existencia 
de una tradición de relación entre sociedad y Estado que se remonta 
al siglo XX, al menos a la creación del Estado novo. Los consejos con-
sultivos (por ejemplo en el área de la salud), referentes de los consejos 
gestores de política pública, surgen en esos años y las rutinas de comu-
nicación que se generaron entre Estado y movimientos sociales se fue-
ron dando en procesos de mediana duración que desembocaron en el 
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florecimiento de la participación apenas a finales de 1990 y durante el 
siglo XXI.

En síntesis, crear consejos consultivos con funciones y atribuciones 
claras, así como con actores interesados y participativos, aunque en un 
primer momento no logren romper las barreras estructurales para trans-
formar aspectos críticos en los ciclos de la política pública donde se 
instituyen, sí pueden ser una importante innovación en contextos ins-
titucionales herméticos a la participación, al crear condiciones para el 
fortalecimiento de espacios con alguna posibilidad de incidencia, por 
medio de la construcción de actores sociales con capacidad para interac-
tuar con el gobierno y pensar futuras reformas del Estado.
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Capítulo 5
¿Aprendiendo a ser “mejores demócratas”? El papel 
de las prácticas informales en las experiencias de 
presupuestos participativos en Brasil

Françoise Montambeault*

Introducción

La democracia participativa —es decir, la participación directa de la 
ciudadanía en los procesos de toma de decisiones— es una idea que 
ha ganado importancia entre teóricos y practicantes de la política. Dos 
consecuencias positivas son comúnmente asociadas con la institucionali-
zación de estas prácticas participativas. Primero, algunos sugieren que 
incrementan la eficiencia de las políticas públicas y la efectividad del go-
bierno —o, en términos más generales, mejoran la gobernanza—. De 
acuerdo con este punto de vista, los ciudadanos afectados directamente 
por políticas públicas no sólo poseen un mejor conocimiento de las nece-
sidades locales, sino que también tienden a invertir mayores esfuerzos en 
los proyectos a los que han contribuido y se convierten en agentes eficaces 
para la rendición de cuentas (Ackerman, 2003). Segundo, algunos teóri-
cos políticos argumentan que al incluir a los ciudadanos en los procesos de 
toma de decisiones se abre la posibilidad de expandir la esfera pública y 
empoderar a grupos tradicionalmente excluidos (Fung y Wright, 2003; 
De Sousa Santos, 2004; Dagnino, Olvera, y Panfichi, 2006; Cornwall y 
Coelho, 2007). En este sentido, el modelo brasileño de participación di-
recta y deliberación sobre presupuestos y gasto público a través de presu-
puestos participativos (PP) ha sido citado con frecuencia como una de las 
innovaciones institucionales más prometedoras (De Sousa Santos, 1998; 
Avritzer, 2009; Abers, 2000). Se trata de un espacio formal creado para 

*	 Profesora asistente en Ciencias Políticas en la Université de Montréal.
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dar voz a quienes han permanecido excluidos hasta entonces (Hirsch-
man, 1970), donde la inclusión de ciudadanos en cada paso del proceso 
democrático de gobernanza local se extiende desde la toma de decisiones 
hasta la implementación y el monitoreo de políticas públicas.

Desde una perspectiva de profundización de la democracia, este se-
gundo argumento resulta especialmente atractivo. Entre las muchas ma-
neras en que la noción de empoderamiento ha sido actualizada, una es 
de particular interés: la idea de que la democracia participativa represen-
ta una “escuela para la democracia”, un espacio institucional para apren-
der prácticas cívicas y para que los ciudadanos se conviertan en mejores 
demócratas. En un contexto marcado tradicionalmente por la exclusión 
social dirigida por el estado, los PP ofrecen un canal institucional para que 
los ciudadanos den voz a sus demandas ante oficiales locales, mientras que 
dichos oficiales también aprenden, a su vez, a articular sus demandas. Esto 
es especialmente importante porque, antes de su participación, los ciuda-
danos comunes que buscan ser empoderados carecen con frecuencia del 
conocimiento y las habilidades políticas asociadas con procesos delibera-
tivos y resultados de políticas públicas satisfactorios. Mientras que la re-
lación entre la participación de individuos y el aprendizaje cívico ha sido 
bien definida teóricamente (Pateman, 1970), se ha prestado poca aten-
ción al estudio empírico de este fenómeno. Si bien la existencia de ciertas 
características institucionales genuinamente deliberativas se menciona 
con frecuencia, las condiciones que contribuyen al desarrollo de cono-
cimientos, habilidades y actitudes democráticos permanecen ignoradas.

¿Hasta qué punto los PP contribuyen al aprendizaje cívico entre sus 
participantes en Brasil? ¿Cómo interactúan las instituciones formales de 
deliberación con las prácticas reales, tanto formales como informales? 
¿Qué efectos tiene esta interacción sobre el aprendizaje cívico? Debido a 
una amplia variedad de experiencias con PP en todo el país, Brasil es un 
excelente estudio de caso para una comparación que ofrezca respuestas a 
estas interrogantes. Mientras que en algunos casos, como en Porto Ale-
gre, las instituciones de PP han creado espacio para el aprendizaje cívi-
co entre sus participantes, la relación causal no es evidente. En otros, los 
participantes y los políticos comparten las mismas prácticas tradicionales 
y antidemocráticas (por ejemplo, paternalismo y clientelismo), los ciuda-
danos son dirigidos desde arriba, “acompañan” a los políticos y les ayu-
dan a cumplir sus objetivos. Siguiendo a Helmke y Levitsky, propongo 
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que las prácticas informales son fundamentales en el análisis de PP y sus 
efectos de aprendizaje cívico, pues “afectan la manera en que trabajan las 
instituciones democráticas formales,” a veces reforzándolas y en ocasio-
nes subvirtiéndolas (Helmke y Levitsky, 2004: 2). Con base en un análisis 
comparativo de los casos de Belo Horizonte, Porto Alegre y Recife, de-
muestro que además de las oportunidades ofrecidas por el ciclo de los PP, 
la naturaleza divergente de las prácticas informales que prevalecen entre 
actores estatales y la sociedad civil tiene la capacidad de impedir o refor-
zar los objetivos de las instituciones formales, contribuyendo también a 
transformar los resultados de aprendizaje cívico. Por lo tanto, es impor-
tante prestar mayor atención a las prácticas informales en los análisis de 
reformas institucionales participativas en América Latina.

Presupuestos participativos en Brasil

El modelo brasileño de PP, una iniciativa del Partido dos Trabalhadores 
(PT) (Partido de los Trabajadores),1 es uno de los programas modelo de 
democracia participativa, orientados a la inclusión de los ciudadanos co-
munes en los procesos de gobernanza municipal, dotándolos de voz en 
los procesos locales de toma de decisiones y en la definición de las prio-
ridades colectivas de políticas públicas, a través de la deliberación cara a 
cara y de la cooperación con el gobierno municipal. Con origen en Porto 
Alegre en 1989-1990 (Abers,2000; Baiocchi, 2005; Avritzer, 2002), los 
PP pronto se extendieron a todo Brasil (Wampler y Avritzer, 2005) y 
fueron adoptados tanto por municipios gobernados por el PT como por 
otros partidos. El éxito del PP en Porto Alegre produjo un “efecto de-
mostración” (Wampler y Avritzer, 2005), motivando a los líderes locales 
de distintos partidos políticos a implementar los PP como un mecanis-
mo de distribución de recursos que empoderaba a las poblaciones urba-
nas marginadas y promovía esfuerzos por “urbanizar” a las favelas. 

1	 El PT es un partido de izquierda formado en 1980 a partir de una alianza de líderes de 
sindicatos y otros grupos “radicales”, como la Iglesia “progresista”, los movimientos sociales 
urbanos, activistas de derechos humanos y civiles, así como políticos e intelectuales radi-
cales (Keck, 1992). Esta alianza, desarrollada con personas que habían luchado contra el 
régimen autoritario anterior, también fue una reacción contra la falta de representación de 
los trabajadores urbanos en los partidos tradicionales (Nylen, 1997).
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Fuente: elaboración propia con datos agregados de diferentes ciclos de presupuesto participativo 
en Brasil.
Gráfica 1. Ejemplo del ciclo de presupuesto participativo.

La estructura del proceso y el porcentaje del presupuesto municipal 
sujeto a deliberación ciudadana varían ligeramente de ciudad a ciudad, 
aunque comparten algunas características comunes. Los PP se organi-
zan regionalmente: la ciudad se divide en varias regiones administrativas 
que reciben un presupuesto determinado para llevar a cabo deliberacio-
nes en los barrios y después en el nivel regional, antes de incluirse en la pro-
puesta presupuestal del municipio. En la mayoría de los casos, los PP se 
realizan anualmente (con algunas excepciones, como en Belo Horizonte, 
donde se llevan a cabo cada dos años), a través de una serie de reuniones 
participativas que dan seguimiento a las distintas dimensiones de los ci-
clos de gestión de presupuestos y políticas públicas y que, a su vez, con-
llevan diferentes tipos de procesos de participación y deliberación en los 
ámbitos barriales, regionales y municipales (véase la gráfica 1). Los pro-
yectos presentados a través de PP suelen ser pequeños y relacionados 
con la infraestructura municipal. Algunos ejemplos de propuestas apro-
badas regularmente incluyen pavimentación, alumbrado público, drena-

Marzo-abril
Primera Ronda de 
Reuniones
- Metodología del PP

Marzo-abril
Reuniones Vecinales
- Formulación de 
proyectos
- Registro de propuestas

Mayo-junio
Segunda Ronda de 
Reuniones
- Votación de propuestas
- Elección de delegados

Julio-agosto
Asesoría técnica
- Estudios de factibilidad
- Evaluaciones del 
presupuesto

Diciembre
Foro Municipal
- Presentación del plan 
de inversión por parte 
del alcalde

Septiembre-noviembre
PB Juntas de Consejo
- Los delegados deliberan 
y votan la propuesta final
- Elección de comités de 
monitoreo
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je, infraestructura sanitaria, parques públicos, centros de salud, escuelas 
primarias y parques de recreación. Los proyectos por lo general se loca-
lizan en el nivel local, excepto en ciudades donde se efectúan asambleas 
temáticas de manera paralela a las regionales, donde asuntos de género, 
culturales, raciales o de salud se discuten de manera más general.

Antes de las deliberaciones finales entre los miembros de consejo 
del PP que concluyen con la adopción del plan final de inversión, algu-
nas ciudades organizan también lo que se conoce como “Caravana de 
Prioridades”, donde los delegados hacen un recorrido por la ciudad para 
obtener una mejor comprensión de los proyectos de sus contrapartes y de 
las necesidades de la ciudad. Después de la discusión y el voto en el con-
sejo del PP, el plan municipal es aprobado por el gobierno local y pre-
sentado al público en grandes asambleas organizadas por la oficina del 
alcalde para diseminar los resultados del proceso deliberativo.

Los PP son un importante fenómeno en Brasil y sus instituciones 
formalmente dan voz a los ciudadanos comunes —en particular a ciu-
dadanos en situaciones de pobreza o marginación—, quienes toman 
parte activa en la formulación, diseño e implementación de políticas y 
proyectos de desarrollo urbano. Para algunos, este proceso deliberativo 
no sólo tiene un impacto a través de la inclusión social y el empodera-
miento, sino también al promover el aprendizaje cívico. Antes de ob-
servar empíricamente casos concretos para poner a prueba la validez de 
esta afirmación, observaremos los fundamentos teóricos de la relación 
entre participación, deliberación y aprendizaje cívico.

Aprendiendo a ser mejores demócratas: 
el papel de las instituciones deliberativas

El interés en la participación ciudadana no es nuevo en teoría democrá-
tica. Los teóricos clásicos de la democracia han elogiado con frecuencia 
los efectos educativos de la participación en pequeña escala y cara a cara 
de los procesos democráticos de toma de decisiones, función que se ha 
asociado también con el concepto de deliberación. Más recientemente, 
demócratas radicales, participativos y deliberativos han regresado a la 
idea de la participación directa de los ciudadanos en los procesos demo-
cráticos de toma de decisiones, tanto en el nivel individual como en el 
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colectivo, como lo expresa Mansbridge al afirmar que “la participación 
produce mejores ciudadanos” (1995). De acuerdo con estos postulados 
teóricos, se ha afirmado que las experiencias deliberativas institucio-
nales pueden ser “escuelas de democracia”. ¿Cómo se ha articulado esta 
relación teórica en los experimentos participativos en el “mundo real”? 
¿Cuál es la supuesta relación entre instituciones deliberativas y aprendi-
zaje democrático en la práctica?

Participación, deliberación y democracia: fundamentos teóricos

Desde Aristóteles hasta Rousseau, muchos teóricos políticos clásicos 
han hecho de la participación ciudadana una característica medular de 
las buenas democracias. Alexis de Tocqueville, en su estudio sobre la 
participación en los ayuntamientos de la Nueva Inglaterra, afirmó por 
primera vez que la participación tenía un poder educativo capaz de 
transformar a los individuos, desarrollando el carácter y el compromiso 
con el bien común y adoptándolo como propio. Como él mismo explicó, 
“encargando a los ciudadanos la administración de pequeños negocios, 
más bien que entregándoles el gobierno de los grandes, se les interesa en 
el bien público y se les hace ver la necesidad que incesantemente tienen 
los unos de los otros para producir” (Tocqueville, 1992: 470). La par-
ticipación en los procesos de toma de decisiones permite entonces a los 
ciudadanos escuchar las necesidades de los demás y reflexionar sobre 
sus propias preocupaciones como miembros de la comunidad, transfor-
mando su comprensión del mundo. Esta idea del impacto de la partici-
pación en la formación de la racionalidad de los individuos fue reforzada 
por la obra de John Stuart Mill, quien propuso que la participación “los 
saca del estrecho círculo del egoísmo personal y familiar y los acostum-
bra a la comprensión de intereses conjuntos y al manejo de empresas 
combinadas, estableciendo en ellos el hábito de actuar por motivos pú-
blicos y semipúblicos, y haciendo que rijan su conducta por objetivos 
que los unen, en vez de aislarlos unos de otros”(Mill, 2006 [1873]:174). 
Mientras que la contribución de Tocqueville ponía énfasis sobre todo 
en la función educativa que la participación activa tenía sobre los indivi-
duos, Mill se concentró en el aspecto social del aprendizaje individual y 
su efecto sobre la estabilidad del gobierno (Mansbridge, 1995), realzan-
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do de manera más general el potencial que ese aprendizaje cívico indivi-
dual y colectivo puede tener para profundizar la democracia y hacer de 
los ciudadanos “mejores demócratas”. 

Algunos demócratas participativos contemporáneos, siguiendo la 
obra iniciada por los teóricos clásicos, también han subrayado los efectos 
educativos de la participación ciudadana y han interrogado los tipos de 
capacidades que los individuos deben desarrollar para que la democra-
cia florezca. En este sentido, Carole Pateman (1970) argumenta que si la 
participación contribuye al desarrollo de capacidades individuales entre 
los participantes, el objetivo de esta función educativa debe ser la demo-
cracia misma. Según ella misma aclara, la participación y la democracia 
no sólo están relacionadas, sino que son inseparables: “Para que una po-
lis democrática exista es necesario que una sociedad participativa exis-
ta”, añadiendo que por participación debemos entender “la participación 
(equitativa) en la toma de decisiones”(Pateman, 1970: 43). Pateman su-
giere que se trata, sobre todo, de un sentido de eficacia política que la gen-
te aprende a partir de la participación, puesto que la democracia requiere 
“confianza en las habilidades propias para participar de manera respon-
sable y efectiva” en el proyecto colectivo (Pateman, 1970: 28). 

Más allá de explicar los beneficios de la participación para la de-
mocracia, Mansbridge afirma que la “participación en democracias pe-
queñas y cara a cara puede ayudar a los ciudadanos a desarrollar una 
mejor comprensión de sus intereses reales” (Mansbridge, 1980: 292), ya 
que la participación tiene la función de revelar “si los intereses propios 
complementan los de los demás o entran en conflicto con ellos” (Mans-
bridge, 1995: 6), ofreciendo una idea más clara de la comunidad que 
define el bien común. Esta posición se ve reforzada por los escritos de 
los demócratas deliberativos, quienes se concentran en la deliberación 
—una forma de participación ciudadana definida como la discusión 
abierta y pública entre participantes iguales, que encuentra su legitimi-
dad al proveer razones defendibles, justificaciones y explicaciones para 
las decisiones públicas— como la característica principal que permi-
te el aprendizaje democrático entre ciudadanos. De hecho, de acuerdo 
con ellos, la deliberación apropiada ayuda a los ciudadanos a desarrollar 
una mejor comprensión de sus intereses en relación con el bien común 
(Held, 2006), lo cual a su vez aumenta la razonabilidad del proceso de-
liberativo y de sus resultados en políticas públicas.
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En consecuencia, la relación teórica entre la participación, la delibe-
ración y el aprendizaje democrático no implica que mayores capacida-
des ciudadanas contribuyan a un aumento en la participación en otras 
esferas de la arena política, como sugieren Robert Putnam y otros teóri-
cos del capital social (Putnam, 1993). Por el contrario, la participación 
—específicamente, la deliberación— contribuye al desarrollo de habili-
dades, conciencia y actitudes democráticas entre los participantes(Elkin 
y Soltan, 1999) y ayuda a dar forma a la idea general que los ciudadanos 
tienen de la política y de la comunidad que define sus intereses, tanto 
individuales como colectivos.

La deliberación en el “mundo real”: 
experiencias deliberativas como escuelas de democracia 

La idea de una relación positiva entre participación, deliberación y 
aprendizaje cívico también ha sido tomada por los estudiosos y los pro-
motores de las reformas de democracia deliberativa, las cuales han avan-
zado en el desarrollo de indicadores de aprendizaje cívico producido por 
la participación. Para ellos, la institucionalización de los procesos parti-
cipativos que incluyen a ciudadanos comunes se ha vuelto la piedra de 
toque para la articulación de la relación causal entre la participación y 
el aprendizaje cívico. Puesto que codifican e institucionalizan una nueva 
serie de prácticas y transforman las expectativas colectivas, instituciones 
como los PP se han convertido en “escuelas de democracia y ciudadanía”. 
Estas instituciones no sólo generan conocimiento y capacidades políti-
cas entre los participantes, sino que también contribuyen a la calidad de 
la comunidad política al hacer de los ciudadanos mejores demócratas, 
desarrollando una mejor comprensión de sus roles como miembros de 
la sociedad y de sus intereses “reales” en relación con el bien común.

Además de producir conocimiento político entre los participantes 
sobre los procesos de toma de decisiones y la burocracia local, partidos 
políticos y oficiales públicos, los experimentos deliberativos funcionan 
como escuelas de democracia de dos maneras. Por un lado, los partici-
pantes pueden convertirse en mejores ciudadanos a nivel individual, ad-
quiriendo habilidades democráticas: cómo comunicarse de manera más 
efectiva, escuchar a los demás con mayor atención, negociar entre ellos y 
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con burócratas y políticos, formular demandas, organizarse y movilizar-
se, etc. (Schugurensky, 2007). Si bien es más probable que la deliberación 
sea exitosa cuando los participantes han tenido alguna experiencia pre-
via con el proceso, existe una curva de aprendizaje asociada con el pro-
ceso participativo y la deliberación misma contribuye a la educación de 
los participantes. Este punto es especialmente importante en el contexto 
de los PP en Brasil, donde se busca la inclusión de los sectores más po-
bres y marginados de la población, quienes con frecuencia carecen de las 
habilidades y la confianza básicas para comunicarse de manera efectiva 
en un foro deliberativo. El ejemplo de Porto Alegre es ilustrativo. Como 
lo muestra el estudio de Baiocchi, el número de años de participación en 
el proceso “es un predictor poderoso de si la gente hablará o no” (Baioc-
chi, 2003: 51), lo cual sugiere que existe un componente educativo in-
trínseco al proceso participativo. Sin embargo, como él mismo apunta, 
esto también se explica por ciertas características institucionales didácti-
cas específicas de los modelos de PP que hacen este aprendizaje partici-
pativo “natural”  “más o menos accesible para todos” (Baiocchi, 2003: 53). 

Por otro lado —y este es el punto de interés central para el propó-
sito de este capítulo— los participantes también pueden convertirse en 
mejores ciudadanos a nivel colectivo, desarrollando actitudes democrá-
ticas hacia el proceso de gobernanza y, en términos más generales, hacia 
la arena política. Estas actitudes son asociadas con una renovación de las 
“nociones” compartidas sobre el mundo, sobre la política y sobre el bien 
común, lo cual tiene un impacto en la calidad de la democracia (Pa-
teman, 1970). De hecho, la deliberación colectiva tiene el potencial de 
conducir al desarrollo de una ciudadanía activa y razonable, “capaz de 
un pensamiento público y de un juicio político genuinos y, por lo tan-
to, capaz de visualizar un futuro común en términos de bienes comu-
nes genuinos” (Barber, 1984). Este argumento comienza con la premisa 
de que las preferencias ciudadanas no son fijas, sino que son objeto de 
transformación a través del proceso participativo. Este proceso ofrece a 
los ciudadanos la oportunidad de convertirse en mejores demócratas, 
para quienes las preferencias políticas individuales y racionales están su-
mergidas en, y entrelazadas, con los intereses de la comunidad a la que 
pertenecen y no son únicamente motivadas por la maximización del in-
terés personal. Según lo explican Fung y Wright, “al ver que la coope-
ración mediada por la deliberación razonable genera beneficios que no 
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serían posibles a través de métodos adversariales, los participantes pue-
den incrementar su disposición para ser razonables y transformar pre-
ferencias estrictamente egoístas” (Fung y Wright, 2003: 32). Puesto que 
las instituciones de deliberación cambian las reglas formales de toma de 
decisiones en relación con la distribución de recursos —enfatizando la 
deliberación colectiva, la cooperación entre Estado y sociedad civil, y la 
transparencia—, también contribuyen a la transformación de expecta-
tivas compartidas sobre los roles y los espacios comunes de los actores 
estatales y ciudadanos en el proceso político.

Si bien el desarrollo de habilidades y conocimiento democráticos 
es probablemente esencial para asegurar la calidad de la democracia y la 
equidad de los resultados de los procesos deliberativos, estas capacida-
des hablan menos del impacto de los PP sobre la calidad de la democra-
cia en sí misma; por ejemplo, en cuanto a las expectativas compartidas 
sobre la democracia y en cuanto a las razones detrás de las preferen-
cias y las conductas políticas de los ciudadanos. Por este motivo, pro-
pongo que para medir el impacto de los PP sobre el aprendizaje cívico y 
la profundización de la democracia en Brasil, debemos observar de ma-
nera específica la idea general de los participantes sobre el bien común y 
su papel en el proceso democrático, las actitudes que los participantes de-
sarrollan hacia el proceso participativo, y las preferencias y las conduc-
tas políticas sobre las que dichas actitudes influyen en última instancia.

Diseño institucional: una variable constante 
a través de los casos brasileños

Como se ha señalado en varios análisis empíricos de reformas delibera-
tivas y participativas, el diseño institucional es un elemento fundamen-
tal para entender su capacidad de generar aprendizaje democrático. De 
hecho, si bien la participación y la deliberación pueden sostenerse teóri-
camente gracias a sus funciones educativas intrínsecas, como lo sugiere 
Pateman, las instituciones formales que ofrecen mecanismos específicos 
diseñados para promover y facilitar estos aprendizajes hacen posible la 
realización en la práctica de ese potencial (Baiocchi, 2003). ¿Cómo debe 
diseñarse la deliberación participativa para que se convierta en escuela 
de democracia?
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De acuerdo con Fung y Wright (2003) así como con Abers (2009: 
143), para alcanzar este objetivo, el diseño de las instituciones delibera-
tivas debe seguir tres principios. Primero, Fung y Wright afirman que 
las instituciones deliberativas deben perseguir metas y políticas prácti-
cas, ofreciendo bienes a los sectores de la población tradicionalmente ex-
cluidos. Abers incluso propone que estas instituciones deben involucrar 
la definición colectiva del bien común y no sólo implementar una serie 
de políticas diseñadas anteriormente. Segundo, tanto Fung y Wright 
como Abers ponderan que el proceso participativo debe establecer nue-
vos canales para la participación “desde abajo” de los más afectados por 
el tema a tratar, así como motivar a las poblaciones excluidas —que de 
otro modo no estarían organizadas políticamente— a formular deman-
das y a ejercer algún grado de control sobre las decisiones del gobierno. 
Tercero, estos autores subrayan la necesidad de que los mecanismos par-
ticipativos sean de naturaleza deliberativa. Según Fung y Wright, de-
ben conducir a la generación de soluciones deliberativas, un proceso en 
que los participantes “escuchen las posiciones de los demás y después 
de considerarlas generen decisiones grupales”, encontrando así razones 
para llevar a cabo acciones colectivas (Fung y Wrigth, 2003: 17). Abers 
añade que los mecanismos participativos deben ofrecer poder delibera-
tivo para los participantes y control ciudadano efectivos, así como la ca-
pacidad de implementar las decisiones colectivas.

Tanto en términos teóricos como prácticos, el diseño de las institu-
ciones de PP en Brasil, a pesar de las ligeras variaciones de una ciudad a 
otra, en general han seguido estos principios, convirtiéndose en un espa-
cio institucional ideal para el aprendizaje cívico y democrático en el nivel 
local. En primer lugar, los PP están claramente orientados a la definición 
colectiva del bien común, en especial de acuerdo con preocupaciones 
prácticas como cuestiones sanitarias, de urbanización y de acceso a ser-
vicios básicos para poblaciones marginadas —sobre todo los habitantes 
de las favelas y las poblaciones urbanas en situación de pobreza—. Se-
gundo, los PP son procesos abiertos a ciudadanos comunes. Los partici-
pantes en los ciclos de PP se autoseleccionan, es decir, que ellos mismos 
deciden si desean asistir y si desean contribuir al debate público. Como 
un programa dirigido a la “inversión de prioridades” y a la inclusión de 
los grupos excluidos en el proceso de gobernanza urbana, los PP involu-
cran con especial atención a los sectores más pobres de la población que 
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son más afectados por las políticas de desarrollo urbano. Por último, los 
PP son fundamentalmente deliberativos. Un proceso típico de PP con-
lleva tres tipos de reuniones deliberativas entre ciudadanos: asambleas 
de barrio, asambleas “temáticas” y reuniones de delegados para las sesio-
nes de coordinación al nivel municipal. Al mismo tiempo, las asambleas 
populares, que son el cimiento de los PP, se llevan a cabo en todos los 
barrios antes de presentar las propuestas para deliberación en las reu-
niones del PP. En consecuencia, en términos formales, las instituciones 
de PP en Brasil poseen todos los atributos que las convertirían en sitios 
ideales para desarrollar actitudes más democráticas entre los participan-
tes, contribuyendo a hacerlos mejores ciudadanos.

Las instituciones formales de PP entonces pueden convertirse en es-
cuelas de democracia (Schugurensky, 2007; Puntual, 2000), en espacios 
para el aprendizaje cívico donde los ciudadanos y los oficiales públicos 
desarrollen una mejor comprensión de la política, del bien común y de 
la comunidad a la que pertenecen. Si bien un resultado tan positivo pue-
de observarse en algunas ciudades, los estudios existentes han señalado 
que las formas tradicionales de hacer política con frecuencia persisten 
de manera paralela a las prácticas de los PP. Si bien se han establecido 
las oportunidades y las instituciones formales para el aprendizaje demo-
crático, otras prácticas políticas sobreviven en muchas ciudades, en for-
ma de políticas clientelares que dan atención preferente a los líderes de 
los PP afiliados al partido en el poder, prácticas políticas que valorizan 
la atención personal del alcalde por encima de las demandas particu-
lares y de actitudes paternalistas donde el alcalde permite a la socie-
dad que le “ayude” a gobernar (Chaves Teixeira y Albuquerque, 2006: 
236). ¿Qué explica estos resultados contradictorios? Si las instituciones 
deliberativas formales están diseñadas de tal manera que estimulan el 
aprendizaje cívico en Brasil, ¿por qué las ideas tradicionales sobre la po-
lítica parecen subsistir en algunos casos? Mientras que las instituciones 
formales pueden, en teoría, tener un impacto sobre el aprendizaje cívico 
entre los participantes, los analistas deben observar también la prevalen-
cia de instituciones y prácticas informales tanto en el Estado como en 
la sociedad, definidas por Helmke y Levitsky como “reglas compartidas 
socialmente, por lo general tácitas, que son creadas, comunicadas y per-
petuadas fuera de los canales oficialmente sancionados” (Helmke y Le-
vitsky, 2004: 5). Puesto que interactúan con las instituciones formales, 
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las reglas informales son esenciales para el análisis, ya que contribuyen a 
la estructuración de las interacciones sociales que tienen lugar dentro de 
las instituciones formales y, por lo tanto, afectan sus resultados. En este 
caso, las prácticas informales —por ejemplo, prácticas marcadas por re-
glas informales que ocurren de manera paralela al proceso participativo 
del PP— influyen en el aprendizaje cívico al influir en las actitudes y en 
las conductas que se desarrollan entre los participantes. Como veremos 
enseguida, el propósito y el resultado de las instituciones formales pue-
den verse reforzados o socavados de acuerdo con la naturaleza de las 
prácticas informales, un punto que con frecuencia es ignorado en la bi-
bliografía sobre democracia participativa.

¿Participar para aprender qué? Comparando las 
experiencias de presupuestos participativos en Brasil

Un estudio comparativo de tres importantes experiencias brasileñas con 
los PP —Porto Alegre, Belo Horizonte y Recife— que muestran distin-
tos resultados de aprendizaje democrático a pesar de compartir diseños 
institucionales similares, reafirma la necesidad de ir más allá del análisis 
de las instituciones formales. Considerar las reglas informales conlleva 
observar las conductas, con frecuencia disimuladas, de los actores, “las 
formas sutiles en que los actores se presentan en estos espacios y lo que 
está en juego al hacerlo […], en particular para quienes poseen una posi-
ción de poder en la comunidad”, por ejemplo, oficiales públicos y líderes 
de asociaciones (Baiocchi, 2005: 21). Como lo demuestra el caso de Re-
cife, el desarrollo de nuevas ideas políticas y de una cultura de ciudada-
nía activa entre los participantes se ve obstaculizado por estrategias de 
cooptación política utilizadas por actores políticos a través de prácticas 
informales de control sobre los procesos formales, así como por prácti-
cas utilizadas por los líderes de asociaciones para sofocar esfuerzos de 
movilización formal. Como resultado, no hay mayores transformacio-
nes en las expectativas de los participantes con respecto a la manera de 
hacer política o sobre cómo formular demandas de manera democráti-
ca. Sin embargo, las instituciones informales y las prácticas asociadas 
con ellas no necesariamente se desarrollan en oposición a la democracia 
y a sus instituciones formales. Según se observa en los casos de Porto 
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Alegre y Belo Horizonte, las prácticas informales observadas entre los 
actores principales involucrados en el proceso participativo fueron com-
plementarias a las instituciones formales para alcanzar las metas demo-
cráticas fijadas, gracias a algunas de sus características particulares.

Aprendiendo a ser mejores ciudadanos: 
Belo Horizonte y Porto Alegre 

Como ha sido documentado en varios estudios, el programa de PP de 
Porto Alegre por lo general es calificado como un caso ejemplar por mu-
chos motivos, incluyendo su influencia en el aprendizaje cívico (Abers, 
2000). La comparación de Porto Alegre con el caso de Belo Horizonte 
revela importantes similitudes en cuanto a sus efectos de aprendizaje 
cívico. Belo Horizonte, hoy en día la sexta ciudad más grande del país 
con una población de 2.4 millones de habitantes, es la principal ciudad 
industrial del estado de Minas Gerais. El proceso de PP en Belo Ho-
rizonte, implementado en 1993 por la administración local de Patrus 
Ananias del PT, se organiza cada dos años y ha generado importan-
tes inversiones urbanas en áreas de la ciudad habitadas principalmente 
por grupos marginados. En términos del aprendizaje democrático, la 
información obtenida a partir de entrevistas realizadas en 2008 mues-
tra que los participantes efectivamente desarrollaron una nueva idea de 
sus propias preferencias e intereses gracias a su involucramiento en el 
proceso. Asimismo, ahora comparten una noción común de la política 
y de la comunidad, la cual pone en tela de juicio las formas tradicio-
nales y no democráticas de formular demandas y de interactuar con el 
gobierno local.

Uno de los primeros resultados señalados por los observadores del 
caso de Porto Alegre fue el cambio en la lógica tradicional y particula-
rista de la formulación de demandas y, por consiguiente, en los canales 
privilegiados para hacerlo. De hecho, la participación en los PP ha con-
tribuido, de acuerdo con las observaciones de Abers (2000), a la con-
formación de bases de “identidad colectiva”, una energía social que se ha 
convertido en el principal motor del involucramiento de los ciudadanos 
con su comunidad. Baiocchi reporta haber escuchado con frecuencia a 
los participantes mencionar que, como resultado del trabajo en conjun-

nuevas instituciones.indd   150 10/1/19   16:19

Derechos reservados



Capítulo 5. ¿Aprendiendo a ser “mejores demócratas”?

151

to en la definición de prioridades colectivas, han desarrollado un sen-
tido de mayor pertenencia a una comunidad que enfrenta problemas 
comunes. Un participante le dijo: “Uno participa y se da cuenta que sus 
problemas son los mismos que los de las demás y entonces uno traba-
ja precisamente porque tiene los mismos problemas” (Ana, citada por 
Baiocchi, 2005: 103). Al ilustrar esta tendencia hacia la construcción de 
comunidad entre los participantes del PP, Wapler observó que “cuando 
los participantes tomaban el micrófono para hablar, no concentraban su 
atención en los oficiales del gobierno. Por el contrario, hablaban a los de-
más ciudadanos, suplicándoles que actuaran o votaran de determinada 
manera” (Wapler, 2007: 104). Esta conducta, sugiere este mismo autor, 
muestra que “los individuos actúan como miembros de su comunidad 
dueños de derechos” en el proceso de PP y no como individuos persi-
guiendo intereses personales (Wapler, 2007: 129). 

Mis entrevistas en Belo Horizonte revelan tendencias similares a las 
observadas por los investigadores en Porto Alegre. De hecho, descubrí 
un cambio importante en la formulación tradicional de demandas, en 
tanto que los ciudadanos aprendían a ser colaboradores en la gobernan-
za de sus comunidades como actores colectivos, en lugar de utilizar cier-
tos canales para tener acceso a determinados actores estatales y empujar 
demandas individuales. En este sentido, un delegado del PP en la re-
gión centro-sur explicó el cambio que había ocurrido en el proceso local 
de gobierno: “Ahora somos convocados para hacer cosas juntos: redis-
tribuir recursos, gobernar juntos, para todos. Eso es lo que está pasan-
do” (delegada OP-BH 1, 2008). Otro delegado añadió que la principal 
ganancia del PP para los ciudadanos de Belo Horizonte es “la creación 
de su colectividad, de este vínculo, porque entonces uno comienza a co-
nocer a otras personas. Es mejor; tiene una mejor calidad [que otras 
formas de movilización]. Creo que es la principal ganancia que hemos 
obtenido con los PP; [una] población comunicativa y una ciudad parti-
cipativa comienzan a cobrar forma” (delegada OP-BH 2, 2008). En am-
bas ciudades, los líderes de la comunidad que tradicionalmente han sido 
considerados intermediarios, dueños de relaciones privilegiadas con las 
élites políticas, han comenzado a entender su propio papel como repre-
sentantes de la comunidad y sujetos a rendir cuentas a sus miembros. 
Como lo explica uno de los delegados: “Un líder de la comunidad es 
nombrado por un grupo de personas e intenta hacer algo positivo para 
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su comunidad, para el colectivo, sin buscar algo en recompensa o quedar 
bien, sin esperar obtener un cargo público a partir de eso. Lo hace por-
que cree que es lo correcto” (delegada OP-BH 4, 2008).

El desarrollo de un sentido de comunidad también se puede obser-
var en el discurso sobre políticas públicas y en la manera en que tanto 
el Estado como los ciudadanos se refieren a los proyectos adoptados a 
través de PP. Donde el alcalde y los burócratas hablaban antes de “sus 
proyectos” o sobre algún proyecto específico de un político para recibir 
crédito por el desarrollo de políticas urbanas y sociales, ahora hablan 
de “nuestros proyectos”, definidos colectivamente por las comunidades. 
Los ciudadanos hablan también el mismo lenguaje: “nuestro proyecto” 
y “nuestra comunidad” (delegada OP-BH 4, 2008) son términos por lo 
general ausentes en el pasado y que muestran el potencial de los PP para 
contribuir en la construcción de un “nosotros”, de una comunidad.

Esta nueva noción democrática sobre los roles de los participantes 
como miembros de una comunidad también tiene efectos en la natu-
raleza de las preferencias políticas. Organizaciones en los barrios han 
aprendido a identificarse con intereses regionales más amplios, coope-
rando en su momento para proponer agendas comunes y propuestas 
de planeación y políticas públicas a largo plazo. Un participante dijo 
a Abers que las visitas a otros barrios y a otras regiones expanden la 
perspectiva sobre el bien común: “Uno se ve a sí mismo como alguien 
con necesidades, pero cuando uno viaja a otra comunidad y observa a 
personas en situación de mayor miseria, uno se da cuenta que su si-
tuación no es tan difícil. Incluso que uno es privilegiado” (Marta, cita-
do por Abers, 2000: 183). Como subraya Abers, estas manifestaciones 
de la construcción de comunidad y la acción colectiva de definición del 
bien común se volvieron “más frecuentes, involucrando a muchos par-
ticipantes que inicialmente entraron en el proceso sólo para obtener 
mejoras para su barrio” (Abers, 2009: 163), mostrando entonces un 
cambio en las actitudes de la ciudadanía hacia la participación en el 
proceso de los PP.

En Belo Horizonte, a lo largo del proceso los participantes han 
aprendido sobre las necesidades de su comunidad y sobre la relación 
con otros ciudadanos. La experiencia con los PP suele ampliar sus pre-
ferencias políticas más allá del interés personal, un cambio que hace eco 
en sus nociones sobre el bien común. De acuerdo con un delegado de la 
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región de Pampulha, los PP incrementan la conciencia colectiva entre 
los participantes:

La función del PP es promover la participación de más individuos 
en las decisiones y, desde el momento en que una persona comienza a 
pensar en esto, otras cosas comienzan a ocurrir. Uno ve con frecuen-
cia a la gente venir a los Comforça [comités electos para supervisar 
proyectos de los PP] con una demanda de sus calles y de pronto están 
pensando ya sobre la ciudad de otra manera, adoptando una perspec-
tiva distinta […] Creo que los PP pueden promover el fortalecimien-
to de la sociedad (delegada OP-BH 2, 2008).

En cuanto a la naturaleza de las demandas presentadas para el si-
guiente PP, un delegado subrayó que las razones para llevar a cabo un 
proyecto ya no están vinculadas con los intereses inmediatos del barrio: 
“El proyecto que vamos a solicitar en el siguiente ciclo es la urbaniza-
ción de la favela vecina, así que no vamos a pedir algo de lo que nos be-
neficiaremos directamente, sino más bien atenderemos las necesidades 
de esta favela, que a final de cuentas influye también en nuestro barrio” 
(delegado OP-BH 7, 2008).

Si bien hay quienes señalan que el aprendizaje cívico aún es limita-
do, el proceso lleva tiempo y todavía no está concluido: “Es todavía un 
proceso de aprendizaje, pero el poder de la gente se multiplica cuan-
do están unidos, cuando actúan juntos. Es algo que aún puede mejorar, 
pero estamos avanzando en ese sentido” (delegada OP-BH 3, 2008). 

¿Qué explica esta tendencia común en Porto Alegre y Belo Ho-
rizonte? Como se sugirió antes, además de las oportunidades institu-
cionales abiertas para el aprendizaje ciudadano con la implementación 
de los programas de PP, las prácticas informales que rodean el proceso 
participativo también deben ser tomadas en cuenta. Primero, tanto en 
Porto Alegre como en Belo Horizonte, la relación de partidos políticos 
y oficiales públicos —en particular el PT— con los participantes y el 
proceso de formación de demandas está mediada por los canales for-
males de los PP. Como señala Baiocchi, “la relación [del PT] con la so-
ciedad civil no es instrumental, puesto que su continuidad en el poder 
no depende de su influencia directa en la sociedad civil” (Baiocchi, 2009: 
132). Contrariamente a lo que se observa en Recife, Baiocchi concluye 
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que “ha habido pocos intentos de controlar el contenido de las discusio-
nes en los PP en Porto Alegre y las asambleas de PP no fueron espacios 
controlados por el partido” (Baiocchi, 2009: 133). Lo mismo se observó 
en Belo Horizonte, donde no hay un control político informal sobre las 
asambleas de los PP, incluso cuando es representada una pluralidad de 
intereses. Como lo explica un delegado de la región de Barreiro, los líderes 
de la comunidad no son necesariamente apolíticos, pero los intereses par-
tisanos no entran en el proceso deliberativo: “La riqueza del proceso, de 
su discusión, es que no se trata de un juego entre los intereses de los par-
tidos políticos, el PT, PDT, PSDB o el PSL. No se da algo así. Aquí, lo 
que tenemos es el interés en la comunidad” (delegado OP-BH 6, 2008).

Segundo, en ambos municipios, las prácticas informales de la so-
ciedad civil han desempeñado un papel clave en el fortalecimiento de 
los canales formales para la participación ciudadana, reforzando las ac-
titudes cívicas y democráticas aprendidas a través del proceso del PP. 
Si bien la participación se organiza de manera individual (en tanto que 
cualquier persona puede participar en una junta del PP), el trabajo de 
coordinación es importante puesto que las propuestas deben ser respal-
dadas por grupos para ser votadas dentro de la lista de prioridades, un 
esfuerzo colectivo que muchas veces es organizado a través de asociacio-
nes vecinales. En muchos casos, las intervenciones indirectas de grupos 
de activistas contribuyen de manera directa a la transformación de pre-
ferencias entre los participantes individuales y en la definición colectiva 
del bien común. Por ejemplo, en Porto Alegre, la organización de con-
sejos populares regionales, llevados a cabo de manera paralela al proce-
so de los PP, aseguraron la coordinación entre los barrios de una misma 
región, un ejercicio informal de relaciones públicas que permitió que 
los intereses de los barrios más pequeños fueran escuchados y que con-
tribuyó a generar conciencia sobre la definición del bien común entre 
los participantes (Baiocchi, 2005; Abers, 2000). Esto también es cier-
to con respecto a la experiencia en Belo Horizonte, donde los esfuer-
zos de coordinación entre los Comforça de diferentes regiones fueron 
muy importantes. Los delegados y las asociaciones vecinales de las re-
giones de Pampulha y Barreiro no sólo se reunieron regularmente para 
discutir el PP y otros asuntos colectivos e informaron sus avances a tra-
vés de blogs, sino que también trabajaron en conjunto para organizar 
reuniones a nivel municipal entre los representantes de la sociedad civil 
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de manera paralela al proceso formal para aumentar la colaboración y 
el desarrollo de estrategias comunes (delegado OP-BH 6, 2008). Por lo 
tanto, como afirma Baiocchi,

la deliberación sobre las prioridades y los proyectos no es un evento 
discreto que toma lugar en asambleas con un principio y un final. Por 
el contrario, hay una gran cantidad de trabajo que va más allá de las 
reuniones y que ayuda a que la deliberación oficial funcione con flui-
dez: esto incluye discusiones y deliberaciones informales, el recluta-
miento de nuevos participantes y la coordinación de actividades entre 
barrios (Baiocchi, 2005: 86).

Según Abers, estas expresiones de solidaridad y reciprocidad son 
importantes porque hacen a la gente consciente de que puede trabajar 
en conjunto y confiar mutuamente, reforzando así los lazos horizonta-
les y la idea de que la cooperación es la mejor estrategia para alcanzar 
metas colectivas.

Por lo tanto, nuestras observaciones nos llevan a la conclusión de 
que en Porto Alegre y Belo Horizonte, gracias a la primacía de prácticas 
informales que no controlan los canales de los PP, el entrenamiento colec-
tivo a través del trabajo asociativo en el nivel local y la colaboración entre 
ciudadanos de distintas partes de la ciudad a través de redes formales e 
informales se ha convertido en una “escuela de democracia”. En realidad, 
dichas prácticas han contribuido a estimular los objetivos de aprendizaje 
democrático de las instituciones formales. En tándem con los cambios ini-
ciales en las actitudes de los ciudadanos hacia el proceso de gobernanza, 
la percepción que tienen los líderes de la comunidad y los políticos de 
su papel en el proceso político también ha cambiado, reforzando las po-
sibilidades de un aprendizaje cívico. Los líderes han comenzado a verse 
a sí mismos como representantes más que como intermediarios políti-
cos. Al mismo tiempo, los políticos han comenzado a entender el ciclo 
como una oportunidad de aprendizaje cívico. Además del efecto educa-
tivo inicial, el desarrollo de estas actitudes democráticas se refuerza a sí 
mismo, pues la “nueva manera de hacer las cosas” genera resultados po-
sitivos para la ciudadanía: ellos ahora tienen un mejor acceso a recursos 
públicos y los proyectos de desarrollo urbano se distribuyen con mayor 
eficiencia entre la población.
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Aprendiendo la “política de siempre”: Recife

Recife, la capital de Pernambuco, posee una historia sociopolítica úni-
ca e interesante, caracterizada por importantes conflictos políticos y un 
nivel significativo de contención social y movilización vecinal en torno a 
la posesión de tierras y temas de urbanización. El caso del programa del 
PP en Recife, sin embargo, presenta una historia distinta de aprendizaje 
cívico a las experiencias de los dos casos anteriores. En Recife, la forma 
actual del PP2 fue introducida en 2001 bajo el liderazgo de la coalición 
municipal dirigida por el gobierno el alcalde João Silva e Lima del PT. 
A pesar de la preocupación oficial del gobierno local para incremen-
tar la conciencia ciudadana entre los residentes de Recife, el proceso de 
aprendizaje cívico observado en mis entrevistas permaneció limitado. 
Si bien el PP se ha convertido en el principal mecanismo para canalizar 
demandas sobre infraestructura pública en la ciudad, remplazando las 
relaciones clientelares tradicionales con los consejeros municipales, todo 
indica que los participantes aprenden que la “política de siempre” sigue 
siendo la mejor estrategia para tener acceso a bienes colectivos dentro de 
las instituciones del PP. Por lo tanto, la política sigue gobernada por la 
cooptación, los individuos poderosos y los intereses particulares.

Al analizar el caso de Recife, es particularmente llamativa una ob-
servación: el sentido de pertenencia a la comunidad y de trabajo en 
beneficio de todos sus miembros a través del PP no está tan presente 
entre los participantes como en Porto Alegre y Belo Horizonte. Como 
lo comentó un delegado, esto resulta en importantes malos entendidos 
con respecto al papel de los delegados en el ciclo del PP, con consecuen-
cias significativas:

La gente piensa que está ayudando a la administración municipal; lo 
ven de esta manera, como si estuviesen trabajando para el municipio. 
Pero ese no es el caso […] Yo no estoy ayudando al municipio; yo es-
toy aquí para observar qué hacen con mi dinero, que es algo distinto. 
Desafortunadamente, la gente todavía no lo ve de esta manera y pien-

2	 Dos modelos más de instituciones participativas fueron intentados anteriormente en Reci-
fe: Prefeitura nos Bairros, seguido por una versión más tenue del PP, la cual empoderaba a 
los líderes de las comunidades y no a la ciudadanía (Da Silva, 2003).
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sa que debería obtener algo a cambio. Si hay un alcalde sin una visión 
más amplia, esto le encantaría, otorgaría transporte y comida gratis 
para todos porque entonces tendría a todos en su control. Ese es otro 
reto importante que enfrentamos (delegado OP Recife 3, 2008).

Muchos delegados que entrevisté se veían a sí mismos como traba-
jadores del gobierno local en las comunidades y no como representantes 
de su comunidad. Al hablar sobre su rol como representante ciudada-
no, una delegada activa en el PP y coordinadora de su región explicaba: 
“Como delegada, no soy parte de la administración pública; estoy res-
paldando a la administración porque comparto la misma ideología, pro-
puestas y sueños” (delegada OP Recife 1, 2008).

Contrariamente a lo que hemos observado en los dos casos ante-
riores, donde las preferencias políticas fueron evolucionando de ma-
nera gradual entre los participantes hacia la búsqueda del bien común, 
el principal ímpetu detrás de la participación en Recife no es trabajar 
colectivamente en la definición del bien común de la comunidad, sino 
respaldar la demanda de alguien en particular o alguna posición en es-
pecífico. Las percepciones de los delegados y de los participantes en las 
asambleas del PP se reflejan en el tipo de bienes que defienden. Un de-
legado, al explicar cómo decidía entre los proyectos que apoyaría en la 
siguiente votación, dejó en claro que los intereses personales permane-
cían en el centro de su estrategia:

Primero [como candidatos a delegados] debemos defender proyectos 
cercanos a nuestros hogares, porque si  no la gente no votaría […] Lo 
importante no es sólo hacer ganar al proyecto sino elegir represen-
tantes porque así las otras comunidades sabrán si tu comunidad es 
importante o no. Generalmente cada quien defiende su propio pro-
yecto… “Este es mío y éste de acá es mío” —porque tú lo presentaste, 
registraste y movilizaste— (delegado OP Recife 2, 2008). 

Un delegado en las asambleas de PP de Recife expresó su esperan-
za de que el proceso trascendiera su función actual de hacer demandas 
políticas y sirviera más bien para empoderar a los ciudadanos a ejercer 
control sobre sus propios destinos. Sin embargo, hoy en día, los par-
ticipantes del PP en Recife —sobre todo ciudadanos con carencias 
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importantes— todavía definen sus preferencias políticas en términos 
individualistas: “No puedes pretender que la gente piense en compro-
miso social. Cuando uno habla de esto, la gente no entiende; no entien-
de que esta calle necesita ser pavimentada; ellos entienden más bien que 
una barrera caerá y los dejará sin su casa. Esto es lo que entienden” (de-
legado OP Recife 3, 2008).

Por lo tanto, mientras que la participación en el trabajo comunita-
rio condujo a los participantes a transformar sus preferencias políticas y 
a apoyar las demandas de los demás en Porto Alegre y Belo Horizonte, 
en Recife el PP se ha convertido en un espacio colectivo para la formu-
lación de demandas particularistas que pueden no estar orientadas ha-
cia el bien común.

¿Qué explica estas diferencias? Como veremos, en el caso de Recife 
las prácticas informales de cooptación y desmovilización tienden a im-
pedir que las instituciones formales cumplan con su papel como espa-
cios de aprendizaje cívico. En primer lugar, si los principales partidos 
políticos y oficiales públicos permanecen fuera del proceso en los ca-
sos exitosos, en Recife el control político sobre el proceso participativo 
es una práctica informal bien establecida. Un miembro influyente del 
equipo administrativo local a cargo del PP explicó que los delegados y 
los coordinadores del foro tienen una disposición partisana: “Los foros 
están informalmente ocupados por partidos, son utilizados para luchas 
políticas al igual que los demás espacios públicos. El PT tiene una ma-
yoría, pero los otros partidos organizan también a los líderes locales en 
los barrios donde tienen sus bases electorales y militantes”(Assesor do 
Planejamento Participativo, 2008). 

Este punto de vista es corroborado por un delegado activo en su co-
munidad en el PP desde sus etapas iniciales, quien ahora es coordinador 
regional del foro del PP: “Lo que he visto aquí en las asociaciones comu-
nitarias es una tendencia importante a afiliarse con los partidos políti-
cos. Hay una gran incidencia de afiliación política y mucha gente lo hace 
sin saber por qué” (delegado OP Recife 3, 2008). 

Sin embargo, el control político ejercido por los partidos políticos 
sobre el proceso participativo, al cooptar a los participantes, permanece 
oculto e informal, como lo explica un delegado: “La mayoría [de los de-
legados] son personas elegidas por el PT, pero esto es algo de lo que no 
se habla en los foros, porque es una institución y uno no puede hablar en 
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términos de partidos per se, pero la mayor parte del trabajo se da desde 
abajo por el PT y otros partidos como el PC do B, el partido del viceal-
calde” (delegado OP Recife 2, 2008).

Una de las principales manifestaciones de este control político es el 
uso de los delegados del PP por parte del PT con fines electorales.3 La 
movilización de muchos de los 2400 delegados al PP elegidos en sus 
comunidades a través de campañas electorales del PT es una estrategia 
que se ha utilizado en las campañas municipales de 2004 y 2008. Si bien 
los oficiales del PT condenan estas prácticas públicamente, la predomi-
nancia de prácticas informales detrás-del-escenario que dan lugar a la 
cooptación de los delegados para fines políticos, han sido corroboradas 
por las denuncias hechas por muchos exdelegados que deciden dejar de 
participar en lo que llaman un mecanismo político: “Al principio el PP 
era muy bueno porque permitía a los movimientos sociales definir qué 
querían para sus regiones. Pero el programa se perdió un poco en los úl-
timos siete años al mezclarse en la política. Al hacerlo, parece que ha adop-
tado una estructura para evitar la contienda” (exdelegada Evódia Lima, en 
entrevista con Valor Econômico, citada por Mandl, 2008).  

La prevalencia de este tipo de prácticas informales, donde las éli-
tes políticas instrumentalizan las instituciones de los PP, genera, entre 
los participantes, expectativas sobre el proceso diferentes a los objetivos 
fundamentales de los PP. En lugar de aprender que trabajar en conjunto 
para la comunidad beneficia a todos, los ciudadanos tienden a confirmar 
la creencia de que la ciudadanía democrática es consistente con la “polí-
tica de siempre” y que la participación cívica equivale a movilizarse para 
apoyar a las élites políticas.

En segundo lugar, en este caso, las prácticas informales entre los 
grupos de la sociedad civil no han contribuido a fortalecer la acción co-
lectiva estimulada por el proceso participativo formal. En parte porque 
los PP han buscado romper con la dominación tradicional de los líde-
res de las organizaciones de la sociedad civil (OSC) sobre los espacios 

3	 Si bien el uso político de las instituciones de los PP por los candidatos del PT ha sido do-
cumentada con detalle por los medios locales y en mis entrevistas con los participantes, hay 
evidencia que muestra que otros partidos políticos han utilizado también a los participan-
tes en el PP y a sus denuncias del proceso en regiones donde pueden asegurar más apoyo 
popular (Vereadora 1, 2008).
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participativos, y debido a las tensiones entre los actores de la sociedad 
civil con respecto al proceso del PP (Wampler, 2007; Montambeault, 
2009), ha habido pocos esfuerzos coordinados entre miembros de las 
OSC para llevar a cabo la movilización en la base. Puesto que la mayoría 
de los líderes de las comunidades involucrados en el proceso del PP es-
taban asociados con la coalición gobernante, las OSC que no participa-
ron denunciaron el proceso y atacaron su credibilidad. Ambas prácticas 
generan expectativas negativas sobre el PP, a partir de la convicción de 
que no se trata de un canal democrático para que los ciudadanos expre-
sen sus demandas y supervisen las decisiones del Estado, lo que refuerza 
la idea de que la “política de siempre” —cooptación y contienda— sigue 
siendo la mejor ruta de acceso a los recursos públicos.

En consecuencia, el fracaso de las experiencias de Recife para ofre-
cer oportunidades de aprendizaje cívico se explica por la prevalencia de 
prácticas informales de control político y de estructuras de movilización 
instrumentales que tienden a evitar los fines educativos de los PP. Esta 
realidad, que ocurre de manera paralela a la movilización formal de los 
PP, ha reforzado entre los participantes las nociones paternalistas, per-
sonalistas y clientelares de la política, socavando los beneficios educati-
vos de la participación y la deliberación en instituciones formales. Como 
lo explicaba una consejera del PP en una asamblea pública convocada 
por la organización Etapas en 2003:

Durante las administraciones anteriores, no entendía por qué la gente 
priorizaba como delegados ciertas calles y el trabajo no se llevaba a 
cabo. Con el tiempo me di cuenta de que no era importante ser dele-
gado, lo que se necesitaba era tener influencia política o la infraestruc-
tura nunca se construiría. Pensé que las cosas serían distintas en el 
nuevo modelo. En el papel se ve distinto, pero no lo es en la realidad. 
Desafortunadamente es todo lo que puedo decir (Maria da Penha 
dos Santos, citada por Barbosa da Silva y Silva, 2003: 33).

Esta idea tradicional de la política y de las preferencias políticas se 
refleja en la manera como los principales actores involucrados en el PP 
ven sus propios roles en el proceso, lo que contribuye a reforzar un sen-
tido de apatía hacia la comunidad. Al mismo tiempo, los políticos ven en 
el ciclo una oportunidad para movilizar seguidores, lo que contribuye a 
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su vez a una comprensión politizada del proceso participativo. La falta 
de entrenamiento para los participantes, así como la apatía y los malos 
entendidos sobre el PP entre la población, sólo contribuyen al debilita-
miento de los participantes, reforzando la concepción prevaleciente so-
bre la participación, abriendo las posibilidades para la cooptación por 
parte de los partidos políticos y perpetuando la manera tradicional de 
hacer política.

Conclusión

Las instituciones de PP son un espacio formal creado para dar voz a los 
excluidos, pero la manera en que esta voz ha contribuido a hacer de los 
ciudadanos “mejores demócratas” ha variado de un caso a otro. A pesar 
de algunas variaciones entre regiones dentro de la ciudad, la tendencia 
general en Belo Horizonte y Porto Alegre ha sido el desarrollo de una 
nueva noción sobre política y ciudadanía entre los participantes. Seg-
mentos importantes de la población han comenzado a verse a sí mismos 
como ciudadanos, trabajando con el gobierno local dentro de los canales 
de los PP en beneficio de su comunidad, y muchos buscan ahora el bien 
común a través del proceso deliberativo. En Recife se observan resultados 
opuestos, donde los intereses politizados prevalecen sobre el bien común. 
Estos descubrimientos en los tres casos brasileños muestran que si bien el 
diseño institucional influye para que las instituciones deliberativas y par-
ticipativas se conviertan en escuelas de democracia, las prácticas infor-
males también son determinantes. Como lo hemos visto en los casos de 
Porto Alegre, Belo Horizonte y Recife, las instituciones informales —y 
las prácticas asociadas con ellas— pueden contribuir u obstaculizar los 
fines de las instituciones formales al afectar el proceso y, a su vez, el tipo 
de aprendizaje y las actitudes desarrollados en su interior.

El origen de las prácticas informales que obstaculizan los procesos 
participativos formales en Recife debe estudiarse más a fondo. En in-
vestigaciones anteriores he mostrado que estas prácticas surgen de un 
contexto endógeno político y social específico, donde la competencia 
política en la ciudad es feroz y donde las opiniones de las organizacio-
nes de la sociedad civil están divididas con respecto a los PP (Montam-
beault, 2009). Dependiendo del contexto político y social, los partidos 
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políticos y las organizaciones de la sociedad civil son motivados por di-
ferentes conjuntos de incentivos en las instituciones participativas. Esto 
indica que si bien el PP crea canales institucionales para que los ciuda-
danos den voz a sus preocupaciones y sus demandas, no es una panacea. 
Su capacidad para convertirse en un espacio donde esta voz sea efecti-
vamente ejercida, para desarrollar aprendizajes en este sentido y para 
desarrollar lealtad hacia la comunidad a través del proceso, está sujeta a 
variaciones y, en algunos casos, la salida puede seguir siendo la opción 
más atractiva para los ciudadanos.
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Capítulo 6
Las posibilidades y los límites de la participación 
politizada: Consejos Comunales, coproducción 
y poder popular en la Venezuela de Chávez

Michael M. McCarthy*

Introducción1

En Venezuela, la relación causal entre la movilización de los sectores 
populares y las políticas de Hugo Chávez para organizar una revolu-
ción dirigida desde el Estado se mueve en ambos sentidos. Ésta es la 
síntesis que podemos extraer de la literatura en torno al debate sobre 
los elementos “desde arriba” y “desde abajo” que dan forma al populismo 
radical. Las aproximaciones que observan estos eventos como formas de 
movilización “desde arriba” afirman que Chávez es un autócrata popu-
lista empeñado en imponer el socialismo sin importar los bajos niveles 
de apoyo (o la naturaleza meramente instrumental de éste) entre la po-
blación. Estas interpretaciones evalúan el alto grado de la acción colec-
tiva desde un prisma olsoniano (1971). La chequera petrolera financia 
iniciativas participativas con beneficios socioeconómicos muy visibles 
para los participantes, lo que atrae formas de acción colectiva estratégica 
por parte de los actores menos privilegiados (Hawkins y Hansen, 2006; 
Penfold, 2007; Penfold y Corrales, 2006; 2011; Hawkins, 2010a). Esta 

*	 Candidato doctoral en el Departamento de Ciencias Políticas de la Johns Hopkins University. 
1	 El autor desea agradecer a Fulbright-IIE, a la Inter-American Foundation Grassroots De-

velopment Fellowship y a la Fundación Ford por financiar el trabajo de campo para esta 
investigación. Asimismo, desea agradecer a los editores de este volumen y a Sam Handlin 
y Manuel Antonio Garretón, comentaristas en las reuniones de trabajo que dieron origen 
a este libro, por sus observaciones, que ayudaron a mejorar la coherencia de este capítulo. 
Cualquier error, por supuesto, es responsabilidad del autor. Los nombres de los actores ci-
tados y los lugares donde fueron entrevistados han sido cambiados.
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participación no es voluntaria sino fraudulenta, y además propicia un 
ambiente fértil para reinventar los vínculos clientelares a través de nue-
vos lazos entre el Estado y los ciudadanos.

Los enfoques que adoptan una perspectiva “desde abajo” caracteri-
zan a Chávez como un revolucionario preocupado por la redistribución 
del poder político. Según este punto de vista, el gobierno de Chávez 
desarrolla una democracia bolivariana, un modelo que construye una 
fuerte democracia a través de una estructura del Estado-en-la-sociedad 
basado en lo que Michael Mann llama “poder infraestructural del Esta-
do” (Mann, 1988). Si bien la participación está conectada a la ventana de 
oportunidad creada por el ascenso al poder de Chávez, los actores me-
nos privilegiados son jugadores importantes en el proceso, que liberan 
una energía social hasta entonces sofocada, expandiendo la escala del 
activismo comunitario, participando de manera innovadora en las insti-
tuciones y reimaginando la ciudadanía (Ellner y Hellinger, 2003; Ellner, 
2009a; Ellner, 2009b; Smilde y Hellinger, 2011; Fernandes, 2010; Mar-
tínez et al., 2010; Cicerhelo-Maher, en prensa). 

En conjunto, esta bibliografía hace tres contribuciones: el alto nivel 
de participación es importante en sí mismo, la promoción de la partici-
pación es una política central del gobierno de Chávez, y situar la políti-
ca en el nivel micro dentro de procesos macro es el punto de partida sine 
qua non para comprender la participación de los sectores populares en 
Venezuela hoy en día.2 Ahora bien, este debate está marcado por puntos 
de desacuerdo irresolubles, como las perspectivas contrarias sobre el as-
censo de Chávez, las condiciones que han determinado su consolidación 
de poder y las presuposiciones normativas sobre qué debe considerarse 
participación significativa.

2	 La participación del sector popular se refiere a una arena y a métodos particulares de acción 
política. En Venezuela, la arena es el nivel de las organizaciones de base, como la escuela lo-
cal, los centros comunitarios o incluso el albergue del vecindario. La frase “los sectores po-
pulares” solía evocar imágenes de trabajadores de clase baja y media baja que participaban 
en acciones políticas funcionales, sobre todo a través de sindicatos. Hoy en día, de acuerdo 
con Collier y Handlin (2007), se refiere a la misma categoría de actores pero cada vez más 
a su participación directa enfocada en resolver problemas específicos. Utilizo el término 
“participación del sector social” en este último sentido: en referencia a los mecanismos uti-
lizados para procesos de autoayuda de las comunidades.
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Este capítulo busca evitar confundir el análisis empírico sobre la es-
cala de participación y las acciones que parece generar con la aprobación 
normativa de ciertas prácticas. Con este fin y siguiendo la obra de Fung 
(2006), este capítulo se concentra en una iniciativa de participación di-
recta para observar cuidadosamente quién participa, cómo los participan-
tes se comunican entre sí y toman decisiones, y qué conexiones existen 
entre la participación y la acción pública. Este marco ofrece un mejor pa-
norama del “rango de valores aproximados que los mecanismos de parti-
cipación pueden generar y los problemas que buscan resolver”, ofreciendo 
a su vez los fundamentos empíricos para evaluar tendencias más genera-
les (Fung, 2006: 66).

Los Consejos Comunales: órganos operacionales de coproducción

Este capítulo se centra en el ejemplo primordial de participación po-
pular dirigido por el Estado en la Venezuela actual, esto es, los 40 000 
Consejos Comunales existentes. De acuerdo con una revisión reciente 
de la literatura, los especialistas definen estos Consejos como formas de 
democracia en el nivel micro o, por el contrario, como espacios altamente 
susceptibles de prácticas clientelares (Goldfrank, 2011: 42). Evidente-
mente, la confusión entre el análisis empírico y la evaluación normativa 
es muy común. Necesitamos una definición de qué hacen los Consejos 
antes de hacer hipótesis sobre qué revela su operación.

Los Consejos son órganos de gobernanza comunal a nivel barrial, 
legalmente reconocidos, constituidos a través de elecciones públicas y 
situados en el seno del aparato de gobernanza del Estado. Distintos 
Consejos utilizan diversas prácticas de acción colectiva para manejar sus 
relaciones con el Estado o con otras organizaciones. Por lo tanto, resul-
ta muy difícil generalizar sobre las consecuencias democráticas de los 
más de 40 000 Consejos en el país. Lo que sí queda claro, sin embar-
go, es que los Consejos representan oportunidades efectivas o casos de 
coproducción entre el Estado y la sociedad. En este contexto, la copro-
ducción se refiere a la colaboración entre el Estado y la sociedad donde 
“los insumos utilizados para producir un bien o un servicio son contri-
bución de individuos que no pertenecen a la misma organización” (Os-
trom, 1996: 1073).
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En este sentido, para examinar los mecanismos implementados de 
participación y analizar sus efectos, podemos clasificar los Consejos 
como estudios de caso de coproducción, por un lado, entre un órgano 
de gobernanza comunal que ofrece a los residentes oportunidades de 
participación directa y, por el otro, agencias del Estado asignadas para 
ayudar a las comunidades a resolver problemas de servicios básicos. La 
frecuencia de la coproducción y la flexibilidad con que burócratas y po-
líticos administran este proceso interactivo ofrece oportunidades para 
avanzar a un ámbito político superior. Los Consejos pueden entenderse 
como un ejemplo programático de cómo una negociación en el nivel ma-
cro sobre la incorporación política se reproduce en el nivel micro. Esta 
negociación es estructurada por el chavismo, la alianza política asocia-
da con el mandato de Chávez. Por lo tanto, también está marcada por 
dimensiones partisanas. Es necesario describir los Consejos con mayor 
detalle para desarrollar su conexión con esta negociación sobre la incor-
poración política y presentar entonces el problema de investigación de 
este capítulo.

En términos organizacionales, el Consejo lo compone un equipo 
promocional de ciudadanos voluntarios y de promotores de la comuni-
dad contratados por el Estado. Después, la “asamblea de ciudadanos”, el 
foro donde la población de la comunidad se reúne, se convierte en el es-
pacio en el que el Consejo es validado como un órgano constituido de 
manera popular y legítima. Tras obtener un quórum de 20 a 30% de la 
población adulta de la comunidad, y ante la presencia de un oficial del 
Estado, la asamblea elige a un comité de diez a quince representantes 
con mandatos de dos años revocables o renovables, de donde se elige 
una unidad ejecutiva. Esta fase constitutiva requiere mucho trabajo de 
la comunidad y, cabe señalar, depende de la capacidad burocrática del 
promotor de dicha comunidad para aplicar los reglamentos y realizar 
los trámites necesarios.

En términos funcionales, el Consejo sirve como una unidad de gober-
nanza con autoridad sobre la comunidad; pero, en términos de jurispru-
dencia, no existe un acuerdo claro acerca de si los Consejos representan 
gobiernos per se. Los representantes de los Consejos son mediadores en 
todas las actividades de la comunidad sin que la gobiernen formalmente. 
En especial la unidad ejecutiva del Consejo, que puede operar en la calle 
pero no tiene una oficina pública permanente (es decir, puede funcionar 
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desde el hogar de alguien), sirve como punto de encuentro público. Se 
convierte efectivamente en el foro comunitario adonde acuden los ciuda-
danos para presentar todo tipo de asuntos —desde cartas de residencia 
hasta servicio comunitario y resolución de conflictos— concernientes a 
150 a 440 familias en las zonas urbanas, un mínimo de veinte familias 
en las zonas rurales y al menos diez familias en las poblaciones indíge-
nas (Ley de Consejos Comunales, 2006, 2009). Los Consejos operan en 
toda Venezuela como centro de la política comunal, incluidas las auto-
declaradas “repúblicas independientes” gobernadas por la oposición. 

Una vez que los Consejos están instalados y en funcionamiento, se 
registran ante el Estado y se convierten en el órgano legítimo de “auto-
gobierno”. Con este énfasis en la política comunitaria, los Consejos des-
empeñan funciones gubernamentales para la población a la que sirven. 
Algunos representantes son remunerados por los fondos generales del 
Consejo mientras que otros son voluntarios. Esto sugiere una interro-
gante: ¿de dónde proviene el dinero?

El mandato de los Consejos para hacer peticiones formales al Estado, 
en conjunto con su estatus legal como organizaciones que pueden reci-
bir fondos para financiar proyectos comunitarios, es la joya de la corona. 
Su papel activo como administradores e implementadores de proyectos 
que participan en la gestión de fuentes de recursos los convierte en ór-
ganos valiosos de gobernanza comunitaria. Esto también apunta hacia 
su importancia dentro del aparato estatal, donde un Consejo depende 
de los canales presupuestales y de las prioridades del Estado. Los Con-
sejos pueden recaudar fondos a través de fuentes privadas. Sin embar-
go, puesto que carecen de poderes fiscales y forman parte del complejo 
gubernamental general, poseen debilidades para financiarse a sí mismos. 
Es evidente, por lo tanto, que los oficiales estatales que trabajan como 
promotores comunitarios, como enlaces de proyecto, asesores técnicos o 
donantes, se sitúan como mediadores entre las fases constitutiva y ope-
racional de los Consejos.3

De acuerdo con estadísticas del gobierno, de los 35 000 Consejos 
Comunales que existían en el país en 2010, aproximadamente un tercio 
había administrado en el pasado o administraba en ese momento fon-

3	 La distinción entre las funciones de los Consejos en relación con el Estado y con la comu-
nidad está inspirada en Houtzager y Acharya (2011).
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dos para los proyectos de desarrollo comunitarios: instalando escaleras 
en una acera inclinada, pavimentando una calle, reparando los sistemas 
de agua y drenaje, arreglando o modernizando viviendas o construyendo 
centros comunitarios (A. Moreno, director de la Oficina de Atención a las 
Organizaciones del Poder Popular, Ministerio de lasComunas y la Pro-
tección Social, comunicación personal, 18 de agosto de 2010). El núme-
ro de proyectos es significativo, aunque la calidad puede ser deficiente. 
No queda claro si la implementación comunitaria de los proyectos es 
efectiva en términos económicos, ni sabemos a ciencia cierta qué hacen 
los otros Consejos.4

Asimismo, la administración de los Consejos por parte del Estado, 
que encabeza un ministerio del gobierno central, exhibe importantes li-
mitaciones en cuanto a la democratización de la administración pública. 
El ministerio no procesa de manera sistemática la información sobre los 
presupuestos de los Consejos —presuntamente existe el plan de realizar 
un censo por parte del ministerio—, ni explica de manera transparente 
las bases para financiar proyectos solicitados por las comunidades y pro-
veer distintos grados de apoyo técnico. El ministerio tampoco facilita un 
proceso de deliberación por medio del cual los Consejos puedan organi-
zar asambleas públicas y presentar ante residentes y oficiales del Estado 
la viabilidad e importancia de sus propuestas.5

Los Consejos, por lo tanto, no son movimientos sociales, asociacio-
nes de la sociedad civil o asociaciones vecinales similares a las comuni-
dades cristianas de base. Tampoco son semejantes a los presupuestos 
participativos, procesos descritos en el capítulo 5 de este volumen, que 
pueden abrir espacios de cambio político en la rendición de cuentas a 
nivel municipal (Cornwall y Coehlo, 2007). Dicho llanamente, los Con-
sejos son órganos de gobernanza comunitaria constituidos a través de 
elecciones públicas y situados dentro del aparato gubernamental del 

4	 Hasta ahora, los rumores sobre la posibilidad de que los Consejos Comunales sustituyan al 
sistema municipal permanecen sin fundamento; sin embargo, la desaparición de juntas re-
presentativas a nivel local, como la Junta Parroquial, no despeja los temores en este sentido.

5	 Algunas municipalidades, sin embargo, promueven este tipo de asambleas abiertas a través 
de juntas de planeación pública reguladas por la Ley del Consejo Local de Planificación y 
Participación, promulgada en 2002, más tarde convertida en un mecanismo insignificante 
y recientemente actualizada (2010) durante la promulgación de un nuevo paquete de leyes 
de poder popular.
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Estado. Pueden, entonces, estimular la toma de decisiones colectiva y 
democrática, lo que algunos llaman “democratización conducida por la 
gobernanza” (Warren, 2009), o pueden ser cooptados desde arriba para 
socavar la toma de decisiones colectiva (Selznick, 1984). El punto que 
debe destacarse aquí es que los resultados varían de un caso a otro en 
cuanto a la interacción entre el Estado y la sociedad. Para recapitular, 
tenemos un problema de investigación sobre la función práctica de los 
Consejos como mecanismos de coproducción, concebida como la co-
laboración entre el Estado y la sociedad civil donde “los insumos para 
producir un bien o servicio son contribución de individuos que no per-
tenecen a la misma organización”, y sobre el papel de la negociación con 
respecto a la incorporación política que opera detrás de esta iniciativa 
(Ostrom, 1996: 1073).6

Las negociaciones de los Consejos

Este capítulo se concentra en una cuestión práctica sobre las actividades 
de los Consejos en relación con el Estado, ubicando este tipo de partici-
pación en el intersticio entre el Estado y la sociedad: ¿por qué un órgano 
de gobernanza comunitaria que, por un lado, requiere niveles considera-
bles de participación ciudadana y, por otro, carga con problemas de diseño 
institucional para estimular la democratización a nivel local o municipal, 
ha funcionado lo suficientemente bien para sobrevivir y expandir sus ope-
raciones como una forma valiosa de participación? En otras palabras, 
¿por qué, a pesar de los esfuerzos que requiere conformar un Consejo y 
de las fallas de la administración pública de esta iniciativa, los Consejos Co-
munales han ganado importancia?

Mi diagnóstico descriptivo de las fases constitutiva y operacional de 
los Consejos Comunales ilumina dos cualidades generales de los con-
sejos: su uso práctico como mecanismos para resolver problemas y los 

6	 Para Ostrom, el principal factor que diferencia a las organizaciones es el lugar que ocupan 
dentro de las categorías de Estado y sociedad. Por lo tanto, no es claro si ella consideraría 
la colaboración de dos organizaciones de la sociedad civil —por ejemplo, una organización 
religiosa caritativa y una asociación vecinal— como una forma de coproducción. Aún así, el 
argumento más general es válido (Ostrom, 1996: 1073).
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puntos de entrada que ofrecen para que los actores obtengan un cierto 
sentido de reconocimiento político al dejar su marca en el proceso de go-
bernanza pública. Con respecto a este segundo punto, los Consejos Co-
munales pueden presentarse como una forma de incorporación política. 
Estas cualidades nos ayudan a responder a la pregunta sobre por qué di-
cha iniciativa ha crecido cuantitativamente —el consejo como una he-
rramienta útil de autoayuda— e iluminar su atractivo cualitativo —los 
consejos como vehículos de reconocimiento político que da lugar a la 
incorporación política—. Sin embargo, existe una conexión importante 
entre estos dos atributos y es ahí donde radica la clave de dicha interro-
gante. Los consejos, a través de sus interacciones con otros niveles de 
gobierno, no hacen que los actores sociales obtengan un acceso equita-
tivo a las dispensaciones ofrecidas en las negociaciones sobre la incor-
poración política. Es cierto que los actores opuestos a Chávez pueden 
obtener cierto sentido de eficacia a partir de su participación en el consejo, 
en tanto pueden disfrutar la acción colectiva contenciosa o al apropiarse 
de una iniciativa chavista para sus propios fines. Sin embargo, es mucho 
menos probable que su agencia sea reconocida por los oficiales chavistas 
que operan en el gobierno central, quienes además tienen pocos incenti-
vos para otorgarles las dos dispensaciones especiales de la iniciativa: dis-
crecionalidad en la administración de fondos y control sobre el manejo 
de los proyectos.

El argumento presentado en este capítulo —que los consejos son 
casos de coproducción entre el Estado y la sociedad cuya práctica da lu-
gar a una negociación semiabierta en torno a la incorporación política— es 
una generalización plausible basada en trabajo de campo realizado en la 
ciudad capital de Caracas, a lo largo de tres periodos: agosto de 2007, 
agosto de 2008 a diciembre de 2009, y agosto de 2010. Estudios de 
caso sobre proyectos de acceso al agua realizados por Consejos Comu-
nales, análisis de documentos, entrevistas semiestructuradas con acti-
vistas de los Consejos, entrevistas formales con oficiales del gobierno y 
observaciones participantes en las diferentes modalidades de los Con-
sejos Comunales (en su relación con la comunidad y en su relación con 
el Estado) en tres municipalidades diferentes de Caracas constituyen 
los datos de la investigación. A través de mi definición de los consejos 
como casos de coproducción y reconstrucción de la negociación sobre 
incorporación política, sugiero una nueva manera de pensar las catego-
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rías utilizadas usualmente para clasificar y evaluar el significado de la 
participación a partir de su implementación en la práctica.

Objetivos y marco analítico

En la primera sección desarrollo un marco analítico que sitúa en el con-
texto histórico reciente mi interpretación de los consejos como órganos 
de gobernanza comunal que ofrecen oportunidades de coproducción. 
La segunda sección prepara el terreno para una discusión de las expe-
riencias prácticas de los consejos al analizar, primero, cómo la transi-
ción hacia este modelo de organización comunitaria afectó la ecología 
organizacional. Después ofrezco una descripción general de cómo se 
constituye un consejo y su operación como órgano de gobernanza lo-
cal en coproducción con el Estado. La descripción se vuelve más deta-
llada a través de algunos ejemplos de cómo un consejo puede utilizarse 
como herramienta para resolver problemas y cómo las negociaciones so-
bre la administración de los proyectos pueden ofrecer a los ciudadanos 
oportunidades de reconocimiento e incorporación políticos. Presento 
además una breve descripción de una consecuencia involuntaria de la 
coproducción: las redes de gobernanza entre burócratas y ciudadanos. 
Para concluir esta sección ofrezco una discusión sobre las formas explí-
citas e implícitas en que la afiliación a partidos políticos afecta la interac-
ción entre el Estado y los consejos y hago algunas especulaciones sobre 
cómo puede manifestarse este punto en el futuro.

Orígenes y contexto de la participación popular bajo Chávez

Entre 1958 y 1973, el modelo venezolano del “Punto Fijo” era amplia-
mente visto como una forma legítima de democracia basada en el con-
senso (Martz, 1966; Levine, 1973). Posteriormente, entre 1974 y 
1998, comenzó a verse como una “partidocracia”, un gobierno de par-
tidos y para los partidos (Coppedge, 1994). En cuanto a la acción po-
lítica, la participación era estrictamente representativa (Molina, 2004), 
puesto que el sistema recurría a la participación indirecta a través de los 
partidos: el socialdemócrata Acción Democrática y el demócrata cristia-
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no Copei.  Hasta 1989, por ejemplo, los partidos nombraban a los al-
caldes y a los gobernadores. Además, la estructura jerárquica interna 
de ambos partidos y su capacidad para bloquear la contienda desde el 
Estado daban a las élites de los partidos atribuciones discrecionales sig-
nificativas para determinar la agenda de políticas públicas (Coppedge, 
1994; Crisp, 2000). 

Al mismo tiempo, el modelo basado en el petróleo comenzó a fa-
llar. El plan para construir “La Gran Venezuela” durante los años se-
tenta con los precios al alza del petróleo enfrentó una caída súbita, 
marcada primero por el “Viernes Negro” del 18 de febrero de 1983, con 
la devaluación de la moneda y segundo por el Caracazo, los saqueos y la 
represión estadal contra ellos durarte un ajuste económico neoliberal. 
La crisis económica transformó de manera dramática el panorama so-
cial. Para 1999, el producto interno bruto (PIB) per cápita había caído 
a niveles de 1962, el poder adquisitivo de un salario promedio era 33% 
de lo que había sido en 1978 y la pobreza alcanzaba casi 70% (Palma y 
Kelly, 2004). La expectativa de movilidad social que había atraído a la 
inmigración europea durante los años sesenta y setenta dio lugar a un 
creciente resentimiento social y a la politización de las clases sociales 
(Ellner y Hellinger, 2003). 

Con un sentimiento generalizado de “expulsar a los vividores del go-
bierno”, la campaña presidencial de Hugo Chávez en 1998, como outsi-
der político que prometía “salvar a la patria”—una misión revolucionaria 
de rescate de la patria del neoliberalismo—, resonó ampliamente. El 
plan para “salvar a la patria” comenzó con la creación de una asamblea 
constituyente elegida popularmente para reescribir la Constitución. La 
nueva Constitución de 1999 creó una presidencia más fuerte, así como 
mecanismos para reubicar el debate sobre algunas políticas públicas 
en el nivel local, una tendencia que la reforma del Estado había echa-
do a andar en los años ochenta (López Maya y Gómez, 1990; Buxton, 
2001). Por ejemplo, el énfasis de la Constitución de 1999 en la “corres-
ponsabilidad” entre los actores sociales y estatales surge de un esfuerzo 
consciente de prevenir el resurgimiento de una burocracia esclerótica 
desconectada de la gente común como había sucedido, según sus críti-
cos, con el sistema de Punto Fijo.

Con este fin, la Constitución destaca la creación de vínculos entre el 
Estado y la sociedad civil como oportunidades para que los grupos socia-
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les exijan la rendición de cuentas de la burocracia ante la opinión pública 
(artículo 326). Según se utiliza en la Constitución, la “corresponsabilidad” 
se refiere a una noción particular de democracia participativa: llama a 
la sociedad a desempeñar un papel “protagónico” como participante en 
los asuntos públicos, desde las elecciones, las peticiones, los referendos 
revocatorios y las consultas públicas (artículo 70) hasta la ejecución de 
proyectos de seguridad social en ámbitos descentralizados de gobierno, 
donde la provisión de servicios puede transferirse a grupos organizados 
(“el pueblo organizado”) de la sociedad (artículo 184). Los consejos, que 
aparecieron como una posible forma organizacional por primera vez en 
una ley de planeación de 2002 (Ley de Consejos Locales de Planificación 
Pública, 2002) y luego fueron creados por estatuto en abril de 2006 (Ley 
de Consejos Comunales, 2006), son ahora una forma legítima de “pueblo 
organizado” reconocidos como colaboradores del gobierno para copro-
ducir proyectos de bienestar social.

Es interesante mencionar que estos nuevos principios constitucio-
nales resuenan con viejas formas de relaciones entre el Estado y la so-
ciedad. Antes de que los partidos se convirtieran en vehículos para la 
incorporación del sector popular en el sistema político, el sistema de 
bienestar del Estado servía como medio para la incorporación social. 
Coronil describe al Estado venezolano como la personificación colectiva 
de la nación que, al incorporar a los ciudadanos en el sistema de bienestar 
basado en el petróleo, se duplica como un punto societal fundamental de 
democratización (Coronil, 1997). Por lo tanto, el sector público vene-
zolano, que según Karl es el más grande después de Cuba (Karl, 1997), 
siempre ha sido un punto de referencia de las demandas de los actores, 
mientras que la incorporación ha representado en la práctica un proceso 
de democratización.

La estructuración histórica de la dependencia de la sociedad civil 
frente al Estado sugiere dos puntos. Primero, en el contexto de un paisaje 
organizacional con partidos debilitados, era lógico que Chávez motivara 
la participación del sector popular en los asuntos públicos y que utiliza-
ra al Estado para promover esta iniciativa. En otras palabras, los partidos 
—no el sistema de incorporación política a través del Estado, un fenó-
meno estructural enraizado en la cultura rentista asociada con las carac-
terísticas de petro-Estado de Venezuela (Karl, 1997)—, representaron 
el problema que debía resolverse durante la democracia del Punto Fijo.
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Segundo, el enfoque del “Estado-en-la-sociedad” (Migdal, 1994), 
al rechazar una distinción rígida entre el Estado y la sociedad, es útil 
para ganar poder analítico sobre las características de los consejos 
como órganos de gobernanza comunitaria. Este marco altera nuestras 
presuposiciones sobre qué propósitos persigue la participación. Nos 
ayuda a abrir la caja negra de las relaciones Estado-sociedad para obser-
var las dinámicas operacionales que tienen lugar entre actores públicos 
y privados involucrados en los procesos interactivos, así como a modelar 
esas dinámicas como un factor intrínseco a los consejos que, a pesar de 
ello, influyen en sus procesos y en sus resultados. En este sentido, el en-
foque del Estado-en-la-sociedad no conceptualiza la resistencia y la do-
minación como opciones funcionalmente inútiles o irrelevantes. Hace 
comprensible la “voz” que se expresa de distintas maneras, incluida la 
voz como lealtad (Hirschman, 1970), y destaca los elementos de la par-
ticipación que efectivamente ocurren en la práctica, a veces de manera 
involuntaria, por medio de la colaboración entre el Estado y la sociedad 
dentro de los Consejos Comunales.

Asimismo, el marco del Estado-en-la-sociedad insiste en análisis 
realistas. Los Consejos, al mediar con niveles más altos de gobierno, 
forman parte de una estructura del Estado-en-la-sociedad que Chávez 
intenta construir como parte integrante de su revolución. Si la partici-
pación en el nivel micro da lugar inevitablemente a procesos en el nivel 
macro, es necesario reflexionar cuidadosamente sobre las implicaciones 
de los Consejos Comunales en un régimen de gobierno que difícilmen-
te controlan.7 Por ejemplo, un proyecto de un Consejo Comunal puede 
tener un impacto concreto al mejorar las condiciones materiales de los 
servicios locales y un impacto simbólico al alterar la percepción de sí 
mismos de los participantes como agentes políticos reconocidos. Recha-
zar la participación en un consejo puede ser visto como un esfuerzo in-
tencional de expresar oposición contra Chávez. En síntesis, no podemos 
negar que los consejos están cargados de significados políticos.

7	 Este enfoque tiene una gran afinidad con la metodología fundamentada en la práctica para 
analizar la socialización política que se da en los puntos de encuentro entre el Estado y la 
sociedad. Para un uso espléndido de esta metodología véase “From the Client’s Point(s) of 
View. How do Poor People Perceive and Evaluate Political Clientelism” (Auyero, 1999).
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Transformando el paisaje: la transición 
y la consolidación del modelo de Consejos Comunales

Cuando el gobierno de Chávez inició esfuerzos masivos para organizar 
a la sociedad bajo la plataforma del poder popular en 2006, esta estrate-
gia de movilización, presentada como el quinto motor de la Revolución 
bolivariana, ganó coherencia programática a través de la promoción si-
multánea de los Consejos Comunales. Establecer este tipo de coheren-
cia dentro del paisaje organizacional generó algunos costos y algunas 
oportunidades. El gobierno central estimuló la integración de distintas 
organizaciones de base con fines específicos —agua, tierras, salud, co-
mités culturales— bajo el manto de los Consejos. Asimismo, al hacer de 
los Consejos la estructura para las organizaciones de base creó distintos 
grados de fricción entre los diferentes grupos. 

El estudio de Sujatha Fernandes de 2010 sobre movimientos socia-
les urbanos con largas trayectorias y tendencias anarquistas, que se defi-
nen también como chavistas “bolivarianos”, muestra de manera implícita 
cómo los vínculos partisanos disminuyen los efectos de los desacuerdos 
programáticos. Cuando estos movimientos están insatisfechos con la po-
lítica del gobierno por no ser lo suficientemente radical, en vez de re-
tirar su apoyo a Chávez, arman un escándalo para atraer la atención y 
ganar poder dentro del chavismo. Su militancia radical como chavistas 
los ayuda a recibir financiamiento del Estado y a rechazar intentos por 
parte del gobierno de mediar o regular sus organizaciones. Puesto que 
los Consejos Comunales son organizaciones territoriales, un miembro 
de un movimiento social bolivariano “autónomo” también puede ser un 
participante activo en su Consejo sin que ese hecho implique un costo al 
movimiento (Fernandes, 2010: 248-249).

Por el contrario, la transición hacia los Consejos Comunales tuvo 
mayores consecuencias sobre los grupos de base que dependían del Es-
tado pero no habían cultivado un estatus político dentro del chavis-
mo. El casi colapso de El Consorcio de Catuche y la Asociación Civil 
Ojo de Agua son ejemplos ilustrativos del deslave de grupo de base 
en el ámbito caraqueño.8 Ambos movimientos de barrios informales 

8	 Sobre el caso de Catuche, ubicado en la parroquia de la Pastora, Municipio Libertador, 
véase Barreto (2009). La información sobre la Asociación Civil Ojo deAgua, que está ubi-
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de Caracas cumplieron con las condiciones para establecer relaciones 
colaborativas con el gobierno de Chávez registrándose como asocia-
ciones de la sociedad civil; sin embargo, descubrieron que tenían que 
formar Consejos para poder continuar con esas relaciones.9 El gobier-
no no fue particularmente flexible ante la decisión de estos grupos de 
mantenerse como asociaciones. Por su parte, los líderes defendieron su 
posición, argumentando que la reorganización no es un proceso de ca-
maleones. Señalaron que estas organizaciones habían sido diseñadas 
específicamente a partir de preocupaciones vecinales particulares, que 
los Consejos, con sus estrechos límites territoriales, no podían resolver 
con eficiencia.10

Desde el punto de vista del poder del Estado, su principal influencia 
es inducir a los actores a participar en los Consejos en lugar de hacerlo 
en otras organizaciones de base, como es el caso de las asociaciones veci-
nales. La consolidación de los Consejos Comunales como único modelo 
legítimo divide la vida asociativa en asociaciones privadas no guberna-
mentales, las cuales enfrentan presión por parte del gobierno con res-
pecto a fuentes de financiamiento, y órganos públicos sancionados 
por el Estado. Esto hace posible la interpretación de que, intencional 
o involuntariamente, se está generando un isomorfismo organizacional 
(Dimaggio y Powell, 1983). A su vez, la proliferación de estas organi-
zaciones legitima la plataforma de gobierno de Chávez. Sin embargo, 
al observar directamente la interacción entre burócratas y líderes de los 
Consejos Comunales uno obtiene una impresión diferente a la que su-
giere la retórica revolucionaria.

cado en los barrios de la carretera vieja Caracas-La Guaira,y manejaba el Proyecto Integral 
de Desarrollo Endógeno, se obtuvo a través de observaciones participantes y entrevistas 
con el autor.

9	 Esta tendencia coincide con el récord del chavismo que intenta mediar entre asociaciones 
secundarias y sectores sindicales y corporativos. Si esa intervención falla al momento de 
transformar la manera de operar de la organización, el gobierno de Chávez promueve or-
ganizaciones paralelas más alineadas con su plataforma política, tanto en forma como en 
contenido (Salamanca, 2004).

10	 El término “sociedad civil” prácticamente ha desaparecido del discurso político en Vene-
zuela. Después de que la oposición se apropió del término para presentar su oposición al 
gobierno de Chávez como la lucha de una sociedad democrática contra un régimen autori-
tario, se convirtió en un término cargado de significados específicos que se entendía como 
un código para hablar de la oposición privada al gobierno.
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La organización y la operación de los Consejos Comunales

Organizar y hacer operativo un Consejo Comunal no es tarea fácil. 
Con un altavoz, el líder del Consejo debe reunir a los vecinos durante 
los fines de semana y seguir las directrices oficiales mientras completa 
un censo de la comunidad. Armar un Consejo Comunal es un pro-
ceso de muchas etapas que requiere al menos tres habilidades: lide-
razgo, paciencia y competencia administrativa. Puede tomar un año 
entero completar el censo de la comunidad y el mapa de infraestructu-
ra, llevar a cabo asambleas de ciudadanos con una asistencia suficien-
te, programar talleres para que los participantes aprendan las reglas, 
realizar elecciones y desarrollar un diagnóstico de las necesidades de la 
comunidad, sin mencionar el papeleo necesario para establecer el ban-
co comunal. El compromiso constante de los residentes, sobre todo 
del equipo promocional que dirige los esfuerzos, debe encontrar en el 
Estado capacidad burocrática en el ministerio y un promotor comuni-
tario que no genere divisiones. Los promotores comunitarios son em-
pleados del Estado que orientan a los ciudadanos a través de la logística 
y reglamentos en el proceso de constitución del consejo. Los indivi-
duos con personalidades más propensas a la política entre los oficia-
les de participación comunitaria suelen hacer propaganda durante los 
talleres, haciendo notar cuáles líderes políticos hicieron posible esta 
oportunidad.

Una vez que los comités ejecutivo y temático están conformados, el 
Consejo necesita ser reconocido por una agencia estatal, Fundacomunal 
(Fundación para la Comunidad y Promoción del Poder Comunal), para 
ser oficialmente registrado. Fundacomunal es la única agencia con au-
toridad para reconocer Consejos Comunales.11 Algunas acusaciones de 
que Fundacomunal retrasa el trámite de consejos de oposición o no cha-
vistas han resonado en la prensa porque existe la percepción de que los 

11	 Tanto administraciones electas popularmente como oficinas de gobierno recurren a pro-
motores de la participación comunitaria que conocen el proceso de constitución de Con-
sejos Comunales. Por lo tanto, un promotor de participación comunitaria puede ayudar a 
una comunidad en el proceso de formar un consejo, aunque ése no sea su mandato específi-
co. Las únicas oficinas dedicadas específicamente a formar y a registrar Consejos Comuna-
les son aquellas pertenecientes al Ministerio para las Comunas y la Protección Social, antes 
llamada (hasta 2008) Ministerio de Participación y Protección Social.
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oficiales del Estado practican la discriminación política. Estos reportes 
son difíciles de confirmar debido a la opacidad general con que funciona 
Fundacomunal, aunque las obvias afiliaciones partisanas de los directo-
res de la agencia no contradicen estas sospechas. 

Una vez aprobada la elegibilidad y otorgado el registro por parte de 
la agencia, los Consejos firman un documento notariado con el Estado. 
Ya registrados, los Consejos reciben un sello para notarizar sus propios 
documentos (por ejemplo, para completar cartas de residencia), lo que 
quiere decir que pueden dar estatus oficial a sus asuntos. La siguiente 
tarea es designar un proyecto, obtener aprobación de su factibilidad y 
solicitar asistencia de los burócratas para completar la propuesta. Estas 
propuestas deben presentarse a Fundacomunal, aunque esto también 
se puede cumplir en otras agencias públicas que, por distintas razones, 
tienen interés en financiar proyectos de desarrollo en las comunidades 
—algunas para mostrar su compromiso con la idea de poder popular 
de Chávez, otras para mostrar que el interés por las comunidades no 
es exclusivamente chavista—. Por lo tanto, si los Consejos Comunales 
completan el difícil registro ante Fundacomunal, entran en un sistema 
policéntrico de gobernanza: si un proyecto es rechazado por la munici-
palidad, entonces sus autores pueden hacer lobby ante otros actores po-
líticos electos (gobernadores de los estados) o burocráticos (oficinas de 
asuntos comunales de los ministerios) en busca de financiamiento.

En ocasiones, los proyectos son canalizados directamente a una 
agencia estatal específica o pasan por una oficina intermediaria que ayu-
da al Consejo Comunal a diseñar la propuesta. Los proyectos no siem-
pre son aprobados o rechazados con transparencia. Los criterios para 
aprobar o rechazar un proyecto no son del todo claros —una queja ex-
presada con frecuencia—, mientras que el Estado puede influir en el pro-
ceso de acuerdo con la existencia de fondos disponibles etiquetados para 
proyectos específicos. Por ejemplo, un Consejo puede ser notificado de 
que existe una partida presupuestal disponible si la comunidad tie-
ne un proyecto listo para iniciar la construcción, es decir, si el Consejo 
presenta una propuesta que el gobierno desea financiar. Esto produce 
reacciones mezcladas en la comunidad donde, dependiendo del nivel de 
necesidad, la reacción puede ser positiva (“necesitamos todo, así que, por 
supuesto, aceptamos”) o negativa (“realmente necesitamos resolver este 
problema, por qué nos hacen perder el tiempo en otra cosa”).
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Los Consejos Comunales como herramienta 
para resolver problemas

Una vez que un proyecto es aprobado, el siguiente paso es recibir la 
transferencia de fondos en el banco comunal del Consejo, una cuenta 
de cheques abierta en un banco del Estado.12 Una vez que el dinero está 
disponible, el Consejo puede comenzar a operar como una oficina de 
gobierno, convocando concursos para obtener licitaciones, eligiendo y 
contratando compañías que harán el trabajo y reclutando cuadrillas de 
trabajadores. Sin embargo, es importante recordar que las comunidades 
que viven en la sombra de la economía formal quizá nunca han estado 
involucradas en procesos semejantes de toma de decisiones y están acos-
tumbradas a hacer ciertas cosas (construir sus propias casas, sistemas 
de drenaje y electricidad, etc.) a su manera. Puesto que para poder so-
brevivir han tenido que aprender a hacerlo sin la ayuda del Estado, estas 
comunidades están acostumbradas a controlar sus propios proyectos y 
no a recibirlos como agentes pasivos.

Una vez que el proceso ha alcanzado su etapa final de ejecución del 
proyecto y el Consejo Comunal está a cargo, éste comienza a operar 
como una oficina de gobierno. Puede haber ingenieros del Estado que 
ofrezcan asistencia técnica, pero con frecuencia la comunidad hace sus 
propios cálculos y enfrenta las consecuencias. Cuando el Consejo ma-
neja directamente el proceso de implementación del proyecto, hay poco 
que el gobierno pueda hacer en términos de supervisión y regulación 
porque muchas decisiones pequeñas son tomadas de manera autónoma 
por el Consejo. Si bien hay un comité de rendición de cuentas dentro 
de la estructura del Consejo y los Consejos administran los contratos 
dentro de las directrices de financiamientos, los incentivos para captu-
rar rentas son muy altos. En algunos contratos se han otorgado antici-
pos de 50% y son comunes las historias sobre el uso incorrecto de ese 
dinero durante el primer año de la iniciativa. Para 2010, sin embargo, los 
enlaces del gobierno con los Consejos comenzaron a difundir el rumor, 
también reportado en la prensa, acerca de que el Estado perseguiría a los 

12	 La reforma de 2010 a la Ley de Consejos Comunales eliminó la figura del banco comunal 
en un esfuerzo por cambiar la percepción pública sobre las funciones de financiamiento de 
los Consejos, y ahora se le conoce como Unidad Administrativa y Financiera.
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Consejos Comunales corruptos (A. Moreno, comunicación con el autor, 
18 de agosto de 2010). 

Algunos diputados chavistas han admitido que albergan preocupa-
ciones sobre la “probidad” de algunos Consejos Comunales (El Univer-
sal, 7 de mayo de 2011), y de acuerdo con reportajes en los medios, tanto 
privados como públicos, existen 1500 casos de corrupción que están 
siendo investigados (El Universal, 7 de mayo de 2011; Aporrea.org, 27 
de abril de 2011).13 Incluso si todos estos casos fueran perseguidos a tra-
vés de procesos legales rápidos y justos, la penetración entre las agencias 
que otorgan el financiamiento y la distribución de esos recursos puede 
obstaculizar cualquier esfuerzo de regular seriamente este problema. La 
naturaleza confusa de la relación entre la captura de rentas, las operacio-
nes de los Consejos Comunales y la capacidad del gobierno para con-
trolar lo que se ha convertido en un proceso bizantino de elaboración 
de presupuestos, aparece claramente retratada en la siguiente conversa-
ción que sostuve con el líder de un Consejo Comunal mientras construían 
una nueva tubería de agua potable:

“La gente de Safonaac (una agencia del Ministerio del Poder Popular 
para las Comunas y la Protección Social) viene hoy a visitar la co-
munidad”, dijo Asdrúbal, mientras leía en su teléfono. “¿Por qué?” 
Pregunté. “Ellos [el Estado] dieron sin querer al Consejo Comunal 
dos sumas de dinero distintas para el mismo proyecto: construir una 
tubería que nos conectará con el sistema de aguas”, explicó.  Pregunté 
con curiosidad: “¿Será esto un problema?” Sin inmutarse, continuó: 
“No. Como comunidad tenemos otras necesidades; queremos cons-
truir un módulo de policía, que en realidad era nuestra prioridad de 

13	 Un caso de corrupción ha sido públicamente perseguido por el fiscal general del es-
tado de Mérida. Después de ser publicado en la página web del fiscal general (<http://
www.ministeriopublico.gob.ve/web/guest/principal?p_p_id=101_instance_czf9&p_p_
lifecycle=0&p_p_state=maximized&p_p_mode=view&p_p_col_id=column-3&p_p_
col_pos=1&p_p_col_count=2&_101_instance_czf9_struts_action=%2Fasset_
publisher%2Fview_content&_101_instance_czf9_urlTitle=condena-para-representante-
de-consejo-comunal-por-corrupcion&_101_instance_czf9_type=content&redirect=%2F
web%2Fguest%2Fprincipal>, consultado el 22 de marzo de 2012), el seguimiento del caso 
circuló sobre todo en los medios privados, pero no fue publicado de nuevo en los medios del 
Estado, ni en la Agencia Venezolana de Noticias,ni en diarios afines al gobierno.  La corrup-
ción puede polarizar fácilmente a la esfera pública y el gobierno está muy consciente de ello.
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acuerdo con la asamblea de ciudadanos. Mientras administremos y 
ejecutemos el segundo proyecto nosotros mismos de tal manera que 
la comunidad se beneficie, todo estará bien. Ellos entenderán.”

La Calle 8, Nuevo León, Caracas, septiembre de 2009.

Durante la conversación entre Asdrúbal y los representantes de 
Safonaac —que llevaban chalecos con el eslogan “El pueblo rinde cuen-
tas al pueblo”— no hubo el menor reclamo o llamada de atención. En 
los tres meses que di seguimiento al caso, no existió ningún intento de 
parte del Estado de renegociar o pedir que se devolviera el dinero.

Ésta es la esencia de las dispensaciones especiales que hacen de los 
consejos herramientas para resolver problemas. Los líderes de los Con-
sejos Comunales tienen el privilegio de administrar fondos públicos con 
poco monitoreo de parte del Estado. Puesto que el Estado reconoce la 
importancia de facilitar el control local, en ocasiones los líderes de los 
Consejos pueden utilizar estos órganos para sus propios fines, trans-
formando lo que parece ser la próxima gran herramienta ideológica de 
poder estatal en un mecanismo pragmático para resolver problemas. In-
sistiendo en este punto: es en la última etapa de ejecución de proyectos 
cuando el Consejo Comunal puede, en términos prácticos, hacer lo que 
le plazca, donde la comunidad percibe ese sentido de control sobre sus 
propios asuntos y ejerce perversa pero efectivamente el poder popular.

Coproducción y cumplimiento: reconocimiento 
como incorporación política

Una crítica importante a la coproducción como forma de autoayuda es 
que se trata de un truco de incorporación política. Después de todo, si el 
Estado es el medio clásico de incorporación política en Venezuela, ¿qué 
representa la autoayuda? El riesgo de que los funcionarios que imple-
mentan la coproducción transfieran responsabilidades a una ciudadanía 
poco capacitada es real, como es evidente en la inadecuada calidad de 
muchos proyectos públicos desarrollados por los Consejos. Sin embargo, 
la diferencia radica en los detalles de cómo la coproducción es tomada de la 
plataforma de poder popular e interpretada por los Consejos Comunales 
de las zonas marginadas.
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El gobierno ha combinado la movilización comunitaria promovida 
por el Estado con una noción de soberanía popular como autogobierno 
para afirmar que el ejercicio del poder popular requiere que “el pueblo” 
asuma algunos de los derechos y las responsabilidades de los gobernan-
tes. A su vez, la coproducción es intencionalmente manejada para hacer 
que las relaciones Estado-sociedad adquieran una imagen de empresa 
colaborativa sensible a las normas locales de desarrollo de las comuni-
dades. La coproducción como el despliegue de las oficinas estatales para 
vincular al gobierno con las organizaciones comunitarias y luego dar a 
los participantes el control sobre la ejecución del proyecto es una dis-
pensación especial de la incorporación política para hacer más atractivo 
el poder popular.

En Santa Lucía, un barrio ubicado en los valles de Baruta, una mu-
nicipalidad de clase media en Caracas, el Comité de Aguas que se ha 
convertido en un consejo comunal solicitó a la oficina de servicios pú-
blicos que se hiciera cargo de conseguir y contratar a los trabajadores 
para un proyecto. Su queja era que los funcionarios del gobierno tenían 
tratos con contratistas que inflaban los costos y contrataban a trabaja-
dores que eran groseros con los residentes. Además, si la cuadrilla de 
trabajadores era de Santa Lucía, trabajaría con más empeño que los 
obreros contratados, pediría salarios más bajos (sin costos de trans-
portación) e inspiraría un espíritu positivo en la comunidad —por 
ejemplo, usualmente alguien en el barrio prepara la comida o café y la 
cuadrilla toma un descanso y come ahí mismo—. Los participantes del 
Consejo querían desarrollar un servicio comunitario “de casa” financia-
do por el Estado.14 Por supuesto, el Estado tiene interés en nutrir esta 
percepción entre la opinión pública puesto que le da una imagen de ser 
útil sin ser entrometido.

El punto principal detrás del argumento sobre la eficiencia econó-
mica es que no es fácil para el Estado central tener acceso a las comuni-
dades que el sistema político ha ignorado hasta ahora y anunciar que le 

14	 En un sondeo sobre las percepciones de los actores populares con respecto a los Consejos 
Comunales, 61% de los entrevistados afirmó que deberían transferirse más responsabilida-
des del gobierno local a los Consejos. Sobre este punto, el principal investigador detrás del 
sondeo, Jesús Machado, dijo: “La gente percibe una mejor relación con el Consejo que con 
el gobierno central. La gente busca democracia sin vínculos o instituciones intermedios” 
(Centro Gumilla, 2010; El Universal, 14 de marzo de 2010).
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gustaría ofrecer su ayuda. Esta comunidad en particular tiene un histo-
rial de lucha con la compañía de aguas que llevó muchos años resolver. 
Había protestado ante las oficinas de servicios públicos varias veces has-
ta que formó un comité de aguas y aceptó ayuda para resolver sus pro-
blemas. En estas circunstancias, en que la relación de los actores con el 
sistema político es principalmente de exclusión, las comunidades de-
ben permitir primero que el Estado las ayude. Esto es, después de años 
de percibir exclusión, los residentes pueden negarse a aceptar la ayuda del 
Estado porque desconfían de él.15

Para llevar aún más allá este argumento, en algunos barrios infor-
males la capacidad del Estado venezolano para orientar la implementa-
ción de las políticas públicas depende de la coordinación por parte de 
los burócratas de grupos organizados informalmente, compuestos por 
“actores públicos y privados que interactúan para definir metas comu-
nes y formas de alcanzarlas” (Sorensen y Torfing, 2003: 610). Estas re-
des de gobernanza proveen una variable crucial: los medios necesarios 
para que el Estado y la sociedad solucionen mutuamente sus proble-
mas; tienen la habilidad de movilizar recursos (incluyendo importantes 
intangibles como el apoyo de la comunidad) para implementar proyec-
tos aprobados (Keck y Abers, 2006: 7; Keck y Abers, 2009). Además, 
crean espacios para que los actores desempeñen distintos papeles en el 
proceso de resolver el problema en turno.

La práctica de distintos papeles puede dejar una huella importan-
te en la percepción que tiene la comunidad del Consejo y de la agen-
cia estatal involucrada. En este sentido, la promoción de los Consejos 
Comunales como proceso de coproducción que financia proyectos que 
los residentes pagaban hasta entonces puede transformar de maneras 
sutiles un proceso normalmente antagónico en uno que desarrolla la 
voluntad de la comunidad a participar. Así, el modelo de poder popu-
lar puede llevarse a cabo con el fin de obtener la movilización necesaria 
para organizar a las comunidades. También puede hacer que los acto-

15	 Por ejemplo, Hidrocapital, la compañía pública de aguas de la región de Caracas, juega un 
papel importante en las vidas de las comunidades marginales. Con frecuencia es llamada 
peyorativamente “Hidrocriminal”. La credibilidad que se ha ganado la compañía entre al-
gunos sectores es resultado de la dedicación de su equipo de asuntos comunales que, des-
de 1999, sostiene reuniones públicas llamadas Consejos Comunitarios de Agua en barrios 
que sufren de un servicio de mala calidad.
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res se sientan reconocidos, en sus propios términos, por sus esfuerzos, 
y que sean incorporados a partir de sus contribuciones a la gobernanza 
de la comunidad.

Discusión: los ámbitos de política partisana

Las colaboraciones Estado-sociedad con este tipo de sinergias pueden 
representar una minoría. ¿Qué hay de los casos en que, en lugar de cola-
boración Estado-sociedad, existe una relación de conflicto? De acuer-
do con quejas de grupos que organizaron consejos pero enfrentaron 
importantes dificultades para registrarlos ante Fundacomunal, la vo-
luntad y los medios para participar activamente de acuerdo con los re-
glamentos no son suficientes para garantizar una acción política efectiva 
en la Venezuela de Chávez (El Nacional, 22 de enero de 2012; comuni-
cación personal con el autor, Miguel González Marregot, vicepresiden-
te, Consejo Local de Planificación Publica, Baruta). Esto plantea una 
pregunta: ¿el papel de las afiliaciones a partidos políticos está pasando 
de ser una justificación para que los actores participen en una herra-
mienta utilizada por los burócratas para reclutar y favorecer ciertas or-
ganizaciones sobre otras?

La combinación de elementos partisanos y programáticos va más 
allá de un partido o un político defendiendo su récord de iniciativas 
como reflejo exclusivo de sus esfuerzos. Este fenómeno no es exclu-
sivo de la reforma de la Ley de Consejos Comunales de 2010 y de 
las leyes reguladoras del poder popular, que incorporaban expresiones 
sobre los órganos participativos como representantes y promotores de 
valores socialistas, generando preocupaciones sobre la posibilidad 
de que fueran invalidados los mandatos de los Consejos Comunales 
que no fueran “socialistas”. Más relevante es el hecho de que Chávez 
y sus ministros utilizan las afiliaciones partidistas abiertamente, divi-
diendo a la gente en segmentos revolucionarios y antirrevolucionarios. 
Además, afirman que las políticas del Estado son políticas chavistas, 
como cuando el ministro de Participación —ahora jefe del Gabine-
te— convocó a todos los Consejos Comunales y a las organizaciones 
de base promovidos por el gobierno a unirse a la campaña de Chávez 
para eliminar los límites a los términos de cargos electorales en enero 
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de 2009. Las conferencias sobre políticas con los consejos patrocinadas 
por agencias estatales han introducido dimensiones electorales al invi-
tar a políticos chavistas en campaña a dirigirse a los participantes (tra-
bajo de campo del autor).

Estos cambios coinciden con la construcción del Partido Socia-
lista Unido de Venezuela (PSUV) que comenzó a funcionar en 2006, 
generando de inmediato escepticismo sobre las conexiones entre el 
partido y los Consejos. Ha habido numerosos reportes de intromisio-
nes por parte de los partidos en los asuntos de los Consejos Comuna-
les (García-Guadilla, 2007). Sin embargo, definir qué corresponde a 
una intromisión puede ser difícil. Un líder de Consejo también pue-
de ser un representante local del PSUV y un Consejo puede reunirse 
los sábados para dejar libres los domingos con el objetivo de asistir  
a los mítines del partido. La presencia de los partidos en las organiza-
ciones de base representa un cambio en la organización de la política 
en la sociedad. Hasta 2008, cuando el PSUV hizo su debut electoral en  
las elecciones regionales para alcaldes y gobernadores, el chavis-
mo había gobernado sin una estructura de partido bien organizada, 
mientras que las organizaciones de base habían sido parte del paisa-
je organizacional antes de y durante su administración.16 Consciente 
de que hacer de la política algo demasiado organizado podía contrade-
cir su visión de la democracia como soberanía popular y evocar malos 
recuerdos del sistema de Punto Fijo, el chavismo tuvo cuidado de 
promover el partido y estimular los Consejos Comunales al mismo 
tiempo. En los primeros tres años de coexistencia de estas dos insti-
tuciones (2007-2009), la idea de que ambas formas organizacionales 
podían crecer de manera paralela, interactuando sin obstaculizarse 
mutuamente, parecía correcta. 

Por un lado, todavía se dan movilizaciones “desde abajo”, es decir, de 
miembros de Consejos Comunales que se apropian del sentido de sus 
organizaciones de acuerdo con sus propias nociones de cómo deben 
funcionar. La flexibilidad con que el gobierno ha implementado la ini-
ciativa de los Consejos Comunales y la laxitud con que ha aplicado la 
Ley de Consejos Comunales representan de alguna manera concesio-

16	 La anterior forma de partido del chavismo, el Movimiento Quinta República, nunca se uti-
lizó para organizar a la sociedad.
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nes a los activistas de las comunidades para que participen en el sistema. 
Como se sugirió antes, esta tolerancia a la movilización desde abajo es 
una manera de cumplir con las negociaciones en torno a la incorpora-
ción política.

Por otro lado, al tener una base sobre la cual construir, la moviliza-
ción desde arriba también es frecuente. Esta movilización se refiere 
a burócratas o miembros locales del partido que monitorean los 
asuntos de los Consejos Comunales a través del gobierno parroquial, 
extensión de la alcaldía, o a través de la sala de batalla del PSUV (es-
pacios de lucha ideológica), la cual ha ganado importancia como 
espacio de movilización chavista en la municipalidad de Caracas, go-
bernada por la oposición. Entrevistas, observaciones personales, re-
portes y análisis de los medios sugieren que hay cierto favoritismo, 
pero que (a diferencia de lo que ocurría con el Partido Revoluciona-
rio Institucional en México, por ejemplo) ser miembro del PSUV no 
es un requisito necesario para participar en o para conformar un con-
sejo, ni para que un consejo genere participación efectiva en su relación 
con el Estado. Sin embargo, la influencia de reglas y prácticas infor-
males sugiere una hipótesis estructural diferente: los funcionarios del 
gobierno central son menos propensos a gastar energías en construir 
vínculos con consejos que no están del lado correcto de la división en-
tre chavistas y no chavistas.

La oposición tiene la capacidad de formar sus propias redes de apo-
yo; pero como la mayoría de los elementos para fijar la agenda (control 
sobre la elegibilidad, registro, aprobación y financiamiento de proyec-
tos) está centralizada en Fundacomunal y en otras agencias del Mi-
nisterio de la Comuna, las redes bolivarianas del chavismo tienen más 
posibilidades de generar coproducción. Esta participación con el Estado 
genera resultados eficientes en términos de Pareto. Aumenta los benefi-
cios de algunos sin reducir directamente los de los demás, produciendo 
desigualdades que no parecen resultar directamente de una manipula-
ción intencional de la distribución de bienes. Por lo tanto, el proyecto po-
lítico chavista, que rechaza la cooperación pluralista con la oposición, 
restringe la apertura del proceso de Consejos Comunales y limita las po-
sibilidades para que la acción directa de algunos ciudadanos se traduzca 
en acción pública, creando un juego de suma cero sobre inclusión y ex-
clusión de facto.
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Un posible factor que interviene en este proceso es el apoyo de la 
oposición a los Consejos Comunales, que se ha incrementado pero per-
manece dubitativo. Sin embargo, la competencia entre partidos cha-
vistas y la oposición sobre quién es más “popular” y quién es un mejor 
aliado del “pueblo” no parece que vaya a resolver la polarización, incluso 
si existen ejemplos de Consejos donde distintos puntos de vista convi-
ven con éxito. Muchos actores antiChávez perciben instintivamente que 
las iniciativas promovidas por el gobierno son políticas chavistas. Para 
ellos, no participar en esas iniciativas es una manera de expresar su opo-
sición al régimen. Lo contrario es también cierto para muchos seguido-
res de Chávez. Un proceso de autoselección en el que los actores pro 
Chávez ven a los Consejos Comunales como vehículos para apoyar al 
presidente explicaría por qué son más propensos a participar en proce-
sos promovidos por el Estado (Hawkins, 2010b).

Fuente: elaboración propia.
Figura 1. Una aproximación al esquema de la coproducción.

Ciudadanos activos

No CC (excluidos) CC (incluidos)

Cumplimiento

Sin cumplimiento Con cumplimiento

Afiliación partisana

No chavista Chavista

Coproducción menos 
probable

Coproducción 
fallida

Coproducción

Coproducción más 
probable

De acuerdo con el antropólogo venezolano Fernando Coronil, “du-
rante su mandato [de Chávez], ‘el pueblo’ ha sido ampliamente reco-
nocido como el soberano. Incluso si mucho debe ocurrir todavía para 
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hacer este principio realidad, desde mi punto de vista se trata de un 
triunfo formidable. Ahora es imposible participar en la política en Ve-
nezuela sin reconocer el papel central de la gente común” (Coronil, 
2008). Si este cambio discursivo realmente hace la diferencia al situar 
la política popular en el centro de la vida pública y al generar un ciclo 
de aprendizaje que puede agotar (Levine, 2006) o nutrir reservas de 
energía social (Hirschman, 1984), entonces también es necesario su-
brayar sus efectos en el pluralismo. El argumento que afirma que la 
politización en torno a todas las políticas públicas, que los chavistas 
justifican como parte de su libertad para expresar sus puntos de vista 
políticos como ciudadanos, genera la disolución de las distinciones en-
tre el Estado y el partido, por una parte, y entre el Estado y el público, 
por la otra, requiere una seria reflexión para que la gente común efecti-
vamente tenga voz (Gómez, 2009).17

Sin duda, algunos actores jamás se sentirán bienvenidos para ha-
blar ante públicos, en especial ante públicos partidistas, que, si las 
tendencias continúan como hasta ahora, se convertirán en una caracte-
rística inherente a la experiencia en los Consejos Comunales. Sin em-
bargo, los partidos y el público no son necesariamente enemigos. En 
otras palabras, no hay públicos sin política. Esto no quiere decir que la 
polarización extrema es la forma de competencia política ideal para el 
pluralismo. Si la política partidista y popular se entrelazan a tal grado 
que lleguen a generar públicos partidistas no habermasianos, esto será 
un avance importante sobre los Comités de Defensa de la Revolución 
en Cuba, los cuales pasaron de ser instrumentos para la transforma-
ción cultural a grupos de vigilantes de un Estado autoritario (Fagen, 
1969). Sin embargo, también estarán lejos de los casos más exitosos 
de presupuestos participativos, donde la transición de una adminis-
tración a la siguiente no ha afectado el desarrollo de las políticas pú-
blicas (Abers, 2000).

17	 Dentro del chavismo, algunos antiguos miembros de “la lucha popular” que han hecho co-
mentarios contra la cooptación de sindicatos y federaciones campesinas durante el siste-
ma de Punto Fijo han expresado también serias preocupaciones con respecto a la postura 
del PSUV ante organizaciones autónomas. Véase, por ejemplo, Lander (2010); Arconada 
(2009; 2011); López (2011).
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Conclusión

Este capítulo ha mostrado que el análisis de los Consejos Comunales 
en Venezuela puede concentrarse en una variedad de valores y propósi-
tos que adoptan al ser utilizados “desde arriba” y “desde abajo” en lo que 
he llamado casos de coproducción. Este enfoque puede ser útil en tanto 
usualmente asumimos que el proveedor de servicios se sitúa por encima 
y fuera del contexto de sus usuarios, contactándolos al momento de pro-
veer los servicios y retirándose después. He utilizado el concepto de co-
producción para describir a los Consejos Comunales porque se refiere a 
un proceso donde las dinámicas operacionales de provisión de servicios 
públicos consisten en las actividades conjuntas entre el Estado y la so-
ciedad. Por lo tanto, no existe una dimensión pasiva en esta relación, lo 
que complica el análisis de estos casos a partir de nociones tradicionales 
de ciudadanía y clientelismo.

El énfasis en las funciones prácticas de los Consejos procura evitar 
la confusión de cuestiones empíricas sobre sus insumos y sus resulta-
dos con preocupaciones normativas sobre si tales resultados se pro-
ducen de manera adecuada. Esto no quiere decir que se haya evitado 
evaluar si los métodos que utilizan los Consejos para resolver proble-
mas son apropiados. El hecho de que los participantes ganen un sentido 
de reconocimiento político y que podamos señalar que su incorporación 
política se da a través de medios perversos como la captura de rentas y 
el manejo discrecional de fondos públicos, sugiere preguntas provocativas 
sobre el significado de participar en la política o, digamos, de ser un acti-
vista en la política venezolana.

Desde la decadencia de los años setenta, éste ha sido un fenómeno 
presente en la política venezolana. Los trabajos de Coronil y Karl sobre 
la manera en que el petro-Estado creó un sistema de repartición de re-
cursos que atravesaba todo tipo de relaciones políticas, creando divisio-
nes y alianzas a su paso, definitivamente se apega a la realidad (Coronil, 
1997; Karl, 1997). Es una lástima en muchos niveles que este sistema de 
distribución de rentas esté siendo reinventado de una manera más agu-
da y con un lenguaje de polarización que intensifica conflictos al definir 
quién forma parte y quién no. 

Sin embargo, también ha tenido lugar una reinvención de qué sig-
nifica ser incluido políticamente como resultado de los Consejos y la 
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flexibilidad con que se han instaurado. Ya sea que los actores expresen 
sus voces a través del aparentemente insignificante control comunitario 
sobre la ejecución de proyectos o al demandar el derecho a aceptar o re-
chazar la ayuda del Estado, los consejos han cambiado fructíferamente 
los términos del diálogo y de la acción política de quienes operan en las 
zonas marginales. Al mismo tiempo, al ser una iniciativa ampliamente 
aceptada en todo el espectro político, el éxito relativo de los Consejos ha 
incrementado la apreciación de la sociedad sobre qué desea hacer por el 
gobierno y que el gobierno haga por ella.

Por lo tanto, concebir a los Consejos Comunales como la manifes-
tación programática de una negociación en torno a la incorporación 
al sistema político, no quiere decir que rechacemos la importancia del 
poder y la dominación que los conceptos de clientelismo y ciudadanía 
buscan capturar. Por el contrario, al enfocarnos en las prácticas que 
median la movilización “desde arriba” y “desde abajo” dentro del cha-
vismo podemos iluminar algunos aspectos inesperados de la partici-
pación del sector popular en Venezuela. La existencia de una lógica de 
intercambio detrás de la participación y la distribución desigual de bie-
nes era de esperarse. Sin embargo, sólo teníamos una vaga idea de por 
qué las personas invertían tiempo y energía en proyectos de magni-
tudes significativas y cómo las acciones de los actores estatales y de la 
sociedad civil hacían ese tipo de participación posible, efectivo y am-
pliamente valorado.
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Capítulo 7
Democratización y participación ciudadana 
en El Salvador de posguerra

Karina Esther Grégori Méndez*

Introducción

El Salvador firmó sus Acuerdos de Paz en 1992 y finalizó de forma 
negociada un conflicto armado prolongado durante doce años. La lucha 
armada buscó superar gobiernos militares, que se impusieron con la re-
presión de la voluntad popular expresada en las urnas y con el cierre de 
espacios políticos. El proceso de negociación generó un diseño insti-
tucional que facilitaría la incorporación de los excombatientes a la vida 
civil, la reconstrucción de infraestructura social básica y la promoción 
de una nueva cultura política enmarcada en el respeto a los derechos 
humanos. Esta lógica de negociación marcó la dinámica y la cultura so-
ciopolítica con tolerancia, formación ciudadana y respeto de derechos, 
y el necesario diálogo y la concertación, pero también con polarización y 
clientelismo partidario, que mantienen la exclusión y fortalecen la co-
rrupción y la impunidad, mezcladas todas en las prácticas cotidianas.

En el periodo previo, dentro del conflictivo escenario de la guerra, 
en municipios dominados por el Frente Farabundo Martí para la Li-
beración Nacional (FMLN, antes movimiento guerrillero) se articula-
ron y se desarrollaron sólidas experiencias organizativas y participativas 
que constituyeron el capital social de base para las gestiones municipales 

*	 Salvadoreña, investigadora y consultora socio-política, especialista en las líneas de demo-
cracia y participación ciudadana.
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participativas que este partido comenzó a implementar cuando llegaron 
a los gobiernos municipales. Las formas de participación que se desa-
rrollaban en el país durante el conflicto armado comprendían: directi-
vas/asociaciones comunales y Asociación de Desarrollo Comunitario 
(Adesco), directiva partidaria, asamblea general popular/comunitaria/
sectorial, consultas, cabildos abiertos, comités/comisiones, gobiernos 
populares locales. (Cada forma ha sido definida en Grégori, 2010: 107, 
y retomada para el presente capítulo).1 Fue la última forma la que dife-
renció aquellos municipios donde el FMLN ejercía el control (Aran-
cibia et al., 1999). Este tipo de gobiernos se formó para garantizar la 
sobrevivencia y la “autodefensa” de la población civil que permanecía en 

1	 Estas formas de participación se definen de la siguiente manera (Grégori, 2010: 107):
	 Directivas/asociaciones comunales: mecanismo que facilita la organización de ciudadanos 

que habitan en un espacio determinado del territorio, conducidos por una junta directiva 
sin personería jurídica. 

	 Adesco (Asociación de Desarrollo Comunitario): directiva con personería jurídica de un de-
terminado  territorio.

	 Directiva partidaria: organización directiva a nivel local que trabaja en función del progra-
ma de un determinado partido político. Las de estos tres casos están articuladas a las orga-
nizaciones internas del FMLN como movimiento guerrillero.

	 Gobiernos populares locales o poderes populares locales: considerados como las instancias de 
participación de la población no armada, estructurados por una asamblea de población, 
una directiva electa y comisiones de trabajo para coordinar los servicios de salud, educa-
ción y otros. Aunque estaba dirigida a aglutinar a la población civil en las zonas de control, 
dependía en última instancia de un mando militar y sus actividades iban en la lógica de la 
guerra (Arancibia et al., 1999: 226).

	 Asamblea general popular/comunitaria/sectorial: máximo órgano de dirección comunitario o 
sectorial,  formado por todos los vecinos, residentes o afiliados. Elige las directivas y los comités.

	 Consultas: mecanismo de participación ciudadana, de carácter vinculante, convocado por el 
Concejo Municipal para someter a aprobación o rechazo de la ciudadanía temas trascen-
dentales para el bienestar público.

	 Cabildos abiertos: mecanismo periódico por medio del cual el gobierno municipal informa 
acerca de su gestión, rinde cuentas y discute con la ciudadanía los temas de su interés o los 
planteados por ésta.

	 Comités/comisiones: instancias de participación ciudadana, de carácter permanente, de con-
sulta y/o apoyo operativo en algunas áreas específicas de problemas sociales. 

		  Cada una de estas formas era variable en la frecuencia de su realización, que se rela-
cionaba con la afectación de cada territorio por el conflicto armado y las posibilidades de 
reunirse. Ninguna de ellas tenía incidencia formal en la decisión de políticas públicas o lo-
cales durante este periodo. Las directivas, las asociaciones de desarrollo comunitario y/o 
los gobiernos populares podían facilitar el espacio para la deliberación y la toma de decisio-
nes, a nivel estratégico u operativo para la sobrevivencia, organización,  movilización y/o ges-
tión de recursos. Las consultas y los cabildos abiertos se orientaban principalmente a poner 
en común información específica.
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los territorios “liberados”, con formas de participación articuladas al par-
tido, en las que la organización, el diálogo y las consultas directas con la 
población eran la constante, pero enmarcadas en los intereses de la lucha 
armada, así como para organizar la subsistencia en comunidades despla-
zadas fuera del país y su repoblación. 

Dichos municipios experimentaron de manera directa las transfor-
maciones en las formas participativas preexistentes. Finalizada la guerra, 
experiencias como la de San José Las Flores muestra cómo estas estructu-
ras organizativas y de gobierno se fueron adaptando a un momento dis-
tinto, en el que se asumían los primeros gobiernos municipales ganados 
en las elecciones posteriores al conflicto, teniendo como base el capital 
social acumulado en la guerra, y manteniendo prácticamente la mis-
ma estructura y la misma dinámica organizativa precedente (Aranci-
bia et al., 1999).

Este capítulo mostrará cómo la participación ciudadana se ha trans-
formado en la posguerra, situación observable en periodos de auge y 
declive que van marcando los cambios en la naturaleza de los proce-
sos participativos (Grégori, 2010, cap. 3). Así, se advierte entre 1994 
y 1996 un primer periodo de auge, que se distingue por las demandas 
sobre el cumplimiento de los acuerdos de paz y de los derechos sindi-
cales, expresadas en las tradicionales movilizaciones populares, que en-
tran en un primer periodo de declive en 1997. De 2000 a 2002 inician 
y toman auge las dinámicas participativas canalizadas en espacios insti-
tucionales, centradas en el ámbito local, convirtiéndose en el tipo princi-
pal en adelante. Este auge se relaciona principalmente con dos factores. 
El primero son los resultados electorales de 2000, en los que el FMLN 
ganó 76 gobiernos municipales de 262 (de los cuales obtuvo 64 com-
pitiendo solo y 12 ganados en coaliciones),  y superó así los 54 gobier-
nos municipales alcanzados en 1997, muchos de los cuales introdujeron 
nuevas formas participativas. El segundo factor fue el trabajo de ONG 
orientadas a la profundización democrática, que promovieron nuevas 
formas de participación ciudadana (planificación participativa y comi-
tés de desarrollo local, principalmente), así como su regulación e ins-
titucionalización, facilitando procesos participativos de elaboración de 
políticas y ordenanzas municipales con este énfasis. Así llegó un periodo 
de boom normativo a favor de la participación ciudadana a nivel muni-
cipal, principalmente en alcaldías gobernadas por el FMLN, pero tam-
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bién en otros con distinto signo partidario.  Sin embargo, desde 2004 
hasta 2006, se observa un nuevo periodo de declive de la participación 
ciudadana que no se detiene y que, por el contrario, se profundiza, a pe-
sar de la creciente influencia del ex movimiento guerrillero en el ámbito 
político-electoral, que se consolida aún más con la obtención de la pre-
sidencia de la República en marzo del año 2009.

Estas transformaciones y limitantes enfrentadas en el desarrollo de 
las mismas, son ilustradas en nuestro análisis, en el que se aborda el pri-
mero de los nuevos mecanismos ensayados: los procesos de planifica-
ción participativa. Luego, se ejemplifica con dos casos emblemáticos lo 
que han sido importantes puntos de inflexión en las prácticas participa-
tivas, especialmente para el desarrollo de la ciudadanía, que es el motor 
de las mismas: un municipio, San Salvador, y una forma de participa-
ción, Comités de Desarrollo Local (CDL). Además, se hará una breve 
referencia a otras nuevas formas participativas y casos que ejemplifican 
las transformaciones y la diversificación de estos procesos. 

Estos casos revelan complejidades internas y externas que muestran 
el estado del proceso de democratización en El Salvador a la luz de las 
dificultades que enfrentan los procesos de participación ciudadana para 
desarrollarse, procurando también dar respuesta a las siguientes pre-
guntas: ¿cómo se transforma la participación ciudadana en el periodo de 
posguerra? ¿Cuáles son los principales factores que favorecen y limitan 
su desarrollo?  ¿Cómo incide el limitado desarrollo de las instituciones 
representativas en el débil funcionamiento de los procesos participati-
vos? ¿Cómo afecta la transformación de la participación ciudadana el 
proceso de democratización? 

Sobre la base de datos propios, provenientes de 45 experiencias de 
participación ciudadana en El Salvador (Grégori, 2010), se afirma que, en 
El Salvador del nuevo siglo, la participación ciudadana se ha transforma-
do hacia una participación más representativa y cada vez menos directa, 
que tiene lugar en canales institucionales en el nivel municipal principal-
mente, se encuentra en niveles incipientes de desarrollo, y presenta ten-
dencia al declive, establecida a partir de 2004. El análisis muestra que en 
la posguerra, los elementos que contribuyen fundamentalmente al avance 
de estos procesos son factores asociados a bajos niveles de instituciona-
lización: continuidad y voluntad política de alcaldes y partidos políticos 
en el gobierno municipal. Este mismo factor es su principal elemento de 
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vulnerabilidad. Así, se encuentran en las instituciones de la democracia 
representativa algunos de los más relevantes obstáculos: los partidos po-
líticos —que representan a tradicionales y nuevos sectores de poder—, el 
sistema electoral, la asamblea legislativa, las municipalidades, y la Corte 
de Cuentas. Comprende también el amplio aparato estatal, tradicional-
mente asociado al partido político que ostenta el Poder Ejecutivo. 

Las nuevas formas de participación ciudadana 
en El Salvador de posguerra

Una vez finalizada la guerra, la transición política formalizada con la 
firma de los Acuerdos de Paz de 1992 abrió espacio para la incorpora-
ción de actores previamente excluidos del sistema político y para nue-
vas prácticas a nivel institucional y ciudadano. El FMLN se registró ese 
mismo año como partido político. En los primeros años de la posguerra, 
continuaron activas las principales formas de participación del periodo 
precedente, ése fue el caso de movilizaciones populares masivas, orien-
tadas a nuevas demandas de sectores afectados directamente por el con-
flicto: desmovilizados y lisiados de guerra, entre los principales.

La transformación y la diversificación 
de las formas de participación ciudadana

En 1994 se desarrollaron las “Elecciones del siglo”,  que fueron el primer 
proceso electoral general de la posguerra, en las que se eligieron con-
cejos municipales, diputados y presidente. El FMLN conquistó quince 
gobiernos municipales, algunos de los cuales iniciaron experiencias de 
gestiones municipales participativas. Cinco de estos quince municipios 
—San José Las Flores y San Antonio Los Ranchos (del departamento 
de Chalatenango), Tecoluca (San Vicente), Comacarán (San Miguel) 
y Jocoaitique (Morazán)— comparten la característica de contar con 
un antecedente organizativo fuerte, proveniente de las experiencias de 
“poderes populares locales” en zonas otrora conflictivas bajo dominio 
guerrillero. Entre los municipios señalados, los primeros cuatro se cons-
tituyeron en modelos para el desarrollo participativo a nivel nacional, 
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al  mostrar las fortalezas de altos niveles organizativos, que se traducían 
también en las más altas frecuencias de experiencias de este tipo, lo que 
derivó en ensayos de  nuevas formas de participación, marcando así el 
camino que muchos otros municipios seguirían posteriormente. 

Una dinámica diferente se observó en el municipio de Nejapa,2  que 
fue el único del Área Metropolitana de San Salvador (AMSS) donde 
triunfó la izquierda en las elecciones para alcaldes de marzo de 1994 y 
que se constituyó efectivamente en el primer gobierno municipal gana-
do en la nueva etapa por el FMLN como partido político recién consti-
tuido, y no como una continuidad de la organización política asociada al 
mismo en el contexto de la guerra, que derivó en gobiernos municipales 
con una dinámica similar a la experiencia desarrollada previamente. En-
tre este municipio y los señalados fuera del AMSS se marcan diferen-
cias notables, pues por ser un municipio sin predominio territorial por 
la guerrilla, estuvo más abierto desde sus inicios a la diversidad y a la 
pluralidad, en una lógica más incluyente. En Nejapa, cuatro ONG y el 
gobierno local hicieron una amplia convocatoria a los diferentes actores 
institucionales del municipio para conformar un mecanismo de parti-
cipación y desarrollo local. El método empleado fue la elaboración partici-
pativa de un pequeño plan de acción municipal. Este primer ejercicio de 
planificación fue realizado con la participación de 17 de las 44 comuni-
dades del municipio, ocho ONG, representantes locales del Ministerio 
de Educación, la unidad de salud, la casa de la cultura y tres de las nueve 
cooperativas existentes en el momento. 

Se alcanzaron tres resultados: 1) la formación de un Concejo Muni-
cipal de Desarrollo, que se denominó Consejo de Desarrollo de Nejapa 
(CDN), en el que todos los actores del municipio tendrían voz y voto; 
2) la definición muy general de las líneas de acción que seguiría el CDN, 
y 3) la elección de un “comité coordinador” y tres “mesas de trabajo” con-
formadas multisectorialmente. En 1997, el gobierno local de Nejapa 
tomó iniciativa para constituir, junto con otros municipios del norte del 
AMSS, una asociación microrregional con una visión más amplia para 
la atención a problemáticas en común. 

2	  Sobre este caso, los datos son tomados de Enríquez et al. (1997).
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En resumen, la diferencia medular se refiere a la visión pluralista con 
la que se buscó incorporar los diversos sectores de la localidad en esfuer-
zos de planificación, en la gestión y el desarrollo del municipio, rom-
piendo con las dinámicas participativas alineadas exclusivamente a los 
intereses partidarios en zonas otrora conflictivas, y cerradas a otros sec-
tores, iniciando así una nueva etapa que contemplaba la posibilidad de 
concertación, expresada en la creación del CDN y las mesas de trabajo. 
Se introdujo además la posibilidad de cogestionar el desarrollo de te-
rritorios más amplios de forma conjunta. Con esta lógica se cerró este 
primer periodo de gobierno municipal, donde la visión y la experien-
cia acumuladas facilitó su continuidad durante cinco períodos —quin-
ce años en total— bajo el gobierno del mismo alcalde, René Canjura, 
quien posteriormente compitió con distintas banderas políticas, pero 
que en el proceso fortaleció y desgastó un liderazgo personal, más que la 
institucionalización de los procesos, que con el cambio de edil cierra los 
espacios a quienes participaron durante este periodo. Este caso, al igual 
que el de Comacarán y muchos otros, muestra la importancia en El Sal-
vador de la continuidad de un mismo partido político, principalmente 
de un mismo alcalde o alcaldesa para el impulso y el fortalecimiento de 
los procesos participativos.

La experiencia de Nejapa fue de las pioneras en los procesos de pla-
nificación participativa y facilitó la diversificación de los mecanismos 
preexistentes. Como en este caso, en el marco de los procesos de plani-
ficación participativa fueron creados varios mecanismos de asociación y 
concertación social, como el CDN y su comité coordinador, las mesas de 
trabajo y la asociación microrregional, constituyéndose en un factor que 
dinamizó la organización y la participación ciudadana. A partir de este 
momento, el mecanismo de planificación participativa se fue extendien-
do rápidamente por el territorio nacional, impulsado por instituciones 
internas (Fondo de Inversión Social [FIS], convertido posteriormente 
en Fondo de Inversión Social para el Desarrollo Local [FISDL]; alcal-
días, y ONG) y por organismos de cooperación internacional, que lo 
convirtieron en un requerimiento para hacer efectivas las transferencias 
de fondos para reconstrucción de los municipios. 

Otra experiencia fundamental en la introducción de una nueva vi-
sión y de dimensiones de prácticas participativas, con iniciativa desde 
el Estado a nivel central, fue la conformación de la Comisión Nacional 
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de Desarrollo (CND), en 1997, por decreto ejecutivo. Compuesta por 
“ciudadanos notables”,3  delegados por el presidente Armando Calderón 
Sol, del partido Alianza Republicana Nacionalista (Arena), facilitó la 
construcción de un Plan Nacional de Desarrollo, para lo cual se ejecu-
tó el mecanismo de consulta en diferentes modalidades: con grupos de 
interés, especializadas o sectoriales, y territoriales, tanto a nivel depar-
tamental como nacional. De éstas surgieron comisiones especiales que 
dieron seguimiento a los resultados de las consultas. Dicho proceso in-
cluyó 57 talleres y 14 asambleas departamentales. De estos esfuerzos 
surgió la Estrategia para el Desarrollo de la Zona Norte de la CND y el 
Plan de Inversión del Gobierno de El Salvador (CND, 1999a; 1999b). 
La primera propuesta de Plan de Nación, se presentó al país en 1998.  
Además de lo anterior, producto del trabajo de esta comisión resultó la 
visión para el ordenamiento territorial del país, el proyecto de desarrollo 
de la zona norte, y el Puerto Cutuco en La Unión. 

Más adelante, esta dinámica se reorientó durante la segunda mi-
tad de 2005 —en la administración presidencial de Antonio Saca de 
Arena—, con el objetivo de que el país calificara para obtener fondos 
de la Cuenta del Milenio (MCA), por lo que la CND y el gobierno or-
ganizaron varias reuniones adicionales con alcaldes, el sector privado, 
académicos, grupos ambientalistas, donantes internacionales y organi-
zaciones multilaterales de desarrollo, especialistas sectoriales y públi-
co en general, cuyos insumos alimentarían la propuesta de Programa 
de País. Estas consultas incluyeron a los salvadoreños en el exterior. 
El Salvador resultó elegible en noviembre de 2005. Esta comisión fue 
cesada por el presidente Mauricio Funes en julio de 2009, sin explica-
ciones ni referencias a la importancia de su papel en la visión de desa-
rrollo del país y en la introducción de nuevos procesos participativos 
a nivel nacional.4  

3	 Conformada por tres de los negociadores de los Acuerdos de Paz: Salvador Samayoa 
(FMLN); Abelardo Torres y David Escobar Galindo (comisión negociadora del gobier-
no de Alfredo Cristiani); Sandra de Barraza (socióloga); Francisco de Sola (empresario 
fundador de la Fundación Salvadoreña para el Desarrollo Económico Local [Fusades]), y 
Roberto Rubio (economista de la Fundación Nacional para el Desarrollo [Funde]). Más 
detalle de esta experiencia en Grégori (2010).

4	 Para consideraciones sobre el papel de esta comisión y su cierre, véase Valiente (2009) y 
Lüers (2009).
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Durante la administración Funes han sido lanzados o relanzados 
otros mecanismos de participación sectorial o temáticos que tienen al-
cances a nivel nacional en áreas específicas, como el Consejo Nacional 
de Seguridad Pública, o el Consejo Económico Social (CES, creado 
también el 16 de octubre de 2009 por decreto ejecutivo), que al mo-
mento no terminan de estabilizar su visión y su estrategia de trabajo 
(como lo ejemplifica sobre el CES Tojeira, 2010), pero ninguna con 
una visión del desarrollo nacional y territorial integral como la desapa-
recida CND. 

Esta cadena de procesos participativos sostenidos durante cerca de 
doce años a nivel nacional nació y murió por decreto ejecutivo, desde 
arriba, con el apoyo de las élites políticas. Aun con estas debilidades, con 
el trabajo de esta comisión se desencadenó un proceso de consultas que 
activó nuevas prácticas. Con su cierre se perdió la experiencia y el tejido 
social acumulados en esta etapa, dejando al descubierto la vulnerabili-
dad de este tipo de procesos también a escala nacional, que se ve afecta-
do por el vaivén de las voluntades políticas, que muestran, todavía en el 
año 2009, los recelos, los cálculos políticos y las intolerancias manifies-
tas en estas decisiones.

A nivel general, en el periodo estudiado es posible observar cómo 
los procesos participativos van transformándose (Grégori, 2010): en 
una primera etapa de auge, que va de 1994 hasta 1997, se observan 
expresiones participativas asociadas fundamentalmente a movilizacio-
nes sociales en demanda del cumplimiento de los acuerdos de paz, y 
sindicales. Luego, en 1997 la participación sufre un desastroso descenso 
(Enríquez et al., 1997) en relación con las formas señaladas, que mues-
tra cómo entre 1997 y 1999 se  transforma la participación ciudadana, 
pasando de movilizaciones ciudadanas decrecientes —por la desar-
ticulación de las organizaciones sindicales y sociales a partir de la 
puesta en marcha de políticas neoliberales— a un nuevo tipo de par-
ticipación ciudadana, con creciente espacio en el nivel local. Así, junto 
al considerable descenso de las movilizaciones, se ampliaba la diver-
sificación de las formas participativas en el marco institucional de las 
municipalidades. 

Este cambio asociado a los factores ya señalados, conlleva detalles 
que hay que observar con mayor detenimiento: en primer lugar, la res-
tructuración interna del FMLN y la crisis política que sobrevino con 
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ella, evidenció las pugnas entre sus alianzas internas, así como su li-
mitada capacidad para democratizarse. Las primeras escisiones en el 
partido, en diciembre de 1994, debilitaron considerablemente al actor 
que se esperaba sería el contrapeso de los cerrados círculos que desde 
Arena hegemonizaban el poder político hasta entonces. De esta for-
ma, el impulso ganado con la firma de los acuerdos para la apertura 
del sistema político encontró de inmediato factores que lo desacele-
raron. Se desdibujó así, en ese momento, el peso político esperado del 
principal partido de izquierda salvadoreño. Esta problemática se sumó 
al segundo factor: el debilitamiento de las organizaciones sindicales a 
causa de procesos de desarticulación y cooptación de sus liderazgos 
derivados de los procesos de modernización del Estado, que diezma-
ron importantes estructuras organizativas de la base social unificada y 
articulada con la dinámica partidaria. En un sentido distinto, el tercer 
factor, la intervención y la facilitación de diversas ONG y organismos 
de cooperación multilateral, introdujeron e impulsaron decididamente 
una nueva agenda: el desarrollo local, con lo que las “gestiones municipa-
les participativas” fueron abriéndose espacio desde 1997, comprendien-
do antiguas formas de participación (asambleas comunales, cantonales, 
municipales y sectoriales, y cabildos abiertos) y también otras nuevas 
que fueron expandiéndose (consultas, planificación participativa y pre-
supuestos participativos). 

Esto puede observarse a modo de ejemplo, en el cuadro 1, que reco-
ge las formas de participación ciudadana impulsadas en los municipios 
con las mayores frecuencias participativas en este periodo, diferencian-
do antiguas y nuevas formas surgidas en la posguerra.

Cabe destacar que, en los municipios dominados por el FMLN 
durante la guerra y con experiencias de poderes populares locales, se 
iniciaron las transformaciones de las formas participativas previas, 
introduciendo nuevos mecanismos participativos y de concertación. 
Las experiencias de organización y participación en ese periodo con-
solidaron un importante capital social que viabilizó la conquista de 
los primeros gobiernos municipales en 1994 (Tecoluca, San José Las 
Flores, San Antonio Los Ranchos), en los que se abrieron espacios a 
nuevos mecanismos (resaltados en el cuadro 1 con cursivas), siendo 
los primeros la planificación participativa y los comités de desarro-
llo local. Estas nuevas experiencias participativas de la posguerra se 
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expandieron a otros gobiernos municipales del FMLN conquistados 
en las siguientes elecciones municipales (1997), con mayor diversidad 
de formas, y que tienen en el caso del municipio de San Salvador su 
máximo exponente. De este modo, las experiencias participativas pre-
vias, en contexto de guerra, sentaron las bases para desarrollar nuevas 
formas de participación en un nuevo escenario de transición y demo-
cratización política, y en el seno del marco institucional local. Estas pri-
meras experiencias se convirtieron en modelos de participación, no sólo 
para gobiernos de izquierda, sino también de derecha, que fueron al-
canzando, para los casos registrados en el cuadro 1, muy altos niveles 
de participación local, pero canalizada especialmente en sus formas 
más tradicionales. 

La diferencia entre las formas de participación promovidas por go-
biernos municipales de izquierda o de derecha estriba en que los prime-
ros impulsaron formas nuevas, más permanentes y orientadas a facilitar 
la deliberación y a abrir espacios de toma de decisiones, así como la ins-
titucionalización de los procesos, mientras que las instrumentadas por la 
derecha en su mayoría han retomado formas tradicionales, enfocadas 
principalmente en los liderazgos personales, y de carácter más puntual, 
que se concretan en mecanismos de interacción entre el funcionario y la 
población que habita el municipio.

La renovada esencia de los procesos participativos se observa con 
claridad a partir del año 2000, cuando se marca un período de auge, y 
que en adelante delimita el nivel local como el indicado por el diseño 
institucional para el ejercicio de la participación ciudadana. Este di-
seño institucional se desarrolla principalmente entre 2002 y 2004, a 
través de normativas municipales como ordenanzas, políticas y re-
glamentos sobre participación ciudadana, transparencia y contraloría 
social, y se consolida con la aprobación de la reforma del Código Muni-
cipal en diciembre de 2005, documento que incorpora el título IX de-
dicado específicamente a la participación ciudadana mediante nueve 
mecanismos participativos: a) sesiones públicas del consejo; b) cabildo 
abierto; c) consulta popular; d) consulta vecinal sectorial; e) plan de in-
versión participativo; f ) comités de desarrollo local; g) consejos de segu-
ridad ciudadana; h) presupuesto de inversión participativa, e i) otros 
que el Concejo Municipal estime conveniente (Corte Suprema de Jus-
ticia, 2010). 
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La problemática de las nuevas formas institucionalizadas 
de participación ciudadana

Cabe aclarar que los mecanismos arriba detallados son los contempla-
dos en ese momento dentro del diseño institucional de competencia 
municipal, planteados a nivel normativo, y no todos han sido desarrolla-
dos con amplitud en el ámbito nacional; un caso —la consulta popular 
de enero de 2010 en el municipio de Zacatecoluca— apenas se ha en-
sayado en una ocasión (Morales Erlich, 2010). Y entre dichos mecanis-
mos, los procesos de planificación participativa (planes y presupuestos) 
han sido los más ampliados y fortalecidos.

Para el año 2001, los procesos de planificación participativa habían 
llegado a 160 de 262 municipios, lo cual representa cerca de 60% a ni-
vel nacional (Córdova y Orellana, 2001: 22). Sin embargo, la tenden-
cia es parcial y hasta se puede caracterizar como estancada, pues, para 
2007, un estudio de la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo 
(USAID) de 201 municipios registra que 158 han realizado planes par-
ticipativos (71% de los casos en estudio), lo cual muestra que éstos no se 
incrementaron significativamente durante la última década. Asimismo, 
esta investigación muestra que, para 2007, el 41% de los municipios ha 
llevado a cabo cabildos abiertos (90 municipios) y apenas 28% ha expe-
rimentado con sesiones abiertas del concejo municipal (61 municipios) 
(USAID, 2007: 19-20).

En cuanto a dichos procesos, resultan necesarias cuatro considera-
ciones (Grégori, 2010; Cummings, 2001), sobre las cuales profundiza-
remos en las siguientes secciones de capítulo:

 
a) La planificación participativa se convirtió en un requerimiento de 

instituciones cooperantes y de las instancias gubernamentales que coor-
dinaban el trabajo para el desarrollo municipal, para acceder a fondos 
descentralizados a los municipios, en un primer momento orientados 
a la reconstrucción de posguerra, y luego al desarrollo local, por lo que 
muchos de estos planes son instrumentos formales, y no producto de la 
participación real de su población.

[…] un factor importante es que el gobierno central no le apuesta a 
estos procesos. No hay un interés genuino. Muchas de las cosas [a las] 
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que se les llama participativas se hacen por imposición de los organis-
mos multilaterales o la cooperación. Por ejemplo, el FISDL incorpora 
la parte de ésta de que los planes […] de que todo municipio al que 
le trasladan fondos debe de tener un plan participativo y se supone 
que al tenerlo la comunidad ha estado involucrada en eso. Pero es in-
concebible cómo un plan de ese tipo lo hacen en menos de tres meses 
(entrevista a Eduardo Pérez, en Grégori, 2010: 123).

b) La calidad de los “productos” de planificación local resulta di-
versa (Córdova y Orellana, 2001). Éstos abarcan planes de desa-
rrollo comunal o local participativo, planes de reconstrucción —en 
municipios afectados por dos terremotos de 2001—, planes de miti-
gación de desastres, y planes de inversión participativos. Las visiones y 
los procesos para llegar a estos productos son muy variados, por lo que 
el tiempo invertido en su elaboración y las posibilidades de profundi-
zar en el análisis de las problemáticas concretas y en las alternativas 
de solución, varían igualmente. Cummings (2001), en su análisis de 
18 experiencias de planificación participativa, hace referencia a que 
usualmente puede variar entre uno y tres meses el desarrollo de este 
proceso, lo que se asocia también con el nivel de compromiso asumi-
do por la municipalidad, que en muchas ocasiones delegan en las ins-
tituciones facilitadoras la conducción de los procesos (Rodríguez y 
Jiménez, 2005). 

c) Han sido más o menos participativos (Cummings, 2001) y más 
o menos representativos de las poblaciones y los sectores en cada muni-
cipio, debido principalmente a la visión y al compromiso de los alcaldes 
con la participación,  y a que los municipios se mueven por los signos 
partidarios. En la mayoría de los casos, participan aquellos sectores afi-
nes al partido político o al alcalde que lidera el gobierno municipal, y 
muy pocos casos se han abierto a la posibilidad de que participen todos 
los sectores de la localidad. Priva el temor respecto de que la gestión mu-
nicipal pueda ser ingobernable ante las demandas, las críticas y los cues-
tionamientos de los adversarios políticos o de la ciudadanía informada. 
Esto es más claro en las principales problemáticas que enfrentan estos 
procesos, identificadas por los entrevistados (Grégori, 2010), y que se 
observan en la alta rotación de personal y de representantes locales en 
los procesos participativos, pues lo común es que cambien al llegar nue-
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vas autoridades edilicias, cada tres años, lo que ejemplifica el caso del 
municipio de San Salvador, en el que aun bajo el gobierno de un mismo 
partido, cada funcionario trabajó con criterios distintos, con los que, du-
rante el proceso, las estructuras organizativas y de participación ciuda-
dana se vieron debilitadas. Esta práctica también se ilustra con el hecho 
de que El Salvador es, a la fecha, el único país de Latinoamérica que aún 
no cuenta con representación pluripartidaria en los concejos municipa-
les (Laínez et al., 2011).

d) Las demandas de la población canalizadas en los mecanismos 
participativos han recibido poca atención, y los niveles de ejecución 
y respuesta han sido bajos, lo cual ha sido observado en el estudio de 
Grégori (2010), sobre el “nivel de respuesta a problemáticas” como 
uno de los cuatro niveles de ejercicio de la participación ciudadana 
abordados.

En resumen, en muchos de los casos estudiados, la existencia de 
un proceso de planificación participativa ha implicado más bien una 
“institucionalización formal”, pero frecuentemente sin contenido ni 
procesos participativos auténticos, y sin sostenibilidad, observándo-
se que el grueso de las experiencias son de corta duración —un año 
en promedio— y dependientes de financiamiento y facilitación téc-
nica de ONG y organismos de cooperación internacional (Grégori, 
2010). En algunas experiencias también se ha hecho evidente que es-
tos productos participativos adolecen de muy reducida representativi-
dad y legitimidad, y que son procesos en los que se involucra a sectores 
afines al partido que gobierna el municipio, por lo que sus demandas 
y sus respuestas a la problemática de la población también han sido 
bastante limitadas y se han dirigido a responder a aquéllas que repre-
sentan beneficios electorales. Esta caracterización aplica no sólo a los 
procesos de planificación participativa sino, en general, a todo tipo 
de procesos participativos. 

Sin embargo, es innegable que los procesos de planificación parti-
cipativa se constituyeron en las primeras experiencias que permitieron 
acercamientos entre sectores antes distanciados e hicieron posible in-
troducir en la cultura política procesos de consulta, negociación y con-
certación, tanto a nivel local como nacional, involucrando a importantes 
actores de los territorios en cuestión. 
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Experiencias emblemáticas de diversificación de la participación 
ciudadana y la búsqueda de institucionalización de nuevas 
prácticas democráticas

El caso de un municipio: San Salvador (1997-2009)

Entre las experiencias que se resumen en el cuadro 1, la de San Salva-
dor resulta emblemática de la búsqueda de la institucionalización de la 
participación y la diversificación en la posguerra, pero también del tipo 
de obstáculos que deben enfrentar los procesos aun en municipios go-
bernados por un mismo partido de izquierda (FMLN), comprometi-
dos en su discurso con la participación ciudadana. El municipio de San 
Salvador es, sin duda, el que alcanzó mayor diversidad y desarrollo de 
experiencias participativas hasta 2009, cuando Violeta Menjívar perdió 
la reelección en el gobierno municipal por el FMLN, frente a Norman 
Quijano de Arena. 

San Salvador se convirtió en el pionero de numerosas formas de par-
ticipación ciudadana y modelo a nivel nacional en la innovación de 
mecanismos, desde la llegada de Héctor Silva al gobierno municipal 
por la coalición FMLN-CD-MU,5 en 1997, mediante un pacto con la 
ciudadanía organizada en Iniciativa Ciudadana. Esta dinámica de pac-
to marcó una importante diferencia en la forma de dirigir un gobier-
no municipal, en un marco de pluralidad, debate y concertación para el 
ejercicio del poder. El impulso y la apertura a la participación ciudada-
na fue uno de los primeros acuerdos unánimes del concejo municipal, 
enmarcados en una visión de democracia participativa, que produjo la 
política de participación ciudadana en el municipio, aprobada en ene-
ro de 1999.

Con este acuerdo se dinamizó la experimentación de la participa-
ción ciudadana, especialmente de enero de 1999 a diciembre de 2001, 
que partía del fortalecimiento organizativo a nivel comunal como es-
trategia, y luego, de manera ascendente en los niveles intercomunal, 
sectorial, zonal y distrital, para integrarse posteriormente a estructu-
ras de mayor complejidad a nivel municipal como la mesa “bipartita”, 

5	 CD (Convergencia Democrática), MU (Movimiento de Unidad).
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espacio participativo impulsado desde la municipalidad en el proce-
so de elaboración del presupuesto participativo para la ejecución del 
Fondo de Desarrollo Económico y Social de los Municipios (Fodes),6  
única partida presupuestaria asignada por el Estado que ha permiti-
do destinar recursos a la implementación de mecanismos de partici-
pación ciudadana.

Se desarrollaron así numerosos mecanismos, que conllevaron nue-
vas formas de organización (Enríquez y Rodríguez, 2004): mesas zo-
nales, sectoriales y distritales de concertación, y un Comité Gestor para 
la Participación Ciudadana, convertido posteriormente en una comisión 
consultiva del gobierno local para la participación ciudadana. En total, 
este municipio fue el que tuvo mayor cantidad de experiencias participa-
tivas a nivel nacional y también el que desarrolló mayor diversidad de 
formas. Llegó a implementar quince formas participativas distintas en 
el periodo estudiado, que comprendían: plan estratégico participativo, 
presupuesto participativo, cabildo abierto, sesiones públicas de concejo, 
asociaciones comunales con y sin personería jurídica, comisiones, comi-
tés de desarrollo intercomunal, comités municipales, mesas temáticas, 
mesas zonales o sectoriales, mesa distrital,7 propuesta o reforma de ley 
o normativa. 

6	 Fodes: fondo constituido por las transferencias de recursos financieros del presupuesto na-
cional que por ley corresponde a las municipalidades del país. Una de sus principales refor-
mas, en 1997, incrementó la transferencia del Estado a los municipios a 6% de los ingresos 
corrientes netos del presupuesto, desde el ejercicio fiscal de 1998. Disponible en <http://
www.sacdel.org/uploaded/content/category/460831705.pdf>.

7	 Datos propios (Grégori, 2010, anexo 5, fichas-síntesis por caso). Véanse las definiciones 
de otras formas diseñadas en normativas existentes, presentadas en el anexo 7 (cuadro de 
normativas especiales), en el mismo documento. Mesas temáticas: “mecanismo de participa-
ción ciudadana de carácter permanente, donde las organizaciones o grupos de ciudadanos 
que habitan dentro de la demarcación territorial de un distrito dado se agrupan para ana-
lizar, discutir y trabajar coordinadamente en la solución de temas o problemas específicos 
que afectan en particular a esa demarcación distrital.”  (Ordenanza para la Transparencia 
en la Gestión Municipal y la Participación Ciudadana del Municipio de San Salvador, ar-
tículo 49.  Similar dinámica siguen las mesas zonales o sectoriales.) Mesas distritales: “es un 
mecanismo de carácter consultivo y permanente integrado por los delegados y delegadas 
de las mesas de concertación zonal, mesas temáticas y representantes de sectores sociales, 
económicos, culturales y políticos de la respectiva demarcación distrital, y por los concejales 
asignados al distrito, al director y jefe de participación ciudadana de la delegación distrital”. 
(Ordenanza para la Transparencia en la Gestión Municipal y la Participación Ciudadana 
del Municipio de San Salvador, artículo 52).
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Por ser un municipio densamente poblado, las estrategias organiza-
tivas y participativas desarrolladas funcionaron en dinámicas cada vez 
más representativas a medida que el nivel organizativo iba aumentando 
(Enríquez y Rodríguez, 2004).

El caso de San Salvador también demuestra que el seguimiento de 
este tipo de políticas depende del funcionario electo, puesto que, si bien 
el FMLN gobernó ininterrumpidamente el municipio desde 1997 hasta 
2009, y este partido expresó continuamente su compromiso con la de-
mocracia participativa, esta ciudad tuvo tres alcaldes distintos, el segun-
do de los cuales —Carlos Rivas Zamora— adoptó una política distinta 
a la de su antecesor, que generó una ruptura con los avances previos so-
bre participación ciudadana, como lo expresó Manuel Alejandro Orella-
na, coordinador general de la Red de Contraloría Ciudadana:

[…] Don Carlos tendió a desestabilizar todo aquello. Se perdió un 
poco la organización. O sea, ahí hubo un poco de desestabilización 
de la organización. A saber cuál era el motivo.

[…] Ahí miraba cómo que en las promociones se perdía el interés 
de que creciera la organización. Como que se quería tener, más que 
todo, un control, un control de dominio, no de participación ciu-
dadana. Como que en ese caso los promotores se cerraban a que la 
gente luchara y peleara por lo que quería. No fue culpa, tal vez, de 
las cúpulas. Tal vez fue culpa de las direcciones de cada distrito… 
Ellos llegaron a desestabilizarla, como para que se perdiera un poco. 
Porque, incluso, las intercomunales se perdieron. Los grupos de don-
de yo surgí, de primero, para entrar a la mesa distrital, se perdió. O 
sea, todas esas organizaciones las desaparecieron. Como que entre 
menos organizaciones había, menos exigencia. Entre menos organi-
zación hubiera, más se manipulaba los procesos. Como que eso era 
la intención que tenían ellos. Si se hubieran quedado otro periodo 
más, yo creo que se la acaban (entrevista con Manuel Orellana, en 
Grégori, 2010: 145).8

8	 Manuel Alejandro Orellana, coordinador general de Red de Contraloría Ciudadana. En-
trevista realizada el 19 de diciembre de 2008, para investigación de tesis doctoral (Grégo-
ri, 2010).
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La falta de un seguimiento adecuado dio espacio a las resistencias 
autoritarias que aún persistían dentro de la administración municipal 
en manos del FMLN, llegando a desarticular el nivel organizativo de-
sarrollado previamente por su mismo partido, en un ejercicio arbitrario 
del poder. En el último periodo, a cargo de la alcaldesa Violeta Menjívar, 
la situación mejoró un poco respecto de la gestión anterior, pero desde 
su selección como candidata y durante su gobierno, se evidenciaron las 
pugnas internas del partido y las diversas posiciones respecto de la ad-
ministración municipal y la participación ciudadana, lo que terminó en 
pasarle la factura al FMLN, después de doce años al frente de la alcaldía, 
concediendo el gobierno de la ciudad al opositor partido Arena.

El caso de una forma de participación: los Comités de Desarrollo 
Local (CDL) 

Los Comités de Desarrollo Local (CDL) son instancias municipales de 
participación ciudadana9 que comenzaron a funcionar en tres munici-
pios gobernados por el FMLN,  solo o gobernando en alianzas durante 
el periodo 1994-1996. Luego, durante el lapso 1997-2000, hubo una 
expansión de esta forma participativa con la formación de 31 comités 
adicionales, mientras que entre 2000 y 2003 alcanzaron la cifra de 35, 
decayendo a 16 para el periodo 2003-2006. La proporción de CDL for-
mados en municipios gobernados por el FMLN va disminuyendo con 
el tiempo, mientras que los de Arena aumentan, sin llegar a ser tan nu-
merosos como los del FMLN (Cerritos y Rodríguez, 2005; Rodríguez 
y  Jiménez, 2005). Para 2007, USAID (2007) registra que, en su estudio 
sobre 201 municipios (de un total de 262), 107 habían experimentado 

9	 Grégori (2010) retoma definiciones de Sacdel, que denominan instancia a “estructuras or-
ganizativas permanentes, creadas para el ejercicio de la participación de la población en el 
gobierno municipal, en el proceso de decisiones que afecten el desarrollo local. Por ejemplo: 
concejos o comités de desarrollo local o municipal, mesas de concertación, foro municipal, 
asociaciones cantonales o comunales” (Sacdel, 1998: 10). USAID (2007) los denomina 
mecanismos. Este último término es utilizado para referirse a “instrumentos a través de los 
cuales se concreta la interacción entre el gobierno municipal y la población, lo mismo que 
entre la población y sus representantes. Como ejemplos tenemos los cabildos abiertos, las 
asambleas municipales, cantonales y comunales, los talleres de planificación”.
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mecanismos de concertación de funcionamiento permanente (51% de 
los casos estudiados), que se refieren, precisamente, a los CDL. Además, 
hay que subrayar que ya en el periodo 1997-1999, ocho de once muni-
cipios incluidos en el cuadro 1 contaban con CDL o CDM, que son las 
instancias que tuvieron mayor peso en ese periodo a la hora de incidir 
en las políticas municipales y contar con un espacio fundamental de for-
mación de ciudadanía. 

Un municipio que también desarrolló una importante gestión mu-
nicipal participativa desde 1997, y que a la fecha cuenta con uno de los 
CDL más dinámicos a nivel nacional, es Concepción Batres, que junto 
con San Salvador y Tecoluca, es de los casos, a nivel nacional, con mayor 
cantidad de experiencias participativas registradas entre 1992 y 2006, 
y difiere de los segundos por estar gobernado por Arena. Este gobier-
no municipal desarrolló estrategias que dieron un fuerte impulso a este 
tipo de procesos: promovió la organización y la participación comunita-
ria, organizaciones comunales con personería jurídica, directivas electas 
cada dos años, organismos temporales por proyectos, organizaciones de 
mujeres, comités de contraloría, la celebración semestral de rendición 
de cuentas, la casa de justicia y asambleas de CDL. En este caso, como 
en la mayor parte de las experiencias participativas, han jugado un papel 
fundamental las ONG que se dieron a la tarea de promover estos proce-
sos en territorio en el que tenían intervención, propiciando alianzas con 
los actores presentes al identificar los espacios y los intereses que podían 
facilitar su convergencia; mientras que el acercamiento de actores se ar-
ticuló alrededor del interés en impulsar el desarrollo económico del mu-
nicipio (Sacdel, 2003; Grégori, 2010).

¿Cuál ha sido el proceso seguido para la constitución de los Co-
mités de Desarrollo Local? Aunque es posible observar variantes, por 
lo general la mayoría de las experiencias han cubierto los siguientes 
pasos: a) preparación de la iniciativa; b) convocatoria a los actores lo-
cales; c) propuesta y discusión de las características del organismo a 
formar; d) constitución formal del organismo (Rodríguez y Jiménez, 
2005: 62-68). 

Estas etapas han tenido distintos grados de extensión y profundi-
dad, algunos con  procesos preparatorios minuciosos, con la presencia 
de todo el Concejo Municipal y personal de la municipalidad, y otros 
en los que el alcalde o alcaldesa ha dejado en manos de las ONG o de los 
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consultores la operatividad del proyecto. Hay que tener presente el peso 
de los agentes externos en la organización de los espacios de participa-
ción ciudadana. Esto se ilustra con claridad en el caso de los CDL en-
cuestados en el mismo estudio, que muestra que 52.6% se organizaron 
por iniciativa de ONG, 21%  por la alcaldía, y 15.8% por iniciativa con-
junta de alcaldía y ONG (cálculo propio sobre datos de Rodríguez y Ji-
ménez, 2005: 67). 

Como puede observarse, se trata de experiencias que siguen distin-
tas vías de desarrollo, mostrando diversidad desde su concepción has-
ta su composición y funcionamiento, como se constata en el cuadro 2. 

Cuadro 2. Composición de CDL en algunos municipios registrados en estudio de casos: 45 
experiencias de participación ciudadana en El Salvador (1992-2006)

Municipio/
departamento

Año de 
fundación Nombre Institución que 

facilitó la organización Participantes

Tecoluca-
San Vicente* 1994 CMD Alcaldía Comunidades

Nejapa-
San Salvador* 1994 ADM Funde y alcaldía Comunidades

San Salvador-
San Salvador* 1999 Mesa 

Distrital Alcaldía Alcaldía, comunidades

Nahulingo-
Sonsonate* 1999 Codel

Alcaldía, 
FISDL-RTI 

Alcaldía, comunidades, Iglesia 
católica, escuela, unidad de 
salud, casa de la cultura

Concepción 
Batres-Usulután** 2002 CDL Fundamuni Alcaldía, directivas de las aso-

ciaciones comunales

Santa Tecla-
La Libertad* 2003 CDL Funde Alcaldía, comunidades, coopera-

tivas, escuelas, unidad de salud

El Carmen-
Cuscatlán*** 2006 CDL Fusai-USAID

Directivas comunales y cantona-
les, organizaciones cantonales de 
jóvenes, ONG, Iglesia católica

* Los datos han sido tomados de Rodríguez y Jiménez (2005: 77).
** Se cuenta con referencia de existencia de CDL para 2002, pero la autora aún no confirma fecha 
definitiva de surgimiento. Con base en Cerritos, Cuenca y Turcios (2003). Los datos complemen-
tarios se han tomado  de USAID (2007).
*** USAID (2007).
Nota: CMD (Comité Municipal de Desarrollo. Equivale al Comité de Desarrollo Local), ADM 
(Asociación de Desarrollo Municipal), CODEL (Comité de Desarrollo Local), RTI (Research Trian-
gle Institute [RTI International]).
Fuente: elaboración propia con base en datos de Grégori (2010), y fuentes complementarias.

De igual manera, la cantidad de representantes que asisten a las 
asambleas varía según el municipio. Todos los CDL cuentan con una 
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junta directiva compuesta por diez o doce integrantes, que representan 
a las directivas de vecinos y a las otras organizaciones integradas. Con-
siderando la cantidad de personas que participan en las asambleas, de 
acuerdo con la cantidad de habitantes del municipio, hemos encontra-
do que en los municipios que cuentan con tejidos sociales altamente or-
ganizados, como Tecoluca, el porcentaje de participación corresponde a 
una persona por cada 44 habitantes del municipio, mientras que, en pro-
medio, es uno por cada 248 habitantes. Otro aspecto que llama la aten-
ción es que la proporción de mujeres que participan en los CDL es, en 
promedio, muy alta (46%, según datos de Cerritos y Rodríguez, 2005: 
68), lo que coincide con la afirmación de que la participación de la mu-
jer es más alta en las organizaciones de vecinos y comunitarias de base, 
que en otro tipo de organizaciones sociales. 

Una observación adicional es que, de acuerdo con Rodríguez y Ji-
ménez, es posible identificar tres distintos papeles que desarrollan estos 
comités según sus observaciones en 19 municipios: como mecanismo de 
participación y concertación sectorial comunitaria con la municipalidad 
(que aglutina 42% de las experiencias); como mecanismo de participa-
ción y concertación entre diversos tipos de organizaciones locales y la 
municipalidad (31%), y como contraparte del poder político local (27%)  
(Rodríguez y  Jiménez, 2005: 79).

Entre las virtudes de este tipo de espacio participativo, señaladas 
por los mismos autores, se encuentra que los CDL han contribuido a 
elevar la influencia que han adquirido las comunidades rurales y las po-
bres urbanas en este tipo de organismos, así como en su capacidad de 
incidir en la canalización de los recursos municipales para responder a 
sus necesidades. Además, con la representación de los grupos sociales 
en desventaja se facilitan prácticas que promueven la participación in-
cluyente de diversidad de actores dentro del municipio, que abonan a 
la democratización del ámbito local. Por otro lado, en la formación y la 
construcción de este proceso se van dando pasos para la transformación 
de la cultura política. Al respecto, la encuesta sobre percepción realiza-
da para la investigación de Rodríguez y Jiménez muestra claramente que 
la visión tradicional acerca de que las decisiones deben ser tomadas sólo 
por el gobierno, se encuentra cuestionada por los CDL, pues la  mayor 
parte de sus integrantes (45%) considera que las decisiones del muni-
cipio deben ser tomadas “por el gobierno local, consultando con otros 
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actores”, o bien, “por la ciudadanía del municipio” (33%) (Rodríguez y  
Jiménez, 2005: 82). Otro elemento considerado por estos autores es la 
percepción en torno a qué es lo más importante en la democracia. El 
63% de las personas encuestadas señala que es la participación de la po-
blación en la toma de decisiones.

Un último aspecto que debemos tomar en cuenta es “que comités 
más desarrollados, como es el caso de Puerto El Triunfo y Tecoluca, se-
ñalan que entre sus actividades se cuenta la discusión sobre la realidad y 
el desarrollo, lo que muestra que dichas organizaciones sirven también 
como espacio de formación política y social de los y las líderes locales 
[…] un importante aporte a la formación de una nueva cultura cívica en 
el país” (Cerritos y Rodríguez, 2005: 72). Asimismo encontraron que 
los CDL llevan a cabo algún seguimiento a los compromisos adquiridos 
por los gobiernos locales en términos de proyectos, registrando también 
algunas experiencias de contraloría. 

Sin embargo, también dan cuenta de los límites de los CDL. Hasta 
hoy, sus discusiones en general se orientan a atender proyectos de infraes-
tructura social, más que otros que abonen a un desarrollo más integral. 
Además, los principales problemas detectados al analizar el desarrollo 
de los CDL se refieren a dos áreas medulares de su funcionamiento:10 

	
a)	 Su forma de organización, tanto territorial como sectorial, asociada 

a un déficit organizativo histórico en la sociedad salvadoreña, que se 
profundiza con la finalización de una década de conflicto armado, 
durante la cual uno de los efectos duraderos fue la desarticulación y 
la desmovilización de la organización social de ese periodo. 

b)	 Los problemas de la representación, especialmente referidos a la 
junta directiva, que es la que, en general, toma la mayor parte de las 
decisiones, al concentrar mucho poder. Estas personas representan 
directivas de vecinos y de otras organizaciones. 

Como ha podido observarse, los comités de desarrollo local mues-
tran dificultades para institucionalizarse, lo que se hace más evidente 
al observar que cerca de 30% de CDL han dejado de funcionar cuando 

10	 Las dos áreas y los datos al respecto han sido tomados de Cerritos y Rodríguez (2005: 68-86).
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se producen cambios de gobierno municipal, ya que el nuevo gobierno 
tiende a ver esta instancia de concertación como afín al gobierno salien-
te. Por otro lado, cerca de 71% de los CDL reportados como existentes 
por USAID al año 2006, fueron reestructurados cuando hubo cambio 
de gobierno local (porcentajes calculados a partir de datos de USAID, 
2007: 21).  Los casos más exitosos en la formación e institucionaliza-
ción del CDL se han producido cuando el gobierno local asume la con-
ducción del proceso o ha dado su respaldo desde el inicio del mismo, 
como evidencia de su voluntad política.

Transparencia, contraloría y otras formas de reciente surgimiento

Después de conocer más detalles sobre la instancia de los CDL, y para 
reflexionar en torno a los mecanismos de contraloría y transparencia, pue-
de considerarse nuevamente el ejemplo del municipio de Concepción 
Batres, que ha abierto espacios en estas áreas, con la instauración de una 
comisión o comité de contraloría,11  la celebración semestral de rendición 
de cuentas, y el nombramiento de una persona en cada Adesco que vigi-
la que los contratistas de la municipalidad cumplan con informar a la 
comunidad y con los requerimientos del proyecto. En este caso como en 
muchos, la duración del comité de contraloría es corta y se asocia con 
la disponibilidad de fondos por parte de la cooperación para su fun-
cionamiento. Extinguidos los recursos, las organizaciones se disuelven, 
por lo que, en general, se observa que son de corta duración y no son 
autosostenibles.

11	 Comisiones de Contraloría Ciudadana: “son grupos representativos de la comunidad, que 
ejercen funciones de vigilancia sobre algún aspecto específico relacionado al uso apropia-
do de los recursos, bienes y servicios con el fin de prevenir actos de corrupción que se deri-
ven de una irregular licitación, adjudicación o ejecución de los proyectos, obras o servicios 
públicos”. (Artículo 1. Ordenanza para el Funcionamiento de las Comisiones de Contra-
loría Ciudadana Municipal, Concepción Batres, Departamento de Usulután.) Rendición 
de cuentas: conforme a la Ordenanza para la Participación Ciudadana en la Gestión del 
Gobierno Municipal, Armenia, Sonsonate, en su artículo 26, “es la práctica mediante la 
cual los gobernantes cumplen con la obligación de reportar y explicar a la ciudadanía las 
acciones y decisiones tomadas en el ejercicio de sus funciones y los resultados a conse-
cuencia de las mismas”.

nuevas instituciones.indd   223 10/1/19   16:19

© Flacso México



Karina Esther Grégori Méndez

224

Aun con este interés especial por la transparencia, dos años después 
de aprobadas las reformas al código municipal de diciembre de 2005, el 
documento de USAID citado detalla que ni el concejo municipal ni los 
líderes conocían las reformas aprobadas al mismo. Lo anterior muestra 
lo poco que se puede avanzar en materia de institucionalización formal 
de la participación ciudadana, especialmente cuando, dos años después 
(2009), se cambia de alcalde y de partido político, y con ello los refe-
rentes locales y los procesos participativos desarrollados hasta ese mo-
mento. Vale la pena destacar que el municipio de Concepción Batres 
fue administrado ininterrumpidamente por el partido Arena y por el 
mismo alcalde municipal por cinco periodos (quince años), lo que abo-
na al fortalecimiento de la tesis sobre la importancia de la continuidad 
tanto del mismo partido político como del mismo alcalde o alcaldesa 
para el avance de estos procesos.12 

Hay que destacar que los mecanismos participativos menos de-
sarrollados a nivel nacional son los de transparencia y contraloría, tal 
como lo señala USAID para el año 2007, que registra que han existi-
do experiencias en 201 municipios de 262 en el país. Al respecto, véa-
se el cuadro 3.

Cuadro 3. Mecanismos participativos de transparencia y contraloría social, 2007

Mecanismo
Total de 

municipios
Porcentaje del total 

(201 municipios analizados)

Comités de proyectos 120 54

Cabildo abierto, principalmente informativo 90 41

Rendición de cuentas 68 31

Sesiones  de concejo abierto/sesiones abiertas 
de concejo municipal 61 28

Sitio web 21 8

Comités  municipales de contraloría 16 7

Fuente: elaboración propia para el presente estudio con datos de USAID (2007: 19-22).

Estas cifras muestran el incipiente desarrollo de dichos mecanis-
mos, entre los cuales las dos primeras formas siguen teniendo el mayor 

12	 Esta tesis ha sido desarrollada y respaldada con amplitud en Grégori (2010).
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peso, pues son las tradicionales. Estos datos no implican que estas ex-
periencias sigan vigentes, sino que alguna vez fueron implementadas en 
los municipios registrados.

También hay que subrayar que si bien es cierto que el FMLN fue 
un factor determinante en el momento inicial del impulso a estos pro-
cesos, se concluye que, en adelante, más que el partido político es la fi-
gura de la alcaldesa o del alcalde la más decisiva para la promoción o 
no de los procesos participativos. Éstos han dependido de su voluntad 
política y de la del concejo  municipal que los respalda. En definitiva, 
gobiernos municipales de todos los signos políticos desarrollan hoy por 
hoy procesos de participación ciudadana.

Han existido otras expresiones de participación ciudadana, como 
las “alianzas” y las “articulaciones”13 que, surgidas desde la sociedad civil, 
han sido fundamentales en la transformación de las prácticas partici-
pativas, con logros importantes en términos de incidencia política a ni-
vel nacional. Este tipo de iniciativa ha derivado en formas participativas 
nuevas, organizadas alrededor de demandas concretas, que han activa-
do a sectores particulares de la ciudadanía. Dentro de sus logros más 
significativos se cuentan reformas importantes en el plano normativo, 
con alcances a nivel sectorial y nacional. En estos casos se trata también 
de participación que se ha canalizado por las vías y los recursos institu-
cionales, principalmente. 

Un antecedente fundamental en este sentido, ejemplo de alianzas, 
fue la Red de Desarrollo Local (RDL), una coalición de cinco ONG14 
que se constituyó en un actor relevante para introducir y sostener en la 
agenda política el tema del desarrollo local y para promover reformas 
en esta área, además de que implicó un amplio trabajo de capacitación y 
formación  de ciudadanía en los municipios en los que tenían presencia.

Otro importante ejemplo de esta forma de participación ciudadana 
es el caso del proceso participativo coordinado y facilitado por la Funda-

13	 Alianza y articulación son formas de participación ciudadana propuestas por la autora a 
partir de elementos teóricos de Laclau y Mouffe (1987). Véase mayores detalles en Grégo-
ri (2010).

14	 RDL, conformada en 1999 por cinco ONG: Sacdel (Sistema de Asesoría y Capacitación 
para el Desarrollo Local), Funde, Fundaungo (Fundación Dr. Guillermo Manuel Ungo), 
Fundamuni (Fundación de Apoyo a Municipios de El Salvador) y Fusai (Fundación Salva-
doreña de Apoyo Integral).
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ción Nacional para el Desarrollo (Funde), que consistió en la evaluación 
del código municipal, para construir una propuesta consensuada de re-
formas que buscaban incorporar un apartado específico sobre partici-
pación ciudadana (Grégori, 2010). Participaron 43 organizaciones no 
gubernamentales diversas y se logró la aprobación en la asamblea legis-
lativa de una parte importante de las propuestas.

Como conclusión de este apartado, vale destacar algunos elementos 
de análisis sobre las experiencias participativas ilustradas:

a)	 Se observa que la participación ciudadana en El Salvador de la pos-
guerra se ha transformado, volcándose hacia canales instituciona-
lizados que se han ido concentrando especialmente en el ámbito 
local, aunque su capacidad de respuesta ha sido muy limitada. 

b)	 En este tipo de esfuerzos han jugado un papel fundamental ac-
tores privados como las ONG e instituciones de cooperación 
internacional, que en la mayoría de los casos han tomado la ini-
ciativa, financiando y facilitando el surgimiento de los mismos, 
pero también han planteado como requerimiento para su apoyo 
la existencia de estos espacios. Por lo anterior, estos procesos son 
dependientes de esas iniciativas y financiamiento, y el Estado, ya 
sea nacional o local, desempeña un papel reducido en este senti-
do. Es por ello que la participación ciudadana en El Salvador en la 
actualidad es insostenible por sus propios medios y, por eso mis-
mo, muy vulnerable. 

c)	 A este respecto también existe diversidad, y resulta indispensable 
considerar que en el seno de las experiencias participativas, y en el 
interior de cada caso analizado, existen diversos resultados según 
los criterios que se evalúen, y distinta calidad de los mismos. Así, 
algunas formas y casos resultan más participativos que otros, ob-
servando que, para el total de los 45 casos estudiados, son los CDL, 
mesas temáticas, sectoriales o distritales, las formas que más abonan 
a la formación de ciudadanía y concertación (Grégori, 2010).

d)	 De igual forma, ubicando en el espacio cada una de las experien-
cias, se observan territorios más propicios para la participación que 
otros, y se encuentran importantes particularidades en cada uno de 
ellos, que se relacionan con los antecedentes históricos de cada ex-
periencia y de cada lugar.
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Institucionalización de la participación ciudadana: 
prácticas de ruptura frente a vicios del pasado

Las instituciones de la democracia liberal representativa de El Salvador 
se han visto fuertemente restringidas por las dinámicas partidarias y los 
intereses que representan, y los procesos participativos no escapan a ello. 
Tanto en la decisión acerca de qué sectores participan en las estructuras 
y los mecanismos participativos establecidos, como en la selección de 
beneficiarios directos para proyectos sociales desarrollados en las loca-
lidades, lo que predomina es el marco del cálculo político partidario y el 
beneficio personal, tal como se ha ilustrado en los casos de San Salva-
dor y los CDL, donde los participantes convocados han sido afines a los 
partidos o sectores gobernantes. La institucionalidad de los tres poderes 
del Estado (Legislativo, Ejecutivo y Judicial) también ha estado “sinto-
nizada” en función de estos intereses por acuerdo de las élites políticas, 
que perciben una amenaza en la participación ciudadana. Este tipo de 
prácticas ha limitado el desarrollo democrático de las instituciones, tan-
to antiguas como nuevas, y de la cultura política, pues son prácticas de 
profundo arraigo. En consecuencia, el desarrollo de procesos participa-
tivos ha encontrado poco espacio para su institucionalización, por lo 
cual se halla en bajos niveles de evolución.

Si bien ha habido avances importantes en cuanto a diseño insti-
tucional para la participación ciudadana, las normativas existentes to-
davía no logran incorporar los recursos necesarios para  garantizar su 
ejecución, lo cual queda a merced de la voluntad de los funcionarios 
municipales: “Leyes sin dientes” (entrevista a Marcos Rodríguez, en 
Grégori, 2010). 

Casos excepcionales como los de San Salvador o Tecoluca han con-
tribuido por su voluntad política a que se introduzcan nuevas prácticas 
participativas, pues constituyen experiencias clave para la democratiza-
ción de los gobiernos municipales y contribuyen a democratizar desde la 
base, educando y formando ciudadanía con una visión distinta de cómo 
se ejerce el poder en el ámbito local, y del papel de la población para su 
adecuado desempeño. Sin embargo, a la vez, han podido observarse en 
estos casos las limitaciones y los obstáculos que imponen las estructu-
ras partidarias a los procesos participativos, minando considerablemen-
te los avances logrados, como en el caso de San Salvador. Se trata de un 
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proceso de avances, retrocesos y recuperaciones, un proceso inmerso en 
encuentros y desencuentros entre actores y condiciones que marcan los 
alcances de los procesos participativos. 

En este periodo en el que apenas se han recorrido poco más de 
quince años desde los primeros ensayos de gestiones municipales parti-
cipativas,  hay que tener en cuenta que existe un vacío de análisis y con-
certación sobre el tipo de participación ciudadana que se debe facilitar 
a nivel nacional, y los procesos corren en direcciones distintas. Por esa 
razón, no hay procedimientos establecidos, o procesos uniformes o es-
tandarizados, que deban seguir todos los municipios; en vez de esto, 
existe una diversidad de normativas en las que cada municipio establece 
su visión particular sobre los mismos. A nivel nacional, la única normati-
va que contempla la participación ciudadana es el código municipal, que 
sólo enumera los mecanismos que engloba, sin establecer procedimien-
tos, y los limita al espacio local.  

A la luz del análisis de 45 experiencias participativas (Grégori,  
2010), uno de los niveles de ejercicio de la participación ciudadana 
observados es la inclusión,15 que muestra que los mecanismos que se 
desarrollan más cerca de las comunidades son los que resultan más in-
clusivos, porque es donde se da la posibilidad de participación más di-
recta: asambleas ciudadanas, asociaciones de vecinos, cabildos abiertos 
y comités. También se observa que son Comités de Desarrollo Lo-
cal (CDL), las comisiones consultivas, las comisiones municipales, las 
mesas (distritales o zonales), las consultas y los mecanismos asociados 
a procesos de contraloría,  los que han mostrado mayor capacidad de res-
puesta a las demandas de la población. Los mecanismos o las instancias 
más incluyentes y con mayor capacidad de respuesta son pocos en re-
lación con el total de las experiencias y formas posibles de participa-
ción. En otras palabras, son excepcionalidades. En general, el nivel de 
inclusión en procesos muestra que se trata mayoritariamente de pro-
cesos con representantes de grupos organizados que tienden a ser, más 

15	 Cuatro niveles de ejercicio de la participación ciudadana analizados en Grégori (2010): 
a) nivel de poder de los actores involucrados, b) nivel de centralización de iniciativas, c) nivel 
de inclusión en procesos, y d) nivel de respuesta a problemáticas. Éstos ilustran las comple-
jidades internas de cada experiencia, lo cual es de suma utilidad a la hora de enfocar políti-
cas públicas y profundizar el análisis.
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bien, de participación selectiva y restringida, lo que ilustra sus bajos ni-
veles de institucionalización. Cabe recordar que estos datos varían de 
un territorio a otro.

Asociado a lo anterior, se destaca una de las dificultades medulares 
de estos procesos, en los que predomina una participación “representa-
tiva” cuestionable, porque carece de legitimidad. Esto se asocia al pro-
blema ya señalado respecto del uso de los espacios participativos para 
beneficio partidario o personal, donde la posibilidad de participar de-
pende de la cercanía con los círculos de poder, que en la mayoría de los 
casos resulta por la autopostulación de líderes y dirigentes locales o sec-
toriales, arrogándose la representación, o por designación de forma in-
consulta, imponiéndose sobre el derecho de la ciudadanía local (varias 
entrevistas en Grégori, 2010: anexo 9). En general, la participación sigue 
siendo de élites. Sólo en muy pocos casos puede resultar efectivamen-
te representativa, por ser una decisión de las bases a nivel comunitario 
o municipal.

De esta forma, sigue reproduciéndose la exclusión política, tanto 
por vicios institucionales o sistémicos, como por las estructuras de po-
der en el nivel local. Son amplios sectores los que siguen al margen del 
ejercicio de la ciudadanía, aunque poco a poco las experiencias partici-
pativas han ido educando sobre otras formas posibles de relación con el 
Estado y otras formas de ejercer el poder. 

Los rasgos señalados en las líneas de arriba corresponden a una cul-
tura “no democrática” y son característicos de una cultura y un régimen 
autoritarios, latentes en la cultura y en la institucionalidad salvadoreñas: 
lógicas predominantes de imposición-subordinación, verticalidad y cen-
tralismo en la toma de decisiones, apatía y debilidad ciudadana, cultura 
del miedo y represión, restricción a la participación, corrupción, impu-
nidad, desconfianza, ausencia de “cultura de la representación”, poca to-
lerancia a la diferencia de opinión, supervisión ciudadana y rendición 
de cuentas.16

Estos elementos explican en parte el desarrollo de los procesos par-
ticipativos en El Salvador, con el agravante de una clara tendencia al 
declive desde 2004 hasta 2006 (Grégori, 2010). Esta situación resulta 

16	 Véase al respecto UCA (2006).
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preocupante, puesto que en vez de avanzar en el fortalecimiento de prác-
ticas democráticas, se ha verificado un retroceso en frecuencias de parti-
cipación durante el periodo estudiado (1992-2006). 

Reflexiones finales: democracia, instituciones 
representativas y participación

Con la aprobación de ordenanzas y políticas de participación ciudada-
na (fase que inicia en 1999), el diseño institucional se va modificando, 
para empezar a contemplar la participación ciudadana institucionaliza-
da, canalizada en el ámbito local. Antes de esto, la mayoría de las formas 
desarrolladas en general se daba fuera del marco normativo e institucio-
nal, un cambio importante que se consolidaría con la reforma del código 
municipal más adelante.

En el período de posguerra, cuatro mecanismos son los que han 
logrado mayor consolidación: planificación participativa, comités de 
desarrollo local (CDL), audiencias públicas y cabildos abiertos. Sin em-
bargo, hasta este momento no son numerosos ni están plenamente esta-
blecidos, ya que no tienen un carácter permanente o respaldo normativo 
para su realización periódica y dependen de la voluntad política de las 
autoridades en cada periodo. Si se analiza con más profundidad la ca-
lidad de su funcionamiento, pueden observarse sus debilidades inter-
nas y sus problemas, los cuáles los mantienen en un incipiente nivel de 
institucionalización.

En el caso salvadoreño, la participación ciudadana se enfrenta a fuer-
tes resistencias autoritarias arraigadas en la cultura política, así como 
en las prácticas y el desempeño de las instituciones. Esto obedece a una 
clara intencionalidad de mantener y aumentar los niveles de exclusión 
política, observados durante el periodo de posguerra hasta el año 2006, 
sirviéndose de la institucionalidad representativa para garantizar es-
pacios privilegiados de poder, donde son los partidos políticos los que 
tienen como patrimonio exclusivo la administración de la política y blo-
quean la participación ciudadana. La consolidación de la instituciona-
lidad representativa durante el periodo de transición política camina 
a paso bastante lento, funciona de manera muy deficiente, con nive-
les mínimos de ciudadanía, y sin interés de fortalecerla, ni de ampliar 
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o institucionalizar los espacios participativos, desarrollándose frente a 
importantes restricciones y obstáculos.

En el presente capítulo se ha mostrado que los procesos participa-
tivos puestos en marcha se enfrentan al desinterés del Estado y de los 
sectores de poder, que procuran mantener este bajo y casi irrelevante ni-
vel de participación que contribuye al mantenimiento del statu quo de 
exclusión de los muchos y privilegios para pocos, como se ilustra con la 
marginación de sectores pertenecientes a la oposición política  a la hora 
de convocar a los participantes en los procesos y la alta rotación de re-
presentantes de las organizaciones locales, o en el tipo de reformas al 
código municipal aprobadas en 2005, que aún no especifican mecanis-
mos de contraloría social, y la excesivamente postergada aprobación de 
la conformación pluripartidista de los concejos municipales. Esta situa-
ción socava cotidianamente las posibilidades de desarrollo y avance de-
mocrático, en un “círculo vicioso” que aparenta promover participación, 
pero que en concreto no la institucionaliza, y no “democratiza”. 

Sin embargo, merece la pena destacarse que este tipo de experien-
cias —puesto que constituye la más importante escuela de ciudadanía 
en el período de posguerra—  ha ido generando poco a poco cambios 
significativos en la cultura política, relacionados con el ejercicio de la 
ciudadanía. La participación ciudadana en El Salvador de la posguerra 
ha producido cambios importantes en la “forma de hacer de gobierno”, 
desde la llegada de la izquierda a numerosos gobiernos municipales a 
partir de 1994.

Para concluir, subrayaremos algunas de las principales característi-
cas que facilitan la consolidación de los procesos participativos, según 
las observaciones resultantes de los casos analizados: un antecedente or-
ganizativo fuerte, una iniciativa externa a la localidad, la continuidad del 
mismo partido político, la continuidad del mismo alcalde y voluntad 
política de estos actores. Estos elementos resultan fundamentales en el 
desarrollo de las experiencias participativas mejor establecidas a lo lar-
go del periodo estudiado (Grégori, 2010). Caso contrario, su ausencia 
las vuelve vulnerables. En conjunto, muestran que los procesos de parti-
cipación ciudadana no logran avanzar significativamente en su proceso 
de institucionalización y, por el contrario, siguen dependiendo princi-
palmente de los factores en que los actores y los intereses que represen-
tan son los que definen el mayor o el menor espacio para su desarrollo. 
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Faltará observar la tendencia de estos procesos después de la llega-
da al Poder Ejecutivo del primer gobierno de izquierda en el país, con 
el presidente Mauricio Funes por el FMLN en 2009, ya que la alter-
nancia es un hecho que por sí mismo constituye un logro de la lucha 
previa y la participación política en canales institucionales en la nueva 
etapa, que fortalecen el proceso de democratización salvadoreño. Con 
la creación de la Secretaría para Asuntos Estratégicos de la Presidencia 
y sus tres subsecretarías —Gobernabilidad y Modernización del Esta-
do, Transparencia y Anticorrupción, y Desarrollo Territorial y Descen-
tralización— el presidente Funes ha dado muestras de estar dispuesto 
a cumplir con el compromiso asumido con la participación ciudadana. 
En la actualidad, se han desarrollado diversas iniciativas que como se 
mencionaba con la creación del CES, han abierto la puerta a espacios de 
diálogo y negociación nacional promovidos desde el órgano ejecutivo. 
También se encuentran ya cuestionamientos a su gestión y referencias a 
un manejo autoritario del poder, con despidos injustificados (Las Dig-
nas, 2011), la vuelta a recursos típicos de gobiernos represivos ante el 
fenómeno de la violencia (Fespad, 2010a), una creciente participación 
del ejército en actividades de seguridad pública, e incluso la posibilidad 
de un golpe de Estado (Fespad, 2010b), por lo que aún no es posible ex-
poner observaciones definitivas. 

 Sigue vigente el reto de trabajar por la democratización de la cultura 
política salvadoreña. Para ello resulta fundamental promover la democra-
tización de los principales actores del sistema político salvadoreño, con 
énfasis en la construcción y la expansión de la ciudadanía, para viabilizar 
la institucionalización de la participación ciudadana y el avance en la de-
mocratización. A partir de los resultados de dicho proceso, se contará con 
mejores bases para elaborar un diseño institucional cuya ejecución facilite 
el fortalecimiento de los procesos participativos, generar las reformas ins-
titucionales y normativas necesarias para la formación en ciudadanía y su 
expansión, así como el desarrollo de su papel de contraloría social.

Bibliografía

Arancibia, Juan et al. (1999). Poder local. Viejos sueños, nuevas prácticas, Guate-
mala, Consejería en Proyectos.

nuevas instituciones.indd   232 10/1/19   16:19

Derechos reservados



Capítulo 7. Democratización y participación ciudadana en El Salvador de posguerra

233

CND (1999a). Síntesis de la consulta especializada. Bases para el Plan de Nación. 
Mayo/diciembre 1998, San Salvador (S.S.), El Salvador, CND.

CND (1999b).  Memoria. Proceso de consulta ciudadana. Enero 1998-enero 
1999, S.S., El Salvador, CND. 

Cerritos, Porfirio y Marcos Rodríguez (2005). Los mecanismos de participación 
y de concertación para el desarrollo local en El Salvador y un estudio de caso: el 
Comité de Desarrollo Local de Puerto El Triunfo, S.S., El Salvador, Sistema de 
Asesoría y Capacitación para el Desarrollo Local (Sacdel). 

Córdova Macías, Ricardo y Víctor Orellana (2001). Cultura política, gobierno 
local y descentralización, El Salvador, S. S., El Salvador, Flacso El Salvador.

Cerritos, Porfirio,  Breni Cuenca y Roberto Turcios (2003). Alternativas para 
el desarrollo económico local y la construcción de un “modelo de acción”, S. S., El 
Salvador, Sacdel. 

Concejo Municipal de Armenia, Sonsonate (2002). Ordenanza para la partici-
pación ciudadana en la gestión del gobierno municipal, El Salvador, Co-Grafic. 

Corte Suprema de Justicia (CSJ) (2010). Código municipal reformado, <http://
www.csj.gob.sv/leyes.nsf/ed400a03431a688906256a84005aec75/ 
1db8b637a047a63c06256d02005a3af3?OpenDocument>.

Enríquez Villacorta, Alberto et al. (1997). Desarrollo regional/local en El Salva-
dor: reto estratégico del siglo XXI, S.S., El Salvador, Funde. 

Enríquez Villacorta, Alberto y Marcos Rodríguez (2004). Participación ciuda-
dana en San Salvador. Notas sobre una experiencia (1997-2003),  S.S., El Sal-
vador,  Funde-Comisión de Concertación para la Participación. 

Fespad (2010a). “Planes de seguridad fracasan”, 20 de febrero de 2010, en 
<http://fespad.org.sv/planes-de-seguridad-fracasan>, consultado el 20 de 
febrero de 2011.

Fespad (2010b). “¿Hay señales para creer en un posible golpe de Estado en 
El Salvador?”, octubre de 2010. Disponible en <http://fespad.org.sv/do-
cumentos/actualidad-golpe-de-estado.pdf>, consultado el 20 de febrero 
de 2011.

Grégori Méndez, Karina Esther (2010). Democracia en El Salvador: participa-
ción ciudadana versus vicios autoritarios en la democratización de posguerra. 
(1992-2006), tesis presentada ante el Programa Centroamericano de Pos-
grado-Flacso,  para optar al grado de doctora en Ciencias Sociales, S. S., El 
Salvador, Flacso El Salvador.

Laclau, Ernesto y Chantal Mouffe (1987). Hegemonía y estrategia socialista. 
Hacia una radicalización de la democracia, Madrid, Siglo XXI Editores.

nuevas instituciones.indd   233 10/1/19   16:19

© Flacso México



235

Karina Esther Grégori Méndez

234

Laínez, Luis et al. (2011). Tenemos el sistema electoral más atrasado, 18 de febre-
ro de 2011. Disponible en <http://www.laprensagrafica.com/el-salvador/
social/172660--tenemos-el-sistema-electoral-mas-atrasado.html>, consul-
tado el 20 de febrero de 2011.

Las Dignas (2010).  Con prepotencia y autoritarismo no se construye un gobier-
no de cambio. Disponible en <http://www.lasdignas.org/convocatorias/
Convocatorias%20pfd/comunicado%20presidente%20funes.pdf>, consul-
tado el 20 de febrero de 2011.

Lüers, Paolo (2009). La muerte anunciada de la cnd, 15 de julio de 2009. Disponible 
en  <http://www.elsalvador.com/mwedh/nota/nota_opinion.asp?idCat= 
6350&idArt=3827790>, consultado el 20 de noviembre de 2010.

Morales Ehrlich, José Antonio (2010). Consulta popular en Zacatecoluca, 1° de 
febrero de 2010. Disponible en <http://www.elfaro.net/es/201001/opi-
nion/1055/>, consultado el 20 de febrero de 2011.

Rodríguez González, Marcos Enrique y Rommy Ivette Jiménez Morales 
(2005). Aportes de los Comités de Desarrollo Local a la participación ciudadana 
en El Salvador, trabajo preparado para la Facultad de Ciencias del Hombre 
y la Naturaleza para optar al grado de maestría en Desarrollo Local, S.S., El 
Salvador, Universidad Centroamericana José Simeón Cañas (UCA).

Sacdel (1998). Participación ciudadana y gestión democrática, S.S., El Salva-
dor, Sacdel.

Tojeira, José M. (2010). El futuro del ces, disponible en <http://www. 
diariocolatino.com/es/20100420/opiniones/79079/?&utm_medium= 
twitter&utm_source=twitterfeed>, consultado el 26 de febrero de 2011.

Universidad Centroamericana José Simeón Cañas (UCA) (2006). “La des-
centralización y el desarrollo local como alternativa al autoritarismo”, Re-
vista ECA, vol. 61, núm. 697-698, noviembre-diciembre, S.S., El Salvador.

USAID  El Salvador (2007). Construyendo transparencia en los municipios. 
Diagnóstico y líneas programáticas para promover la transparencia a nivel local 
en El Salvador, S.S., El Salvador: usaid, Programa de Transparencia y Go-
bernabilidad (tag).

Valiente de Sánchez,  Irene (2009). “Funde pide retomar planes de la CND”, dis-
ponible en  <http://www.laprensagrafica.com/economia/nacional/48700- 
funde-pide-retomar-planes-de-la-cnd.html>, consultado el 20 de noviem-
bre de 2010.

nuevas instituciones.indd   234 10/1/19   16:19

Derechos reservados



235

Capítulo 8 
Democracia directa en Uruguay y en Venezuela: 
nuevas voces, antiguos procesos

Alicia Lissidini*

La mayoría de los países latinoamericanos incorporó o amplió los me-
canismos de democracia directa y democracia participativa en la déca-
da de los noventa, en el marco de reformas constitucionales profundas.1 
Muchas de estas reformas fueron una respuesta institucional al pro-
ceso de democratización propio de los países que vivieron regímenes 
autoritarios (como fueron las Constituciones de Brasil de 1988 y de 
Paraguay de 1992); otras buscaron conformar pactos en torno a la suce-
sión presidencial (como la Constitución argentina de 1994) o aumentar 
el poder del Ejecutivo (Perú de 1993); otras promovieron la participa-
ción y la superación de los problemas de representación, como las car-
tas magnas de Colombia de 1991 y de Bolivia de 2004. En los últimos 
años, Hugo Chávez (2007) intentó sin éxito reformar nuevamente la 
Constitución venezolana con el objetivo de profundizar su proyecto 
de “socialismo del siglo XXI”, mientras que en Bolivia (2009) se apro-
bó mediante una consulta popular una reforma que introdujo impor-
tantes modificaciones en la representación indígena, las autonomías y 
la organización territorial, la administración de las tierras, la organiza-
ción de los poderes del Estado e incorporó la “democracia comunitaria”, 
junto con la democracia representativa y directa. 

*	 Profesora de Ciencias Políticas en la Escuela de Política y Gobierno de la Universidad Na-
cional de San Martín (UNSaM) en Buenos Aires. 

1	 Agradezco a Eric Hershberg, Maxwell Cameron, Fernando Errandonea, Marcelo Cavarozzi, 
y a los evaluadores anónimos, los comentarios a las versiones anteriores de este artículo.
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Cuadro 1. Democracia directa en Venezuela y en Uruguay

Mecanismos de 
democracia directa Constitución de Venezuela* Constitución 

de Uruguay**

Consulta popular 
obligatoria  

Artículos 16, 171 y 172: en caso de modificar los límites 
territoriales nacionales o  municipales, o de afectar la 
soberanía nacional. 
Artículo 120: a los pueblos indígenas sobre recursos 
naturales
Artículo 279: en caso de que un proyecto de ley propuesto 
por la ciudadanía al Congreso no sea sometido a votación 
en el tiempo estipulado, deberá someterse a referendo. 
Artículo 205: si no hubiera acuerdo en la Asamblea Na-
cional para elegir al titular del Poder Ciudadano, deberá 
someterse a consulta popular.
Artículo 340-346: para modificar o enmendar la Consti-
tución.

Artículo 331: 
para reformar 
la Constitución

R
ef

er
en

do
 fa

cu
lta

tiv
o 

vi
nc

ul
an

te

Iniciativa 
del Poder 
Ejecutivo

Artículo 73

No está 
previsto este 
mecanismo

Iniciativa de 
la Asamblea 
Legislativa

Articulo 73

Iniciativa 
popular Artículo 73

R
ef

er
en

do
 c

on
su

lti
vo

  
no

 v
in

cu
la

nt
e 

Iniciativa 
del Poder 
Ejecutivo

Previsto en el artículo 71

No está 
previsto este 
mecanismo

Iniciativa de 
la Asamblea 
Legislativa

Artículo 71

Iniciativa 
popular Artículo 71

R
ef

er
en

do
 

ab
ro

ga
to

ri
o Iniciativa 

ciudadana Artículo 74 Art. 79 y 
Ley Nº 17.244

Iniciativa del 
Presidente Artículo 74 No está 

previsto

Revocatoria de 
mandato Artículo 72  (Art. 233) No está 

previsto

In
ic

ia
tiv

a 
ci

ud
ad

an
a Legislativa Artículos 204 y 205 Artículo 79 

Reforma 
Constitución Artículo 341 y 342 Artículo 331 

Otros mecanismos de 
participación directa

Articulo 348 y 347
Asamblea Nacional Constituyente, Cabildo abierto y 
asamblea de ciudadanos

No están 
previstos

* Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (1999).
** Constitución de 1967 (con modificaciones plebiscitadas el 31 de octubre de 2004), Ley 16.017: 
Reforma de la Ley de elecciones (6 de abril de 1989), y Ley Nº 17.244 Recurso de referéndum 
contra las leyes (6 de julio de 2000).
Fuente: elaboración propia.
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En este artículo se analiza la democracia directa en dos países: Uru-
guay y Venezuela. La elección del caso uruguayo se debió a que es el país 
con más larga tradición en Latinoamérica de democracia directa (entre 1917 
y 2009 los ciudadanos ejercieron su voto en 24 consultas populares). Sin 
embargo, la democracia directa en Uruguay varió a partir de la redemocrati-
zación, adquiriendo un carácter más reactivo, de “voz”, en el sentido hirsch
maniano. Por esta razón, y por el auge que tiene la democracia directa en 
Latinoamérica a partir de la década de los noventa, Uruguay perdió en par-
te el carácter excepcional y entonces la comparación con otro caso resulta de 
interés para analizar las características que tienen las consultas populares y 
para responder a la pregunta por los efectos de la participación directa de la 
ciudadanía sobre la democracia. Tres países ostentan el mayor número de 
consultas nacionales en América Latina a partir de la década de los noventa: 
Bolivia (4), Ecuador (7) y Venezuela (6). La decisión de comparar a Uruguay 
con el caso venezolano obedece a que ambos cuentan con una legislación 
amplia en materia de democracia directa. En los dos, toda reforma cons-
titucional debe ser sometida a consulta popular, los ciudadanos de ambos 
países tienen la potestad de proponer reformas constitucionales y leyes al 
Poder Legislativo y de derogar leyes vigentes mediante el referendo abroga-
torio. Asimismo, ambos países tuvieron una larga estabilidad democrática, 
aunque en el caso uruguayo con un interregno, producto de un golpe de 
Estado, entre 1973 y 1984. Hay algunas diferencias entre los diseños le-
gales: los venezolanos pueden promover un referendo revocatorio del man-
dato del presidente y de todos los cargos de elección popular, y el presidente 
tienen la potestad para convocar a una consulta popular en Venezuela. La 
Constitución uruguaya no contempla ninguno de los dos mecanismos (en 
el cuadro 1 se sintetizan los mecanismos previstos en cada Constitución).

En definitiva, se trata de analizar comparativamente el ejercicio de la 
democracia directa en dos países. La hipótesis que se plantea en este ca-
pítulo es que las características que asumen los ejercicios de democracia 
directa en cada caso dependen del diseño legal de los mecanismos, las ca-
racterísticas de los actores que lo ejercen y fundamentalmente del contexto 
social y político, y de la dinámica política preexistente. Mientras que en el 
caso de Uruguay las consultas populares en general han tendido a reforzar 
la democracia, dinamizando el sistema político, promoviendo el debate pú-
blico y la participación ciudadana, en el caso de Venezuela la mayoría de las 
consultas incrementaron la delegación política y la polarización social. En 
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los dos casos, la democracia directa reveló contrastes en el rol de los parti-
dos políticos y la capacidad de representación: mientras que en Uruguay 
éstos fueron fundamentales, en el caso de Venezuela los ciudadanos, en 
su gran mayoría, no se sintieron representados por los partidos políticos. 

Este artículo recoge las ideas presentadas por Maxwell A. Cameron, 
Eric Hershberg y Kenneth Sharpe en el capítulo 1 de este libro sobre 
la propuesta de Hirschman, desarrollada especialmente en Salida, voz y 
lealtad (1977). 

Centralidad partidaria y democracia 
directa en Uruguay: voz sin salida

Como ya se señaló, Uruguay es el país de América Latina que registra 
mayor número de convocatorias a consultas populares (plebiscitos y re-
ferendos). Y como se observa en la gráfica 1, los ejercicios de democracia 
directa se dieron a lo largo de prácticamente toda la historia del Uru-
guay. La inclusión de la democracia directa, a diferencia del caso venezo-
lano, se realizó en un contexto de ampliación y posterior consolidación 
de la democracia y no de crisis de representación.2 En el batllismo, im-
pulsor de estos mecanismos, se articularon liberalismo, republicanismo y 
centralidad estatal en un discurso democrático de reforma social. El ca-
rácter democrático que el batllismo le imprimió al sistema político fue 
una nota original en el contexto latinoamericano y un elemento funda-
mental que definió al Uruguay político. Los partidos políticos, artífices 
de esta democracia, operaron en un sistema pluralista y tuvieron un alto 
grado de existencia organizacional, implantación social y continuidad his-
tórica. Si bien la figura de José Batlle y Ordóñez fue fundamental, su po-
der surgió y creció dentro del Partido Colorado y no fuera de él. Como 
contrapartida, el partido no dependió de Batlle como un caudillo jefe 
de Estado para realizar las transformaciones sociales y políticas (como 
fueron Perón en Argentina, o Cárdenas en México). En definitiva, la in-
clusión de la consulta y de la iniciativa popular se procuró un uso eficaz 
de la voz, evitando así la “salida” y reforzando la lealtad hacia los partidos 
políticos y las decisiones tomadas por ellos.

2	 En Alicia Lissidini (1998) se analiza el origen de la democracia directa en Uruguay.
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Plebiscitos y referendos

En cuanto a las cambiantes características del ejercicio de estos me-
canismos, la historia de la democracia directa en Uruguay puede sinte-
tizarse en tres etapas diferentes. En la primera, la democracia directa 
fue una herramienta proactiva en manos de los partidos políticos con 
el objetivo de reformar la Constitución; en la segunda fue utilizada por 
el gobierno autoritario militar para intentar institucionalizar su perma-
nencia en el poder, y finalmente, a partir de 1989, la democracia directa 
tomó una forma reactiva: las organizaciones sociales la utilizaron para 
frenar o rechazar decisiones del Parlamento.

a) 1917-1971: las iniciativas políticas en el marco del bipartidismo. 
La democracia directa proactiva, la lealtad que aleja la salida
Hasta 1971 las iniciativas estuvieron marcadas por el bipartidismo, y 
aunque la mayoría de las propuestas se presentaron dentro del mar-
co legal vigente, algunas tuvieron como principal motivación el des-
plazamiento de alguna fracción política de la representación electoral. 
Es decir, durante esta etapa los partidos buscaron acuerdos y consen-
sos entre fracciones políticas de signo opuesto. Todas las convocatorias 
surgieron de los partidos políticos; no hubo iniciativas de ciudadanos 
“independientes” ni de organizaciones sociales ajenas a los partidos. El 

Fuente: elaboración propia.
Gráfica 1. Democracia directa en Uruguay (1917-2009).
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mecanismo que se utilizó para activar las reformas aprobadas fue fun-
damentalmente la iniciativa legislativa y no la iniciativa popular (aunque 
este mecanismo también fue empleado por los partidos políticos). Así, la 
incorporación de los institutos de democracia directa a la Constitución 
y su puesta en práctica en este primer periodo no fue producto de una 
crisis de representación y en ningún momento pusieron en cuestión el 
carácter representativo de la democracia uruguaya. 

En este sentido, puede constarse que las reformas constitucionales (las 
propuestas y el éxito de las mismas) se constituyeron en indicadores ade-
cuados para analizar el sistema político y el sistema de partidos: refleja-
ron el peso de cada fuerza partidaria, de cada sector dentro del partido, 
así como su capacidad para construir consensos. Esto último fue funda-
mental en la medida en que ninguna proposición monopartidaria logró 
los votos necesarios para su aprobación, y por ende el éxito o el fracaso de 
las propuestas dependió de los acuerdos previos alcanzados entre frac-
ciones políticas de distintos partidos. Por otra parte, este consenso forja-
do entre fracciones partidarias descansó en una alta disciplina partidaria 
de la ciudadanía, es decir, en una fuerte lealtad, ya que las decisiones to-
madas por las cúpulas partidarias fueron aceptadas por una ciudadanía 
con una fuerte identidad blanca o colorada. Los plebiscitos otorgaron 
legitimidad a las acciones de los partidos, mediante la expresión directa 
de la ciudadanía. Los gobiernos, incluso los no democráticos, buscaron 
la ratificación del pueblo para realizar reformas constitucionales. Como 
señala Hirschman (1977), la lealtad aleja la salida y activa la voz, y en 
el caso uruguayo las propuestas de reforma constitucional y sus respec-
tivas consultas populares contribuyeron a reforzar la identificación con 
los partidos tradicionales. Dicho de otra manera, la (alta) participación 
electoral en las consultas populares (al igual que en las elecciones nacio-
nales) fue otra manera de dar “testimonio” y reforzar la vinculación polí-
tica (tal como lo propone Pizzorno, 1989).

Finalmente, cabe anotar que estos mecanismos estaban planteados 
y dirigidos, en última instancia, a resolver las diferencias entre los par-
tidos Colorado y Nacional y sus fracciones. La posibilidad de que un 
tercer partido o que sectores sociales independientes pudieran promo-
ver la democracia directa, en contra de sus “creadores”, no estaba en los 
cálculos políticos de los actores tradicionales. Es así que durante este 
periodo la democracia directa fue un mecanismo eficaz para evitar la 
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salida, es decir, que la insatisfacción derivara en una retirada del electo-
rado de los partidos políticos tradicionales. Pero en 1958 y en 1966 se 
filtraron los grupos de izquierda con propuestas de reforma constitucio-
nal propias. Estas iniciativas pueden considerarse como antecedentes de 
lo que a partir de 1989 serían los “plebiscitos contestatarios”: voces que 
se presentan por fuera de los partidos tradicionales, invocando el apoyo 
extrapartidario. En 1952, la democracia cristiana, junto con otros gru-
pos políticos de izquierda, propuso una reforma anticolegialista (que 
incluía además la eliminación de la acumulación por lemas), que obtu-
vo 10.9% de los votos (en las elecciones de 1958 estos grupos alcanza-
rían una votación muy similar). 

Es decir, en un contexto de fuerte politización, algunos miembros 
de los partidos tradicionales abandonaron esas fuerzas políticas ante la 
falta de respuesta (lo que sería un cambio en la lealtad en el sentido de 
Hirschman o de identificación siguiendo a Pizzorno) y fundaron nue-
vas organizaciones políticas, por fuera de los partidos tradicionales. Al-
gunas voces apostaron por una salida dentro del gobierno representativo 
y otras por una salida más radical (como las organizaciones políticas ar-
madas). En 1967 la izquierda presentó su propia propuesta de reforma, 
denominada “Reforma Popular” (por el mecanismo de iniciativa popu-
lar) apoyada por algunos sindicatos y respaldada por el grupo FIDEL.3 
Este proyecto se puso a consideración de la ciudadanía conjuntamen-
te con otros tres, pero frente a la imposibilidad de que algunos de los 
proyectos lograran los votos necesarios para su aprobación, se realizó 
un acuerdo interpartidario blanco-colorado del cual surgió la llama-
da “reforma naranja” (la Constitución de 1967).4 El procedimiento que 
utilizaron los partidos pactantes para que se considerara el proyecto fi-
nalmente aprobado, fue el que establecía el artículo 331, inciso B.: éste 

3	 A partir de 1966 los partidos de izquierda irían aumentando su participación en el Parlamen-
to: en 1966 el grupo Fidel (coalición de diversos partidos de izquierda) obtuvo cinco ban-
cas en el Cámara de Representantes y una en la Cámara de Senadores; en 1971 bajo una 
coalición más amplia —denominada Frente Amplio— obtuvo 18 representantes y cinco 
senadores.

4	 Vale aclarar que previamente a la elaboración de este proyecto interpartidario, la Corte 
Electoral había dictado una resolución en la cual se disponía la prohibición de votar “por sí” 
a más de un proyecto (lo cual hacía difícil que alguno alcanzara la mayoría para ser aproba-
do, de mantenerse todos las propuestas).
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permite a la Asamblea General, en reunión de ambas cámaras, formular 
proyectos sustitutivos a la iniciativa popular. 	

La democracia directa comenzó a constituirse en un mecanismo de 
voz para aquellos que promovían una salida de los partidos tradiciona-
les. Sin embargo, el golpe de Estado de 1973 eliminó por la fuerza la 
“voz vertical” (en el sentido que le da Guillermo O’Donnell, 1987), o 
sea,  la posibilidad de dirigirse al gobierno sin temor a sanciones.

b) 1980: el plebiscito autoritario en un gobierno no 
democrático. Voces oblicuas frente al silencio
Además de reprimir a la ciudadanía, el gobierno militar (1973-1984) 
pretendió justificar e incluso formalizar la intervención autoritaria. In-
tentó también reformar y controlar a los partidos tradicionales y man-
tener su cuota de poder más allá de la dictadura. Para ello impuso un 
plebiscito,5 que de haber sido aprobado hubiera instalado una “demo-
cracia tutelada”, con la exclusión de sectores políticos de izquierda y 
el control sobre los poderes establecidos, la ciudadanía y los partidos 
tradicionales. 

Esta convocatoria militar se originó en una confianza desmesurada 
en el poder del miedo. La coyuntura económica favorable y la caída de 
la desocupación —producto básicamente de la emigración a la Argen-
tina— contribuyó a generar seguridad en las cúpulas militares para la 
conquista de la ciudadanía. A ello se sumó la necesidad de contrarres-
tar el progresivo deterioro de la imagen del Uruguay en el exterior (que 
se reflejó en las manifestaciones de desacuerdo de la administración 
Carter con el gobierno militar por la violación sistemática de los dere-
chos humanos). 

A diferencia de otros gobiernos autoritarios de la región, prácti-
camente ningún grupo de la élite política tradicional se integró activa-
mente al proceso. Tampoco logró construir lealtad hacia el régimen. 

5	 El proyecto de reforma constitucional eliminaba la prohibición de allanamientos noctur-
nos y se daba potestades al Poder Ejecutivo para reglamentar el derecho de huelga. Las 
Fuerzas Armadas asumían jurídicamente todas las competencias referidas a la “seguridad 
nacional” y se reforzaba el Ejecutivo en perjuicio del Legislativo. Respecto de los partidos 
políticos, se disponía  la eliminación del doble voto simultáneo y se disponía la candidatura 
única por partido. La representación proporcional integral era modificada y se limitaba el 
funcionamiento y la formación de los partidos políticos.
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El factor decisivo en el rechazo ciudadano a la reforma (56% votó en 
contra) fue la presencia de una cultura política basada en la negociación 
y en la convivencia pacífica. Los uruguayos votaron contra la represión 
y la persecución, contra un estilo de imposición ajeno a las tradiciones y 
a favor de la redemocratización. Las “voces horizontales”, pero en parti-
cular las “oblicuas” —en el sentido que propone O’Donnell (1987), de 
“otros como yo” que se opusieron al régimen—, fueron decisivas, pues a 
pesar del silencio obligado por el gobierno militar lograron imponerse: 
“Aunque la voz oblicua sea practicada en un contexto de aparente des-
politización, tiene una referencia intrínseca a un compromiso público. 
Es esta capacidad de vincular lo más personal con lo más público, no 
sólo la oblicua sino a todos los tipos de voz horizontal, que la hace tan 
importante políticamente” (O’Donnell, 1987: 41).

Las consecuencias más inmediatas fueron la deslegitimación de 
los militares y la conformación de un frente común opositor al régi-
men. El resultado del plebiscito provocó la crisis del régimen militar 
y abrió el camino a una transición hacia la democracia, es decir, obli-
gó a la salida. 

c) 1989-2009: la democracia directa reactiva, 
las voces que desafían a los partidos 
A partir de 1989 se abrió un tercer periodo, signado por el fin del bipar-
tidismo y el crecimiento de la coalición de izquierdas Frente Amplio-
Encuentro Progresista (véase la gráfica 2). A diferencia de la primera 
etapa (1917-171), en la cual los actores fundamentales fueron los par-
tidos políticos “tradicionales” (Partido Colorado y Partido Nacional), a 
partir de 1989, fueron las organizaciones sociales y políticas con capa-
cidad de voz las que pusieron en funcionamiento los mecanismos de 
participación directa. La democracia directa se utilizó como mecanismo 
reactivo para impugnar resoluciones parlamentarias y gubernamentales 
y actuó como un desafío para el conjunto de los partidos políticos. El 
éxito de las propuestas dependió de la capacidad de los grupos sociales 
de imponer un tema y llevarlo a consideración directa de los ciudadanos, 
pero en términos generales puede decirse que los resultados tendieron 
a evitar la salida y a reforzar las lealtades partidarias. En el cuadro 2 se 
consignan las convocatorias de este periodo, sus promotores y los apo-
yos políticos que recibieron.
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Proponemos agrupar los ejercicios uruguayos de democracia direc-
ta del periodo 1989-2009 en cuatro tipos:

a) La democracia directa como herramienta para hacer justicia. El referen-
do de 1989 intentó, sin éxito, derogar la ley6 que permitió amnistiar a 
los militares que violaron los derechos humanos durante el gobierno 
militar. Posteriormente, en el plebiscito de 2009, no se alcanzaron las 

6	 La Ley de Amnistía fue aprobada en el Parlamento como producto del “pacto de go-
bernabilidad” entre el sector mayoritario del Partido Nacional (promovido por Wilson 
Ferreira) y el partido en el gobierno, el Partido Colorado. El entonces presidente del 
Uruguay, Julio María Sanguinetti, propuso un paquete de leyes como parte de lo que lla-
mó la “política de pacificación”. Estas medidas incluyeron: a) la aprobación de la ley de 
amnistía a los presos políticos (8 de marzo de 1985) que permitió dejar en libertad a todos 
los presos por motivos políticos o conexos con la actividad política, b) la reparación a fun-
cionarios públicos destituidos (25 de noviembre de 1985), c) la repatriación (11 de abril 
de 1985) de personas exiliadas, y d) la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado (22 de diciembre de 1986) que determinó la amnistía a los militares que habían 
cometido delitos contra los derechos humanos en el periodo de la “lucha contra la sub-
versión” y durante el gobierno militar.
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Fuente: elaboración propia con datos de la Corte Electoral.
Gráfica 2. El crecimiento del Frente Amplio en Uruguay.
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adhesiones necesarias para reformar la Constitución y de esta mane-
ra anular algunos de los artículos de dicha ley.7 En ambos casos, los 
actores claves fueron las organizaciones de derechos humanos. En el 
referendo de 1989, el Frente Amplio y algunos sectores de los par-
tidos Nacional y Colorado fueron fundamentales para alcanzar las 
firmas requeridas y los votos recibidos, mientras que en la segunda 
instancia (2009) la mayoría de los sectores del Frente Amplio fueron 
reticentes a promover la iniciativa y luego apoyaron tímidamente la 
reforma. De cualquier manera, en ambas instancias el apoyo a la dero-
gación o anulación fue similar (44 y 48%, respectivamente), es decir, 
insuficiente para que la reforma fuera aprobada. Se ratificó entonces, 
la decisión tomada por el Parlamento. Sin embargo, a mediados de 
2011, los parlamentarios del Frente Amplio aprobaron una ley que 
impidió la prescripción de los homicidios cometidos por los militares 
durante el gobierno de facto y de esta manera, aunque acotada a lo casos 
que estaban siendo a sometidos a juicio, se pudo evitar la impunidad. En 
definitiva, las voces fueron escuchadas y se evitó la salida de aquellos 
ciudadanos leales al partido de gobierno (Frente Amplio) mediante 
una solución legal.     

b) La democracia directa para frenar las privatizaciones. Al igual que 
otros países latinoamericanos, Uruguay se caracterizó por una fuerte 
centralidad estatal sumada a una profusa legislación que obligaba al 
Poder Ejecutivo a buscar acuerdos de nivel parlamentario (es decir, el 
gobierno no podía decretar el ajuste del Estado, como en la Argenti-
na). La democracia directa, en un contexto de multipartidismo y alta 
fraccionalización partidaria, contribuyó decisivamente a limitar la re-
ducción del papel del Estado. En 1992, haciendo uso del mecanismo de 
referendo, se derogó parcialmente la ley de privatizaciones aprobada en 
el Parlamento. Dicha ley le otorgaba al Poder Ejecutivo la potestad de 
privatizar o desmonopolizar (con prescindencia de la posición del Par-
lamento) cualquier tipo de empresa o servicio estatal. Los sindicatos de 

7	 El referendo fue propiamente una consulta popular, pues los ciudadanos votaron por “sí” o 
por “no”, pero en el plebiscito los ciudadanos tuvieron la posibilidad de adherirse a la pro-
puesta (es decir, no era explícita la votación por el “no”).
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trabajadores de las empresas públicas se constituyeron en los actores 
fundamentales de la iniciativa, pues fueron las voces que pusieron en la 
agenda política el tema y movilizaron a los ciudadanos, aunque conta-
ron con el apoyo del Frente Amplio en su conjunto y de sectores impor-
tantes del Partido Colorado y de algunos del Partido Nacional. En el 
mismo sentido, en 2003 se promovió un referendo contra la ley que per-
mitía la desregulación del monopolio de ANCAP, empresa petroquími-
ca de carácter estatal que se dedica a la importación, la exportación y la 
refinación de petróleo crudo y sus derivados (Administración Nacio-
nal de Combustibles Alcoholes y Portland). Nuevamente, el sindicato 
fue clave y el apoyo partidario también. En 2004, vecinos y organiza-
ciones ambientalistas, conjuntamente con el sindicato de trabajadores 
de la empresa estatal del agua, impulsaron un plebiscito para evitar la 
privatización del servicio y declarar que el “acceso al agua potable y el 
acceso al saneamiento constituyen derechos humanos fundamentales”, 
y lograron la adhesión a la reforma de 63% de los ciudadanos. Todas las 
iniciativas contra las privatizaciones que llegaron a la instancia de vota-
ción fueron aprobadas (algunas propuestas no llegaron a concretarse, 
por ejemplo, la de los trabajadores de la compañía del gas). En defini-
tiva, en todos estos casos hubo un uso eficaz de la voz (en el sentido de 
Hirschman, 1977).

c) La democracia directa como herramienta para la defensa de intereses 
sectoriales o corporativos. El plebiscito que dio origen a este tipo de ini-
ciativas fue el de 1989, en el cual las organizaciones de jubilados se mo-
vilizaron con éxito para que las asignaciones y las pensiones se ajustaran 
en función del Índice Medio de los Salarios.8 Estos mismos actores pro-
pusieron en 1994 otro plebiscito, también exitoso, para derogar las re-
formas a la seguridad que había introducido el gobierno de Luis Alberto 
Lacalle y prohibir cualquier modificación al sistema de jubilación a tra-
vés de la rendición de cuentas.9 También se pueden agrupar dentro de 

8	 “Firme aquí y le aumentamos la jubilación” fue el eslogan de las organizaciones sociales que 
recogieron las firmas requeridas para el plebiscito.

9	 La rendición de cuentas es el informe presupuestario anual que debe presentar el Poder 
Ejecutivo al Poder Legislativo. En dicho informe, el Ejecutivo puede proponer las modi-
ficaciones que estime indispensables al monto global de gastos, inversiones y sueldos o 
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esta categoría el plebiscito que promovieron en 1994 los sindicatos de 
enseñanza para que se estableciera para la educación pública el 27% del 
presupuesto nacional y el plebiscito que llevaron adelante en 1999 las 
distintas asociaciones  para darle autonomía financiera al Poder Judi-
cial (la propuesta le quita injerencia al Poder Ejecutivo en la elabora-
ción del presupuesto del Poder Judicial y le resta poder de veto sobre la 
estimación presentada por la Suprema Corte de Justicia). Ninguna de 
estas dos propuestas de reforma constitucional se aprobaron, aunque 
fueron respaldadas por un número muy similar a la cantidad de votos 
que obtuvo el Frente Amplio en esa misma instancia electoral (1994 y 
1999, respectivamente).
 
d) La democracia directa para modificar el diseño electoral. Éste fue el uso 
clásico en el Uruguay del plebiscito y en esta etapa se vuelve a presen-
tar. En 1994, el Partido Colorado, con el apoyo de sectores del Parti-
do Nacional y del Frente Amplio, presentó una propuesta de reforma 
que permitía, entre otras cuestiones, votar por candidatos de distin-
tos partidos en las elecciones nacionales y locales (departamentales); 
esta reforma no fue aprobada.10 En 1996, se hizo un nuevo intento 
de reforma que repetía algunas de las propuestas anteriores e intro-
ducía la segunda vuelta o balotaje. Esta reforma fue aprobada y con-
tó con el apoyo de los partidos Nacional y Colorado y de sectores 
importantes del Frente Amplio. En 1999, el partido Nuevo Espacio 
propuso una reforma que impedía a los directores de los entes autó-
nomos que fueran candidatos en las elecciones nacionales. Esta inicia-
tiva no fue aprobada, pues sólo el partido que tuvo la iniciativa (el 
Nuevo Espacio) hizo campaña electoral. Finalmente, en 2009, con-
juntamente con las elecciones nacionales y el plebiscito sobre la Ley 
de Caducidad, se promovió el voto de los uruguayos en el exterior. 
Esta iniciativa, escasamente debatida y muy poco precisa en térmi-
nos formales, fue presentada por el Frente Amplio pero no recibió el 
apoyo de sus votantes. 

recursos, y efectuar creaciones, supresiones y modificaciones de programas por razones de-
bidamente justificadas. El Poder Legislativo deberá aprobarlo para su ejecución.

10	 Sobre los motivos de este rechazo véase Lissidini (1999).
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Venezuela: voz, salida y reconocimiento11

La Constitución de Venezuela de 1999 expandió considerablemente los 
mecanismos de democracia directa con el objetivo explícito de promo-
ver una mayor participación de los ciudadanos en los asuntos públicos.12 

Entre los países latinoamericanos, Venezuela es uno de los que recoge 
la iniciativa ciudadana, la consulta popular y el referendo con mayor 
amplitud. Al igual que en Bolivia y en Ecuador, los venezolanos pueden 
revocar el mandato del presidente y el presidente tiene la potestad de 
promover una consulta popular. El espíritu participativo quedó asenta-
do en el artículo 70 de la Constitución: 

Son medios de participación y protagonismo del pueblo en ejercicio de 
su soberanía, en lo político, la elección de cargos públicos, el referendo, 
la consulta popular, la revocatoria del mandato, la iniciativa legislati-
va, constitucional y constituyente, el cabildo abierto y la asamblea de 
ciudadanos y ciudadanas cuyas decisiones serán de carácter vinculan-
te, entre otros; y en lo social y económico, las instancias de atención 
ciudadana, la autogestión, la cogestión, las cooperativas en todas sus 
formas incluyendo las de carácter financiero, las cajas de ahorro, la em-
presa comunitaria y demás formas asociativas guiadas por los valores 
de la mutua cooperación y la solidaridad.
	
Para comprender esta reforma hay que hacer referencia al contexto 

social y político previo, pues la apuesta a la participación directa se relacio-
na en el caso venezolano con la decadencia de los partidos y la desinstitu-
cionalización de la política. Y se vincula también con la tensión, presente 
desde antes de la asunción de Chávez a la presidencia, entre autoritaris-
mo y democracia (Gómez Calcaño, 2011).13

11	 Para el análisis del caso venezolano se realizó una serie de entrevistas que se detallan al final 
del capítulo.

12	 Cabe aclarar que el artículo 181 de la Ley Orgánica del Sufragio y Participación de 1998 
preveía el referendo consultivo. Fuente: <http://www.analitica.com/Bitblio/congreso_ve-
nezuela/sufragio.asp>.

13	 Como señala Luis Gómez Calcaño, en la decisión del ex presidente Caldera de ir en contra 
de su partido en 1992, así como en el apoyo popular al golpe de Chávez en 1993 contra la 
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Hasta mediados de la década de los ochenta, Venezuela se caracte-
rizó por la estabilidad política, el crecimiento sostenido y una baja infla-
ción. El Estado cumplió un rol central: implementó una fuerte política 
redistributiva y de bienestar que permitió la movilidad social y una edu-
cación masificada; sostuvo una alianza no sólo entre los partidos mayo-
ritarios, sino también con los sindicatos, el sector petrolero y la Iglesia 
católica; mantuvo subordinadas a las fuerzas armadas y canalizadas las 
demandas sociales a través de los partidos políticos. El sistema de par-
tidos giró en torno al ánimo fundado en el Pacto del Punto Fijo: los 
conflictos eran resueltos por consenso entre los actores que lo confor-
maban, pero excluyendo de manera autoritaria a otros.  Las  altas rentas 
provenientes de la exportación del petróleo financiaron la política, fun-
damentalmente a través de la corrupción y el clientelismo. En épocas de 
bonanza petrolera, el enorme gasto público permitió la redistribución 
de recursos lo cual evitó la manifestación de grandes conflictos. Como 
señala acertadamente Fernando Errandonea (2006),

no hay voz potente ni salidas calificadas porque no existe ningún 
tipo de aliciente para uno ni para otro de los mecanismos. Y no hay 
alicientes porque la corrupción en que llegó a funcionar el sistema 
alcanzó a todos los estratos y hasta, se podría decir, a una buena 
parte de las familias; porque los protagonistas, que mejoraban en el 
corto plazo en ingreso, estatus o poder, no eran conscientes [de] que 
este modelo de desarrollo no era sustentable en el largo plazo; por-
que la legitimidad prestada a la democracia pasaba por la retribución 
en bienes públicos tanto por la vía universal como particular, y la re-
tribución, aunque estratificada, existía en un grado que conformaba 
al grueso de la población (legitimidad retributiva); y también porque 
nadie había deconstruido el modelo ni levantado ninguna alternati-
va seria y viable. En definitiva, no hay actores para la voz ni para la 
salida. (Errandonea, 2006: 24).

El descenso en el precio del barril (especialmente a finales de la dé-
cada de los ochenta), dejó a los partidos políticos con escaso margen de 

democracia y más tarde (2002) en el paro convocado está presente esa tendencia autoritaria 
en la cultura política venezolana (entrevista personal, Caracas, febrero de 2011).
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respuesta en una economía dependiente de la renta petrolera. De algu-
na manera, Chávez vino a reproducir, aunque con “familias políticas” 
diferentes, la lógica clientelar preexistente (sobre todo la de los gobier-
nos de AD).

Una cadena de hechos jalonó la crisis que se desató en 1989, algu-
nos de los cuales fueron síntomas del derrumbe de un tipo de democra-
cia y otros contribuyeron a alimentar la caída, o sea, la salida en el sentido 
de Hirschman. El primer indicador de la crisis económica fue el co-
lapso de la divisa el 18 de febrero de 1983 (conocido como el “viernes 
negro”). En esa década aumentó la pobreza y la desigualdad social, jun-
to con la aplicación de las primeras disposiciones de ajuste económico 
que más tarde contribuirán decididamente al empobrecimiento y a la 
inequidad social, de la mano de la desocupación y el aumento del em-
pleo informal.

El Caracazo, evento que se produjo el 27 de febrero de 1989, dejó 
en evidencia que los pactos sociales y políticos también estaban en cri-
sis, y que lo partidos y los sindicatos habían perdido la capacidad de 
representar y sobre todo de canalizar el descontento social. Fue la res-
puesta espontánea y escasamente organizada de los ciudadanos frente a 
la aplicación de la primera medida concreta (el aumento del precio de 
las tarifas de transporte público) del ajuste económico “ortodoxo” anun-
ciado el 16 de ese mes por el gobierno de Carlos Andrés Pérez (contra 
lo prometido en su campaña electoral).14 El primer síntoma electoral de 
la crisis de los partidos fue la creciente abstención electoral a partir de 
1978 (otro indicador de salida), al tiempo que los niveles de identifica-
ción partidista de AD y Copei disminuyeron progresivamente, en gran 
medida por las fuertes disputas internas.15 Los dos intentos golpistas de 
1992 fueron las manifestaciones más claras de la decadencia partidaria 

14	 Entre otras medidas, Pérez eliminó las regulaciones bancarias, levantó la mayor parte de los 
controles de precios, privatizó la compañía nacional de teléfonos (CANTV), el sistema de 
puertos y la línea aérea VIASA, y abrió la industria petrolera y otros sectores estratégicos 
al capital privado. Véase Ellner (2003).

15	 La decadencia de AD se hizo evidente en las elecciones de 1997, cuando proclamó a Luis Al-
faro Ucero (miembro de la generación fundadora) “por aclamación”, obviando la consulta a las 
bases,  pero las deserciones y las expulsiones se dieron desde la asunción a la presidencia del 
país de Carlos Andrés Pérez en 1988. En cuanto a Copei, se dividió en 1993, creándose el 
grupo Convergencia. La Causa Radical también sufrió fracturas por conflictos de liderazgos 
y de ella se escindió un grupo que se llamó Patria para Todos (PPT), que se alió con Chávez.
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y de la crisis política que marcaron la irrupción de Hugo Chávez como 
líder político y fueron “la voz” que canalizó la salida. Si fallaron los in-
tentos de “salida” a través de golpes de Estado, la retirada terminó siendo 
el colapso de los partidos y el fin del pacto. La salida fue, en definitiva, la 
apuesta a un outsider y el castigo al sistema de partidos.

La crítica a la “partidocracia” y la necesidad de reformar el marco ins-
titucional para producir un cambio radical fueron los ejes medulares en 
la campaña del MVR. Chávez se comprometió a elegir una Asamblea 
Constituyente que acabaría con el Pacto de Punto Fijo y rediseñaría el 
sistema político venezolano. El compromiso con los derechos indígenas 
sumó la cuestión racial y la pobreza a la disputa, ausente en general en los 
discursos de la élite gobernante (formada, en su gran mayoría, por per-
sonajes de tez clara). La aparición de Chávez en la política venezolana 
marcó un profundo quiebre de la visión de progreso social abierto a to-
dos los sectores que había caracterizado las cuatro décadas posteriores a 
la segunda guerra mundial. Se transformó en el “general de los pobres,” 
argumentando que la “Revolución Bolivariana” no sólo venía a poner fin 
a la “corrupta partidocracia”, sino que también produciría una profunda 
transformación social, que llevó al protagonismo de los sectores que es-
tuvieron invisibles en los últimos años (Gómez Calcaño, 2002 y 2011).

A poco de asumir el cargo, Hugo Chávez convocó a una Asamblea 
Constituyente en la que distintas organizaciones sociales pudieron par-
ticipar en la redacción de una Constitución, que si bien tiene aspectos 
cuestionables, estableció un conjunto muy amplio de derechos humanos 
(derechos ambientales, de las mujeres y de los pueblos indígenas) y ex-
pandió los mecanismos de participación ciudadana tanto a nivel electo-
ral como en la gestión pública local y en el diseño de políticas públicas. 

La Constitución venezolana incorporó con amplitud los mecanismos 
de democracia directa (véase el cuadro 1). A lo largo de los gobiernos de 
Chávez se fueron sumando otras formas de participación, formales e in-
formales, como las misiones, las mesas técnicas de agua, de energía y de 
telecomunicación, los consejos comunales, y más recientemente las comu-
nas socialistas. Las características comunes a la mayoría de estos mecanis-
mos es que si bien promueven la participación directa de la ciudadanía, 
son diseñados (y en algunos casos, controlados) por el Poder Ejecutivo. 
En el cuadro 3 se resumen las consultas populares y a continuación se des-
criben los ejercicios de democracia directa en Venezuela.
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Cuadro 3. Democracia directa en Venezuela (1999-2009)

Consulta popular Iniciativa y apoyos Resultado Abstención

25 de abril de 1999
Referendo con dos preguntas: apro-
bación de la convocatoria de una 
Asamblea Nacional Constituyente 
con poderes para redactar una nueva 
Constitución, y aprobación de las bases 
de los poderes de la Asamblea Constitu-
yente referidos básicamente a que ésta 
debía aprobar la nueva Constitución en 
seis meses y someterla a consulta una 
vez aprobado su texto por la asamblea

Gobierno con apoyo de orga-
nizaciones sociales y partidos 
políticos afines a Hugo Chávez

Pregunta 1 
Aprobada
Sí: 87.75%
No: 7.26%

62.1%

Pregunta 2 
Aprobada
Sí: 81.74%
No: 2.75%

15 de diciembre 1999
Reforma constitucional: inclusión  
de derechos humanos, mecanismos de 
democracia directa y democracia 
participativa, mayor potestad para el 
Poder Ejecutivo 

Gobierno con apoyo de diver-
sas organizaciones políticas y 
sociales

Aprobado
Sí: 71%
No: 28%

54.74%

2 de diciembre 2000
Referendo que obliga a la renovación 
de la dirigencia sindical por voto 
secreto

Gobierno de Hugo Chávez 
(no contó con el apoyo de la 
central sindical)

Aprobado
Sí: 62.50% 
No: 27.34%

75.5%

15 de agosto de 2004
Revocatoria del mandato presidencial 
de Hugo Chávez 

Coordinadora de Acción De-
mocrática (CD), integrada por 
sectores empresariales (Fedecá-
maras), partidos políticos (AD, 
Copei, Primero Justicia y otros 
sectores opositores 
al gobierno), CVT y organiza-
ciones sociales.

Rechazado 
Sí: 40.63%
No: 9.09%

30.08%

2 de diciembre de 2007
Reforma constitucional que proponía, 
entre otras: reelección indefinida del 
presidente, aumento del periodo de 
gobierno de cinco a seis años, reduc-
ción de la jornada laboral a seis horas, 
dependencia del Banco Central pasa al 
Poder Ejecutivo; atribución a las fuerzas 
armadas de tareas de mantenimiento de 
la seguridad ciudadana y conservación 
del orden interno, aumento de las 
facultades del presidente

Propuesta del presidente Hugo 
Chávez. Bloque A

Rechazado 
Sí: 49.29% 
No: 1.05%

44.1%

Propuesta de la Asamblea 
Constitucional (grupos pro-
Chávez). Bloque B

Rechazado 

Sí: 48.94%
No: 1.05%

15 de febrero de 2009
Reforma constitucional para permitir la 
reelección indefinida de todos los cargos 
de elección popular 

Gobierno de Hugo Chávez Aprobado 
Sí: 54.85% 
No: 5.14%

29.67%

Fuente: elaboración propia con base en datos de la CNE.

a) Consulta popular para una Asamblea Constituyente: 
voces en busca de reconocimiento
La primera consulta promovida por Chávez en el gobierno fue justa-
mente la convocatoria a la Asamblea Constituyente (abril de 1999). 
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La oposición cuestionó la convocatoria; en particular una de las pre-
guntas, pues suponía una violación de las atribuciones del Poder Le-
gislativo, al otorgarle al Ejecutivo un poder discrecional para definir 
la modalidad de convocatoria y funcionamiento de la ANC. La Corte 
Suprema de Justicia dio lugar a algunos de los recursos presentados 
contra el decreto presidencial y cuestionó la segunda pregunta por no 
corresponder con los fundamentos del referendo consultivo y dio a la 
Comisión Nacional Electoral (CNE) las atribuciones para redactarla.16

La consulta tuvo lugar el 25 abril, luego de una corta campaña desa-
rrollada casi exclusivamente por el gobierno. Si bien parte de la oposi-
ción llamó a la abstención con la intención de denunciar posteriormente 
la consulta popular como plebiscitaria, la mayoría se habría abstenido 
de involucrarse activamente a causa de la percepción de un fuerte con-
senso en torno a la necesidad de cambio. La oposición quedó atrapada 
entre la resistencia al proceso mismo y la incorporación tardía e inefec-
tiva para intentar no quedar afuera del juego político. Las dos pregun-
tas fueron aprobadas, aunque el porcentaje de abstención fue muy alto  
(véase el cuadro 3). A partir de la respuesta favorable a la segunda pre-
gunta se definieron dos cuestiones fundamentales para el proyecto de 
Chávez: el número de miembros de la ANC que serían elegidos por 
cada entidad federal y la forma en que deberían ser postulados los can-
didatos (de forma personal, a través de la recolección de un porcentaje 
de firmas proporcional al número de votos de cada entidad). Esto úl-
timo impidió que los partidos pudieran proponer listas cerradas y los 
obligó a buscar apoyo para cada postulante a la constituyente.

16	 La lectura de los fallos y las declaraciones de la antigua Corte Suprema de Justicia reve-
la el grado de disputa entre Chávez y ese organismo (sustituido luego por el Tribunal 
Supremo de Justicia) y da cuenta de los vaivenes a los que estuvo sometida la consulta 
popular. Finalmente, en la consulta se planteó: “Primera pregunta: ¿convoca usted una 
Asamblea Nacional Constituyente con el propósito de transformar el Estado y crear un 
nuevo ordenamiento jurídico que permita el funcionamiento efectivo de una democracia 
social y participativa? Segunda pregunta: ¿está usted de acuerdo con las bases propues-
tas por el Ejecutivo Nacional para la convocatoria a la Asamblea Nacional Constituyente, 
examinadas y modificadas parcialmente por el Consejo Nacional Electoral en sesión de 
fecha marzo 24, 1999, y publicadas en su texto íntegro, en la Gaceta Oficial de la Repú-
blica de Venezuela Número 36.669 de fecha marzo 25, 1999?”.
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Cuadro 4. Elecciones presidenciales, apoyo electoral y abstención en Venezuela (1958-2006)

Elecciones presidenciales Partido Votos 
Abstención
(porcentaje)

1958, Rómulo Betancourt AD 49.2 7.85

1963, Raúl Leoni AD 32.8 9.22

1968, Rafael Caldera Copei 29.1 5.64

1973, Carlos Andrés Pérez AD 48.7 3.48

1978, Herrera Campins Copei 46.6 12.44 

1983, Jaime Lusinchi AD 56.7 12.25

1988, Carlos Andrés Pérez AD 52.8 18.08

1993, Rafael Caldera Convergencia/ MAS y otros 30.5 39.84 

1998, Hugo Chávez MVR/ MAS y otros 56.20 36.54

2000, Hugo Chávez MVR/MAS y otros 59.8 43.69

2006, Hugo Chávez MVR/MAS y otros 25. 3

Fuente: elaboración propia con base en datos de la CNE.

En la campaña para la elección de los representantes en la ANC, los 
candidatos expusieron los temas que según su criterio debían incluirse 
en la nueva Constitución. En este periodo adquirieron protagonismo 
las organizaciones sociales que se centraron en la necesidad de promo-
ver un desarrollo económico eficiente y en el respeto por los derechos 
civiles para mejorar las condiciones de vida de la población. El sistema 
nominal funcionó en la práctica como una lista de partido para los cha-
vistas. Como resultado, mientras los votos opositores se dispersaron en 
múltiples candidatos, los oficialistas se concentraron en los candidatos 
oficialistas. El alto nivel de abstención electoral (60%) llevó al cuestio-
namiento sobre la legitimidad de quienes fueron electos y reveló el gra-
do de alejamiento de los ciudadanos respecto de los partidos políticos.

b) Democracia directa y reforma constitucional 
La reforma constitucional propuesta por la Asamblea Constituyente fue 
sometida a consulta popular en diciembre de 1999. Existen diferentes 
evaluaciones sobre el proceso y el resultado de la Constituyente. Para 
algunos fue positivo por la activa participación de organizaciones y mo-
vimientos sociales. Entre otros, Carrasquero y Welsch afirman que “la 
ANC invitó a los ciudadanos y a grupos organizados a presentar pro-
puestas, abrió una oficina de atención popular e instaló una página de 
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internet, recibió numerosos insumos del público organizado y en gene-
ral debatió ideas y opciones alternas en acalorados debate” (Carrasquero 
y Welsch, 2001: 70). Las organizaciones sociales lograron desarrollar es-
trategias innovadoras sumamente exitosas, como la articulación en redes 
o la utilización más efectiva de los medios de comunicación y de las redes 
electrónicas nacionales e internacionales. De las 624 propuestas elabo-
radas a través de las mesas de la Asociación de Organizaciones de la 
Sociedad Civil (Sinergia) más de 50% fueron incluidas en el texto cons-
titucional, textualmente o con modificaciones de estilo. La Constituyen-
te reforzó la identificación de los sectores populares, pero en particular 
de las organizaciones sociales con el liderazgo de Chávez.

La campaña contra la reforma constitucional estuvo débilmente or-
ganizada por los partidos tradicionales, que cuestionaron especialmente 
la concentración de poderes en el Ejecutivo (aumento del periodo cons-
titucional a seis años y la posibilidad de reelección del presidente por un 
periodo) y la institucionalización de una nueva relación con las Fuerzas 
Armadas, que debilitó la subordinación de los militares a los civiles, de-
legó los ascensos militares a la propia fuerza (con excepción de los gra-
dos mayores en la que interviene el presidente) y restableció el derecho al 
voto. Como aspectos positivos se señalan los referidos a los deberes, los 
derechos humanos y las garantías. En estos temas, la reforma venezola-
na sigue la línea de las modificaciones constitucionales introducidas en 
los últimos años en América Latina, al reconocer y ampliar nuevos dere-
chos como los de los pueblos indígenas y los referidos al medio ambien-
te. Otros aspectos positivos se refieren a avances sustantivos en materia 
judicial y en los mecanismos de control político. 

El protagonismo del “pueblo” a través de la incorporación de la de-
mocracia directa es un elemento especialmente novedoso y adquiere 
una relevancia medular dado que la Constitución se presenta como 
parte de un proyecto de democracia participativa. Como señala Álva-
rez (2003), está dirigido a: 1) someter a los gobernantes al mandato 
popular revocatorio, y 2) propiciar el autogobierno del pueblo median-
te la participación directa en los procesos de formación de leyes, en 
los referendos consultivos, derogatorios y aprobatorios, en las consul-
tas, la iniciativa constitucional y constituyente, y en las asambleas de 
ciudadanas y ciudadanos. La confianza en la participación ciudadana 
llevó al gobierno a apoyar y a promover diversas y originales formas 
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organizativas. Entre otras, las misiones, las mesas técnicas de agua, de 
energía y de telecomunicación, los consejos comunales, y más reciente-
mente las comunas socialistas.

Pero más allá de la evaluación que pueda hacerse de la propuesta 
constitucional, el debate estuvo centrado en la aceptación o el rechazo de 
Chávez, transformándose en una suerte de plebiscito, sin discutirse dema-
siado el contenido del proyecto. El resultado del referendo fue de nuevo 
legitimante de Chávez (71% a favor, 28% en contra), aunque otra vez se 
registró una alta abstención (62%). El proceso iniciado en abril de 1999 
culminó en julio de 2000, cuando tuvieron lugar las llamadas “megaelec-
ciones”, en las cuales fueron renovados los mandatos de todos los cargos 
electivos y el PP obtuvo la mayoría. En esta ocasión la participación au-
mentó considerablemente (revirtiendo, aparentemente, la tendencia).

c)  Referendo por la renovación de la dirigencia 
sindical: ¿los límites del poder? 
“¡Ya está bueno de dictadura sindical en Venezuela!”, fue la expresión 
más clara del objetivo buscado por Chávez en el referendo que puso a 
consideración de la ciudadanía el 5 de diciembre de 2000. Las relacio-
nes entre el sindicalismo y Chávez desde un comienzo fueron tensas, lo 
cual se explica en gran parte por el tipo de sindicalismo que se instaló 
con el puntofijismo (de carácter corporativo) y las estrechas relaciones 
que tenía con los partidos tradicionales venezolanos. La dirigencia de la 
Confederación de Trabajadores de Venezuela (CTV) fue entonces otro 
actor vinculado con el pasado que Chávez se propuso remover. Así, una 
vez en el gobierno, redujo al mínimo los subsidios a los sindicatos y ame-
nazó con disolver la estructura sindical existente.

Ellner (2003) señala que la presión gubernamental provocó de he-
cho una profunda democratización en la estructura sindical, con pocos 
equivalentes a escala mundial. En efecto, la CTV reaccionó convocando 
a su Cuarto Congreso Extraordinario (abril de 1999), en el que se apro-
baron nuevos estatutos con medidas como la elección directa de la base 
para el comité ejecutivo, la afiliación automática de todos los sindicatos 
legalizados por el Ministerio de Trabajo, así como de organizaciones de 
jubilados y de asociaciones profesionales, referendos de los trabajadores 
para aprobar los convenios colectivos de trabajo y remover dirigentes, y 
la eliminación del control partidista de la comisión electoral de la confe-
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deración. También se declararon dispuestos a considerar la propuesta de 
supervisión de las elecciones sindicales por parte de la CNE.

A pesar de esta medida, Chávez promovió una consulta popular so-
bre el liderazgo sindical que proponía suspender a los líderes existentes 
por 180 días para dar lugar a la elección desde las bases de una nueva 
conducción.17 La iniciativa fue cuestionada y considerada una violación 
a la  autonomía del movimiento obrero.

En relación con el referendo, la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos (CIDH) consideró que “haber permitido a la pobla-
ción en general participar en dicho referendo, es decir, incluyendo a 
personas distintas de los trabajadores afiliados, implicó una violación 
al derecho a la libertad sindical y al de los trabajadores a elegir a sus 
dirigentes”. La OIT (Comité de Libertad Sindical) también cuestio-
nó  la legalidad de la convocatoria y lo mismo hicieron organizacio-
nes sindicales y de derechos humanos tanto en el país como fuera de 
él. La consulta popular volvió a elevar los porcentajes de abstención a 
75% (varias organizaciones sindicales la habían promovido). Si bien 
fue aprobado (62.50% a favor y 27.34% en contra), no redundó en el 
control gubernamental de las estructuras sindicales. Luego del referen-
do, la CTV organizó “juntas de conducción” hasta en tanto se realizaran 
nuevas elecciones. En éstas se excluyó a la mayoría de los dirigentes más 
estrechamente asociados con los partidos tradicionales (AD y Copei), 
a los cuales se les acusó de prácticas corruptas, y se incluyeron miem-
bros de varios partidos y corrientes de izquierda (como Bandera Roja y 
La Causa Radical) que hasta entonces se había negado a participar en 
la dirección de la confederación. 

Si bien esta consulta tuvo en principio el resultado buscado por el 
gobierno (la remoción temporal de la dirigencia sindical), en las eleccio-
nes sindicales quedaron en evidencia los límites del poder de Chávez, 
quien no pudo controlar el proceso, ni destruir a la CTV. Por el contra-
rio, la organización sindical se reactivó. Como contrapartida, la CTV si-

17	 La pregunta que se planteó fue la siguiente: “¿Está usted de acuerdo con la renovación de 
la dirigencia sindical, en un plazo de 180 días, y bajo estatuto electoral, conforme con los 
principios de alternabilidad, elección universal directa y secreta, consagrados en el artículo 
95 de la Constitución y que suspendan en sus atribuciones a los directivos de las centrales, 
federaciones y confederaciones sindicales establecidas en el país?”.
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guió el curso del sindicalismo latinoamericano, es decir, fue perdiendo 
capacidad de representar y movilizar a la sociedad. En el golpe de Esta-
do de 2002, que condujo a un breve derrocamiento de Chávez, mostró 
escasa capacidad de liderazgo y una actitud proclive al autoritarismo. 
La confrontación de Chávez con el sindicalismo siguió presente.

d) Referendo revocatorio y un Chávez que no se va
El paro petrolero y el boicot empresarial, así como el golpe de Estado de 
2002, contribuyeron a generar un clima de inestabilidad y de polariza-
ción que el gobierno utilizó para descalificar a toda la oposición, radica-
lizar el discurso político y aprobar leyes y decretos, algunos por medio 
del uso de las facultades extraordinarias (como las leyes habilitantes).18 
El espiral de confrontación comenzó con la primera acción masiva: el 
“paro cívico” del 10 de diciembre de 2001. Chávez amenazó con el cierre 
de la Asamblea Nacional y con la promulgación de una ley que limitara 
la actividad de los medios de comunicación y desafió a la oposición: “Ya 
veremos quién es más fuerte, si ustedes —oligarcas— o el pueblo vene-
zolano” (Hugo Chávez, 28 de noviembre de 2001). En febrero de 2002, 
la conflictividad aumentó a partir de la disputa entre el gobierno y la di-
rigencia de PDVSA por la designación de una nueva comisión directiva. 
En apoyo a los reclamos de PDVSA, la CTV convocó a un paro general 
que culminó con el efímero golpe de Estado el 12 de abril. Todo el año 
2002 fue de marchas y contramarchas masivas, muchas veces violentas, 
de la oposición y del gobierno. Cada día 11 —por la fecha del golpe— 
la CD convocó a una marcha y cada 13 el gobierno respondió con una 
contramarcha. El cuarto “paro cívico” paralizó PDVSA entre diciembre 
de 2002 y febrero de 2003 y provocó una desastrosa crisis económica 
(López Maya, 2004). El golpe de Estado fue la salida de los opositores 
más radicalizados a Chávez y tuvo como efecto no buscado politizar a la 
sociedad venezolana, reforzar la lealtad al mandatario y alejar aún más a 
los ciudadanos de los partidos políticos tradicionales.

18	 Son leyes habilitantes las sancionadas por la Asamblea Nacional, por las tres quintas partes 
de sus integrantes, a fin de establecer las directrices, los propósitos y el marco de las mate-
rias que se delegan al presidente o presidenta de la República, con rango y valor de ley. Véa-
se el listado de las leyes en <http://www.asambleanacional.gov.ve/ns2/leyes-habilitante/
LISTADO%20HABILITANTES.asp>.
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El largo periplo que llevó a la consulta se caracterizó por el enfren-
tamiento y la desconfianza mutua entre la oposición y el oficialismo, y 
por las decisiones, muchas veces contradictorias y poco fundadas, de la 
Comisión Nacional Electoral (CNE) que revelaron las tensiones inter-
nas de este organismo.19 Los actores principales en este enfrentamiento 
fueron, por un lado, la oposición nucleada en la organización paraguas 
Coordinadora Democrática (CD), integrada por el sector empresarial 
(Fedecámaras), los partidos políticos (AD o Primero Justicia), y más tar-
de por la CVT y diversas organizaciones sociales. En este polo tuvieron 
además un rol protagónico constante los medios privados de comunica-
ción. La oposición primero apostó a la “desobediencia civil” y posterior-
mente decidió promover un referendo revocatorio. 

Las organizaciones que apoyaron a Chávez fueron variando las for-
mas de participación, desde el “comando táctico de la revolución” hasta 
el “comando Maisanta”, integrado por partidos escasamente institucio-
nalizados: Movimiento Quinta República (MVR), Patria para Todos 
(PPT), Partido Comunista de Venezuela (PCV) y Podemos (un des-
prendimiento del MAS). La alianza también estaba integrada por orga-
nizaciones sociales como los círculos bolivarianos, los comités de tierras 
urbanas, y organizaciones cooperativas, sindicales, etc. Tanto el gobierno 
como la oposición hicieron uso intensivo de los medios de comunicación. 
En cuanto a internet, en el caso del gobierno, especialmente a través del 
sitio oficial del Poder Ejecutivo. Respecto de la sociedad civil y las orga-
nizaciones políticas, cabe destacar la relativa novedad del fenómeno y la 
politización creciente de las organizaciones (López Maya, 2004).

El referendo revocatorio de 2004, en el cual se puso en cuestión la 
continuidad del presidente, ratificó la continuidad de Hugo Chávez en 
la presidencia por casi un 60% de votos y no contribuyó a mejorar el cli-
ma político pues la oposición insistió con el fraude (a pesar de que or-
ganismos internacionales como el Centro Carter y la OEA avalaron el 
resultado final) y Chávez no llamó al diálogo.

El resultado del referendo no hizo más que confirmar la polari-
zación política venezolana presente desde 1998: mientras los sectores 
sociales más bajos apoyaron a Chávez, los sectores medios y altos lo re-

19	 Un análisis detallado de este periplo puede leerse en Lissidini (2008), disponible en 
<http://www.unsam.edu.ar/escuelas/politica/documentos/32.pdf>.

nuevas instituciones.indd   261 10/1/19   16:19

© Flacso México



Alicia Lissidini

262

chazaron. Más allá de los cuestionamientos al proceso (que fueron des-
de abuso de poder, irregularidades y acusaciones de fraude), lo cierto es 
que Hugo Chávez logró un apoyo de casi 60% de los sufragantes. En un 
contexto económico favorable, el presidente promovió una serie de po-
líticas sociales, en particular las misiones, que explican, en parte, su le-
gitimidad. Las misiones buscaron mejorar la calidad de vida y paliar la 
pobreza. Tuvieron su auge entre 2003 y 2006 y abarcaron áreas socia-
les sensibles, especialmente educación, salud y alimentación, a través de 
la instalación de puestos de atención en las zonas más empobrecidas. 
Según la encuesta de Gasto y Presupuesto Familiar de 2007, 48.3% de 
la población se benefició de al menos una misión (esa cifra se eleva a 
60.7% para el decil 1, a 64.2% para el decil 2, y a 65.4 % para el decil 3). 
Uno de los objetivos era llegar directamente a la población, sorteando 
la burocracia estatal, lo cual en gran medida se logró a costa de la crea-
ción de una administración paralela a las administraciones tradiciona-
les. “Misión Barrio Adentro”, en la que médicos cubanos se instalaron en 
los barrios para dar atención primaria, fue una de las más extendidas. 
Las misiones Mercal permitieron el acceso a bajo precio de alimentos 
en redes locales en las comunidades y las misiones Robinson tuvieron 
como objetivo eliminar el analfabetismo y escolarizar hasta sexto grado 
a aquellos que ya estaban alfabetizados. Las misiones fueron una de las 
estrategias más exitosas del gobierno y explican en gran medida el apo-
yo que logró Chávez en el referendo revocatorio de 2004, no sólo por el 
impacto concreto en la población sino porque promovió la movilización 
popular, reforzó la lealtad al presidente y dejó una huella positiva en los 
sectores más pobres que vieron en Chávez a “uno como nosotros”.

e) No a la reforma de 2007 pero sí a Chávez en 2009
El acuerdo con Cuba, que implicó el compromiso de parte del gobier-
no venezolano de venderle 53 000 barriles de petróleo con facilidad de 
pago a cambio de servicios y tecnología, radicalizó el discurso de Chá
vez. Este viraje fue más claro a partir de la legitimidad que obtuvo Chávez 
en el referendo revocatorio de 2004 y en las elecciones de 2005.20 Lanzó 

20	 En las elecciones parlamentarias de 2005, la oposición cometió uno de sus peores errores 
al retirarse de la contienda electoral. Como resultado, el oficialismo ganó la totalidad de los 
escaños del Parlamento.
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entonces la llamada “nueva etapa” (promovida, entre otros, por Marta 
Harnecker) en la cual de la democracia participativa se pasó al poder 
popular, del desarrollo endógeno a la expropiación, y del antineolibera-
lismo al socialismo del siglo XXI. Luego de la victoria electoral de 2006 
(en la que Hugo Chávez fue reelecto con el 62.9% de los votos), convocó 
a la construcción del Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV) 
al “servicio de la revolución” y presentó su primer plan socialista para el 
desarrollo económico y social, en el que propuso refundar la nación y 
construir el “hombre nuevo del siglo XXI”.

En este marco, como uno de los cinco motores del socialismo, se 
propuso reformar la Constitución. El 15 de agosto de 2007, Chávez 
presentó la propuesta de reforma que modificaba 33 de los 350 artícu-
los de la Constitución aprobada en 1999. A diferencia de la reforma de 
1999, en esta instancia no hubo participación de otros actores políticos 
y sociales en la elaboración de las iniciativas, y el debate público fue muy 
limitado. El 2 de noviembre, la Asamblea Nacional aprobó el proyecto 
del presidente y agregó otros, lo que en conjunto llevó a proponer la mo-
dificación de 69 artículos constitucionales. El proyecto incluía la elec-
ción indefinida del presidente y la extensión del mandato de seis a siete 
años, la creación de nuevos tipos de propiedad para ser administrados 
por cooperativas y comunidades, la conversión de las Fuerzas Armadas 
en milicias bolivarianas, la universalización del seguro social, el derecho 
al voto desde los 16 años, la reducción de la jornada laboral de ocho a 
seis horas, y la eliminación de los derechos a la información y al debido 
proceso durante los estados de excepción. Además, la reforma prohibía 
los monopolios y los latifundios y dejaba la política monetaria en manos 
del gobierno (lo que representaba en los hechos la pérdida de autono-
mía del Banco Central).

El 2 de diciembre de 2007, por primera vez desde que asumió el 
gobierno, Chávez recibió el rechazo ciudadano, aunque por escaso 
margen, al no aprobarse la reforma constitucional. La propuesta se di-
vidía en dos bloques. El bloque A, conformado por los artículos que 
correspondían a la reforma presentada por Chávez, obtuvo 49.36% de 
votos favorables (contra el 50.7%), y el bloque B, compuesto por las 
modificaciones de la Asamblea Nacional, obtuvo el 48.94% frente al 
51.05% (datos del CNE). Como en los otros ejercicios de democra-
cia directa en Venezuela, esta consulta funcionó como un plebiscito 
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sobre Chávez y su proyecto político. Uno de los actores claves en la 
oposición a la reforma propuesta por Chávez lo conformaron las orga-
nizaciones estudiantiles que en 2007 adquirieron gran protagonismo, 
primero por su oposición al cierre de la Radio Caracas Televisión Ve-
nezolana (RCTV) y posteriormente contra la reforma constitucional. 
En esta consulta, más que ganar la oposición, parecería que fueron los 
mismos chavistas quienes castigaron a Chávez por proponer una refor-
ma inconsulta, además de larga y confusa. Las referencias al socialismo, 
sobre todo en un país consumista y defensor de la propiedad privada, 
no son acompañadas, ni comprendidas, por la mayoría de la población.21 
Si bien el PSUV logró unificar a buena parte de los partidos y los gru-
pos que apoyaron a Chávez en 2006, la palabra socialismo no tuvo un 
significado unívoco, pues si bien para los opositores Chávez era sinó-
nimo de comunismo, para los chavistas socialismo era Chávez, y la mayo-
ría de ellos rechazaba el modelo cubano; de ahí el rechazo a la propuesta de 
Chávez. El resultado constituyó un duro revés para el presidente (quien 
si bien aceptó la derrota, descalificó la victoria) y no contribuyó a gene-
rar un clima de diálogo. Por el contrario, el 30 de noviembre de 2008, 
Chávez ordenó a sus seguidores activar un proceso de enmienda que 
le permitiera postularse como candidato a un tercer mandato de seis 
años en las elecciones presidenciales de 2012, y así sucesivamente, “si 
Dios y el pueblo así lo quieren”. El 15 de febrero de 2009, con una 
votación de 54.86% frente a 45.1%, se aprobó en un referendo la re-
forma que habilita la reelección de manera indefinida en cualquier 
cargo de elección popular (incluida la presidencia). Este resultado no 
sólo habilitó a Chávez para presentarse en las próximas elecciones 
presidenciales (octubre de 2012), sino que constituyó un voto que 
confirmó la alta identificación que aún mantiene con un porcentaje 
importante de la población.

21	 Como lo señala Javier Biardeau, “no se le ve el queso a la tostada: el discurso era tan plano, 
tan doctrinario, que sólo el sector más duro del chavismo se sintió identificado […] dejan-
do de lado toda una base que se sentía más identificada con el proceso antineoliberal, de 
movilización popular y de una promesa de democratización tanto social como política que 
no se fue cumpliendo y que concentró las decisiones en el ámbito del Ejecutivo” (entrevista 
personal, Caracas, febrero de 2011).
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Nuevas voces, antiguas prácticas políticas 

Democracia directa y crisis de representación

Suele asociarse el “auge” de la democracia directa con la crisis de repre-
sentación (Lissidini, 2011). Sin embargo, éste no es el caso uruguayo, 
el país con más ejercicio de democracia directa en América Latina. A 
lo largo del análisis de las experiencias uruguayas en materia de con-
sulta popular, es evidente la centralidad de los partidos políticos aun en 
la etapa “contestataria”, donde los ciudadanos adquieren una mayor au-
tonomía relativa de los partidos. Todas las propuestas que llegaron a la 
instancia del voto popular (es decir, al referendo o al plebiscito) conta-
ron con el apoyo de al menos un grupo político. Aquellas iniciativas que 
no recibieron respaldo político de consideración, no alcanzaron dicha 
instancia. Por otra parte, el surgimiento y el crecimiento electoral del 
Frente Amplio fueron fundamentales en el tipo de democracia directa 
que se instaló a partir de 1989.

Afirmar que los partidos políticos fueron claves no niega la profun-
da transformación que han sufrido en los últimos años. Por primera vez 
en la historia, fueron constreñidos por las organizaciones de corte cor-
porativo (los grupos de jubilados22 y los gremios de la enseñanza23) a 
tomar una determinada posición política (a veces reñida con la postura 
ideológica del partido). La simultaneidad de los plebiscitos y las eleccio-
nes nacionales, por otra parte, reforzó la partidización de las convoca-
torias e influyó en las instancias electorales. También por primera vez 
los partidos no fueron apoyados en todas las instancias por sus parti-
darios; éste fue el caso de las reformas electorales propuestas en 1994 y 

22	 Aunque es indiscutible que desde la década de los cincuenta la seguridad social fue un me-
dio para obtener ventajas clientelísticas y siempre existió una presión sobre los partidos po-
líticos, nunca la coacción fue tan transparente. Elías Yafalián, integrante de la directiva de la 
Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay (ONAJPU) fue un ejem-
plo al respecto: “Hoy los jubilados somos la vedette de los partidos políticos, por eso vamos 
a presentarles a los candidatos nuestras reivindicaciones para que se pronuncien antes del 
31 de octubre” (El Observador, núm. 2462, 3 de octubre de 1999).

23	 En el plebiscito de 2004, promovido por los gremios de la educación, fue el Frente Amplio 
el que debió apoyar la reforma constitucional, a pesar de que varios líderes de ese partido 
estaban en contra de la propuesta. Algo similar sucedió en 2009, con el plebiscito promo-
vido por las organizaciones de derechos humanos.
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2009 (esta última habilitaba el voto en el exterior). Como contraparti-
da, los referendos y los plebiscitos generaron alianzas interpartidarias e 
incentivaron nuevos realineamientos electorales y coaliciones parlamen-
tarias. Frente a ellos, eventualmente la ciudadanía pudo sentirse mejor 
representada. Es decir, la democracia directa en Uruguay no promovió 
la salida del sistema de representación partidario, sino que contribuyó a 
reforzar y a generar nuevas identidades partidarias.  

En el caso de Venezuela, por el contrario, la crisis de representación 
explica el ascenso de Chávez al gobierno y las dificultades de la oposi-
ción para frenar las reformas por él promovidas y llevadas a cabo. A di-
ferencia del caso uruguayo, en Venezuela el rechazo de los ciudadanos 
a los partidos políticos (incluso a las estructuras partidarias propuesta 
por el propio Chávez) contribuye a entender por qué el ejercicio de la 
democracia directa fue básicamente un plebiscito de apoyo o rechazo a 
Chávez, y su resultado debe ser leído como algo más que un cálculo es-
tratégico de parte de quienes lo apoyaron: el “círculo de reconocimiento” 
al que alude Pizzorno (1989), es decir, las redes de relaciones que me 
permiten reconocerme y ser reconocido, hacen que la lealtad sea más 
fuerte que la simple adhesión ideológica a un proyecto. La alta absten-
ción electoral que se registró en buena parte de estas instancias se en-
tiende, en parte, por la ausencia de identidad política de la mayoría de 
los venezolanos y es un legado de las crisis y la descomposición del sis-
tema de partidos. Ese vacío de representación en el caso venezolano no 
fue ocupado por organizaciones sociales, pues si bien existen y fueron 
relevantes en coyunturas específicas (como la Coordinadora Democrá-
tica que aglutinó a buena parte de la oposición al gobierno especialmen-
te en 2002 y organizaciones como Súmate que fue fundamental en la 
recolección de firmas para habilitar el referendo revocatorio de 2004) 
continúan siendo relativamente marginales y de escasa inserción en los 
sectores más empobrecidos. Cuando las organizaciones sociales adqui-
rieron cierta relevancia, como fue el caso de los estudiantes universita-
rios en 2007, enriquecieron el debate político; fueron la voz que obligó 
al gobierno a dar marcha atrás en algunas de sus decisiones. Al mismo 
tiempo, si bien los resultados electorales (con excepción de 2007) han 
beneficiado a Chávez, éste no ha podido construir una estructura polí-
tica capaz de representar a los ciudadanos y dar continuidad y entidad a 
su proyecto político, más allá de su figura.
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Más consultas, ¿más democracia?

Respecto del carácter supuestamente democratizador de las consultas 
populares y las iniciativas ciudadanas cabe realizar algunas precisio-
nes. En el caso de Uruguay, los plebiscitos y los referendos tendieron a 
polarizar y a estigmatizar a los oponentes: neoliberales versus estatistas, 
modernizadores versus conservadores, etc.24 En algunos casos, los pro-
ponentes se movilizaron por algún interés particular (el incremento de 
las jubilaciones, el mantenimiento de los empleos públicos, el aumento 
de los salarios de los docentes de la enseñanza pública) y por lo tanto 
en sus propuestas no fueron consideradas las consecuencias econó-
micas, técnicas o políticas. Las convocatorias populares incentivaron 
el uso de las encuestas de opinión, que influyeron en la actitud de los  
políticos y también de los ciudadanos, reforzando el “modelo plebisci-
tario”, es decir, la adopción de decisiones políticas sobre la base de las 
encuestas de opinión.25

Entre las repercusiones positivas de este mecanismo para el caso 
uruguayo puede mencionarse que en algunas oportunidades la democra-
cia directa fue el mecanismo idóneo para dirimir diferencias profundas 
en la sociedad, para frenar políticas impopulares como las privatizacio-
nes y sobre todo para canalizar la protesta (la voz) y evitar así la salida. 
Además, ninguno de los temas que fueron puestos a debate para la deci-
sión directa de la ciudadanía eran cuestiones menores: derechos huma-
nos, previsión social, manejo de las empresas públicas y educación, entre 
otras. Los referendos y los plebiscitos obligaron a los partidos a generar 
respuestas y propuestas que contaran con un mayor respaldo social y 
político. El debate político, más allá de la profundidad, despertó interés 
en los ciudadanos y promovió su involucramiento. En el caso de Uru-

24	 Dicha estigmatización se dio incluso en el caso del referendo sobre la amnistía a los milita-
res, en el cual la principal motivación para votar por el mantenimiento o por la derogación 
de la ley fue, paradójicamente, la misma: la consolidación de la democracia.

25	 Es preciso realizar más investigaciones que den cuenta de los intentos infructuosos de po-
ner en funcionamiento el recurso de referendo y también de las amenazas de derogar leyes 
vía referendo, como en 2002, cuando se juntaron firmas para derogar una ley referida al 
servicio de telefonía celular (Ancel) y el Congreso, frente a la posibilidad real de un referen-
do, decidió la derogación de los artículos 612 y 613 de la Ley 17.296. En este caso, la sola 
amenaza tuvo un efecto político inmediato.
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guay, la democracia directa, contra todos los temores y prejuicios, generó 
mayor politización de la sociedad, aunque cabe aclarar que no siempre 
las decisiones “soberanas” fueron aceptadas por los “perdedores”: éste es 
el caso de las consultas sobre la política de derechos humanos relativa a 
las violaciones de los militares durante el gobierno autoritario.

A diferencia del caso uruguayo, la democracia directa en Venezue-
la tendió a reforzar el poder del presidente a costa de otros mecanis-
mos de representación, como los partidos políticos y las organizaciones 
sociales autónomas. Sin embargo, no fueron los mecanismos formales 
los responsables de promover la delegación, sino que ésa fue la política 
impulsada por Hugo Chávez, frente a la cual la oposición no pudo o 
no supo responder. En realidad, el constreñimiento legal de ratificar vía 
consulta popular las reformas constitucionales, obligó a Hugo Chávez 
a convocar a la ciudadanía en 1999, 2007 y 2009. Contrariamente a lo 
que se sostuvieron algunos analistas, gracias al diseño legal de la demo-
cracia directa en Venezuela, los ciudadanos tuvieron la posibilidad de 
apoyar u oponerse a las reformas. De hecho, el rechazo a la propuesta 
de 2007 significó no sólo una derrota para Chávez, sino que puso un 
freno a una reforma constitucional que hubiera aumentado, aún más, el 
poder del presidente. Además, las consultas populares contribuyeron 
a politizar a los venezolanos, muchos de los cuales estuvieron al mar-
gen de los debates políticos y se abstuvieron de participar en las eleccio-
nes durante la década de los noventa del siglo XX y parte de la primera 
del siglo XXI (véase el cuadro 4). Por otra parte, los resultados electo-
rales de las consultas fueron muy similares a los votos en las elecciones, 
lo que deja en evidencia el apoyo popular que tenía Chávez y las difi-
cultades de la oposición para proponer alternativas políticas que repre-
senten a la ciudadanía. 

En definitiva, los ejercicios de democracia directa (y también la de-
mocracia participativa) son reflejos de las ambigüedades propias de la 
democracia venezolana tensionada por un líder político que promueve 
la participación ciudadana, pero con dosis significativa de autoritarismo, 
y que recrea viejas prácticas clientelares arraigadas históricamente en 
Venezuela. El escaso apego a las instituciones y la limitada autonomía 
de la sociedad civil, en un país atravesado por grandes diferencias eco-
nómicas y sociales y bipolarizado por el liderazgo de Chávez, impregna 
la política venezolana en todas sus manifestaciones. El diseño legal en 
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Venezuela le permite al presidente proponer reformas constitucionales 
y convocar a consultas, a diferencia del caso de Uruguay, donde el Poder 
Ejecutivo no tiene dichas potestades. Lo anterior explica, en cierta me-
dida, las consultas y las reformas promovidas por el presidente Chávez. 
Sin embargo, los factores que ayudan a entender las diferentes formas 
de utilizar los mecanismos de democracia directa en los casos analizados 
hay que rastrearlos en las trayectorias políticas de ambos países, en sus 
dinámicas políticas y en las características de los actores políticos en uno 
y en otro caso. Mientras que en Uruguay el sistema de partidos y la cul-
tura política obliga a los actores a buscar el consenso y las voces tienden 
a utilizarse de manera que se evita la salida, en el caso de Venezuela im-
pera una lógica mucho más clientelar y menos democrática. 
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Capítulo 9
Participación y representación en Oaxaca, elecciones 
por usos y costumbres: debates normativos y 
lecciones para el multiculturalismo latinoamericano

Todd A. Eisenstadt* y Jennifer Yelle**

Con frecuencia, la disyuntiva entre participación y representación se 
ha problematizado en teoría política, pero rara vez en estudios empíricos. 
Si tomamos el concepto de participación como la intervención directa 
de los ciudadanos en los procesos de toma de decisiones y abrimos la 
discusión histórica sobre los diversos significados de la representación, 
entramos en un debate de cientos de años. Los antifederalistas, antes de 
la fundación de los Estados Unidos, argumentaban que los representan-
tes electos debían tener una responsabilidad estricta ante sus represen-
tados. Según Storing, para antifederalistas como Thomas Jefferson “la 
responsabilidad se asegura a través de la ausencia de una diferenciación 
marcada entre la gente y su gobierno… Una responsabilidad profunda y 
efectiva en la semejanza entre el cuerpo representativo y la ciudadanía en 
general” (Storing, 1981: 17). Por el contrario, nociones elitistas de la 
representación, como la de Edmund Burke, sostenían que “mientras el 
teórico observe al representante como miembro de una élite superior 
en términos de razón y sabiduría, como lo hacía Burke, deja de ser nece-
sario para él que el representante consulte las opiniones o los deseos de 
aquellos en cuyo nombre actúa” (Pitkin, 1967: 211). Los antifederalistas 
preferían claramente una mayor participación directa (y representación 
fundamentada en los puntos de vista expresados por la gente), mientras 
que los federalistas y los burkeanos defendían un papel disminuido para 

*	 Profesor de Gobierno en la American University.
**	 Doctorante en el Departamento de Ciencias Políticas de la American University.
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los ciudadanos, tanto como proveedores de la voluntad popular a través 
de las elecciones, como en la transformación de esa voluntad popular en 
políticas públicas.

A lo largo de las Américas, los pueblos indígenas han demanda-
do —con el respaldo internacional— representación en foros locales, 
nacionales e internacionales. En el sur de México, demandas por una 
mayor representación y participación indígena en el gobierno surgieron 
con fuerza en los años noventa, durante el levantamiento zapatista en 
Chiapas y en Oaxaca, su estado vecino. Según lo ha señalado Adelfo Re-
gino Montes, un intelectual mixe de Oaxaca y colaborador en la formu-
lación de los mensajes zapatistas, “es importante recordar que antes de 
la llegada de los españoles, los colectivos presentes en estas tierras eran 
pueblos con su propia cultura e instituciones sociales, políticas, econó-
micas y jurídicas… Ellos creían, como muchos lo siguen haciendo hoy 
en día, que estas categorías y conceptos debían imponerse en la esencia 
de las cosas” (Regino Montes, 1996).  Su argumento en el Foro Indíge-
na Nacional, basado en este concepto de derechos colectivos, afirmaba 
que  “el reconocimiento de nuestros derechos colectivos es necesario para 
poder disfrutar nuestros derechos individuales” (Regino Montes, “Ta-
ller 2. Libre determinación de los pueblos indígenas”).

¿Cuál ha sido el resultado de estas demandas de representación in-
dígena en el ámbito nacional y con respecto a la participación indígena 
local a través de nuevas formas de elecciones y gobernanza? El radical 
movimiento zapatista en Chiapas en buena medida ha quedado atrás 
(aunque muchos ciudadanos extrajeron identidades indígenas renova-
das de la rebelión, una afiliación simbólica al “imaginario zapatista” que 
tuvo resultados concretos; véase Eisenstadt, 2011: 129-156). Sin em-
bargo, en Oaxaca, donde la autonomía comunal indígena era reconoci-
da de facto, han surgido nuevas formas de participación electoral e ideas 
de representación indígena. Este capítulo se acerca a las disyuntivas y a 
los costos de oportunidad inherentes a estas nuevas formas de participa-
ción ciudadana. Si bien la forma de gobierno de Oaxaca provee a los ciu-
dadanos canales institucionales nuevos y únicos donde expresar su voz 
en la comunidad, estos canales institucionales también sofocan la voz de 
opositores y de otros individuos excluidos.

Al valorar la participación de todos (o al menos de todos los grupos 
con derecho al voto) y sin aceptar de ninguna manera la visión burkeana 
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de una élite con mayores capacidades que el resto, la ley de usos y cos-
tumbres en Oaxaca —y en otras áreas donde está presente— ha resti-
tuido las instituciones de los pueblos indígenas a lo que Regino llamó 
“la esencia de las cosas”. Sin embargo, en relación con la participación, 
han creado barreras a individuos y a grupos minoritarios excluidos. Con 
respecto a la representación, estas instituciones han implementado una 
posición filosófica que favorece la lealtad y la antigüedad por encima del 
mérito y la capacidad técnica. Este capítulo ofrece una discusión de es-
tas alternativas y sus implicaciones. Primero, sin embargo, es necesario 
explicar a qué nos referimos con la expresión leyes de usos y costumbres y 
cómo estas prácticas fueron instituidas en el contexto mexicano.

Las comunidades regidas por leyes de usos y costumbres utilizan 
una combinación de mecanismos electorales tradicionales y occiden-
tales: los ciudadanos eligen autoridades federales y estatales de acuerdo 
con procesos electorales liberales de voto universal y secreto y designan 
sus autoridades municipales a través de métodos indígenas (conocidos 
como usos y costumbres). La definición de prácticas de usos y costum-
bres suele ponerse a debate. En Oaxaca, los usos y costumbres pueden 
referirse a una serie de prácticas para seleccionar líderes que van des-
de asambleas comunales hasta nombramientos de consejos de ancianos 
para tomar decisiones, o desde alzar la mano para apoyar a un candida-
to hasta hacer marcas debajo de su nombre. En general, el voto bajo el 
esquema de usos y costumbres se hace públicamente y no hay garantía 
de sufragio universal. Más que definir de manera rígida las prácticas de 
usos y costumbres y establecer un fundamento legal al reconocerlas, las 
autoridades estatales mexicanas han permitido a los legisladores oaxa-
queños designar los municipios regidos por usos y costumbres y ofrecer 
a sus ciudadanos el derecho a elegir a sus líderes de acuerdo con el siste-
ma de su preferencia.

A lo largo de la América Latina indígena, nuevas formas de repre-
sentación son instauradas cuando algunos países realizan asambleas 
constitucionales y otros adoptan nuevas formas de representación indí-
gena o finalmente reconocen formas anteriores. Esta tendencia ha sido 
alimentada, en parte, por la creación de la Proposición 169 de la Orga-
nización Internacional del Trabajo en 1989, la cual obliga a los países 
firmantes a reconocer ciertos estándares internacionales de derechos in-
dígenas, así como por el quingentésimo aniversario de la llegada de Co-
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lón al hemisferio occidental. Movimientos en defensa de los derechos 
indígenas han surgido en todo el continente, incluyendo la rebelión za-
patista de 1994 en México, el éxito del movimiento-partido Pachakutik 
en Ecuador en 1999 y, más recientemente, la victoria del Movimiento 
al Socialismo (MAS) de Evo Morales en Bolivia en 2005. Estos mo-
vimientos han encontrado expresión a través de diversas instituciones 
de representación, desde el reconocimiento comprehensivo de la au-
tonomía municipal en Bolivia, el apoyo legal para grupos indígenas en 
Colombia y el reconocimiento parcial, al menos de ciertas prácticas elec-
torales, en algunas entidades de México.

Hale (2002) ha sugerido que el reconocimiento de derechos mul-
ticulturales, incluso por parte de los gobiernos más conservadores de 
América Latina, ha sido posible porque el reconocimiento de derechos 
(sin reglamentos para su implementación o recursos comprometidos 
para este propósito) no tiene costos y es un gesto de solidaridad hacia 
grandes bloques de votantes indígenas. Afirma que el reconocimiento 
de derechos “amenaza” a los movimientos de defensa de derechos indíge-
nas al hacerlos desistir de hacer más demandas, aun cuando lo que tien-
den a recibir del Estado es prácticamente nada. 

En México, las ambigüedades y las áreas grises inherentes a las prác-
ticas de usos y costumbres han llevado a algunas víctimas de la aplica-
ción de estos métodos a afirmar que la ley está tan vagamente definida 
que los caciques tradicionales tienen el poder para gobernar con arbitra-
riedad bajo el disfraz de prácticas comunitarias de toma de decisiones. 
Además, las elecciones por usos y costumbres han creado tensiones en-
tre los derechos individuales y comunitarios. Un estudio de prácticas de 
selección de líderes en los 412 municipios originales regidos por el siste-
ma de usos y costumbres (Ríos, 2006: 36) reveló que 18% no permite la 
participación de mujeres y 21% prohíbe la participación de ciudadanos 
que viven fuera de la cabecera municipal, donde se toma la mayor parte 
de las decisiones. Reportes no oficiales sugieren que las mujeres no tie-
nen permitido votar en 70% de las 570 asambleas actuales de usos y cos-
tumbres en Oaxaca (Tapia, 2010). Nuestro sondeo de los municipios 
oaxaqueños de usos y costumbres en 2008 (presentado en el cuadro 1) 
mostró que la discriminación era aún más frecuente después de las re-
formas legales de 1995 que legalizaban los usos y costumbres, los cuales 
se habían practicado durante varios siglos sin validez legal.
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Cuadro 1. Participación en  instituciones municipales de usos y costumbres en 2008

Distintos 
grupos

Hombres en 
la población 
“cabecera”

Mujeres en 
la población 
“cabecera”

Hombres en 
agencias

Mujeres en 
agencias

No-
católicos Migrantes

Participación 
directa por 
el voto en 
elecciones

94.20% 75.50% 44.10% 38.20% 76.30% No hay 
datos

Tequio 95.50% 60.9% 30.2% 20.5% 88.3% 22.5%

Organizador 
de la fiesta 
del pueblo

95.8% 86.1% 32.4% 28.7% 47.8% 31.2%

Puestos en 
el gobierno 
civil

96.80% 42.8% 31.7% 13.4% 89.2% 29.4%

Fuente: 2008 Survey of Oaxaca, Mexico Customary Law Municipalities. Dirigido por Moisés 
Jaime Bailón Corres, Michael S. Danielson, Todd A. Eisenstadt y Carlos Sorroza, y financiado por 
Higher Education in Development (HED), United States Agency for International Development 
(USAID) y la Universidad Autónoma Benito Juárez de Oaxaca (UABJO). La muestra fue de 404 de 
los 418 municipios gobernados por usos y costumbres. El cuestionario fue aplicado a presiden-
tes municipales por representantes locales de la agencia estatal de alfabetización para adultos, 
quienes también hicieron preguntas propias.

Este capítulo busca ofrecer un mejor entendimiento de las impli-
caciones para la participación y la representación de las prácticas in-
dígenas de usos y costumbres en México. Consideramos cómo estas 
prácticas, que eran percibidas al inicio de los años noventa como una ame-
naza al Estado mexicano, comenzaron a ser toleradas por las élites políticas 
tradicionales a mediados de esa misma década. Describimos algunas va-
riantes de prácticas de usos y costumbres y exploramos las fortalezas 
y las debilidades de la participación y la representación bajo la ley de 
usos y costumbres. Evaluamos los beneficios y los riesgos normativos 
que traen consigo estas prácticas en relación con teorías sobre la re-
presentación democrática. Contrastamos estas consideraciones teóri-
cas con la práctica real de la ley de usos y costumbres y presentamos un 
panorama de los conflictos relacionados con estos asuntos de represen-
tación. Para concluir, vinculamos el debate sobre la participación y la 
representación con conversaciones paralelas en torno a la autonomía, 
según es tratada con frecuencia en América Latina, y extraemos algu-
nas implicaciones para el debate en México sobre autonomía indígena 
y representación.
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Disyuntivas históricas y contemporáneas sobre 
las elecciones por usos y costumbres en Oaxaca

Durante la conquista española, con la excepción de algunas rebeliones 
menores, las comunidades indígenas rápidamente se sometieron y por 
lo general fueron ignoradas por los españoles. De acuerdo con Bailón 
Corres, “Los zapotecas, mixtecas y otros grupos indígenas de Oaxa-
ca han desarrollado formas de organización política, cultural y étnica 
que les daba consistencia y una resistencia pasiva contra el dominio 
colonial; esto les permitía conservar sus tierras y reiniciar viejas dispu-
tas agrarias con comunidades y pueblos vecinos” (Bailón Corres, 1999: 
21). En otras palabras, las comunidades indígenas oaxaqueñas eran ex-
plotadas a través de la extracción de tributo, pero no estaban sujetas a 
la servidumbre directa impuesta en otras partes de México. Los oaxa-
queños mantuvieron su dominio sobre sus tierras y sus comunidades 
durante el periodo colonial.

Para mediados del siglo XIX, varias décadas después de la Inde-
pendencia de México, Oaxaca se dividió en unidades administrativas 
(municipios) de 200 residentes o más, cada una con unidades menores 
(conocidas como agencias) de menos de 200 residentes. La autonomía 
de la que gozaban los municipios servía tanto a la cabecera municipal 
como a sus comunidades circunvecinas. Esto cambió cuando el po-
der para distribuir fondos federales pasó a los ayuntamientos en 1980 
y cuando la cantidad de esos recursos aumentó en la década de 1990. 
Desde el incremento en la capacidad financiera de los ayuntamientos, 
estos municipios enfrentaron conflictos internos entre las comunidades 
y la cabecera municipal a propósito de la falta de derechos de participa-
ción política para las primeras.

Después de que las negociaciones entre el gobierno federal y la in-
surgencia zapatista en Chiapas se estancaron a finales de los años no-
venta, las políticas multiculturales subnacionales se volvieron una 
estrategia favorecida por el gobierno para reducir las tensiones étnicas 
antes de que alcanzaran niveles conflictivos. Puesto que Oaxaca había 
poseído históricamente comunidades indígenas autónomas, las autori-
dades pensaron que era momento de reconocer legalmente esta auto-
nomía como una forma de robar esa agenda política a los movimientos 
activistas radicales como los zapatistas. Las élites políticas en todo Méxi-
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co fueron sorprendidas por el éxito con que los zapatistas difundieron su 
agenda sobre derechos multiculturales. Oficiales del estado de Oaxaca, 
sobre todo miembros del Partido Revolucionario Institucional (PRI), 
el cual gobernó a México de manera hegemónica de 1929 a 2000, pen-
saron que quizá el reconocimiento de los usos y costumbres disminui-
ría cualquier amenaza de contagio a partir del alzamiento zapatista de 
1994 en el estado vecino de Chiapas. El debilitado PRI también pensó 
que un sistema de usos y costumbres prevendría que otros partidos po-
líticos en ascenso ganaran terreno en las áreas rurales de Oaxaca (Anaya 
Muñoz, 2002; Recondo, 2007).  La ley de Oaxaca de 1995 y las enmien-
das de 1998 se presentaron como instrumentos para legitimar prácticas 
culturales tradicionales que representaban un primer paso fundamental 
para otorgar a los oaxaqueños autoridad sobre sus tierras que habían es-
tado ocupadas durante siglos. En suma, estas medidas pueden haber te-
nido motivaciones políticas de fondo, pero fueron una concesión real del 
Estado en términos de derechos a los grupos indígenas.

Durante décadas, los oaxaqueños habían recibido una autonomía 
de facto —como se observaba en diversos sistemas de usos y costum-
bres, sistemas de tequio y de cargo— envidiada por sus vecinos chiapa-
necos (donde las élites locales habían reprimido con brutalidad a los 
campesinos indígenas durante siglos). Pero cuando esta autonomía de 
laissez faire (que cobró forma como un tipo de autodeterminación) fue 
legalizada en 1995, los oaxaqueños fueron presa fácil para elementos 
foráneos, una vez que no existía más la certidumbre sobre quién defen-
dería sus derechos individuales. La ley de usos y costumbres aseguraba 
la autonomía y la representación étnicas a costa de la representación de 
otras identidades colectivas de género, ocupación y religión.

Esfuerzos para legislar el reconocimiento a la ley de usos y costum-
bres fueron vetados en 1992 por el poderoso gobierno nacional. Juan 
Manuel Cruz Acevedo, un reformista disidente del PRI y protagonista 
de las reformas en Oaxaca de 1995, dijo que se había acercado al subse-
cretario del Interior, Arturo Núñez, para hablar sobre la legalización de 
usos y costumbres en 1992, pero que el representante del Poder Ejecu-
tivo lo había acusado de promover “el estado de excepción” (entrevista 
con Cruz Acevedo). No fue tiempo para tales reformas sino hasta 1995, 
cuando ciertos factores importantes convergieron. Algunos políticos de 
esta era (por ejemplo, Bailón Corres, Cruz Acevedo, López) recono-
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cieron abiertamente que los usos y costumbres fueron legalizados para 
prevenir lo que imaginaron podría ocurrir si los alzamientos zapatistas 
se extendían a Oaxaca (entrevistas y presentaciones con Bailón Corres, 
Cruz Acevedo y López, en 2010). Estudios académicos han sugerido 
que fue una estrategia del PRI para perpetuar su dominio monopólico 
sobre las áreas rurales a pesar de su declive nacional a finales de los años 
ochenta. Por ejemplo, Anaya-Muñoz (2002) y Recondo (2006) han 
ofrecido argumentos convincentes de que incluso si existía un consenso 
entre los oficiales estatales oaxaqueños y los partisanos del PRI, de que 
algo tenía que hacerse ante la rebelión zapatista, la causa inmediata de la 
reforma electoral sobre los usos y costumbres fue que en agosto de 1995 
el PRI experimentó en Oaxaca el declive más significativo de su histo-
ria en su margen de victoria durante las elecciones legislativas estatales.

Implicaciones de los usos y costumbres 
para la participación y la representación

Los sistemas de usos y costumbres en Oaxaca constituyen, entre otras 
cosas, una gama de prácticas para elegir líderes, desde asambleas loca-
les donde los participantes alzan las manos para apoyar a un candidato 
(como en San Miguel Chimalapa), hasta hacer marcas en una pizarra 
debajo del nombre de un candidato (como en Coatecas Altas) o for-
mándose detrás del candidato preferido (como en San Pedro Yolóx). En 
lugar de definir estas prácticas de manera rígida, estableciendo ciertos 
fundamentos legales, las autoridades del Estado mexicano han permi-
tido a los legisladores oaxaqueños diferenciar a los municipios de usos 
y costumbres de otros municipios con partidos políticos y voto secre-
to; asimismo, han otorgado a los ciudadanos la autonomía para decidir 
cómo implementar esas prácticas. De esta manera, la participación favo-
rece claramente la rendición de cuentas ante el grupo al permitir el voto 
público a expensas de los derechos individuales de tipo occidental que 
dan prioridad a la expresión secreta de los puntos de vista personales. 
Al igual que con las instituciones electorales de los Estados Unidos en 
sus inicios, los usos y costumbres fueron debatidos con profundidad e 
implementados después de que se alcanzó un consenso entre quienes te-
nían derecho a participar. Sin embargo, para muchas minorías excluidas 
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en México (así como para la mayoría de los estadounidenses en aquel 
entonces: hombres sin propiedad, mujeres, afroamericanos) esto podría 
ser una pesadilla.

Las reglas electorales actuales cubren un amplio repertorio de prác-
ticas, desde líderes elegidos a través de asambleas comunales hasta líde-
res seleccionados por cinco hombres durante un consejo de ancianos. 
Además de esta variedad de elecciones, los municipios regidos por usos 
y costumbres con frecuencia también incurren en el tequio. Tequio se re-
fiere al trabajo voluntario de corto plazo para completar algún objetivo 
específico, como pavimentar una calle o construir una escuela. La for-
ma precisa que adoptan estas tradiciones varía de una comunidad a otra 
(semejante a la variedad de sistemas electorales). En general, estas prác-
ticas se utilizan en tareas para proveer bienes públicos que benefician a 
toda la comunidad y sólo tienen éxito cuando todos los ciudadanos es-
tán obligados culturalmente (no legalmente) a contribuir. Mientras que 
las elecciones por usos y costumbres se refieren a prácticas electorales, el 
tequio refleja una participación constante en el proceso de gobernanza. 
Otra institución indígena, el sistema de cargo (o “pirámide de posicio-
nes voluntarias y de elección popular en la comunidad”) refleja mejor la 
variante oaxaqueña de la representación incluyente (caracterizada tam-
bién por los teóricos antifederalistas estadounidenses mencionados al 
principio de este capítulo). Bajo el sistema de cargos, el servicio público 
es una obligación. Todos los ciudadanos (o, como ocurre con frecuencia, 
todos los hombres, o todos los hombres católicos, o todos los hombres 
que viven en la cabecera municipal y no en comunidades periféricas) 
deben ofrecer sus servicios de manera rotativa,1 cada ciertos años y con 
mayores responsabilidades de acuerdo con su edad. Los roles incluyen 
servir como topil (agente de seguridad de la comunidad), mandadero, 
cuidador de la iglesia, mayordomo (patrocinador de las fiestas del san-
to patrón del pueblo) y alcalde. Muchas comunidades tienen jerarquías 

1	 En algunas comunidades, los migrantes contactados por las autoridades municipales reli-
giosas o civiles (con frecuencia conocidas como Consejo de Ancianos) deben regresar para 
cumplir con su cargo o son expulsados de la comunidad. Cada vez más, sin embargo, los 
migrantes en los Estados Unidos tienen permitido “comprar” los servicios de alguien más 
para que cumpla con su cargo. Esta tendencia está acelerando el declive de la costumbre del 
cargo y permite a las mujeres ofrecer cargos y actuar como cabeza de familia en la localidad 
(entrevista con Alcántara Guzmán, 2004).
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distintas para el cargo en procesos de gobierno civiles y religiosos. Bajo 
el sistema de gobierno civil (el cual nos interesa para los propósitos de 
este capítulo), la comunidad conoce a su alcalde de manera estrecha y el 
alcalde conoce todas las instituciones básicas y sus funciones. Los usos 
y costumbres refuerzan la práctica de cargos porque reconocen la ex-
periencia de quienes han empleado sus vidas en el servicio público y 
valoran esta trayectoria de lealtad hacia la comunidad por encima de 
cualquier otro criterio para seleccionar líderes, como pueden ser la po-
pularidad, la plataforma electoral o sus habilidades. El tequio, asimismo, 
ofrece un enorme beneficio a la comunidad, si logra aplicarse con éxito. 
Este sistema de trabajo voluntario ha sido esencial para proveer mejoras 
en comunidades de áreas muy pobres donde los gobiernos locales pue-
den contribuir, por ejemplo, con canastas de basquetbol pero no con la 
mano de obra para construir las canchas.

Conflictos en la participación y la 
representación por usos y costumbres

La introducción de los usos y costumbres garantizó la representación 
indígena en los gobiernos municipales. Sin embargo, no hizo lo mismo 
para migrantes, mujeres y habitantes de las comunidades periféricas (co-
nocidas como agencias). En otras palabras, la gente obtuvo representa-
ción a raíz de sus identidades étnicas y no a partir de otros criterios como 
género, religión, méritos o ubicación geográfica. Esto produjo conflicto, 
del que la causa más común es la discriminación en contra de habitantes de 
las comunidades periféricas.2  La discriminación en contra de mujeres y 
migrantes representa la segunda causa más frecuente de conflicto.

Un sondeo de los municipios de Oaxaca muestra que hay ciertos 
conflictos endémicos en el estado.3 Alrededor de 52 de los 418 muni-

2	 Un análisis causal realizado por Eisenstadt y Ríos (2011) encontró que la causa decisiva de 
muchos conflictos postelectorales en Oaxaca fueron las tensiones entre las cabeceras mu-
nicipales, que reciben los fondos estatales y federales y deben compartirlos con las comuni-
dades periféricas, y las agencias de la periferia que suelen quejarse (con justificación) de que 
no reciben su parte correspondiente de estos fondos.

3	 Este sondeo fue dirigido por Moisés Jaime Bailón Corres, Michael S. Danielson y Carlos 
Sorroza, como parte de la colaboración entre la American University y la Universidad Au-

nuevas instituciones.indd   282 10/1/19   16:19

Derechos reservados



Capítulo 9. Participación y representación en Oaxaca

283

cipios regidos por usos y costumbres que analizamos experimentaron 
conflictos durante las elecciones locales de 2007. Veinte de esas localida-
des sufrieron confrontaciones internas entre grupos de la cabecera mu-
nicipal y de las agencias, o conflictos abiertamente sobre la distribución 
de los recursos en el municipio.

Cuando se pidió a los entrevistados que explicaran las razones del 
conflicto, con frecuencia contestaban que se debían a asuntos de par-
ticipación y representación en el gobierno municipal. El municipio de 
Santiago Miltepec había sufrido un conflicto en torno a la participación 
electoral. San Juan Lajarcia tuvo enfrentamientos en torno a una can-
didata femenina, Olivia Ortiz Ruiz. Teococuilco de Marcos Pérez tuvo 
confrontaciones sobre la participación de los migrantes. Ánimas Tru-
jano y San Agustín de las Juntas enfrentaron problemas sobre la par-
ticipación de los habitantes de comunidades periféricas (avecindados) 
en las elecciones. En cada uno de estos casos, la “minoría mayoritaria” 
(grupos indígenas que habían obtenido reconocimiento de usos y cos-
tumbres al señalar la discriminación que padecen ante la sociedad en ge-
neral) era acusada de discriminar a las “nuevas minorías” en el entorno.

Como muestran estos casos, en muchas versiones del sistema de 
usos y costumbres existe una ausencia de respeto por los derechos in-
dividuales que no se derivan de identidades étnicas, como es el caso del 
respeto a garantías individuales independientemente de criterios de gé-
nero o religión. Por ejemplo, según se muestra en el cuadro 1, sólo el 
76.3% de los no católicos tienen derecho al voto, y las mujeres, incluso 
las que habitan en cabeceras municipales, no tienen derecho a votar en 
75.5% de los casos (véase Eisenstadt, Danielson, Bailón Corres, y So-
rroza, 2013, de próxima publicación). En efecto, la discriminación de 
género es un problema (Danielson y Eisenstadt, 2009) y los conflic-
tos poselectorales pueden verse como la punta de un iceberg de muchas 
otras afrentas sociales, como la mala distribución de recursos, la co-
rrupción, conflictos agrarios y disputas territoriales  (Eisenstadt, 2004: 
132-161).  El voto secreto sólo existe en cerca de 12% de las elecciones 

tónoma Benito Juárez de Oaxaca (UABJO). La muestra total fue de 404 de los 418 muni-
cipios regidos por usos y costumbres en Oaxaca. El cuestionario fue aplicado a presidentes 
municipales por representantes locales de la agencia estatal de educación para los adultos, 
quienes también hicieron preguntas propias.
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por usos y costumbres y en cerca de 21% de estos procesos electorales el 
PRI está activamente involucrado, ya sea como la oficina donde los can-
didatos son registrados, como un grupo de interés que da el visto bue-
no a los candidatos o como árbitro de las leyes electorales (Eisenstadt, 
2007: 62). Por mucho, el principal obstáculo para el acceso al voto es la 
residencia en comunidades ajenas a la cabecera municipal, donde el de-
recho al voto es negado de manera rutinaria a sus habitantes.

Irónicamente, el reconocimiento de los usos y costumbres ha ate-
nuado las tensiones relacionadas con la representación étnica, pero ha 
exacerbado las tensiones entre el centro y las comunidades periféricas. 
Desde los años noventa, los residentes de esas comunidades han pro-
testado de manera creciente contra su inhabilidad para participar en las 
elecciones o en los procesos de distribución de recursos federales. Tan 
sólo en 2003, los residentes de 731 comunidades periféricas en Oaxa-
ca (todas ubicadas en los 570 municipios del estado) presentaron más 
de 200 quejas denunciando que no recibían porciones justas de los re-
cursos federales (Hernández-Díaz y Juan Martínez, 2007: 180). Para 
Jorge Hernández-Díaz y Víctor Leonel Juan Martínez, “estas contra-
dicciones entre comunidades dentro de un mismo municipio se han ar-
ticulado en el proceso electoral, el cual utilizan para hacer presión con 
respecto a sus demandas o, si pertenecen a comunidades regidas por 
usos y costumbres, demandan participación en el proceso de elección 
de las autoridades municipales” (Hernández-Díaz y Juan Martínez, 
2007: 162).

Cabe señalar que incluso donde este conflicto entre la cabecera y 
la periferia no es decisivo, también se vive con intensidad. Por ejem-
plo, en San Miguel Tlacotepec, el conflicto sobre los procesos electorales 
de 2007 entre dos clanes políticos con largos historiales sólo tuvieron 
efectos en la cabecera municipal; ni siquiera hubo elecciones en las de-
más comunidades. “Ellos están obligados a aceptar los resultados”, dijo 
Orlando Molina Maldonado (entrevistado en 2009), el candidato de-
rrotado. En Santa Catarina Minas, a pesar de que las mujeres no tienen 
derecho al voto, grupos de mujeres votaron de todas maneras en las elec-
ciones de la asamblea local en 2001 y cambiaron el resultado de la elección. 
La activista feminista Graciela Ángeles Carreño, quien animó a las mu-
jeres a votar, dijo que la respuesta a su movimiento variaba mucho entre 
las agencias y la cabecera municipal, e incluso de un barrio a otro con 
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distintas tradiciones de usos y costumbres. Aseveró que el debate en 
torno a cuáles prácticas seguir se volvió tan intenso que incluso estalló 
una pelea en la cancha de basquetbol entre equipos de distintas áreas 
geográficas de la comunidad (entrevista de 2009). Si bien asuntos filo-
sóficos de más alcance, como en el caso de los derechos multiculturales, 
también estaban en discusión, con frecuencia se subordinaron a cues-
tiones más mundanas y locales, como qué proporción de los recursos 
federales debía ser asignada a determinada comunidad.

Clientelismo en la participación y la representación, a pesar 
de los esfuerzos por retirar a los partidos de la contienda 

Los movimientos en defensa de los derechos indígenas, como los que 
han surgido en Oaxaca, son paliativos para las dificultades que enfren-
tan los pobladores de las zonas rurales, donde viejas formas corporativas 
de articulación de intereses han sido desmanteladas sin que aparezcan 
nuevos medios para agregar y expresar las voces ciudadanas. Algunos 
han argumentado que el reconocimiento de los usos y costumbres rom-
perá los vínculos de patronazgo que el PRI ha sostenido en el México 
rural, donde con frecuencia los votos eran intercambiados por un par 
de láminas para hacer un tejado o por latas de alimentos. Antes de la 
legalización de usos y costumbres, los votos eran cosechados por los ca-
ciques locales, quienes estaban afiliados al PRI y recibían recompensas 
por su lealtad. Hasta la crisis de los años ochenta, el PRI había desa-
rrollado una red de patronazgo que lograba dar respuesta a los miles de 
demandas expresadas por grupos locales afines al partido. En el plano 
nacional, la red de patronazgo del PRI incluía 778 tiendas sindicales, 
155 carnicerías, 35 cooperativas de consumidores, quince panaderías, 
quince almacenes de proveedores y una farmacia (González Compeán y 
Lomelí, 2000: 533).

Este poderío se volvió cada vez más importante cuando el PRI co-
menzó a enfrentar una oposición real en las elecciones locales a partir de 
mediados de los ochenta. Oaxaca era conocido como un bastión de apo-
yo para el PRI y representaba una reserva estratégica de votos, los llama-
dos “votos verdes”, que podía movilizar (o falsificar) en la periferia rural 
mexicana. La participación electoral en Oaxaca con frecuencia era du-
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dosamente alta y sospechosamente tendenciosa. Éste fue el caso de las 
elecciones de 1988, que fueron ampliamente denunciadas como frau-
dulentas. (De hecho es posible que Cuauhtémoc Cárdenas, fundador y 
candidato del Partido de la Revolución Democrática [PRD], haya ga-
nado esas elecciones, si bien fue el candidato del PRI, Carlos Salinas de 
Gortari, quien finalmente tomó posesión del cargo.) En aquellos comi-
cios, 87 distritos electorales en Oaxaca otorgaron el 100% de sus 40 664 
votos al PRI (Aziz Nassif y Molinar Horcasitas, 1990: 166). Estos re-
sultados parecen especialmente improbables puesto que fue una elec-
ción muy cerrada entre tres candidatos. Los resultados oficiales dieron a 
Salinas una victoria con un margen de veinte puntos (51% para Salinas 
y 31% para Cárdenas) y comenzaron a circular creíbles acusaciones de 
fraude. Opositores bien organizados y con experticia, en particular abo-
gados del Partido Acción Nacional (PAN) —también llamados “para-
caidistas” porque “cayeron” desde la ciudad de México [Eisenstadt, 2004: 
181 fn 17])— apelaron en contra del fraude electoral del PRI en los re-
sultados de ciertas localidades críticas. Sin embargo, por lo general, las 
comunidades rurales pequeñas fueron ignoradas. Por lo tanto fue posi-
ble para el PRI mantener su hegemonía en estas áreas y alegar que había 
recibido la totalidad de los votos.4

El reconocimiento directo a los usos y costumbres en 1995 ha de-
bilitado el control que tenía el PRI en tanto que ahora las comunidades 
pueden realizar elecciones locales y tomar decisiones sin la intervención 
directa del Estado. Sin embargo, los usos y costumbres no han podi-
do desmantelar del todo los fuertes lazos corporativistas que han per-
meado las asociaciones campesinas de Oaxaca, ni tampoco terminar 
la práctica de los caciques locales de comprar votos para el PRI en las 
elecciones estatales al ofrecer fertilizantes, útiles escolares o comida en-
latada. El PRI todavía puede canalizar ciertos recursos que las comu-
nidades necesitan desesperadamente para cooptar votos o reprimir a la 

4	 Este hecho no ocurrió en 2010, cuando denuncias de autoritarismo, una aparente falta de 
voluntad para distribuir patronazgo y la coalición izquierda-derecha contra la plataforma 
centrista del gobernador Ruíz y su partido fueron demasiado para que el PRI lograra ganar 
las elecciones. Si bien el aparato político del PRI aún es poderoso en Oaxaca, el gobernador 
Gabino Cué quizá comenzará desmantelar activamente el control que este partido ha man-
tenido durante varias generaciones en la política local.
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oposición.5 Asimismo, los partidos políticos todavía controlan casi por 
completo el gasto discrecional porque la recolección de impuestos a ni-
vel local es mínima.

El reconocimiento de los usos y costumbres no ha abierto del todo 
el monopolio del PRI en Oaxaca. Abundan las historias sobre miem-
bros locales del partido que se apropian de sus colores para sus proce-
sos supuestamente no partidistas de elección de líderes o casos en que 
operarios políticos del PRI reclutan votantes para elecciones locales 
(Recondo, 2006). En el sondeo que realizamos en 2008 encontramos 
que con frecuencia los partidos eran identificados como algunos de los 
grupos en conflicto en las comunidades regidas por usos y costumbres. 
Existen seis instancias de líderes pertenecientes al PRI disputando re-
sultados electorales en comunidades de usos y costumbres, dos con lí-
deres del PRD y tres con líderes del PAN. Si bien los partidos necesitan 
mantener su presencia en estas localidades, puesto que su participación 
influye en los procesos electorales estatales y nacionales donde los usos 
y costumbres no aplican, la implementación de los sistemas de usos y 
costumbres puede estar erosionando la participación de los grupos in-
dígenas en las elecciones estatales y federales. Un estudio reciente de 
Goodman y Hiskey (2008) muestra que la participación en elecciones 
nacionales es menor entre votantes de los municipios de usos y costum-
bres, los cuales, al igual que la mayoría de los municipios oaxaqueños, 
parecen volverse cada vez más independientes del PRI.

Quizá resulta aún más importante la falta de capacidad o de volun-
tad de las cortes de Oaxaca para intervenir jurídicamente en las contro-
versias en torno a los usos y costumbres. Ante la ausencia de disputas 
judiciales, la legislatura estatal unicameral de Oaxaca (en colaboración 
con el gobernador) ha podido manipular los resultados de las eleccio-
nes por usos y costumbres. La legislatura ha disuelto cientos de los 

5	 El PRI infiltró docenas de municipios regidos por usos y costumbres durante décadas. 
Tres municipios abiertamente aceptaron que los medios para elegir nuevos líderes habían 
sido diseñados por el PRI, y más de cuarenta aceptaron que este partido había participado 
abiertamente en la certificación del ganador, aunque el líder fuera elegido por la asamblea, 
el Consejo de Ancianos, o por algún otro método tradicional. Luego el ganador era regis-
trado con el PRI (o con otros partidos a partir de los años noventa) para ser “electo” for-
malmente como candidato del partido, aun cuando era el único candidato y, en términos 
prácticos, la elección ya se había decidido (Aquino Centeno y Velásquez Cepeda, 1997).
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570 gobiernos municipales en los últimos cinco años bajo pretextos de 
“ingobernabilidad”.6 Sin embargo, a diferencia de los tiempos fuertes del 
PRI, cuando la legislatura (con frecuencia por orden del gobernador) 
permitía al menos cierta participación de la oposición y nombraba con-
sejos interinos (si bien con papeles secundarios), el ahora amenazado 
partido, que apenas derrotó a la coalición PAN-PRD en la elección para 
gobernador de 2004 y que finalmente perdió la gubernatura en 2010, ha 
utilizado cada vez más a la legislatura estatal para disolver a los gobier-
nos locales e imponer a administradores directamente bajo las órdenes 
del gobernador durante la administración de Murat (1998-2004). En 
años más recientes —y ofreciendo una explicación parcial de la derrota 
del PRI en 2010— el gobernador Ulises Ruiz (2004-2010) ni siquie-
ra se tomó la molestia. Según señalan varios informantes (entrevistas 
con Arnaud Viñas, Fernández, Hernández Fernández, Juan Martínez), 
Ruiz impuso su voluntad sin siquiera intentar darle un matiz legal, ge-
nerando diferencias irresolubles en sus relaciones con grupos de interés 
y facciones políticas. Estas diferencias condujeron a la huelga de maes-
tros y al movimiento de la sociedad civil en 2006, así como a la subse-
cuente parálisis política del estado.

Al aprovechar la oportunidad que ofrecía el desorden imperan-
te para enviar ejércitos de burócratas a los municipios de usos y cos-
tumbres, especialmente entre 2001 y 2004 (véase Blas López, 2007: 
89-119), el PRI consiguió consolidar su apoyo en áreas fundamentales 
antes de la carrera por la gubernatura en 2004. Esa misma estrategia fa-
lló en 2010, sin embargo, puesto que el autoritarismo del gobernador 
Ruiz empujó a los oaxaqueños a elegir a un gobernador que no perte-
necía al PRI por primera vez desde antes de la segunda guerra mundial. 
Más impresionantes son, quizá, los esfuerzos que el PRI ha llevado a 
cabo para intervenir en las elecciones de usos y costumbres en los mu-
nicipios. En más de un tercio de los municipios presuntamente regidos 
sólo por usos y costumbres, el PRI participó en la decisión de cómo se 
realizarían las elecciones, en la selección y el registro de candidatos o en 

6	 El gobernador José Murat (1998-2004) suspendió 140 gobiernos municipales, hasta 30 de 
una sola vez (Del Collado, 2003), asegurando el dominio del PRI. También castigó a los 
presidentes municipales, incluso en las comunidades más pobres, que no conseguían sufi-
cientes contribuciones para las campañas del PRI.
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la organización y la certificación de los comicios; esto según el catálo-
go de elecciones en los 418 municipios de usos y costumbres de 1997 
(Aquino Centeno y Velásquez Cepeda, 1997). En efecto, los analistas 
observan con atención con qué velocidad la transición en el ámbito esta-
tal influye en los municipios oaxaqueños. Incluso si las normas internas 
se han desarrollado de manera coherente con las garantías individuales 
reconocidas en la Constitución mexicana, la intervención agresiva del 
gobernador de Oaxaca en los asuntos locales, con o sin el PRI, ha limita-
do en buena medida la efectividad de la representación a través de usos 
y costumbres, y, en algunos casos al menos, ha hecho a las comunidades 
indígenas vulnerables a un gobernador autoritario.

La autonomía interna no dice nada con respecto a los recursos es-
tatales destinados a estas regiones. Tampoco habla sobre las relaciones 
de representación entre autoridades estatales (gobernadores, diputa-
dos locales, miembros del Congreso nacional), todas sometidas a sus 
respectivos partidos, y las administraciones locales electas a través de 
usos y costumbres. Particularmente en Oaxaca, a diferencia de países 
con movimientos indígenas de alcance nacional —como en Bolivia—, 
el vínculo entre las administraciones locales de usos y costumbres y los 
representantes estatales y nacionales electos a través de partidos políti-
cos es muy tenue.

Implicaciones generales del reconocimiento 
de usos y costumbres en Oaxaca

El reconocimiento de usos y costumbres ha contribuido a alimentar un 
tenso debate normativo sobre si se deben admitir legalmente las dife-
rencias culturales y fortalecer las identidades comunitarias, destacando 
formas de representación basadas en la lealtad al clan, la familia o la co-
munidad, o si se debe ver la cultura como algo condicional que más bien 
debe incorporar los derechos individuales para maximizar su potencial 
(por ejemplo, desde una visión burkeana de representación elitista ba-
sada en méritos). La Constitución mexicana posee una retórica impre-
sionante sobre derechos individuales y colectivos; sin embargo, hasta los 
años noventa esta retórica no se había puesto a prueba. En ese entonces, 
los derechos individuales comenzaban ganar importancia a través del 
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fortalecimiento gradual de las procuradurías de derechos humanos, ins-
tituciones electorales y el Poder Judicial. Asimismo, si bien la ley laboral 
en México había sido tradicionalmente fuerte, en tanto protegía los pila-
res corporativistas del Estado priista, un debate preliminar sobre multi-
culturalismo sacó a relucir lo que sería quizá la primera discusión sobre 
derechos colectivos aparte de la ley laboral.7 Nada verdaderamente sus-
tancial surgió de esta discusión, pero el debate sobre derechos multicul-
turales dejó los cimientos para lo que vendría después: el levantamiento 
zapatista. Su retórica multicultural, en defensa de los derechos colecti-
vos y en contra de la globalización y del discurso del gobierno, generaron 
un enorme debate en México y en todo el mundo sobre el significado del 
multiculturalismo en una democracia liberal.

Antes de describir los conflictos que han surgido en algunos mu-
nicipios de usos y costumbres, cabe mencionar que en algunos casos, 
aquellos donde los usos y costumbres son practicados por consenso 
de manera armoniosa, las reformas parecen haber reducido las tensio-
nes municipales, incrementando el respeto por prácticas tradicionales de 
muchos años e incluso reduciendo la participación partidista en procesos 
electorales. Si bien el PRI ha permanecido involucrado en comunidades 
donde incluso ha ganado terreno, como se mencionó antes, muchos mu-
nicipios han permanecido relativamente libres de la influencia partidista 
con respecto a las elecciones locales.8 De esta manera, cuando hablamos 

7	 Los efectos del indigenismo en el campo mexicano a mediados del siglo XX son descritos 
con acierto por Rus: “Los cardenistas y sus sucesores alcanzaron el interior de las comuni-
dades indígenas, no sólo cambiando a los líderes sino reorganizando sus gobiernos. Al crear 
nuevas oficinas para tratar asuntos laborales y agrarios también estaban dotando de impor-
tantes poderes nuevos a los oficiales encargados de mantener las relaciones con el partido y 
el estado… Hasta cierto punto, el resultado de este proceso —la centralización del poder 
político y económico dentro de las comunidades y la vinculación de ese poder con el esta-
do— se asemeja al caciquismo que caracteriza a la sociedad rural en general” (Rus, 1994: 
267).  En términos más generales, esto fue parte de la tradición corporativista con la que el 
PRI organizó a la Confederación Nacional Campesina (CNC) como uno de los tres pila-
res con que las organizaciones masivas movilizaban a los seguidores del gobierno (los otros 
dos pilares representando a los trabajadores y al “sector popular” que incluía a millones de 
maestros y burócratas).

8	 En total, 92% de los miembros de la autoridad municipal entrevistados afirmaron que 
“nunca” era necesario ser propuesto por un partido político para ser electo como miembro 
del gobierno municipal. También 70% de los alcaldes afirmaron que no eran miembros de 
algún partido político. La comunidad de Guelatao de Juárez era citada como una en la que 
ningún partido controlaba las elecciones locales. Sin embargo, incluso en esos municipios, 
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del incremento en los conflictos en algunas comunidades de usos y cos-
tumbres, nos referimos a una minoría significativa de los 418 municipios 
regidos por este sistema. 

Los usos y costumbres en la práctica

Antes de que los usos y costumbres fueran formalmente reconocidos, las 
elecciones en Oaxaca eran un asunto poco democrático e improvisado. 
Las autoridades locales elegían a sus líderes a través de usos y costum-
bres y luego debían legitimar su selección registrando a los ganadores 
como candidatos sin oposición del PRI (Recondo, 2001: 94; Velásquez, 
2000: 96-98). Sin embargo, la representación política de estos candida-
tos locales no estaba garantizada porque la legislatura estatal deponía 
casi de manera rutinaria a los alcaldes electos y los remplazaba con fun-
cionarios nombrados por el gobernador entre las figuras leales al PRI 
local y políticamente aceptables. A partir de los años setenta y ochenta, 
los candidatos de la oposición, frustrados por los fraudes electorales, 
protestaron por sus derrotas y demandaron la creación de consejos mu-
nicipales constituidos por representantes de todos los partidos como 
alternativa al nombramiento de alcaldes interinos. Bajo este sistema, los 
partidos tendrían al menos la certeza de mantener cierta posición en el 
proceso. A principios de los noventa, ocurrieron conflictos en más de 
15% de las elecciones locales (Eisenstadt, 2007: 58).9

Los usos y costumbres tenían el propósito de disminuir la frecuen-
cia y la intensidad de estos conflictos y, de esta manera, reducir la par-
ticipación del Estado en el nombramiento de gobernadores interinos 
y consejos municipales. Esta práctica comenzaba a ocupar demasiado 
tiempo y atención por parte de la legislatura estatal. En 1992, el 48% 
de los 116 decretos de la legislatura del estado de Oaxaca estaban rela-
cionados con la composición de nuevos gobiernos municipales (Libro 

los partidos intentaron movilizar apoyo para elecciones estatales y nacionales y, por lo tan-
to, no podían ser del todo excluidos.

9	 Si bien todavía existen conflictos, datos preliminares de las elecciones locales de 2008 en 
Oaxaca indican que los conflictos postelectorales han disminuido ligeramente en compara-
ción con comicios anteriores.
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de Decretos de la Legislatura del Estado de Oaxaca, 1993). El recono-
cimiento de los usos y costumbres representaba un medio para mejorar 
la representación local sin que esto implicara un costo muy alto para los 
grupos de base, quienes habían padecido bajo el sistema autoritario de 
jefes políticos.

Algunos defensores de los usos y costumbres, como Jaime Martínez 
Luna, activista oaxaqueño desde hace mucho tiempo, aseguran que la 
gobernanza a través de asambleas de usos y costumbres, “comunalicra-
cia”, según él la llama, aumenta la rendición de cuentas porque todas las 
decisiones y las posiciones tienen que ser defendidas públicamente. De 
acuerdo con estos defensores, las asambleas electorales (que se llevan 
a cabo en lugar de elecciones con voto secreto) son un medio efectivo 
para filtrar y seleccionar candidatos, incluso si no consiguen especifi-
car las plataformas de los nuevos gobiernos en el sentido tradicional del 
término. Si bien 70% de los alcaldes entrevistados aseguraron que las 
asambleas preelectorales en sus comunidades toman en consideración 
la selección de candidatos, sólo cerca de 21% suele ofrecer alguna eva-
luación de la administración anterior y alrededor de 15% considera las 
prioridades de políticas públicas para la nueva administración (Eisens-
tadt, 2011: 109). En otras palabras, los participantes de las asambleas 
comunales por lo general desempeñan un papel en la decisión de quién 
los gobernará, incluso si las prioridades de la comunidad para la nueva 
administración no se consideraban con la misma frecuencia. La “comu-
nalicracia” puede ser representativa y democrática en distinta medida, si 
bien destaca la lealtad, el servicio y “el ser reconocido dentro de la comu-
nidad”, según lo llaman sus defensores, por encima de los méritos indivi-
duales o las plataformas políticas. 

El éxito de los usos y costumbres en promover la gobernanza local 
armoniosa también puede exagerarse a partir de visiones románticas. 
Aquellos que buscan terminar con el reconocimiento legal de los usos 
y costumbres argumentan que, además de discriminar en contra de las 
minorías, el sistema ayuda a las comunidades locales a enfatizar la jerar-
quía por encima de la meritocracia. Los jóvenes con educación universi-
taria rara vez regresan a sus comunidades, según dicen detractores como 
López López (entrevistado en 1998), porque tendrían que pasar hasta 
un tercio de su tiempo sirviendo en posiciones generales de cargo en 
lugar de aprovechar su entrenamiento profesional. En casos extremos, 
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jóvenes abogados y contadores trabajan como mandaderos de alcaldes 
casi o del todo analfabetos que no pueden siquiera armar hojas de cálcu
lo del presupuesto o interpretar ordenanzas locales pero que han pasa-
do ya varias décadas subiendo por la jerarquía de los cargos. La visión 
tradicional del servicio comunitario como voluntario también puede ser 
poco práctica. Las autoridades en algunas comunidades comienzan a re-
cibir pago por su servicio; de otro modo se ven obligadas a emigrar a tra-
bajos de pizca de cultivos de temporal en Sinaloa y en Baja California. 
Además pueden proveer mejor para sus familias como trabajadores in-
documentados en la agricultura, la construcción o el sector de servicios 
estadounidenses de lo que podrían hacerlo a través de la agricultura de 
subsistencia y del trabajo voluntario en Oaxaca.10

La idea de que los usos y costumbres disminuyen también los con-
flictos electorales no está sustentada en evidencia empírica. Entre 1995 
y 2007 se duplicó el número de conflictos postelectorales (disputa sobre 
los resultados a través de protestas y movilizaciones) en las comunidades 
oaxaqueñas regidas por usos y costumbres. A nivel nacional, el porcenta-
je de elecciones contestadas disminuyó durante este mismo periodo. En 
Oaxaca, el conflicto postelectoral en municipios con elecciones de par-
tidos políticos disminuyó de una tasa de 33 en 1995 a 17% en 2007. En 
las comunidades de usos y costumbres, esa tasa pasó de 5 en 1995 a 10%, 
en 2003 y 2007. Los conflictos postelectorales, si bien no tan numerosos 
como en el estado de Chiapas, por ejemplo, que posee una tasa prome-
dio de 24% durante los últimos cinco ciclos electorales, fueron mucho 
más severos, resultando en docenas de muertos (Eisenstadt, 2004).11  En 
Oaxaca, alrededor de 39 personas murieron a causa de conflictos poste-
lectorales entre 1989 y 2003, y si bien la intensidad de los conflictos ha 
disminuido desde entonces, su frecuencia sigue aumentando en los mu-
nicipios de usos y costumbres mientras que se reduce en el resto del país. 
En contraste con Oaxaca, hubo 18 muertes en Chiapas y 196 en todo el 

10	 A nivel nacional, las remesas de migrantes de los Estados Unidos servían como principal 
fuente de ingresos para más de 1.6 millones de hogares en 2005 (Sarabia y Galán). El censo 
de 2000 estimó que 2.6% de los hombres de Oaxaca mayores de 18 años había emigrado a 
los Estados Unidos, pero esta estimación parece reportar niveles más bajos que los reales.

11	 De acuerdo con el exgobernador José Murat (según es citado en la entrevista con Flores 
Cruz en 2005), “los conflictos postelectorales en Oaxaca se miden por el número de cadá-
veres que producen”.
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país por conflictos postelectorales durante esos quince años. La intensi-
dad de los conflictos en los municipios de usos y costumbres fue de 2.3 
en una escala de cero a tres (cero significa ningún conflicto y tres, un 
conflicto con fatalidades), más o menos similar a los municipios oaxa-
queños con elecciones convencionales y partidos políticos.12 Sin embar-
go, más de 11% de los conflictos en Oaxaca (contando tanto elecciones 
de usos y costumbres como elecciones con partidos políticos) alcanzó 
niveles de intensidad de tres puntos, mientras que menos de 8% de los 
conflictos a nivel nacional fueron así de severos.

Es importante considerar la realidad procesal de las normas legales 
dentro de los sistemas electorales de usos y costumbres para entender 
mejor la relación entre el descontento civil y la falta de derechos partici-
pativos en esas comunidades. Al rastrear las resoluciones de los conflic-
tos observamos que la falta de jurisdicción formal por parte de las cortes 
y los institutos electorales sobre elecciones de usos y costumbres con-
tribuye a la degeneración de las elecciones en disputa en una lucha de 
poderes. La manifestación de fuerza es más decisiva que los argumen-
tos legales. Algunos activistas políticos (entrevistas con Moreno Alcán-
tara, 1998, y Cruz López, 2004) y autoridades electorales (entrevista 
con Jiménez Pacheco, 1998) reconocen que la habilidad para movilizar 
seguidores tiene más peso que los procesos legales formales bajo la le-
gislación actual de los usos y costumbres. Mientras que las cortes elec-
torales tienen jurisdicción sobre las elecciones de partidos políticos, los 
conflictos en torno a elecciones de usos y costumbres han sido media-
dos de manera ad hoc. En otras palabras, como lo sugiere Ángeles Carre-
ño (entrevista), en referencia a la turbulenta elección de 2001 en Santa 
Catarina Minas: “Los abogados del instituto electoral y el director de 
usos y costumbres vinieron en medio de un fuerte conflicto a decirnos 
que los usos y costumbres eran lo que nosotros quisiéramos que fueran”. 
Esta falta de estructura legal genera incentivos para que los perdedores 

12	 Estos promedios se encuentran entre nivel 2 (múltiples movilizaciones que duran menos de 
un mes) y nivel 3 (conflictos que producen heridos serios y/u ocupan edificios, o llevan a 
cabo otras manifestaciones que duran más de un mes). De acuerdo con Eisenstadt (2004: 
135-140), al cambiar de cuatro a tres categorías, la intensidad de los conflictos postelectora-
les quedó codificada como sigue: 3 para conflictos que produjeron muertes, 2 para conflictos 
que produjeron heridos graves y/u ocuparon edificios, o llevaron a cabo otras manifestacio-
nes que duraron más de un evento, y 1 para eventos únicos (movilizaciones de un día).
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lleven sus batallas a las calles, porque saben que un sólido caso legal no 
vale ni el papel en el que está escrito. Ésta quizá es la explicación de por 
qué muchos conflictos en la elección anterior terminaron sin un acuerdo 
legal (19 municipios de un total de 52). De los 52 conflictos en la elec-
ción anterior, sólo Santa María de la Asunción terminó con un acuerdo 
legal. Esto quiere decir que 51 concluyeron sin resolución legal alguna 
sino con acuerdos y mediaciones informales (y en doce de los casos no 
hubo resolución de ningún tipo).

La movilización popular y la destreza política, sin embargo, pue-
den llevar a negociar victorias. La falta de mecanismos claros para re-
solver disputas postelectorales bajo el régimen de usos y costumbres 
incentiva a los grupos a incrementar su nivel de desobediencia civil. 
En palabras de un antiguo mediador del gobierno de Oaxaca, “ganar o 
perder elecciones solía ser un absoluto; ahora es relativo” (entrevista 
con López).

Recordemos la advertencia de Hale de que la discriminación en 
contra de individuos puede generar la intervención del gobierno fede-
ral en defensa de los derechos constitucionales de los ciudadanos. Sin 
embargo, oficiales estatales y nacionales han sido ineficientes en sus es-
fuerzos por proteger los derechos individuales. La violación a derechos 
individuales por el sistema de usos y costumbres no ha sido remedia-
da hasta ahora por autoridades electorales estatales o federales. El go-
bierno federal es el árbitro final de las elecciones; las decisiones locales 
no son concluyentes.13 Sin embargo, en lugar de establecer una política 
que busque maximizar la autonomía local y estatal, el gobierno federal 
ha decidido no molestarse en implementar estas medidas. En otras pa-
labras, en lugar de implementar una política de derechos neoliberales, 
como lo advertía Hale (los cuales socavarían los derechos indígenas co-
munales), el gobierno nacional en México simplemente no ha tomado 
posición, al menos no de manera explícita (como sí lo hacía en la imple-
mentación de normas constitucionales en casos precedentes).

13	 Las reformas a la ley estatal de Oaxaca fueron aprobadas por la legislatura estatal en 2008, 
permitiendo la posibilidad, por primera vez, de que las elecciones por usos y costumbres 
también involucraran quejas ante la corte electoral, pero hasta 2010 no había reglamenta-
ción para implementar esta medida o reglas para hacer efectiva la regulación y la mediación 
electoral por la corte (Instituto Estatal Electoral de Oaxaca, 2009: 169-173).
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En los pocos casos en que la corte electoral federal —Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF)— ha demostrado 
que favorece los derechos constitucionales de los ciudadanos por enci-
ma de las tradiciones locales, limitando así la autonomía indígena (Mo-
rales Canales, 2008), no se ha dado ningún esfuerzo por parte de las 
autoridades judiciales de implementar realmente estos veredictos. En 
2000, con respecto al municipio de Asunción Tlacolulita, por ejem-
plo, el TEPJF rechazó la anulación de rutina de la legislatura estatal de 
una elección controvertida cuando dos individuos argumentaron que 
sus derechos habían sido violados por la anulación. El TEPJF orde-
nó al Instituto Electoral de Oaxaca que hiciera “lo que fuera necesario” 
para reconciliar a las facciones en la disputa, incluyendo llevar a cabo 
una elección especial para resolver la crisis (Tribunal Electoral, 2001: 
xix). La elección especial nunca se llevó a cabo y elecciones subsecuen-
tes de usos y costumbres, si bien más pacíficas, continuaron excluyendo 
a “mujeres, algunos jóvenes, vecinos de la agencia de San Juan Alotepec, 
y ciudadanos locales que vivían fuera de la comunidad” (Services for an 
Alternative Education, 2002: 20; 2005: 14-20). 

Participación de las minorías en comunidades 
regidas por usos y costumbres

Asunción Tlacolulita es un ejemplo de una tendencia más general. Con-
flictos en torno a las elecciones continúan en todo el estado, lo que repre-
senta un punto negro en la política regional y nacional del último cuarto 
del siglo XX, cuando los partidos de oposición intentaron ganar en las 
calles y en las mesas de negociación postelectoral lo que habían perdi-
do en las urnas. En la elección local de 2007 en Oaxaca, los conflictos 
surgieron debido a una multiplicidad de factores, muchos de los cuales 
están basados en los obstáculos a la participación. Las causas de conflic-
to más comúnmente citadas son la administración y la distribución de 
recursos (doce municipios mencionan ésta como causa de conflictos en 
los comicios de 2007) y la tensión entre la cabecera y las agencias (ocho 
de los municipios mencionan esta tensión como causa de conflicto en 
2007). En efecto, estas dos categorías con frecuencia logran capturar el 
mismo fenómeno, puesto que la tensión entre la cabecera y las agencias 
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suele darse por la incapacidad de los habitantes de las agencias para par-
ticipar en las elecciones y tener voz en la distribución de recursos.

La discriminación de la cabecera municipal en contra de las comuni-
dades periféricas es extendida (véase el cuadro 1) y es un factor en todos 
los municipios con agencias (la mayoría de las localidades en Oaxaca). 
Los conflictos municipales básicamente giran en torno a la demanda de 
que todos los residentes puedan participar en la elección de funcionarios 
a cargos públicos que determinan cómo se emplean los fondos munici-
pales (es decir, el alcalde y el gobierno municipal).

El alcance del problema en las relaciones agencia-cabecera es ejem-
plificado por el remoto pueblo zapoteca de Santiago Yaveo, donde los 
residentes de once comunidades periféricas demandaron su derecho a 
votar en las asambleas comunales antes de la elección de 2001. Con base 
en afirmaciones de que 80%  de la población no recibía su parte de los 
fondos federales y llamados a las normas universales de derechos hu-
manos, la cabecera municipal garantizó que dos de las seis posiciones 
en el consejo municipal serían electas por los residentes de las agencias 
(Gottwald y Morales, 2003: 48). Las agencias, sin embargo, rechazaron 
la oferta buscando una distribución aún más equitativa de los cargos 
públicos y llevaron a cabo sus propias elecciones por las seis posicio-
nes en el consejo. El instituto electoral del estado invalidó la elección de 
las agencias y nombró como alcalde al candidato triunfador de las elec-
ciones organizadas por la cabecera municipal, si bien sólo 496 de los 
3347 residentes del municipio habían tenido permitido votar. La legis-
latura estatal rechazó ese dictamen y envió a un administrador a gober-
nar Santiago Yaveo hasta que una elección especial se realizara en 2002 
(Gottwald y Morales, 2003: 48).

En el ínterin, las agencias organizaron protestas para mantener la 
presión sobre la cabecera municipal. Bloquearon carreteras, secuestra-
ron de manera temporal a representantes del gobierno del estado que no 
estaban dispuestos a cooperar con ellos y organizaron asambleas para es-
tablecer un consenso y definir nuevas estrategias. Se contrató a un abo-
gado para que llevara el caso de la falta de acceso al voto de las agencias 
a la corte electoral federal, pero algunas comunidades buscaron resolver 
de manera informal el conflicto negociando a través de partidos polí-
ticos y representantes electos. Cuando fracasaron las negociaciones, el 
gobernador nombró a un administrador permanente para gobernar al 
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municipio, el cual comenzó a instrumentar proyectos de obras públicas 
con las agencias que estuvieran dispuestas a “trabajar con él” (Gottwald 
y Morales, 2003: 50). El conflicto resurgió cuando el administrador no 
logró terminar las obras públicas, optando en cambio por comenzar a 
echar a andar nuevos proyectos en otras localidades con mayores bene-
ficios políticos, lo cual exacerbó los viejos desacuerdos entre rancheros y 
agricultores sobre derechos de propiedad. Después de meses de delibe-
ración, la corte federal ordenó una elección especial en 2002. Esta elección 
nunca se llevó a cabo por el Instituto Electoral de Oaxaca, con el argumen-
to de que las condiciones no eran propicias para garantizar elecciones li-
bres y justas (Hernández-Díaz y Juan Martínez, 2007: 188; Gottwald y 
Morales, 2003: 51-53). Santiago Yaveo no volvió a convocar elecciones 
hasta 2007.

Este fue el caso, en mayor o menor medida, en todo Oaxaca. Her-
nández-Díaz y Juan Martínez (2007) documentaron una docena de ca-
sos en que conflictos postelectorales similares surgieron gracias a estos 
clivajes entre centro y periferia. Entre los conflictos más notables se en-
cuentran los de Zapotitlán del Río, San Miguel Mixtepec y Santiago 
Matatlán. En cada uno de estos lugares, afirman los autores, “la deman-
da de las agencias para restablecer elecciones por parte de los partidos 
está relacionada directamente con la asignación de recursos financie-
ros… Su preferencia por elecciones partidistas es estrictamente instru-
mental: quieren garantizar a las agencias… una posición más favorable 
en la distribución de los presupuestos municipales” (Hernández-Díaz y 
Juan Martínez, 2007: 191).

Además de los obstáculos a la participación en las comunidades pe-
riféricas, las localidades regidas por usos y costumbres exhiben otro tipo 
de obstáculos en contra de grupos dentro de la cabecera municipal. Las 
mujeres, sobre todo, han sido frenadas para participar en mayor o me-
nor medida en la vida política de las comunidades de usos y costumbres. 
En 2009, Beatriz Leyva Beltrán, maestra y activista del PRD, fue ase-
sinada después de retar la decisión de las autoridades municipales en 
San Pedro Jicayan, en la región mixe de Oaxaca.14 Sin embargo, los ca-

14	 El procurador general de México instruyó a las autoridades oaxaqueñas en junio de 2009 
para que investigarán la muerte de Leyva. La Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos emitió una declaración similar señalando que era necesaria una investigación para 
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sos más detestables son quizá aquellos en que la discriminación de facto 
ni siquiera se disimula bajo argumentos de legitimidad de jure, como en 
los casos mencionados anteriormente, donde los varones al menos ar-
gumentaban que buscaban discriminar de acuerdo con normas o reglas 
existentes. En Capulálpam de Méndez, Olga Toro, tesorera municipal, 
describió la reacción de los hombres al incremento en la participación de 
las mujeres en las asambleas comunales: “Para suprimir su participación 
activa, cuando una mujer intentaba hablar, los hombres hacían ruido 
para interrumpirla agitando un vaso o una lata llena de piedras” (Da-
nielson y Eisenstadt, 2009: 171). Si bien esta práctica ha disminuido en 
los últimos dos años, Toro citó el antagonismo que generó como parte 
tal vez de por qué hasta 2007 ella era la única mujer que participaba de 
manera regular en las asambleas del municipio. 

Por último, los migrantes tienen una similar historia de obstáculos 
a la participación. La falta de representación es más visible en el muni-
cipio de Santa Ana del Valle, donde los migrantes son excluidos de las 
elecciones por usos y costumbres a pesar de constituir más de la mitad 
de la población económicamente activa de la comunidad. La comunidad 
posee una de las tasas de migrantes más altas de todo México. Más de 
1000 de los 3000 residentes del municipio viven fuera (incluyendo dos 
tercios de la población masculina de 19 a 60 años).15 A pesar de que se 
les prohíbe votar, sí existe la expectativa de que contribuyan al bienestar 
colectivo de Santa Ana. Este doble estándar es una fuente constante de 
fricción, sobre todo cuando las tierras son expropiadas porque los mi-
grantes no cumplen con posiciones voluntarias de cargo. Las tensiones 
están llevando a Santa Ana y a otras partes de Oaxaca a nuevos usos y 
costumbres. Por ejemplo, líderes de la comunidad han buscado solucio-
nes tecnológicas a las barreras a la participación al llevar a cabo asam-
bleas separadas para Santa Ana y para los expatriados en Los Ángeles. 
Los mecanismos del proceso aún están siendo afinados; máquinas de 
fax, internet y conferencias a larga distancia a través de Skype pueden 

aclarar si había existido alguna estrategia política de “tapar” la muerte politizada de Leyva 
(Zafra, 2009).

15	 De acuerdo con el Consejo Nacional de Población (Conapo), Santa Ana del Valle tiene el 
“índice de intensidad de migración” más alto de cualquier municipio en el país. Los datos 
demográficos pertenecen al censo de 2000, aunque el conteo de 360 hombres de 19 a 60 
años en el pueblo, con 608 ausentes, se llevó a cabo en 2003 (Molina Ramírez, 2006).
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contribuir a que la comunidad encuentre un punto medio que permita 
a los migrantes tener representación en Santa Ana mientras trabajan en 
los Estados Unidos y envían remesas a sus familias.

La disyuntiva entre autonomía étnica 
y participación democrática

¿Habrían tenido mejores resultados los experimentos en autogobierno 
entre los ciudadanos indígenas del sur de México si hubieran incluido 
derechos de autonomía más extensos como los que buscaban los zapa-
tistas (un tipo de autonomía geográfica que dotara de autogobierno a 
las comunidades indígenas)? Algunos críticos, como el ex director del 
Instituto Estatal Electoral de Oaxaca, Cipriano Flores Cruz, afirman 
que mayor autonomía habría hecho que el Estado abandonara las áreas 
autónomas. Él argumenta que los grupos más extremos que han busca-
do la autonomía indígena (como los zapatistas, por ejemplo) no quie-
ren realmente gobernar y  “no definirán, ejecutarán o evaluarán” políticas 
(entrevistado en 2005). A fin de cuentas, esto dejaría los intereses de la 
región sin representación en el nivel nacional, donde se reparte la in-
mensa mayoría de los recursos públicos. Flores Cruz afirma que una 
mejor representación de las posiciones indígenas dentro del gobierno 
existente y de las estructuras partisanas es lo que se necesita. En su mi-
gración ideológica de marxistas revolucionarios a guerreros étnicos y a 
socialdemócratas, los zapatistas parecen haber aceptado implícitamente 
esta postura.

El punto más general es que la autonomía debe ir acompañada por 
una representación fuerte y por una buena gobernanza local para ofre-
cer a las comunidades la independencia que buscan del Estado. La au-
tonomía aunada a una representación débil y a una gobernanza local de 
mala calidad puede manipularse para excluir a los mismos grupos que 
busca empoderar. Para Burguete, la autonomía tiene cuatro precon-
diciones: 1) una cierta definición territorial, 2) autogobierno interno, 
3) jurisdicción sobre el territorio y la gobernanza interna y 4) “poderes 
y competencias específicos establecidos constitucionalmente” (Burgue-
te, 2009: 13). Lo que los zapatistas en Chiapas y los defensores de los 
usos y costumbres en Oaxaca han mostrado es que el reconocimiento 

nuevas instituciones.indd   300 10/1/19   16:19

Derechos reservados



Capítulo 9. Participación y representación en Oaxaca

301

sin acceso a recursos del Estado o a un gobierno competente tiene una 
utilidad muy limitada. La autonomía sólo es benéfica para las comuni-
dades que poseen la capacidad y los recursos para tomar efectivamente 
sus propias decisiones. Además, con respecto a cuestiones de participa-
ción y representación, la autonomía siempre es relativa. El ofrecer au-
tonomía a un grupo central puede negar esa misma autonomía a otras 
minorías dentro del mismo territorio. Este punto no podría ser más 
evidente en el caso de Oaxaca.

El hecho de que demandas de derechos colectivos más que indivi-
duales de participación y representación hayan dominado la conversa-
ción en el sur de México —con frecuencia en forma de debates en torno 
a la autonomía—, durante una década en que la globalización neolibe-
ral, la desregulación y la apertura de los mercados siguieron cayendo so-
bre los habitantes del campo latinoamericano, ha tenido costos reales. A 
pesar de estas transformaciones económicas a gran escala, los defenso-
res de los derechos indígenas mantuvieron su enfoque dogmático en la 
autonomía indígena más que en el tema más amplio del desarrollo rural 
sustentable, que abarca e incluye la autonomía. La liberalización de los 
mercados del maíz en 2005 golpeó a los habitantes rurales mexicanos 
con especial fuerza. Como lo muestra Otero en una importante crítica 
a Yashar (2005), este estrecho enfoque de la “política étnica” “pierde de 
vista importantes aspectos estructurales de clase detrás de la lucha por 
la autonomía, como lo son el control sobre la tierra y el territorio” (Ote-
ro, 2007: 76); además confunde el corporativismo con la organización 
étnica (por ejemplo, aquella que no es indígena) en lugar de considerarlo 
como un sistema de articulación de intereses que puede darse en torno 
a intereses económicos o de clase.

El presidente Felipe Calderón (2006-2012), del partido de centro-
derecha Acción Nacional, no hizo mucho por mejorar las perspectivas 
a futuro del desarrollo rural cuando abolió la Secretaría de la Reforma 
Agraria en el verano de 2009, debilitando el futuro de las tierras comu-
nales que habían sido repartidas a partir de la Revolución mexicana y de 
la Constitución de 1917 como tierras colectivas defendidas por el Esta-
do. Si bien el esfuerzo de inventariar y dar títulos de propiedad a todas 
estas tierras durante las administraciones de Fox y Calderón no tuvo 
éxito en el sur de México en la misma medida que en el más privatiza-
do norte, algunos analistas suponen que el interés de utilizar la reforma 
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agraria como mecanismo redistributivo para mejorar la calidad de vida 
del campo ha terminado. Los habitantes rurales, sin el apoyo del Estado 
para generar productos agrícolas, han comenzado cada vez más a vender 
sus tierras y a migrar a las ciudades de México o a los Estados Unidos.

Para quienes permanecieron en Oaxaca, los usos y costumbres con-
tinúan reprimiendo a algunos individuos y a minorías en las comunida-
des indígenas, incluyendo a protestantes y a otros grupos no católicos, 
a los residentes de las comunidades periféricas sin conexiones con la ca-
becera municipal y a las mujeres. Activistas de derechos humanos de 
Oaxaca, como Sara Méndez (entrevistada en 2005), aún piensan que 
los derechos individuales y comunales pueden reconciliarse: “Entende-
mos que la comunidad tiene que reproducirse, pero, por otro lado, que-
remos que las autoridades consideren la posición de los individuos y es 
momento de que los derechos sean reconocidos desde dentro de las co-
munidades tanto como desde afuera”. Suponiendo que los oaxaqueños 
logren articular una visión coherente de reforma de los usos y costum-
bres con la participación y el acceso al voto para todos, a pesar de la his-
toria de falta de unidad dentro del movimiento indígena (al menos en 
relación con la unidad del movimiento en Chiapas), Oaxaca podría fi-
nalmente ofrecer el modelo más útil de instituciones parcialmente au-
tónomas para lugares como Bolivia y otros movimientos de derechos 
indígenas en América Latina.
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Capítulo 10
Esquiva demodiversidad en Bolivia: 
entre representación, participación y autogobierno

José Luis Exeni R.*

Pronto a cumplir treinta años sin interrupciones, el proceso de demo-
cratización en Bolivia, tras sucesivos andares de reforma político-ins-
titucional, ha asumido un nuevo adjetivo para su forma de gobierno: 
democracia intercultural. Este nombre refleja los tres tipos de democracia 
que a partir del proceso constituyente reciente han recibido un mismo 
grado de reconocimiento por el nuevo régimen: democracia represen-
tativa, directa participativa y comunitaria. El modelo de Estado sobre el 
cual se ha construido este régimen sigue siendo unitario, pero comienza 
a avanzar hacia un conjunto de instituciones plurinacionales con el re-
conocimiento de la autonomía indígena.

La primera parte de este capítulo presenta una discusión de los ac-
tores, instituciones y prácticas que surgieron del proceso constituyente. 
Esta sección da cuenta de la transición, que duró tres décadas, de una 
democracia pactada a una democracia intercultural, y ofrece una com-
paración entre las provisiones de la Constitución de 1967 y la de 2009. 
La siguiente sección muestra cómo la movilización social trajo consigo 
y empujó hacia adelante el proceso constituyente, produciendo nuevas 
formas de participación directa para complementar las instituciones de 
la democracia representativa. La última sección examina la democracia 
comunitaria, que podríamos llamar “posliberal”, cuya principal visión es 
el “buen vivir” en armonía con la naturaleza. En este apartado se señalan 

*	 Investigador posdoctoral en el Proyecto Alice, del Centro de Estudios Sociales (CES) de la 
Universidad de Coímbra, Portugal.
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las principales características de una democracia comunitaria —autogo-
bierno indígena en territorios autónomos locales y departamentales—, 
así como la participación y la representación indígenas.

La principal indagación tiene que ver con las posibilidades y los lí-
mites de conciliar, en un escenario de experimentalismo democrático, 
la representación política, la participación ciudadana y el autogobierno. 
Para plantearlo como problema-desafío (con rostro de agenda): ¿cómo 
se gestiona esta complementariedad más allá de la sola coexistencia? De 
estas cuestiones me ocuparé en el presente texto desde la actual expe-
riencia boliviana de ampliación/transformación de la democracia en un 
contexto de constitucionalismo transformador.

El cimiento (pos)constituyente

La democracia boliviana —sus instituciones, sus actores, sus prácticas— 
ya no es lo que era. Parafraseando a Octavio Paz: dijo adiós a lo que fue, 
se detiene en lo que será. Y proyecta, como horizonte en obra gruesa, lo 
que según la norma habrá de ser: una democracia intercultural. Hay con-
tinuidad, entonces, pero también ampliación y, claro, cambio sustantivo. 
La senda es evidente: sobre los cimientos, los límites y los aprendizajes de 
la democracia liberal representativa, sin abandono, con algo de menos-
precio, se impulsa el ejercicio institucionalizado, también, de la demo-
cracia directa y participativa. Más todavía: se incluye el reconocimiento 
formal de la democracia comunitaria. Demodiversidad1 se llama el desafío.

Ahora bien, lo primero que debiéramos indagar es cómo se produce 
el proceso de ampliación y (re)diseño institucional en la democracia bo-
liviana: desde una “democracia pactada” en principio basada en partidos 
políticos/elecciones y, luego, arropada con mecanismos de participación 
directa, hacia una democracia hoy mayoritaria en faena de intercultu-
ralidad. Y habrá que ver el impacto-consecuencia sobre el marco nor-
mativo en general y la política extrainstitucional en especial. En otras 
palabras: ¿cuál es el cauce de los nuevos mecanismos de participación 

1	 La noción de “demodiversidad” corresponde al investigador portugués Boaventura de Sou-
sa Santos (2004). Está sustentada en dos principios fundamentales: a) no existe una sola 
sino varias concepciones de democracia, y b) el modelo hegemónico de democracia (elitista, 
liberal, representativa) no garantiza más que una “democracia de baja intensidad”.
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directa, decisión, consulta, autonomía y deliberación en la disputa por 
la construcción democrática en Bolivia?

Una constatación inicial, relevante, tiene que ver con los vínculos, 
ora de continuidad, ora de distanciamiento, que se van tejiendo desde 
la Asamblea Legislativa Plurinacional, entre los principios establecidos 
en la nueva Constitución Política del Estado,2 por un lado, y la legisla-
ción de desarrollo, por otro. Este dato es fundamental sobre todo para 
evaluar el paquete de leyes orgánicas aprobadas, por mandato consti-
tucional, en el primer semestre de 2010: la Ley del Órgano Electoral 
Plurinacional, la Ley del Régimen Electoral, la Ley del Órgano Judicial, 
la Ley del Tribunal Constitucional Plurinacional y la Ley Marco de Au-
tonomías y Descentralización.3

Pero también es importante observar que, en esta labor de difícil ex-
perimentalismo del actual proceso de cambio liderado por el presiden-
te Evo Morales y el Movimiento al Socialismo (MAS), existen algunas 
tensiones entre el horizonte normativo de la democracia boliviana en 
clave de complementariedad (no cooptación, no sólo coexistencia) y las 
prácticas realmente existentes, cotidianas, de los actores relevantes. Lo an-
terior, sin contar con la compleja y por ahora muy rezagada agenda legis-
lativa y estatutaria de las entidades territoriales autónomas (en especial 
del nivel departamental). Denso reto.

En todo caso, a reserva de estas cuestiones, resulta indiscutible que 
la disputa por la construcción democrática en Bolivia no puede enten-
derse al margen de un proceso nodal y complejo aunque todavía inci-
piente: la refundación del Estado. Y es que estamos, nada menos, que 
ante un nuevo “modelo de Estado” adoptado como cimiento en la Cons-
titución Política del Estado. ¿Con qué alcance? El artículo 1º es preciso 
al respecto. Se trata de un Estado con once adjetivos-atributos: unitario, 

2	 Como resultado de un prolongado y complejo proceso constituyente iniciado en 1990 con 
la Marcha por el Territorio y la Dignidad de los pueblos indígenas de las tierras bajas, y tras 
el difícil desarrollo de la Asamblea Constituyente (2006-2007), en enero de 2009, por pri-
mera vez en la historia boliviana, la nueva Constitución Política del Estado fue aprobada en 
un Referendo Nacional Constituyente.

3	 En su disposición transitoria segunda, la Constitución establece un plazo máximo de 180 
días a partir de su instalación (el 22 de enero de 2010) para que la Asamblea Legislativa Pluri-
nacional sancione estas cinco leyes orgánicas. Pese a la complejidad de la tarea y sin la suficien-
te deliberación pública, amén de limitados acuerdos con la oposición, el plazo fue cumplido.
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social, de derecho, plurinacional, comunitario, libre, independiente, so-
berano, democrático, intercultural y descentralizado, y con autonomías.

El desafío no es menor. Y es que el nuevo modelo de Estado, esa es-
tructura con tensiones irresueltas de la historia larga,4 plantea profundos 
retos en términos de la (re)definición de reglas, imaginarios y prácticas. 
Y los andamios de la democracia son parte de ello. ¿Cómo se concilia, sino, 
la institucionalidad democrática con lo plurinacional? ¿Y con lo comuni-
tario? ¿Qué implica, para la forma de gobierno, la existencia de autono-
mías (en plural)?5 ¿Y cómo se articula, desde lo intercultural, la centralidad 
de las naciones y los pueblos indígenas originario campesinos? Preguntas.

Pero veamos en el cuadro 1, en lógica de comparación, las continui-
dades y transformaciones respecto del modelo de Estado contemplado 
en la anterior y en la nueva vigente Constitución Política del Estado.

4	 Para un análisis amplio y consistente de la estatalidad y sus imaginarios, véase el Informe 
Nacional de Desarrollo Humano 2010: El estado del Estado en Bolivia, en el que se plantea 
la idea de que el Estado boliviano es un “Estado con huecos”. PNUD-IDH, La Paz.

5	 La nueva organización territorial del Estado boliviano reconoce cuatro niveles de autono-
mía: departamental, regional, municipal e indígena originario campesina. Con excepción 
del nivel regional, los otros tres tienen cualidad legislativa.

Cuadro 1. Bolivia: el modelo de Estado en las constituciones de 1967 y 2009

Constitución de 1967 (reformada 
parcialmente en 1994 y 2004)

Constitución de 2009 (aprobada en 
referendo nacional constituyente) Comparación

Bolivia
(artículo 1º)

Bolivia se constituye
en un Estado (artículo 1º) Adjetivo-atributo

Unitario Unitario

Se mantiene

Social Social

De derecho De derecho

Libre Libre

Independiente Independiente

Soberana Soberano

Democrática Democrático

Comunitario
Se incluye

Descentralizado y con autonomías

Multiétnica Plurinacional
Se transforma

Pluricultural Intercultural

 Fuente: elaboración propia.
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Como puede verse en el cotejo de las once “bases fundamentales” del 
actual Estado boliviano, siete de ellas ya estaban incluidas y reconoci-
das en la anterior Constitución. Hay importante continuidad, entonces. 
Esto ocurre en las tres cualidades que hacen a la naturaleza del Estado 
moderno: Estado libre, esto es, sin vínculos de subordinación con ningún 
otro Estado o restricciones en sus decisiones por alguna convención in-
ternacional; Estado soberano, es decir, que preserva para sí la potestad de 
definir y resolver sus asuntos internos sin la intromisión de otros Esta-
dos u organismos multilaterales, y Estado independiente, a saber, carente 
de relaciones coloniales o de protectorado respecto de otros Estados o 
potencias. ¿Puede haber cambio en lo anterior?

El nuevo modelo de Estado boliviano también conserva otros tres 
atributos ya señalados en la anterior Constitución, inherentes a la nor-
mativa constitucional moderna y que hacen a su esencia: Estado social, 
que debe velar por el bienestar de la ciudadanía con base en la garantía de 
sus derechos sociales; Estado de derecho, pues supone que todas las ins-
tancias del Estado se sujetan a las normas y, por tanto, habrán de evitar 
actos arbitrarios, y Estado democrático, esto es, que adopta la democracia 
como forma de gobierno y como principio de legitimidad de autoridades 
y representantes. 

¿Qué más se mantiene? Una característica, la séptima, del modelo de 
Estado relacionada con la organización territorial y que anidó, con polari-
zación y enfrentamiento, en el centro del proceso político de antigua data, 
así como del debate constituyente y sus disputas regionales: Estado unita-
rio. El dato no es menor toda vez que las élites de la llamada “Media Luna” 
(oriente y sur de Bolivia), ante el avance del proceso constituyente remo-
vieron en 2007 las banderas de la “capitalidad plena” (enfrentando a los 
departamentos de Chuquisaca y La Paz) y replantearon la idea del federa-
lismo (asunto que, a principios del siglo XIX, provocó la Guerra Federal).

Ahora bien, ¿qué es lo nuevo en la Constitución respecto del mo-
delo de Estado? Existen por lo menos dos saltos cualitativos fundamen-
tales. Por una parte, la declaración explícita de que el Estado boliviano es 
comunitario, esto es, que reconoce la existencia no sólo de individuos, sino 
también de comunidades, con lo que ello implica en términos de la afir-
mación de derechos colectivos. Por otra parte, el salto relacionado con la 
estructura y la organización territorial del Estado: descentralizado y, en 
especial, con autonomías.
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¿Y lo que se transforma? Aquí radica el cambio fundamental de 
lo plurinacional-popular en Bolivia, pues son mutaciones que cruzan 
transversalmente la estructura estatal. Y es que el Estado boliviano es 
declarado en la nueva Constitución como intercultural, por un lado, y 
plurinacional, por otro. Así, a diferencia de la anterior Ley Fundamental, 
Bolivia no solamente es definida como “pluricultural”, sino como un Es-
tado intercultural. Ello supone no sólo el reconocimiento y coexistencia 
de diferentes culturas, sino también el desafío mayor de construir entre 
todas un horizonte común; a saber, la sociedad del Vivir Bien.6 Por su-
puesto que esto influye directamente en la forma de gobierno, pues exige 
pensar en una democracia intercultural.

La otra mutación sustantiva en el modelo estatal se refiere a la 
transformación del Estado “multiétnico” en un Estado plurinacional. El 
cambio es sustantivo. Supone el reconocimiento constitucional de 
que en Bolivia no sólo habitan diferentes “etnias”, sino de que existe un 
conjunto de naciones y pueblos indígena originario campesinos que 
constituyen una parte fundacional e imprescindible de la nación boli-
viana.7 Este carácter plurinacional está presente en todo el marco ins-
titucional del Estado, para empezar en los órganos del poder público, 
y conlleva —a decir de Santos (2010)— la noción de autogobierno y 
autodeterminación.8

Así pues, la disputa por la construcción democrática en Bolivia, en 
un horizonte poscolonial y posliberal, está estrechamente relacionada 
con el modelo de Estado-en-sociedad y la reconfiguración de los pode-
res públicos, lo cual tiene una profunda incidencia en las democracias 

6	 El Vivir Bien (Suma Qamaña), como orientación distinta a la idea de desarrollo o de sólo 
bienestar, ha sido adoptado como uno de los principios fundamentales del Estado bolivia-
no. También está en la base de la economía plural.

7	 En la nueva Constitución se reconocen oficialmente 36 naciones y pueblos indígena origi-
nario campesinos, con sus correspondientes idiomas, garantizando su libre determinación 
(CPE, artículo 2º). Se reconocen, además, como parte de la “nación boliviana”, a las comu-
nidades interculturales y afrobolivianas (CPE, artículo 3º).

8	 Santos (2010) sostiene que “el reconocimiento de la plurinacionalidad implica un desafío 
radical al concepto de Estado moderno que se asienta en la idea de nación cívica y, por lo 
tanto, en la idea de que en cada Estado sólo hay una nación: el Estado-nación. La pluri-
nacionalidad es una demanda por el reconocimiento de otro concepto de nación, la nación 
concebida como pertenencia común a una etnia, cultura o religión”.
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(en plural) y en el ejercicio de la representación política y de la partici-
pación directa. Asistimos, en consecuencia, a un complejo reto, experi-
mental, de re/construcción de instituciones.

Pero si la democracia boliviana ya no es lo que era y proyecta lo 
que será, ¿cuál es el horizonte trazado respecto del “sistema de gobier-
no”? ¿Cómo se expresa, desde el mandato constituyente, la senda de 
ampliación y transformación democrática? Veamos la síntesis en el 
cuadro 2.

Cuadro 2. Bolivia: ampliación principista de la democracia

Constitución de 1967 Constitución de 2009

Congreso Nacional/
Reforma de 1994-1995

Congreso Nacional/
Reforma de 2004-2005

Asamblea Constituyente/
Aprobada en referendo

Bolivia adopta para su gobierno la forma democrática…

Representativa Representativa Representativa

El sufragio constituye la base 
del régimen democrático. Se 
funda en el voto universal, 
directo e igual, individual y 
secreto, libre y obligatorio

El pueblo no delibera ni 
gobierna sino por medio de 
sus representantes y de las 
autoridades creadas por ley

El sufragio constituye la base 
del régimen democrático. 
Se funda en el voto universal, 
directo e igual, individual 
y secreto, libre y obligatorio

Por medio de la elección de repre­
sentantes por voto universal, directo 
y secreto

Participativa Directa y participativa

El pueblo delibera y gobierna 
por medio de sus representan-
tes y mediante la Asamblea 
Constituyente, la iniciativa legis­
lativa ciudadana y el referendo

Por medio del referendo, 
la iniciativa legislativa ciudadana,
la revocatoria de mandato,
la asamblea, el cabildo y
la consulta previa

Comunitaria

Por medio de la elección, designa-
ción o nominación de autoridades 
por normas y procedimientos 
propios de las naciones y pueblos 
indígena originario campesinos

 Fuente: elaboración propia.

El proceso de ampliación es evidente. En el principio fue el voto indi-
vidual. Y hubo elecciones. Luego se conquistaron mecanismos de partici-
pación, deliberación y toma de decisiones colectivas. Y ahora se plantea 
el desafío del autogobierno de las naciones y los pueblos indígenas. Vea-
mos este recorrido en el siguiente apartado.
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Ampliación de la democracia: representación y participación

Hace tres décadas, años de revuelta, en varios países de América Latina 
se transitó desde regímenes de gobierno burocrático-autoritarios (en su 
mayoría dictaduras militares) hacia democracias electorales. En Bolivia 
fue a principios del decenio de 1980: el 8 de octubre de 1982, con el go-
bierno de la Unidad Democrática Popular. Desde entonces el proceso 
de democratización ha registrado importantes cauces de ampliación ex-
presados en sucesivas reformas político-institucionales que, por un lado, 
fueron afinando el andamiaje democrático y, por otro, superaron situa-
ciones de inestabilidad y crisis. En el centro de estos andares, además de 
su estrecho vínculo con políticas neoliberales de ajuste estructural y re-
forma del Estado (en la letra y el espíritu del Consenso de Washington), 
estuvieron la obsesión por la gobernabilidad y una interesante apuesta 
por coaliciones multipartidistas como condición de estabilidad.

En este periodo se aplicó un conjunto de reformas, en especial las 
resultantes de pactos políticos y reformas constitucionales, en respuesta 
a demandas ciudadanas orientadas a mejorar la calidad de la representa-
ción política e impulsar la participación en la definición de los asuntos 
públicos: “elegir y no sólo votar”, primero, en la reforma de los años noventa 
del siglo pasado, con la inclusión de la elección de diputados uninomina-
les y la participación popular en el ámbito local-municipal; “decidir y no 
sólo elegir”, después, en la reforma de principios de este siglo, con la in-
clusión de formas directas de consulta vinculante como el referendo. Así 
avanzamos en la ampliación de la democracia representativa (elección 
de autoridades locales y departamentales, además de constituyentes) y 
también de la democracia participativa (referendos del gas, autonómi-
cos, revocatorio, constituyente).

Pero sin duda uno de los desarrollos normativos más relevantes, por 
su carácter estructural, es el expresado en el sistema de gobierno de la 
nueva Constitución Política (artículo 11º).9 El principio fundamental 

9	 El artículo 11º de la nueva Ley Fundamental señala en su primer parágrafo que Bolivia 
adopta para su forma de gobierno “la forma democrática participativa, representativa y co-
munitaria, con equivalencia de condiciones entre hombres y mujeres”. A decir de Santos 
(2010), “se trata de una de las formulaciones constitucionales sobre democracia más avan-
zadas del mundo”.
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es que no existe un modelo único y hegemónico de democracia (léase 
liberal representativa) al cual llegar, sino diversas concepciones y prác-
ticas de democracia, en permanente proceso de interacción y disputa.10 
Lo anterior implica salir del esquema teleológico según el cual, luego de 
la transición, tendríamos más o menos procesos lineales de consolida-
ción democrática, y más adelante, inminentes recorridos de profundi-
zación/persistencia, a fin de aproximarnos a la democracia ideal. En esa 
tradición se inscribe también, aunque con variaciones significativas, la 
reflexión acerca de la democracia de ciudadanía (PNUD-OEA, 2009 y 
2010) como “nueva fase en la ruta democrática” tras la consolidación de 
la democracia electoral en la región.11

Veamos algunos hitos de la ampliación democrática registrada en 
Bolivia. Tras el prolongado periodo de partido hegemónico (MNR) re-
sultante de la Revolución Nacional de 1952, que trajo consigo la conquis-
ta del derecho a participar con la inclusión del voto universal, y luego del 
periodo de dictaduras militares del decenio de 1970, la democracia elec-
toral en Bolivia —y su institucionalidad— afrontó un intenso proce-
so de transición-aprendizaje. Tres elecciones generales sucesivas (1978, 
1979 y 1980), con golpes de Estado e interinatos, condujeron a la tran-
sición pactada, que se hizo gobierno en octubre de 1982 (presidencia de 
Hernán Siles Zuazo) y cuya tónica fue la sumatoria de hiperinflación, 
bloqueo institucional y exceso de demandas-expectativas sociales con el 
conocido resultado de crisis-trauma de gobernabilidad.

Luego devino el pacto multipartidista. A partir de 1985, con el Pacto 
por la Democracia MNR-ADN, se inauguró en Bolivia una etapa de go-
bernabilidad sistémica sustentada en gobiernos minoritarios, dispersión 
del voto y coaliciones multipartidistas parlamentarias y de gobierno. Esta 
fase, que duró casi dos décadas, estuvo asentada en elecciones generales 
periódicas con alternancia entre la tríada MNR-ADN-MIR y, desde fi-

10	 Como bien plantean Cameron, Hershberg y Sharpe en el capítulo 1 de este libro, existen 
diversos modelos de democracia en contienda en América Latina, lo cual expresa, más allá 
de la proliferación de adjetivos, algunas tensiones no necesariamente inevitables entre dife-
rentes principios democráticos.

11	 La propuesta-desafío de avanzar, en la postransición, hacia una democracia de ciudadanía 
en América Latina, implica “ampliar el horizonte de la democracia exigible” y su sostenibi-
lidad sobre la base de la garantía plena, desde el Estado, de una ciudadanía integral. Véase 
PNUD (2004) y PNUD/OEA (2009 y 2010).
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nales de los ochenta, la inclusión de dos fuerzas “neopopulistas”, Condepa 
y UCS, así como el concurso eventual de la “izquierda nacional” encarna-
da en el MBL. Tal fue el sistema de partidos que condujo el proceso de 
reformas político-institucionales en el país, en especial las de segunda ge-
neración en los años noventa. Este modelo boliviano, denominado demo-
cracia pactada, sucumbió en octubre de 2003 por sobredosis de cuoteo y 
crisis terminal del consenso hegemónico asentado en el matrimonio en-
tre democracia representativa y neoliberalismo económico. Durante esta 
etapa tuvimos comicios e institucionalidad electoral funcionales a un sis-
tema político —la “partidocracia”—  que se miraba a sí mismo.

Tenemos entonces en Bolivia, durante más de dos décadas, lo que el 
Informe sobre la democracia en América Latina del PNUD (2004) defi-
ne como una democracia electoral, con una característica probadamente 
crítica que hace al llamado “triángulo latinoamericano”: la convivencia de 
la democracia del voto con elevados niveles de desigualdad y pobreza. 
Y con un déficit a la vez que asignatura pendiente: la ausencia de “ciuda-
danía integral”, es decir, que las ciudadanas y los ciudadanos tengan ga-
rantizados el conjunto de sus derechos, no sólo civiles y políticos, sino 
también económicos, sociales y culturales.12 La etapa terminal de este 
periodo ha sido bien definida en Bolivia como de “crisis, inflexión y cam-
bio” (PNUD-IDH, 2002). Crisis del modelo político de democracia 
pactada y su sistema de partidos, crisis del modelo económico de neo-
liberalismo exportador de base estrecha y crisis del modelo de integra-
ción social asociado al solo reconocimiento, en general declarativo, de lo 
“pluri-multi” de la sociedad boliviana. La literatura al respecto coincide 
en que la llamada Guerra del Agua de abril de 2000 en Cochabamba 
marca el momento de la inflexión.

¿Cómo se produce el proceso de ampliación de la democracia? Du-
rante el periodo de la democracia pactada se registraron importantes 
cambios. Como resultado de los acuerdos de los líderes de partidos po-
líticos en 1991 y 1992, se pudo avanzar en la reforma constitucional de 
1994 con fundamentales reformas en el sistema judicial, la inclusión 
de diputados uninominales y otras acciones de política pública, como la 

12	 Véase la discusión al respecto, impulsada por el PNUD y la OEA, en el documento de 
trabajo “La democracia de ciudadanía. Una agenda para la construcción de ciudadanía en 
América Latina”, noviembre de 2009.
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participación popular en la democracia local-municipal y acciones afir-
mativas para la participación política de la mujer. La democracia electo-
ral del nuevo milenio, pues, registraba relevantes avances respecto a la 
limitada democracia de la transición. Avances en materia de democracia 
representativa, cierto, con garantías para el ejercicio del sufragio y la in-
clusión de nuevas autoridades cuya fuente de legitimidad provenía del 
voto, pero insuficientes para participar y decidir.

Después de diversas movilizaciones sociales —la “política en las ca-
lles”, extrainstitucional y, a veces, antisistémica— y la fallida coalición 
de gobierno MNR-MIR-NFR, que terminó abruptamente en octubre de 
2003 con la Guerra del Gas en la ciudad de El Alto, se generaron las con-
diciones para una nueva ampliación de la democracia, otra vez mediante 
una reforma constitucional. El desafío radicó en avanzar hacia la adop-
ción de mecanismos de democracia directa y participativa. Es así que con 
la reforma de 2004 se incluyen en el ordenamiento constitucional —y 
por lo tanto en la práctica política y el ejercicio democrático— el referen-
do como mecanismo para la toma de decisiones colectivas mediante el 
voto, la iniciativa legislativa ciudadana para la presentación de proyectos 
de ley más allá del Parlamento, el reconocimiento de agrupaciones ciuda-
danas y pueblos indígenas —con lo que se eliminaba el monopolio par-
tidario de la representación política— y la Asamblea Constituyente, en 
tanto mecanismo para la “reforma total” de la Constitución. 

Estas reformas, que complementaban la democracia liberal-re-
presentativa con mecanismos de democracia directa y participativa, 
marcaron los siguientes años de la democracia boliviana con inéditos 
y complejos desafíos para la institucionalidad y el ejercicio electoral. 
Para empezar, en julio del mismo año 2004 se realizó el primer refe-
rendo nacional sobre la política de hidrocarburos. Dos años después, 
por iniciativa popular, tuvo lugar un referendo autonómico. Y luego 
vendrían dos difíciles procesos de consulta ciudadana en medio de ten-
siones irresueltas y polarización, que no sólo pusieron a prueba el me-
canismo del referendo, sino la propia institucionalidad democrática: el 
referendo de revocatoria de mandato popular para presidente, vicepre-
sidente y prefectos de departamento, en agosto de 2008,13 y los referen-

13	 En rigor se trató de un referendo ratificatorio que si bien fue convocado por ley no estaba 
contemplado, en ese momento, en el ordenamiento constitucional. Véanse al respecto las 
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dos dirimidor (sobre la extensión máxima de propiedad de la tierra) 
y nacional constituyente (para la aprobación o no del nuevo texto cons-
titucional emergente de la Asamblea Constituyente), en enero de 2009. 
Antes de eso, como parte de la ampliación de la democracia, en diciem-
bre de 2005 se eligió por primera vez de manera directa, mediante el 
voto, a las autoridades departamentales (prefectos). Y en julio de 2006 
se eligieron 255 asambleístas que tuvieron el mandato de redactar una 
nueva Constitución. 

Y así llegamos al tercer momento, sustantivo, de ampliación de la 
democracia boliviana. En efecto, con la aprobación de la nueva Ley Fun-
damental, además de reafirmar los cimientos de la democracia represen-
tativa asentada en la elección de autoridades y representantes mediante 
sufragio universal, se amplía el alcance de la democracia directa y parti-
cipativa con la inclusión de cuatro mecanismos para la deliberación y la 
toma de decisiones: revocatoria de mandato, asamblea, cabildo y consul-
ta previa. Y se establece la centralidad de la participación en la definición 
de políticas públicas y el control social para la exigencia de rendición de 
cuentas. Pero quizás el cambio más relevante tiene que ver con la adop-
ción de la democracia comunitaria, de lo cual nos ocuparemos en el si-
guiente apartado.

La democracia comunitaria

Más allá del análisis acerca de la complementariedad entre la represen-
tación política y diferentes instituciones/prácticas de democracia direc-
ta y participativa, una de las innovaciones fundamentales que plantea 
el proceso boliviano, en términos de ampliación de las democracias (en 
plural), tiene que ver con la inclusión constitucional de la democracia co-
munitaria.14 Y es que por primera vez se reconoce formalmente, desde el 
Estado, la cualidad de autogobierno de las naciones y los pueblos indí-
gena originario campesinos.

prevenciones que plantea Altman (2010) en su análisis comparado sobre plebiscitos, refe-
rendos e iniciativas populares en América Latina.

14	 Esta forma de ejercicio del poder y de autogobierno ha recibido diferentes denominaciones, 
como democracia étnica, democracia comunal, democracia del ayllu.
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¿Qué significa el reconocimiento institucional de la democracia co-
munitaria? Primero, que en el Estado plurinacional de Bolivia existen 
36 naciones y pueblos indígena originario campesinos, con diferentes 
formas de organización política y autoridad. Segundo, que se garantiza 
su libre determinación en el marco de la unidad del Estado.15 Tercero, 
que Bolivia adopta para su gobierno la forma democrática directa y par-
ticipativa, representativa y comunitaria. Y cuarto, que las naciones y los 
pueblos indígena originario campesinos, conforme a la Constitución y 
a las leyes, podrán elegir, designar o nominar a sus autoridades y repre-
sentantes mediante normas y procedimientos propios. 

En ese marco es importante destacar las implicaciones de la demo-
cracia comunitaria en un escenario de demodiversidad. ¿Cuáles son sus 
“elementos constitutivos”? De acuerdo con el análisis realizado por Ze-
gada (2011: 164-193), la democracia comunitaria se caracteriza por su 
naturaleza colectiva, vinculada directamente al ámbito de la comunidad; 
el predominio de la asamblea como espacio-mecanismo de deliberación 
y decisión (“la asamblea manda”), lo que da cuenta de un límite de es-
cala; la búsqueda de consenso para la toma de decisiones colectivas; un 
sistema de autoridad asentado en la rotación y la obligatoriedad de los 
cargos, así como en la autoridad entendida como servicio, y la existencia 
de mecanismos de revocatoria de mandato, control social y rendición de 
cuentas a la comunidad. Estas formas comunitarias de ejercicio de au-
togobierno plantean relaciones complejas con la forma sindicato y, claro, 
con la forma partido. Y muestran con claridad que la democracia comu-
nitaria, en su diversidad de prácticas, no se limita al solo reconocimiento 
de derechos colectivos en el marco de una democracia liberal ampliada.

Demás está decir que tal reconocimiento supone un conjunto de 
retos para el régimen democrático boliviano y su nueva institucionali-
dad. Y también para la propia democracia comunitaria, que debe dar 
cuenta de su ejercicio “más allá de la comunidad”. Los avances prelimi-
nares así lo demuestran. 

15	 Este reconocimiento, de acuerdo con el artículo 2º de la Constitución Política, supone el 
derecho de las naciones y los pueblos indígena originario campesinos a la autonomía, al au-
togobierno, a su cultura, al reconocimiento de sus instituciones y a la consolidación de sus 
entidades territoriales. Está previsto el reconocimiento, además, como idiomas oficiales, 
de todos los idiomas de las naciones y los pueblos indígena originario campesinos, además de 
sus principios ético-morales.
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Pese a que en número representan apenas un 6% de los 130 asam-
bleístas nacionales, la elección por voto popular de siete diputados indí-
genas, que tuvo lugar en diciembre de 2009, implica un importante paso 
en la presencia de lo plurinacional en el Órgano Legislativo. Si bien es evi-
dente que los indígenas de tierras altas (aymaras y quechuas) no necesi-
tan circunscripciones especiales para llegar a la Asamblea (donde tienen 
amplia presencia), la norma garantiza un mínimo de representación de 
los pueblos indígenas de tierras bajas que son minoritarios en los departa-
mentos. Lo propio ocurre con la elección directa, no exenta de problemas 
y disputas,16 de 23 representantes indígenas en las asambleas departa-
mentales, como parte del proceso electoral de abril de 2010, conforme a 
sus normas y procedimientos propios. El resultado es la inclusión directa 
de indígenas de muchas naciones y pueblos en los cuerpos legislativos tan-
to del nivel central como departamentales. Veamos el cuadro 3.

16	 Esta primera experiencia, que además implicaba la supervisión de los tribunales electorales 
departamentales, generó disputas políticas entre el oficialismo y la oposición en especial en 
los departamentos de la Media Luna. En Santa Cruz, por ejemplo, con mayoría opositora 
al gobierno del MAS, tuvo que recurrirse a la justicia para que la asamblea departamental 
reconozca y posesione a la representante legítima de dos pueblos indígenas.

Cuadro 3. Bolivia: asambleístas indígena originario campesinos

Circunscripciones especiales indígena originario campesinas

Departamento
Asamblea 
Legislativa 

Plurinacional

Asambleas 
departa­
mentales

Pueblos indígena originario campesinos 
(minoritarios en el departamento)

La Paz 1 5 Afroboliviano, mosetén, leco, kallawaya, tacana y araona

Santa Cruz 1 5 Chiquitano, guaraní, guarayo, ayoreo y yuracaré-mojeño

Cochabamba 1 2 Yuki y yuracaré

Potosí 0 0

Chuquisaca 0 2 Guaraní

Oruro 1 1 Chipaya y murato

Tarija 1 3 Guaraní, weenhayek y tapiete

Beni 1 4
Tacana, pacahuara, itonama, joaquiniano, maropa, guara
sug’we, moxeño, sirionó, baure, tsimane, movima, cayubaba, 
moré, cavineño, chácobo, canichana, mosetén y yuracaré

Pando 1 1 Yaminagua, pacahuara, esseejja, machinerí y tacana

TOTAL 7 23

Fuente: elaboración propia.
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Pero la democracia intercultural también tiene una dimensión terri-
torial inherente al carácter autonómico del Estado en construcción. Así 
fue plasmado en la Ley Marco de Autonomías y Descentralización An-
drés Ibáñez, que reconoce y reglamenta en esencia el ejercicio de los cua-
tro niveles de autonomías: departamentales, regionales, municipales e 
indígena originario campesinas. Un anticipo de este último nivel de au-
tonomía se produjo en diciembre de 2009 con la conversión, mediante el 
voto, de once municipios en autonomías indígena originario campesinas17 
(sólo en uno ganó el voto por el no), según el detalle en el cuadro 4.

Cuadro 4. Bolivia: referendos por autonomías indígena originario campesinas

Departamento Provincia Municipio
Sí

(Papeleta verde)
No

(Papeleta roja) Participación

La Paz

Bautista 
Saavedra Charazani 3.035

(86.62%)
469

(13.38%) 96.67%

Ingavi Jesús de 
Machaca

2.787
(56.09%)

2.182
(43.91%) 98.24%

Santa Cruz Cordillera Charagua 3.817
(55.66%)

3.041
(44.34%) 94.48%

Potosí Rafael 
Bustillo Chayanta 3.151

(59.9%)
2.109

(40.1%) 96.68%

Chuquisaca

Luis Calvo Huacaya 337
(53.66%)

291
(46.34%) 92.94%

Yamparáez Tarabuco 6.408
(90.8%)

649
(9.2%) 96.54%

Zudáñez Villa 
Mojocoya

2.462
(88.31%)

326
(11.69%) 96.8%

Oruro

Sabaya Chipaya 397
(91.69%)

36
(8.31%) 65.01%

San Pedro 
de Totora

San Pedro 
de Totora

1.467
(74.5%)

502
(25.5%) 97.29%

Ladislao 
Cabrera

Pampa 
Aullagas

825
(83.67%)

161
(16.33%) 97.85%

Ladislao 
Cabrera

Salinas de 
Garci Mendoza

2.047
(75.09%)

679
(24.91%) 95.57%

Sajama Curahuara 
de Carangas

925
(45.08%)

1.127
(54.92%) 94.78%

Fuente: elaboración propia con datos de la CNE.

17	 Actualmente estos municipios, como establece la Ley Marco de Autonomías, están en pro-
ceso de elaboración de sus estatutos autonómicos, los cuales deberán pasar el control de 
constitucionalidad y ser aprobados en referendo para la entrada en vigencia de la autono-
mía indígena originario campesina. Uno de los más avanzados, ya concluido, es el Estatu-
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Así las cosas, la democracia intercultural en Bolivia —como fue se-
ñalado— ya no es solamente un mandato constitucional o un ideal nor-
mativo, sino un entramado experimental en construcción. Tiene en su 
haber importantes pasos y experiencias de complementariedad que, sin 
duda, pueden cimentar el horizonte de lo intercultural. Pero también 
aloja asignaturas pendientes, límites y desafíos, así como tentaciones 
instrumentales y, está visto, hegemónicas. 

Así es relevante constatar, por ejemplo, las dificultades en la imple-
mentación de la igual jerarquía entre las diferentes formas de democra-
cia, toda vez que hasta ahora la democracia comunitaria ha tenido que 
pasar por el filtro cuando no el franco predominio de la democracia 
representativa. Hay diputados en circunscripciones especiales, cierto, 
pero se eligen mediante voto individual y con la sigla de un partido po-
lítico; se avanza en la conversión de municipios en autonomías indíge-
nas, también, pero se requieren referendos para adoptar esa condición, 
primero, y aprobar sus estatutos autonómicos, después.  Estos avances, 
paradójicamente, dependen del voto individual.  En el siguiente aparta-
do veremos algunas implicaciones de esa búsqueda llamada democra-
cia intercultural.

El horizonte intercultural

El proceso constituyente boliviano nació hace más de dos décadas como 
demanda de los pueblos indígenas de tierras bajas, en aquella legendaria 
Marcha por la Dignidad y el Territorio (1990). Luego siguió un pro-
longado y complejo camino, no exento de obstáculos, hasta asumirse 
primero como oferta electoral (2002), luego en calidad de agenda asu-
mida-comprometida (octubre de 2003) y después en tanto programa 
de gobierno (2005), hasta plasmarse en un nuevo texto constitucional de 
411 artículos y 10 disposiciones transitorias resultantes del agitado tra-
bajo de la electa Asamblea Constituyente (2006-2007), y, al límite, un 
sensible proceso de concertación regional y en especial parlamentario 

to de Jesús de Machaca. Otras comunidades indígenas que no aprobaron su conversión en 
municipios indígenas también avanzan en la elaboración de estatutos, como Raqaypampa 
en Cochabamba, que en mayo de 2011 aprobó en asamblea su estatuto.
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(2008), para finalmente ser aprobado mediante el voto mayoritario de 
la ciudadanía, por primera vez en nuestra historia, en un Referendo Na-
cional Constituyente (2009).18

Pero si el proceso constituyente boliviano, hoy reflejado en una nue-
va Ley Fundamental, fue difícil y agitado, en el presente tiene ante sí el 
enorme camino de adecuación normativa y (re)diseño institucional, así 
como de ejercicio ciudadano y cultura política, para la correspondien-
te implementación de los principios y las aspiraciones constituciona-
les. Uno de esos desafíos fundamentales tiene que ver con los cimientos 
para avanzar en la complementariedad de las democracias directa y par-
ticipativa, representativa y comunitaria. 

Este horizonte tuvo su primer registro normativo, a modo de cimien-
to-huella, pero también como señal, en las leyes del Régimen Electoral 
y del Órgano Electoral Plurinacional promulgadas por el presidente 
Morales como parte del paquete de cinco leyes fundamentales. En es-
tas normas se plantea el ideal de una democracia intercultural.19 El an-
tecedente de esta sustantiva reforma electoral, como demostración de 
que “las instituciones importan” y generan querella a la hora de su adop-
ción, fue el modo tenso e incierto, pero finalmente concertado, en que 
se aprobó la Ley 4021 de Régimen Electoral Transitorio (abril de 2009) 
que hizo viables las elecciones generales de diciembre de 2009, las pri-
meras bajo el mandato de la nueva Constitución. 

Las leyes del Régimen Electoral y del Órgano Electoral Plurinacio-
nal, por su parte, fueron aprobadas sin mayor conflicto por la mayoría 
oficialista con limitada deliberación pública y, en general, sin el concurso 
ni los aportes de la oposición. Como sea, lo relevante para el tema que 
nos ocupa es que esta legislación inaugural establece no sólo los princi-

18	 La nueva Constitución Política del Estado fue aprobada el 25 de enero de 2009, con el 
61.43% de votos válidos, en un referendo nacional que contó con la participación, inédita 
en nuestra democracia hasta entonces, del 90.24% de votantes. Entró en vigencia el 7 de 
febrero de 2009.

19	 En la Ley Fundamental no se habla de democracia intercultural. Esta noción es resulta-
do del trazado normativo —y su base conceptual— definido en la legislación de desa-
rrollo y tiene que ver en esencia con el reconocimiento de diferentes formas de entender 
y practicar la democracia en Bolivia, en especial desde la diversidad de las naciones y los 
pueblos indígena originario campesinos. El supuesto es que la democracia liberal-repre-
sentativa, por definición y naturaleza, es monocultural o, en el mejor de los casos, sola-
mente multicultural.
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pios de un órgano del poder público en el Estado plurinacional (en este 
caso el naciente Órgano Electoral), sino también las reglas y los proce-
dimientos para el ejercicio de la demodiversidad en el horizonte de una 
democracia intercultural en Bolivia.20

En ese marco es evidente que, más allá del diseño institucional y sus 
innovaciones, y allende el proceso de construcción de una nueva hege-
monía en Bolivia, el reto democrático fundamental radica en el ejercicio 
mismo de la complementariedad —institucional, territorial, simbóli-
ca— de las tres formas de democracia reconocidas en la Constitución 
Política y reguladas en la Ley del Régimen Electoral. Y en esos anda-
mios hay cauces fecundos, claro, pero también temas pendientes, algún 
retroceso, candados… Los avances en este recorrido, sobre la base de los 
cimientos asentados en la Constitución Política del Estado, tienen que 
ver con las normas establecidas para garantizar el ejercicio ampliado de 
las tres formas de democracia. 

En el caso de la democracia representativa, además de regular con 
precisión la ya conocida elección nacional de presidente-vicepresidente, 
senadores y diputados, se consolida la dimensión territorial-autonómica 
de la democracia boliviana con la elección de autoridades y representan-
tes a nivel departamental, regional y municipal.21 Más todavía: se intro-
ducen novedades interesantes como la elección por voto directo de las 
máximas autoridades jurisdiccionales (magistradas y magistrados del 
Órgano Judicial y del Tribunal Constitucional Plurinacional),22 la su-

20	 La democracia intercultural, según Santos (2010), es entendida como: a) la coexistencia de 
diferentes formas de deliberación democrática; b) diferentes criterios de representación de-
mocrática; c) reconocimiento de derechos colectivos de los pueblos como condición del 
efectivo ejercicio de los derechos individuales; d) reconocimiento de los nuevos derechos 
fundamentales, y e) educación orientada hacia formas de sociabilidad y de subjetividad 
asentadas en la reciprocidad cultural.

21	 Como resultado del proceso de democracia local, primero, y de autonomía departamental, 
después, en Bolivia se eligen de manera directa a los gobernadores y a las asambleas legisla-
tivas departamentales (incluyendo asambleístas por población y asambleístas por territorio 
intradepartamental), a los alcaldes y a los concejos municipales.

22	 La elección por voto popular de las autoridades del Tribunal Supremo de Justicia, del Tri-
bunal Agroambiental, del Consejo de la Magistratura y del Tribunal Constitucional Plu-
rinacional constituye una innovación democrática adoptada en la nueva Ley Fundamental 
y normada en la Ley del Régimen Electoral. Su estreno en las urnas fue el 8 de octubre de 
2011, con un alto porcentaje de voto nulo. Por tratarse de un proceso inédito y complejo 
dio cuenta de importantes riesgos en las fases de preselección de postulantes por la Asam-
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pervisión de la elección de autoridades de administración y de vigilancia 
en las cooperativas de servicio público, y la administración, a demanda, 
de los procesos electorales en las universidades y en las organizaciones de 
la sociedad civil. Se incorpora también la elección directa de represen-
tantes ante organismos supranacionales como el Parlamento Andino. 
En todos estos ámbitos se incluyen rigurosamente los principios de pa-
ridad y alternancia para garantizar la “equivalencia” de condiciones entre 
mujeres y hombres.

En la democracia directa y participativa, a su vez, se regula el ejerci-
cio del referendo con claridad respecto de sus alcances y sus límites, en 
especial en cuanto a los requisitos de la iniciativa popular, los temas, la 
verificación técnica de las preguntas y el control de constitucionalidad. 
Se diferencian también los referendos autonómicos, constitucionales y 
para tratados internacionales. Asimismo, se avanza en la definición de 
reglas para la revocatoria de mandato, estableciendo sus condiciones y 
sus efectos. Y se establecen lineamientos generales, que no reglas, para 
el “acompañamiento”, por parte del Tribunal Supremo Electoral, con fi-
nes de registro, información y aliento, de las asambleas y los cabildos, 
asumidos como ejercicios de deliberación pública sin carácter vinculan-
te. Por último, se establece un procedimiento de supervisión de la con-
sulta previa a fin de cuidar su carácter obligatorio, previo e informado, 
en especial respecto de los recursos naturales y el medio ambiente.

Finalmente, en la democracia comunitaria se incorporan dos niveles 
de definición normativa. El primero, más bien simbólico, de acompa-
ñamiento, en tanto el Tribunal Supremo Electoral tiene mandato para 
“supervisar”, cuando corresponda, los procesos de elección, designación 
y nominación de autoridades y representantes de las naciones y pue-
blos indígena originario campesinos según sus normas y procedimien-
tos propios, sea que estén escritos, sea que respondan a la tradición oral 
u otras formas de registro. El segundo nivel de definición normativa tie-
ne que ver con cuestiones más específicas vinculadas a las otras formas 

blea Legislativa Plurinacional, la difusión de méritos por el Tribunal Supremo Electoral 
(con la prohibición expresa de realizar campañas), el diseño de la papeleta (77 postulantes 
en cinco franjas), la información pública (con discutibles límites a los medios de comuni-
cación) y el proceso mismo de votación y conteo de votos (cada elector debía marcar cinco 
votos en la papeleta).
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de democracia. La Ley del Régimen Electoral establece, replicando el ré-
gimen electoral transitorio, la creación de (sólo) siete circunscripciones 
especiales indígena originario campesinas para la Asamblea Legislativa 
Plurinacional. Contempla también la elección directa de al menos 23 
asambleístas departamentales. Y define que los gobiernos municipales, 
en sus futuras cartas orgánicas, deben incluir representación indígena 
directa en los concejos municipales. En la norma también se incluye, en 
aplicación de la Constitución, la presencia indígena para la conforma-
ción del Órgano Electoral Plurinacional y del Tribunal Constitucional 
Plurinacional. Y se hace referencia al ya citado proceso de consulta pre-
via en relación a las naciones y los pueblos indígena originario campesi-
nos como sujeto.

Pero en este camino de experimentalismo democrático y de redi-
seño institucional de la democracia boliviana, acorde con un nuevo cons-
titucionalismo, existen también límites e incluso contramarchas (que 
pueden ser entendidas como “desconstitucionalización”), como dan-
do cuenta de que algunas intenciones declaradas del proceso de cambio 
pueden ser desplazadas, o al menos postergadas, por razones del poder.

Son muy elocuentes en este sentido dos tensiones que se mantie-
nen como asignaturas pendientes o fueron parcialmente resueltas a favor 
del poder central con rango hegemónico. Una primera tensión es la au-
tonómica, toda vez que la norma pone algunos candados al ejercicio ple-
no de la dimensión territorial de la democracia. Lo anterior se evidencia, 
por ejemplo, en reglas incluidas en la Ley del Régimen Electoral que en 
realidad debieran definirse en la legislación departamental de desarrollo, 
como la forma de elección del gobernador o su no atribución para con-
vocar referendos. Se expresa también en ese largo recorrido de distribu-
ción de competencias entre el nivel central y las entidades territoriales 
autónomas. Y en la definición crítica —en la Ley Marco de Autono-
mías y Descentralización— del mecanismo para la suspensión de au-
toridades electas, que ha provocado la remoción de dos gobernadores 
y una decena de alcaldes, la mayoría de oposición. La democracia “sin 
centro”, pues, incluyendo el desarrollo legislativo en las asambleas depar-
tamentales, sea por fortaleza del nivel central, sea por debilidad de los 
niveles subnacionales, sigue siendo una asignatura “en suspensión”.

La otra tensión, en la norma, en la historia larga, tiene relación 
con el ejercicio de la democracia comunitaria y con la inclusión ple-
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na de naciones y pueblos indígena originario campesinos en clave de au-
togobierno y autorrepresentación. Una clara asignatura pendiente es la 
decisión de mantener el número de circunscripciones especial en sie-
te, cuando había el razonable compromiso de aumentarlas a catorce o, 
al menos, a once.23 Así, la plurinacionalidad está subrepresentada en la 
Asamblea Legislativa Plurinacional. Está pendiente también una Ley 
de la Consulta Previa, que apenas a principios de 2012 ha sido pues-
ta en agenda por el gobierno presionado por la disputa en torno a una 
carretera que cruzaría el Territorio Indígena Parque Nacional Isibo-
ro-Sécure (TIPNIS). Y existen todavía varios candados-resistencias 
para el ejercicio de la autonomía indígena originario campesina.24 En 
otro ámbito, si bien la nueva Constitución reconoce la jurisdicción in-
dígena como parte sustantiva del pluralismo jurídico, en su definición 
normativa hay un marcado retroceso, toda vez que la Ley del Deslinde 
Jurisdiccional (Ley 073, de diciembre de 2010) limita el ejercicio de la 
justicia indígena originario campesina en sus ámbitos de vigencia ma-
terial, personal y territorial.

Por último, es importante señalar algunas ausencias en la legislación 
de desarrollo constitucional respecto del ejercicio de la “democracia in-
tercultural”. Quedan en agenda, entre otras normas, al menos dos leyes 
fundamentales: una Ley de Organizaciones Políticas que sustituya a las 
actuales, rezagadas, Ley de Partidos y Ley de Agrupaciones Ciudadanas 
y Pueblos Indígenas; y la Ley de Participación y Control Social para el 
ejercicio, por mandato constitucional, del control social sobre la gestión 
pública en todos sus niveles.

23	 La redistribución de escaños en la Asamblea Legislativa Plurinacional quedó pendiente en 
la norma hasta la realización de un nuevo censo de población (previsto para 2011). Con los 
nuevos datos se deberían redistribuir los escaños por departamento, equilibrar el número 
de circunscripciones uninominales y de circunscripciones plurinominales por departamen-
to, y ampliar el número de escaños indígena originario campesinos. Se trata, sin duda, de 
una cuestión compleja con presagio-anuncio de conflicto.

24	 La demanda de ampliar el número de circunscripciones especiales para la elección de asam-
bleístas indígena originario campesinos, entre otras, se expresó en una huelga de hambre 
de algunos diputados indígenas, así como en parte de la agenda de la CIDOB en su mar-
cha inconclusa realizada en julio de 2010 en el contexto de aprobación de la Ley Marco de 
Autonomías y Descentralización. Este hecho revela dos fisuras-distanciamientos (que no 
quiebres) preocupantes: entre el gobierno y algunas organizaciones y dirigentes de los pue-
blos indígenas de tierras bajas, por un lado, y entre los ex aliados del Pacto de Unidad —in-
dígenas originarios y campesinos colonizadores—, por otro.
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Así las cosas, a reserva del balance y de futuros andamios legislativos 
y de ejercicio en relación con la cuestión democrática, es evidente que el 
declarado horizonte de democracia intercultural es todavía una asigna-
tura pendiente.25

Epílogo con desenlace incierto

Uno de los aprendizajes fundamentales en la cultura política boliviana ra-
dica en haber asumido que los momentos más creativos de la democracia 
tienen lugar en la movilización extrainstitucional. Y es que los importan-
tes ajustes y ampliaciones en la institucionalidad no podrían explicarse 
sin el ejercicio activo de esa “política en las calles/carreteras”. Tal densidad 
organizativa, con amplio repertorio de acción colectiva  —y de confron-
tación—, está en el centro del proceso de construcción de la estatalidad y 
de la disputa por la construcción democrática en Bolivia. 

En ese marco es importante explorar si los nuevos mecanismos de 
participación directa y el autogobierno limitan o acaso distorsionan 
el principio de representación política y relegan los mecanismos elec-
torales basados en el voto individual. Y es que el otro aprendizaje re-
levante es que la representación y la acción directa no necesariamente 
son excluyentes. Al contrario, en medio de tensiones, disputas y mo-
mentos de crisis, interactuaron para dar cuenta de la democracia boli-
viana realmente existente: extrainstitucional cuando el sistema formal 
se cierra sobre sí mismo, institucional cuando la acción colectiva de-
viene antisistémica.

Ahora bien, ¿cuál es la actual “hoja de ruta”, si acaso existiese, de 
la demodiversidad en Bolivia? Esta interrogante supone examinar por 
dónde transitan y se transforman las democracias (en plural) en el nuevo 
modelo de Estado plurinacional-autonómico; esto es, cómo se proyecta, 
en clave de experimentalismo democrático, el rumbo de la complemen-
tariedad entre la representación política, la participación ciudadana y 
el autogobierno. En lo que sigue planteo algunos apuntes al respecto.

25	 En este camino es interesante dar cuenta de la situación paradójica que apunta Mayorga 
(2011: 218) en su balance sobre las contradicciones del nuevo modelo democrático: “Se ha 
ampliado la democracia pero el poder político está concentrado”.
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Es evidente que el reconocimiento y, en especial, la adopción de la 
demodiversidad como guión constitucional y normativo expresa hoy 
en Bolivia una  importante pauta de inclusión de sectores, como los in-
dígenas, pueblos originarios, mujeres y campesinos, tradicionalmente 
marginados y discriminados de las estructuras del Estado y de los pa-
sillos de la democracia. Implica también un robustecimiento de la re-
presentación, toda vez que no sólo se amplía el alcance de la democracia 
centrada en las elecciones y el voto, sino también se articula el princi-
pio de representación política con otras formas de participación di-
recta y de decisión colectiva. Siguen pendientes, en cambio, la efectiva 
implementación de mecanismos de exigencia de responsabilidad y de 
rendición de cuentas, toda vez que el mandato constitucional del con-
trol social está retenido a la espera de la ley que regule su ejercicio. Y es 
parte de la cultura política boliviana la persistencia de prácticas cliente-
listas con rango corporativo, así como expresiones autoritarias en dife-
rentes ámbitos y niveles de la política, frente a las cuales la democracia 
intercultural parece inerme.

En ese marco, la disputa experimental de la democracia, más que 
transitar —en clave de ampliación de la “democracia exigible”— desde 
una democracia electoral hacia una democracia de ciudadanía,26 requie-
re gestionar la complementariedad de las democracias con pluralismo 
político e institucional, la garantía de la “dimensión republicana” de la 
democracia y el siempre complejo desafío de una educación ciudadana 
para vivir en democracia. Sobran tentaciones y advertencias.

Este impulso de democratización, anidado en el momento político 
de “revolución democrática y cultural” (es decir, no sólo reformista), se 
(re)presenta en un escenario de luchas anticapitalistas y anticolonialis-
tas. Habitan en ello, ya se ha dicho, tensiones irresueltas de la historia 
larga (en especial la étnico-cultural y la regional) con una temporalidad 
que excede a las transiciones políticas y sus procesos de reforma políti-
co-institucional. No por casualidad la presentación en sociedad de esta 
búsqueda democrática suele hacerse con el ropaje, mal explicado y poco 
debatido, de “socialismo comunitario”, para diferenciarse (o quizás pa-
recerse, con matiz) al pregonado “socialismo del siglo XXI”.

26	 Véase PNUD y OEA (2009 y 2010).
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¿Representación versus participación? La participación ciudadana, 
la acción directa, la política en las calles, ¿son un  peligro para la repre-
sentación política (en especial en situaciones de crisis)? ¿Constituyen 
algo así como un bien necesario siempre y cuando no debiliten —sean 
funcionales a— las estructuras de representación?27 ¿O son acaso com-
plementarias y, por tanto, indivisibles? Esta cuestión trae consigo dos con-
secuencias analíticas que tocan la puerta de la agenda de debate: por un 
lado, la supuesta tensión entre ambas formas de democracia, y, por otro, 
el afán de restringir la participación al ámbito local-municipal. En ese 
marco abonamos aquí la necesidad de apuntalar representación política 
y participación directa en tanto complementariedad (que no sólo coexis-
tencia ni división de funciones por escala). 

En relación con los actores políticos es necesario indagar qué pasó 
con ese otrora robusto sistema de partidos de pluralismo moderado 
que hacía viable toda posibilidad de pacto. ¿Dónde quedaron escon-
didos, en qué rinconcito del ancien régime, los partidos políticos que 
habrían de modernizarse y democratizarse internamente (en sus diri-
gencias, en sus candidaturas), amén de hacerse más “transparentes” (en 
el uso del financiamiento público), para perpetuar el monopolio de la re-
presentación en democracia? ¿Qué fue, en fin, de esas maquinarias elec-
torales que con derroche de promesas solían disputar, en las urnas, las 
preferencias ciudadanas?

Sin duda otra constatación del actual proceso de disputa por la 
construcción democrática en Bolivia tiene que ver con la certeza de que 
la representación y en especial la participación se producen más allá, y a 
veces por fuera, en contra, de los partidos políticos (tradicionales). Esta 
constatación implicó asumir la centralidad de otros sujetos en el espa-
cio público-político: movimientos sociales, naciones y pueblos indíge-
na originario campesinos, comités cívicos, juntas de vecinos, sindicatos, 
gremios, movimientos de mujeres… He ahí el ejercicio de la soberanía 
popular sin limitarla a la sola delegación.

Pero la complementariedad del ejercicio democrático tiene que ver 
también con esa otra forma de antiguo existente pero recientemente reco-
nocida en el marco constitucional y su desarrollo legislativo: la democra-

27	 Para decirlo en palabras del PNUD/OEA: “más participación para una mejor representa-
ción” (las cursivas son mías).
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cia comunitaria. Y es que la sola presencia de las naciones y los pueblos 
indígena originario campesinos remueve, como temblor, muchas placas 
de la estructura e imaginarios monoculturales del anterior Estado-na-
ción en Bolivia. En este campo hemos identificado importantes avances, 
pero también candados, límites, arrepentimientos… Como sea, la inter-
culturalidad de la democracia no puede pensarse hoy sin lo comunitario 
de la democracia.

También están en agenda normativa y de ejercicio los andamios 
requeridos para la garantía de los abultados derechos reconocidos en 
la Constitución Política del Estado: no sólo individuales, sino tam-
bién colectivos; no sólo civiles y políticos, sino también económicos, 
sociales y culturales; no sólo de las personas, sino también de la “Ma-
dre Tierra”.28 Lo anterior se vincula sin duda a ese otro gran desafío re-
fundacional y democrático que es la práctica de una economía plural 
en el marco del principio constitutivo del Vivir Bien (Suma Qamaña). 
Cuestiones fundamentales, sin duda, pero hasta el presente casi exclu-
sivamente de talante declarativo.29 Cuestiones impostergables, tam-
bién, para dar cuenta, en el contexto boliviano, del llamado “triángulo 
latinoamericano” de democracia electoral, desigualdad y pobreza, además 
de persistentes estructuras neocoloniales de marginalidad, discrimina-
ción, racismo y exclusión.

Por otra parte, aunque el tono suele ser de denuncia (“autoritaris-
mo”, “concentración de poder”, “hegemonía”), una cuestión fundamental 
para el horizonte democrático tiene que ver con el presidencialismo y 
la ya sabida predominancia del Órgano Ejecutivo respecto de los otros 
órganos del poder público (Legislativo con dos tercios de bancada ofi-
cialista, Judicial en escenario de subordinación). Y es que al parecer es-
taríamos transitando desde una fallida tendencia de presidencialismo de 

28	 Si bien la Constitución boliviana, a diferencia de la ecuatoriana, no contempla de manera 
explícita los “derechos de la Naturaleza”, éstos ya fueron incorporados en la normativa con 
la aprobación de la Ley de la Madre Tierra (Ley 071, de diciembre de 2010), que reconoce 
los derechos de la Madre Tierra así como las obligaciones y los deberes del Estado plurina-
cional y de la sociedad para garantizar su respeto.

29	 Una cuestión esencial e impostergable para el debate democrático en Bolivia es precisa-
mente la definición del “modelo de desarrollo”, por ahora en tensión entre una corriente 
dominante que privilegia un rumbo industrialista con extractivismo, cuestionada como re-
constitución del viejo nacionalismo, y otra visión recurrente que defiende los derechos de la 
Naturaleza, por lo cual ha sido denominada “pachamamismo”.
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coalición, sustentado en pactos multipartidistas, a un presidencialismo 
mayoritario “monocolor”, con asentamiento de nueva hegemonía. Ello 
pondría en cuestión el requisito de “una forma democrática de gobernar” 
(Munck, 2010) y plantearía, como exploración, algunos mínimos: los 
efectos de la concentración del poder en el Ejecutivo (Cameron, 2010), 
los incentivos y los riesgos del gobierno dividido (tanto horizontal como 
verticalmente), los mecanismos de control social y rendición de cuentas, 
“la organización republicana de la democracia”, en fin. 

Asimismo, en un modelo de Estado que se pretende autonómico re-
sulta fundamental situar la disputa por la construcción democrática en 
el marco de la organización territorial del poder y sus tensiones-disputas. 
Sobre todo cuando la regionalización de la política (y del voto) se pre-
senta como un dato ineludible. ¿Cuál es el diseño institucional, en tanto 
geometría variable, para una democracia con autonomías en plural (in-
cluidas las autonomías indígena originario campesinas)? Este reto im-
plica asumir, como agenda de la democracia intercultural, el ideal de la 
redistribución del poder en una sociedad plural y diversa. “Democracia 
sin centro”, sería el horizonte-desafío.

Por último, cabe preguntar cuál será el rumbo del actual proceso 
de reconfiguración política e institucional en Bolivia en un escenario de 
creciente conflictividad que puede ser definido como de “tensiones crea-
tivas” del proceso de cambio, como hace el vicepresidente García Linera, 
o de “tensiones degenerativas”, más bien, como pueden sugerir algunas 
señales de prematura desconstitucionalización. El desafío apunta a ga-
rantizar el pluralismo político, con equivalencia de condiciones entre mu-
jeres y hombres, en un marco de interculturalidad y de heterogeneidad 
institucional. Y tiene que ver con la necesidad de cimentar un “bloque plu-
rinacional-popular” como sustento de una democracia intercultural con 
igualdad. Éstas son algunas aristas del actual proceso de construcción/
disputa, con experimentalismo, de las democracias bolivianas hoy. Que-
dan para el análisis, la comparación y el debate.

nuevas instituciones.indd   334 10/1/19   16:19

Derechos reservados



Capítulo 10. Esquiva demodiversidad en Bolivia

335

Bibliografía

Altman, David (2010). “Plebiscitos, referendos e iniciativas populares en Amé-
rica Latina: ¿mecanismos de control político o políticamente controlados?”, 
Perfiles Latinoamericanos, núm. 35, enero-junio, Flacso México.

Cameron, Maxwell A. (2010). “TheState of Democracy in the Andes”, Revista 
de Ciencia Política, vol. 20, núm.1, Santiago, Universidad Católica de Chile, 
pp. 5-20.

Cameron, Maxwell, Kenneth Sharpe y Eric Hershberg (2010). “Participation 
and Representation in Latin America”, documento de trabajo.

Exeni Rodríguez, José Luis (2011). “Andamios de la demodiversidad en Boli-
via”, Cuadernos de Futuro, núm. 26, marzo, La Paz, IDH-PNUD.

Exeni Rodríguez, José Luis (2010a). “Bolivia: hacia una democracia intercul-
tural con igualdad”, Revista Cuarto Intermedio, núm. 95, septiembre, Cocha-
bamba.

Exeni Rodríguez, José Luis (2010b). “Un órgano electoral para la demodiversi-
dad”, en IDEA Internacional y Vicepresidencia del Estado Plurinacional de 
Bolivia, Miradas a la Constitución Política del Estado, La Paz.

Mayorga, Fernando (2011). Dilemas. Ensayos sobre democracia intercultural y 
Estado plurinacional, La Paz, CESU-UMSS/Plural Editores.

Munck, Gerardo L. (2010). “Repensando la cuestión democrática: la región 
andina en el nuevo siglo”, Revista de Ciencia Política, vol. 20, núm. 1, Santia-
go, Universidad Católica de Chile, pp. 149-161.

PNUD/OEA (2010). Nuestra democracia, México, Fondo de Cultura Econó-
mica.

PNUD/OEA (2009). La democracia de ciudadanía. Una agenda para la cons-
trucción de ciudadanía en América Latina, Nueva York, OEA.

PNUD (2008). Una brújula para la democracia. Aportes para una agenda de go-
bernabilidad democrática, Buenos Aires, PNUD/Siglo XXI Editores.

PNUD (2004). La democracia en América Latina, Buenos Aires, PNUD.
PNUD Bolivia (2010). Los cambios detrás del cambio. Informe Nacional sobre 

Desarrollo Humano 2010, La Paz, IDH/PNUD.
PNUD (2007). El estado del Estado en Bolivia. Informe Nacional sobre Desarro-

llo Humano 2007, La Paz, IDH/PNUD.
PNUD (2002). Informe Nacional sobre Desarrollo Humano 2002, La Paz, 

IDH/PNUD.

nuevas instituciones.indd   335 10/1/19   16:19

© Flacso México



337

José Luis Exeni R.

336

Santos, Boaventura de Sousa (2010). Refundación del Estado en América Latina. 
Perspectivas desde una epistemología del Sur, La Paz, Plural/CESU-UMSS.

Santos, Boaventura de Sousa (2004). Democracia de alta intensidad, Cuader-
nos de Diálogo y Deliberación, La Paz, Corte Nacional Electoral.

Santos, Boaventura de Sousa, y Leonardo Avritzer (2004). “Para ampliar el 
canon democrático”, en Santos (coord.), Democratizar la democracia. Los ca-
minos de la democracia participativa, México, Fondo de Cultura Económica.

Zegada, María Teresa et al. (2011). La democracia desde los márgenes: transfor-
maciones en el campo político boliviano, La Paz, CLACSO/Muela del Dia-
blo Editores.

Legislación de referencia

Constitución Política del Estado, 1967 (reformada parcialmente en 1994 y 
2004).

Constitución Política del Estado, 2009 (aprobada en Referendo Nacional 
Constituyente).

Ley de Régimen Electoral Transitorio (Ley 4021 de 14 de abril de 2009).
Ley del Órgano Electoral Plurinacional (Ley 018 de 16 de junio de 2010).
Ley del Régimen Electoral (Ley 026 de 30 de junio de 2010).
Ley Marco de Autonomías y Descentralización “Andrés Ibáñez” (Ley 031 de 

19 de julio de 2010).
Ley de la Madre Tierra (Ley 071 de 21 de diciembre de 2010).
Ley del Deslinde Jurisdiccional (Ley 073 de 29 de diciembre de 2010).

nuevas instituciones.indd   336 10/1/19   16:19

Derechos reservados



337

Capítulo 11
La voz institucionalizada en las democracias 
de América Latina

Maxwell A. Cameron* y Kenneth E. Sharpe**

Introducción

América Latina ha avanzado hacia sistemas políticos más abiertos y 
más democráticos en las últimas tres décadas, pero la calidad y el des-
empeño de las instituciones democráticas sigue siendo muy desigual 
(O’Donnell et al., 2003; Dagnino et al., 2006; Organización de Esta-
dos Americanos, Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 
2010). Sin embargo, se ha convertido en pionera con respecto a una 
nueva explosión de participación democrática. Una consecuencia de 
este incremento en la participación ha sido el surgimiento de una amplia 
gama de innovaciones participativas diseñadas para fortalecer la “voz” de 
los ciudadanos (a diferencia de otras alternativas como la “lealtad”, o la 
“salida”, para utilizar el argot de Hirschman (1970).

Los autores reunidos en este volumen han documentado algunas 
de las nuevas formas de voz institucionalizada en América Latina. En 
este capítulo damos un paso atrás para preguntar en términos más ge-
nerales: ¿cómo pueden estas investigaciones ayudarnos a comprender 
mejor la diversidad de regímenes democráticos en América Latina? 
Argumentamos que una mayor atención a los mecanismos institucio-
nales de voz directa puede ayudar e entender mejor la diversidad y la 

*	 Profesor de Ciencias Políticas y director del Centro para el Estudio de las Instituciones De-
mocráticas en la University of British Columbia, en Vancouver, Canadá.

**	 Profesor William R. Kenan Jr. de Ciencias Políticas en Swarthmore College.
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calidad de las democracias de la región. Cuando pensamos en demo-
cracias en América Latina debemos tomar en consideración iniciativas 
locales como los presupuestos participativos y los consejos comuna-
les, así como las elecciones, los partidos políticos y las legislaturas.1 
Los regímenes democráticos poseen muchas dimensiones, y distintas 
formas de participación son esenciales para todos ellos. En otras pa-
labras, la democracia es impensable sin la voz institucionalizada de la 
ciudadanía.

Continuando con el trabajo de la Red de Investigación de la De-
mocracia Andina (véase Cameron y Luna, 2010), distinguimos tres 
dimensiones de la democracia: 1) elecciones y representación, 2) cons-
tituciones y 3) ciudadanía. La primera dimensión de la democracia se 
refiere a la elección de representantes. La segunda conlleva las proteccio-
nes liberales para los derechos individuales y de las minorías, así como 
principios republicanos de autogobierno y Estado de derecho. La demo-
cracia no sólo se refiere a la manera en que los funcionarios públicos son 
elegidos, sino también regula su manera de gobernar. La tercera dimen-
sión de la democracia conlleva la protección de los derechos civiles, po-
líticos, sociales, económicos y culturales necesarios para ser miembros 
plenos de la comunidad política.

La participación desempeña un papel determinante en cada una de 
estas dimensiones. En la dimensión electoral y representativa de la de-
mocracia, la participación implica el voto y la postulación para cargos 
públicos. Los ciudadanos eligen representantes para que hablen en su 
nombre. Esto quiere decir, por supuesto, que existe cierta competencia 
entre distintos partidos que produce vencedores y vencidos (Przewors-
ki, 1991). Los representantes electos deben rendir cuentas a quienes los 
han elegido y pueden perder sus cargos si no consiguen cumplir sus pro-
mesas. Guillermo O’Donnell llamó rendición de cuentas vertical a esta 
relación entre representantes y representados (O’Donnell, 2003). Teóri-
cos de la democracia, desde Joseph A. Schumpeter (1942) hasta Adam 
Przeworski (1991), han hecho énfasis en la importancia de esta forma 

1	 Un intento reciente de definir y medir la democracia busca abarcar varios modelos alterna-
tivos, incluyendo la democracia participativa y la deliberativa, por Coppedge et al. (2011), 
pero no incluye el tipo de instituciones de participación directa analizados en este libro, 
como es el caso de los presupuestos participativos y los consejos comunales.
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de rendición de cuentas, sugiriendo que las elecciones permiten que los 
votantes “expulsen a los holgazanes”.

Pero las elecciones no son suficientes. Según lo afirmó O’Donnell 
(1999, 1994), la democracia requiere algo más que la rendición de cuen-
tas vertical; exige una rendición de cuentas horizontal que garantice que 
los gobernantes serán monitoreados y controlados entre elecciones. La 
rendición de cuentas horizontal significa que las agencias de gobierno tie-
nen el poder y las atribuciones legales para asegurarse de que otras agen-
cias cumplan con sus obligaciones legales y constitucionales. Los agentes 
del gobierno tienen autoridad para actuar en nombre de la ciudadanía al 
exigir la rendición de cuentas de otras agencias. Esta separación de po-
deres implica que ninguna rama de gobierno puede hablar de manera 
unívoca en nombre del pueblo (Ackerman, 1988: 170). Cada una es, de 
manera indirecta, la voz del demos.

Ninguna de estas instituciones puede operar apropiadamente a me-
nos que los ciudadanos promuevan y defiendan sus derechos de manera 
vigilante y activa. Tanto la rendición de cuentas horizontal del constitu-
cionalismo liberal, como la rendición de cuentas vertical de las elecciones, 
están fundamentadas en el principio de ciudadanía (O’Donnell, Iaz-
zetta y Vargas Cullell,, 2003). A menos que los ciudadanos tengan la 
habilidad y la oportunidad de hablar y actuar en defensa de sus derechos 
e intereses, otros mecanismos de rendición de cuentas pueden volverse 
meras formalidades. El colapso de los sistemas de partidos y la falta de 
iniciativas legislativas, aunados a la fragilidad de las instituciones judi-
ciales, no sólo debilitan el Estado de derecho, sino que también crean 
una “ciudadanía de baja intensidad” (O’Donnell, 2004). Lo que el Pro-
grama de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) ha llamado 
una democracia de ciudadanos, por el contrario, se basa en el control so-
cial y en la rendición de cuentas que son posibles gracias a una ciudadanía 
activa y vigilante (OEA/PNUD, 2010). En ocasiones, estas expresiones 
de la voz ciudadana adoptan la forma de protestas en las calles o de la 
expresión de la opinión pública a través de los medios. En este libro, sin 
embargo, nos hemos concentrado en la participación directa a través de 
canales institucionales.

Por supuesto no existe un modelo único de democracia que encaja 
en todos los regímenes. Utilizamos la metáfora de ecologías para suge-
rir las complejas interacciones que existen entre las tres dimensiones de 
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la democracia.2 Otros analistas reducen su enfoque a ciertos paráme-
tros procesales mínimos necesarios para que un régimen sea clasificado 
como democrático. La escuela de pensamiento schumpeteriana —que 
C.B. Macpherson (1977) llamó “el modelo de equilibrio de la democra-
cia”— reduce la democracia a la existencia de elecciones competitivas. 
Esta aproximación con frecuencia supone implícita o explícitamente la 
existencia de otras dimensiones de la democracia, puesto que, por ob-
vias razones, las elecciones no pueden funcionar bien como mecanismo 
de selección popular de líderes en la ausencia de un marco constitucio-
nal de reglas y derechos de ciudadanía (véase O’Donnell, 2007; Mac
pherson, 1977). 

En la investigación sobre la democratización en América Latina, el 
punto de partida normativo suele ser alguna variante de la democracia 
constitucional: es decir, democracia electoral y representativa más al-
gunas protecciones constitucionales de derechos básicos y libertades 
individuales y de las minorías. Este enfoque subraya la debilidad de mu-
chas democracias latinoamericanas que con frecuencia muestran deficien-
cias al ser evaluadas desde dicho constitucionalismo. Sin embargo, este 
enfoque pierde de vista ciertas fortalezas de estos regímenes. O’Donnell 
planteó este punto cuando ofreció un poderoso argumento (1996a, 
1996b) en contra de lo que llamó las suposiciones teleológicas implíci-
tas en las teorías sobre la consolidación democrática. 

Desde este punto de vista, los teóricos de la “consolidación” demo-
crática con frecuencia han tomado como punto de referencia normati-
vo a las democracias de Norteamérica y de Europa occidental. Esto los 
ha llevado a destacar ciertas características que las nuevas democracias no 
poseen y deberían obtener para considerarse consolidadas. Sin embar-
go, como lo hizo notar O’Donnell, muchos de los regímenes latinoa-
mericanos, aparentemente sin consolidar, han demostrado ser bastante 
robustos. Se han consolidado porque descansan sobre instituciones in-
formales que los científicos sociales no han logrado apreciar.3 Si bien los 
regímenes democráticos de América Latina han tendido a instituciona-
lizar con debilidad ciertos principios liberales y republicanos, no dejan 
de ser democráticos. En todo caso, son más mayoritarios que sus con-

2	 Agradecemos a Mark Warren la sugerencia de esta metáfora.
3	 Véase Helmke y Levitsky (2004).
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trapartes europeas o en Estados Unidos, lo que los hace, quizá, menos 
liberales pero no menos democráticos.

Otra perspectiva que parte de la democracia liberal como su pun-
to de referencia es la bibliografía sobre autoritarismo competitivo (Le-
vitsky y Way, 2002, 2010). Esta aproximación subraya con razón que es 
posible realizar elecciones en regímenes no democráticos en los que cier-
tas libertades y derechos básicos no son respetados. En años recientes 
hemos observado el surgimiento de regímenes híbridos que combinan 
características democráticas y autoritarias. El caso del Perú de Fujimo-
ri es un ejemplo de un régimen civil-militar con elecciones que degene-
raron de una especie de “democracia delegativa” (o democracia electoral 
sin rendición de cuentas horizontal; véase O’Donnell, 1993) a un ré-
gimen de autoritarismo competitivo donde las elecciones sirven como 
mecanismo para legitimar a un líder plebiscitario (véase Carrión, 2006).

Sin embargo, importantes innovaciones democráticas se pueden 
perder de vista si los investigadores clasifican los regímenes como no de-
mocráticos sólo porque no mantienen algunas libertades y derechos li-
berales importantes. No todas las democracias delegativas se convierten 
en regímenes de autoritarismo competitivo. Algunos pueden experimen-
tar con innovaciones en la participación que refuerzan características 
mayoritarias de la democracia, aunque debiliten el liberalismo. Algunos 
regímenes que analizamos en este libro (Bolivia bajo Morales y Vene-
zuela bajo Chávez, por ejemplo), han estimulado la participación activa, 
al mismo tiempo que algunos derechos y libertades liberales básicos han 
sido socavados. Altos niveles de participación no hacen necesariamente 
un régimen democrático, pero tampoco puede reducirse la dimensión 
participativa de la democracia a la participación en elecciones. De he-
cho, la frustración con las instituciones representativas incrementa la 
demanda por formas más directas de participación.

Esto nos conduce a una literatura que sugiere que las fallas en la re-
presentación pueden afectar la permanencia o la calidad de la democra-
cia: “La insatisfacción extendida con la representación democrática es un 
ingrediente medular de la crisis de la democracia en los Andes y en buena 
parte de América Latina”, afirman Scott Mainwaring, Ana María Bejarano 
y Eduardo Pizarro Leongomez (2006: 1). Las fallas en los mecanismos de 
representación, en particular el colapso de los sistemas de partidos, han 
debilitado la democracia al favorecer el ascenso de outsiders políticos que 
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han atacado o desmantelado instituciones democráticas (Mainwaring, Beja-
rano y Pizarro Leongomez, 2006: 4). Esta crisis de representación puede, 
en efecto, invitar a demagogos, pero al identificar este peligro también 
debemos permanecer alertas a las oportunidades que abre para la partici-
pación. El pesimismo que despierta la crisis de representación puede ser 
contrapuesto ante el optimismo de los teóricos de la democracia partici-
pativa (Houtzager y Gurza Lavalle, 2010: 5). Más aproximaciones par-
ticipativas a la democracia pueden florecer en el contexto de una crisis 
de representación, como lo hemos visto en los casos de Bolivia y Vene-
zuela. Una evaluación completa de la calidad de la democracia debe ob-
servar el impacto de las nuevas formas de voz institucionalizada sobre 
las funciones que anteriormente eran reservadas exclusivamente para los 
partidos y las legislaturas en los nuevos regímenes híbridos.

¿Puede la expansión de la participación directa reducir el abismo que 
existe entre los ciudadanos y sus regímenes democráticos, como lo sugie-
ren Peruzzotti y Selee (2009: 1-16)? Las nuevas prácticas democráticas 
tienen el potencial de mejorar el desempeño y la legitimidad de la demo-
cracia, incrementar la rendición de cuentas y la sensibilidad de las auto-
ridades ante las demandas de sus ciudadanos y promover una ciudadanía 
más activa y comprometida. Pueden desarrollarse gracias a la crisis en las 
instituciones representativas, pero la voz institucionalizada es también una 
característica valiosa de la democracia, incluso cuando las instituciones 
representativas son sólidas. En efecto, los cuerpos representativos con 
frecuencia dependen de la voz institucionalizada para mantener su vi-
talidad. Instituciones representativas robustas pueden atrofiarse sin la 
energía que genera formas más directas de participación ciudadana. La par-
ticipación directa, al llevar el principio de ciudadanía más allá de la pa-
sividad del voto, puede contribuir a lo que Benjamín Arditi (2008) ha 
llamado “posliberalismo”.  Posliberalismo implica una política participati-
va que va más allá de la ciudadanía liberal, pero lo hace dentro de “la me-
jor tradición de democracia liberal” (Macpherson, 1977: 115).  

Voz institucionalizada y democracias posliberales

La voz es relevante con respecto a un número considerable de bienes 
democráticos: representación, inclusión, rendición de cuentas, respon-

nuevas instituciones.indd   342 10/1/19   16:19

Derechos reservados



Capítulo 11. La voz institucionalizada en las democracias de América Latina

343

sabilidad ante las demandas ciudadanas, erosión de relaciones cliente-
lares y fortalecimiento de la ciudadanía. La voz puede fortalecer a las 
instituciones formales de la democracia representativa al incluir a los ciu-
dadanos subrepresentados, al enseñar a los ciudadanos a representarse a 
sí mismos, a lograr que los representantes electos sean más sensibles 
a la ciudadanía y rindan cuentas —por utilizar algunas de las catego-
rías mencionadas en la introducción de este volumen—. Sin embargo, 
los efectos de la voz dependen de cómo ésta es institucionalizada —y, 
sobre todo, si es expresada directa o indirectamente—.4 La democracia 
representativa está basada en una voz indirecta, donde la gente tiene el 
derecho de elegir a quienes tomarán las decisiones. La democracia parti-
cipativa implica que la gente se gobierna a sí misma, que los ciudadanos 
participan en la toma de decisiones que los afectan directamente. Ahora 
bien, esto puede significar muchas cosas distintas:

Una forma que puede adoptar la participación directa es la de “de-
mocracia directa”, término utilizado con frecuencia para referirse a la 
democracia plebiscitaria. Críticos como Max Weber (1978) han expre-
sado, con razón, preocupaciones con respecto a la posibilidad de que 
la democracia directa pase por encima de los representantes electos en la 
legislatura o en el Ejecutivo. Pero no todas las formas de voz institucio-
nalizada directa producen ese tipo de efectos antiliberales. Nosotros he-
mos argumentado que existen formas de voz institucionalizada que son 
consistentes con el ideal liberal de igualdad política, que refuerza las ins-
tituciones representativas y puede fortalecer las mejores tradiciones de 
democracia liberal o representativa.

La democracia participativa funciona mejor en la escala local, en co-
munidades donde la deliberación se da cara a cara, puesto que ésta se 
vuelve imposible cuando el tamaño de la comunidad política es dema-
siado grande. En la antigua democracia griega, en la que los ciudada-
nos alcanzaban millares y no millones, las condiciones necesarias para 
una participación directa eran más propicias, aunque también incluían 
ciertas características de democracia indirecta (Hansen, 1999: 59-60). 

4	 En el espíritu de la famosa definición de la política de Harold Lasswell (1936) —“quién re-
cibe qué, cuándo y cómo”—, nuestros resultados sugieren que no sólo importa la voz, sino 
también cómo es institucionalizada. El papel que desempeña la voz depende de qué mecanis-
mos se utilizan, quién obtiene voz a través de estos mecanismos y cuándo puede ejercerlos.
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Las formas de gobierno representativo, inicialmente concebidas como 
alternativas a la democracia, se han podido incorporar con éxito a esta 
noción tradicional de la democracia. En las sociedades de masas, una 
deliberación significativa es imposible entre todos los miembros de 
la comunidad política, lo que hace necesario replicar el tipo de delibe-
ración cara a cara de una comunidad a través de instituciones repre-
sentativas donde los oficiales electos pueden deliberar públicamente en 
nombre de todos los miembros de la población.

Esto hace que los ciudadanos dejen de desempeñar un papel acti-
vo en su autogobierno. La participación se limita ahora al papel pasivo de 
elegir quiénes tomarán las decisiones. La democracia participativa busca 
entonces recuperar esa experiencia activa de autogobierno. Una manera 
de hacerlo es a través del uso de referendos y plebiscitos para que los ciuda-
danos puedan tomar decisiones de manera colectiva sin la mediación de 
representantes, pero manteniendo la igualdad formal del sufragio.

La democracia plebiscitaria por lo general involucra referendos ini-
ciados por el Ejecutivo. Existen muchos ejemplos de democracias en 
todo el mundo que funcionan a partir de plebiscitos. Los referendos 
convocados por legisladores y votantes son comparativamente menos 
frecuentes (excepto en Uruguay y Suiza; véase David Altman, 2010). 
Como lo muestra Alicia Lissidini en el capítulo 8 de este libro, el uso 
de plebiscitos en Venezuela ha reforzado el poder de la presidencia a 
expensas de otros funcionarios electos. En Uruguay, por el contrario, la 
mayoría de los referendos son propuestos por la legislatura y sirven para 
acotar el poder del presidente. Por otra parte, las iniciativas ciudadanas, 
quizá el tipo menos frecuente de consulta pública, comienzan con peti-
ciones de la ciudadanía. Estas iniciativas exigen que los votantes superen 
importantes obstáculos de acción colectiva. Asimismo, sus efectos sobre 
la democracia, la justicia social y la eficiencia de los gobiernos son deba-
tidos acaloradamente, como lo admitirían los defensores de las iniciati-
vas ciudadanas exitosas en California (reduciendo el poder fiscal de la 
legislatura, descriminalizando el uso médico de la marihuana).

La democracia plebiscitaria puede interrumpir el proceso entero de 
la representación. Los representantes son elegidos para legislar pero no 
para intervenir en la aplicación o la interpretación de la ley en casos es-
pecíficos, tarea que corresponde a las cortes. En una comunidad peque-
ña no siempre es necesario distinguir entre la deliberación orientada a 
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construir reglas generales a las que todos se someten en igual medida, y 
el juicio necesario para interpretar y aplicar esas reglas en casos particu
lares. Sin embargo, esa distinción es crucial cuando hablamos de de-
mocracias representativas. El peligro que plantean los plebiscitos es que 
invitan a que los gobernantes pasen por encima de las legislaturas y las 
cortes y apelen al público para tomar decisiones que restringen el funcio-
namiento de la legislatura y, por lo tanto, afectan el Estado de derecho. Por 
este motivo es que la democracia directa con frecuencia es vista como 
antiliberal.

Ahora bien, los plebiscitos pueden no ser la causa de prácticas anti-
liberales sino su consecuencia. Las instituciones representativas suelen 
ser débiles en América Latina porque muchos de los Estados de la re-
gión carecen de la capacidad para aplicar la ley. Ésta es otra forma de de-
cir que el liberalismo es débil en muchas democracias latinoamericanas: 
hay elecciones y, por lo general, son libres y justas, pero los gobernantes 
no gobiernan democráticamente. Si las vidas de los ciudadanos no están 
reguladas por la ley y, por el contrario, experimentan impunidad e injus-
ticia todos los días, es probable que los mecanismos institucionales de 
voz directa —como el uso de referendos revocatorios para retirar auto-
ridades irresponsables de sus cargos o para producir mandatos a favor 
de importantes reformas políticas— sean recibidos con entusiasmo. Lo 
que motiva este apoyo popular no es una postura antiliberal sino un li-
beralismo popular (Postero, 2007).  

Los plebiscitos no son la única forma de voz directa institucionali-
zada. Muchos de los autores de este libro han observado nuevas formas 
que no dependen de votaciones nacionales. Éstas incluyen deliberacio-
nes y acciones colectivas a escala local, como en el caso de los consejos 
comunales, los presupuestos participativos o el autogobierno indígena. 
Es probable que este tipo de participación sea percibida como un ejer-
cicio democrático más real y efectivo que la participación en elecciones 
que sólo consiguen la alternancia de élites, sobre todo cuando esas élites 
parecen no tener la capacidad o la voluntad de resolver las condiciones 
que dan origen a la sensación de injusticia o abandono.

A través de tales experiencias de participación directa, los ciuda-
danos pueden participar en el establecimiento de la agenda, en el desa-
rrollo de políticas públicas o en la exigencia de la rendición de cuentas 
de los funcionarios. Esto puede o no darse sin generar los mismos efec-
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tos negativos de las tendencias plebiscitarias inherentes a la democra-
cia electoral. Además, nos interesan particularmente estas formas de 
voz institucionalizada por el potencial que tienen para hacer que los 
ciudadanos adquieran los hábitos y la predisposición necesarios para 
deliberar y actuar de manera colectiva, no como una masa que respon-
de a los llamados de los demagogos sino como ciudadanos actuando 
en concierto.

En estas formas de participación, las distinciones entre legislación, 
adjudicación y administración son menos importantes. El intercambio 
de la comunicación cara a cara permite la construcción de consensos en 
pequeñas comunidades donde todos los integrantes se conocen. En las 
democracias participativas, los ciudadanos normalmente deliberan no 
sobre las reglas impersonales que afectan a todos los ciudadanos —aun-
que en las conferencias sobre políticas públicas de Brasil, por ejemplo, sí 
sea éste el caso— sino sobre la toma de decisiones con respecto a con-
textos específicos que afectarán de manera directa e inmediata a las co-
munidades involucradas.

Quizá la forma mínima de este tipo de voz directa institucionali-
zada son los mecanismos consultivos que buscan ofrecer información, 
ideas, retroalimentación y expresión del sentimiento público a los oficia-
les del gobierno, burócratas y legisladores. Estos mecanismos pueden le-
gitimar o empoderar a las organizaciones de la sociedad civil, a expertos 
no gubernamentales y a otros individuos influyentes. También pueden 
ser únicamente una pantalla. Con frecuencia su principal riesgo es que 
representen una pérdida de tiempo para sus participantes. Sin embargo, 
quienes toman parte en estas experiencias suelen valorarlas y, cuando 
están diseñadas correctamente, pueden mejorar las políticas públicas.

Felipe Hevia y Ernesto Isunza Vera (véase el capítulo 4 de este li-
bro) encontraron cerca de 400 instancias de mecanismos consultivos en 
el gobierno federal mexicano. Llamados comités, consejos, comisiones, 
juntas u órganos de arbitraje, son especialmente importantes en áreas 
relacionadas con políticas sociales, desarrollo económico, recursos re-
novables, educación y cultura. Hevia e Isunza concluyen que si bien es-
tos mecanismos han sido institucionalizados y con frecuencia atraen a 
participantes altamente calificados, hasta ahora han tenido sólo un im-
pacto ocasional en el desarrollo de políticas públicas. En parte esto es 
así porque sirven para ofrecer retroalimentación antes o después de que 
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las decisiones sean tomadas, pero no forman parte del proceso mismo de 
desarrollo e implementación de las políticas públicas.

En contraste, el análisis de Thamy Pogrebinschi de las conferencias 
sobre políticas públicas de Brasil (véase el capítulo 3) sugiere un ejem-
plo de un mecanismo consultivo que los funcionarios de gobierno y los 
legisladores toman con seriedad. Ella los presenta como arenas de deli-
beración pública y participación diseñadas para proveer parámetros con 
respecto a políticas públicas a nivel federal. Estas conferencias son con-
vocadas por el Ejecutivo a través de sus secretarías y sus ministerios, por 
lo general en torno a un tema específico. Individuos tanto del gobierno 
como de la sociedad civil participan en beneficio de sus afiliaciones res-
pectivas y el proceso se desarrolla de abajo hacia arriba, comenzando 
por mesas de diálogo a nivel municipal, luego a nivel estatal y finalmente 
en conferencias nacionales. Cada ronda de diálogo incluye participantes 
de las rondas anteriores y el resultado con frecuencia se presenta como 
iniciativas de ley en las legislaturas estatales y federal.

Los presupuestos participativos representan otra forma de voz ins-
titucionalizada que busca afectar directamente las agendas y las po-
líticas públicas. Como lo describe Françoise Montambeault (véase el 
capítulo 5), el objetivo es involucrar a los ciudadanos en el proceso de 
gobernanza municipal al permitirles establecer las prioridades colecti-
vas con respecto a políticas públicas y darles voz en la toma de decisiones 
a través de deliberaciones cara a cara. Los presupuestos participativos 
se han adoptado en todo Brasil y en muchos lugares de América Latina 
y el resto del mundo. El entusiasmo por estos mecanismos se basa en 
buena medida en la expectativa de que pueden producir políticas más 
efectivas y profundizar la democracia al incluir a los ciudadanos en el 
proceso de formulación de políticas a través de medios que les dan ex-
perticia, experiencia e influencia políticas. Montambeault caracteriza 
los presupuestos participativos como escuelas de democracia porque 
ayudan a educar a los ciudadanos en el tipo de prácticas que necesitan 
para influir en la vida política.

Otro objetivo de la participación institucionalizada no electoral es 
la implementación de políticas. Michael McCarthy (véase el capítulo 6) 
utiliza el término “coproducción” para referirse a la provisión conjunta 
de bienes públicos por parte del Estado y sus ciudadanos. Los Conse-
jos Comunales venezolanos son un ejemplo de este enfoque. Se trata 
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de organizaciones de base, compuestas por 200 o 400 familias (depen-
diendo de si son rurales o urbanos), que se constituyen bajo el man-
to de alguna agencia estatal para abordar asuntos de interés local. Son 
entidades financiadas por el Estado y compuestas por activistas de las 
comunidades, y en los últimos años se han formado más de 35 000 . 
Estos Consejos representan ejemplos ilustrativos de las tensiones inhe-
rentes a este tipo de participación directa. El financiamiento por parte 
del Estado bajo la égida de un Ejecutivo poderoso como el presidente 
Chávez, quien se opone al sistema convencional de pesos y contrape-
sos, abre la posibilidad de que tales Consejos se utilicen para consoli-
dar el poder del partido o del Ejecutivo. Sin embargo, el mandato que 
reciben las agencias de ayudar en los proyectos iniciados por los con-
sejos locales puede incrementar la sensibilidad del Estado hacia ciuda-
danos anteriormente excluidos y hacer que la legitimidad del régimen 
dependa de su respuesta a tales demandas. Además, la responsabilidad 
otorgada a los Consejos Comunales locales para ejecutar sus propios 
proyectos estimula, a pesar del riesgo de corrupción, márgenes de auto-
nomía, participación y toma de decisiones locales que antes no existían 
en muchas de estas áreas.

Otro ejemplo de voz directa institucionalizada —que puede tener o 
no un componente electoral— es el autogobierno indígena bajo la ley de 
usos y costumbres. Según lo describen Todd Eisenstadt y Jennifer Yelle 
(véase el capítulo 9), las comunidades indígenas en áreas como México 
y Oaxaca, que son gobernadas por la ley tradicional de usos y costum-
bres, suelen elegir a sus propias autoridades de acuerdo con mecanismos 
que ellos mismos han diseñado. Éstos pueden ser asambleas comunales, 
consejos de ancianos u otros medios. Es más probable que se alcance la 
inclusión de los grupos indígenas a través de una voz institucionaliza-
da que es congruente con las prácticas culturales existentes, que a través 
del concepto liberal de ciudadanía en términos de votos y postulaciones 
a cargos públicos.

Un último tema que ha surgido en los capítulos de este libro, y que 
no había sido anticipado por los editores al comienzo del proyecto, es el 
impacto del partidismo sobre la voz institucionalizada. Las elecciones 
tienen el efecto de transformar la política en una lucha adversaria en-
tre grupos opuestos de ciudadanos. Como lo ha hecho notar Giovanni 
Sartori (1976), los partidos, según lo sugiere la etimología del término, 
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están diseñados para representar partes de la sociedad, nunca el todo. 
La hostilidad hacia los partidos, por muy necesarios que sean, surge de 
la sensación de que dividen más que unifican al pueblo. Una buena de-
liberación requiere la búsqueda de compromisos y puntos de contacto, 
exige escuchar otras perspectivas y buscar soluciones que sirvan al bien 
común. Existe una tensión en la democracia electoral entre el partidis-
mo, necesario durante las elecciones, y la deliberación y la acción en bus-
ca del interés público, funciones esenciales de las legislaturas.

La voz institucionalizada ofrece oportunidades para que la gente 
trabaje en conjunto en proyectos comunes, delibere en grupos peque-
ños y actúe en concierto hacia objetivos compartidos. Las personas con 
frecuencia se sienten atraídas hacia este tipo de política porque resul-
ta mucho más satisfactoria que la competencia electoral y es una alter-
nativa a los efectos negativos del partidismo. Sin embargo, el partidismo 
también puede interferir en la participación, haciendo de la búsqueda 
del bien común otra arena de batalla entre los líderes. Las innovaciones 
participativas con frecuencia requieren una barrera que las proteja del 
partidismo. En la ausencia de algún medio que permita disminuir la 
contienda partidista, las experiencias participativas pueden fracasar. Por 
ejemplo, las disputas partisanas sobre presupuestos participativos obs-
taculizaron esos procesos en Recife. En El Salvador de la posguerra el 
partidismo debilitó la institucionalización y la efectividad de los expe-
rimentos participativos en los gobiernos municipales (véase el capítu-
lo 7 de Grégori, en este volumen). En otros casos, sin embargo, la voz 
institucionalizada logró coexistir con éxito e, incluso, en ocasiones fue 
posible gracias a la presencia de partidos fuertes y sus representantes, 
sirviendo como complemento a los gobiernos electos. Las conferencias 
sobre políticas públicas en Brasil fueron convocadas por el Ejecutivo y 
situadas en las legislaturas, y sus recomendaciones influyeron en los ac-
tos legislativos que se produjeron. Los presupuestos participativos en 
lugares como Porto Alegre no hubieran sido posibles sin la iniciativa de 
representantes electos como los alcaldes, cuya preparación y orientación 
se había dado dentro de un partido con un claro compromiso con la par-
ticipación y quienes estaban dispuestos a ceder parte de sus presupues-
tos para ayudar en el proceso.

Los partidos y el partidismo con frecuencia aparentan ser enemigos 
de la democracia participativa. Por eso algunos defensores de la demo-
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cracia participativa rechazan por completo a los partidos políticos. Sin 
embargo, los partidos con frecuencia cumplen funciones democráticas 
esenciales: agregan intereses, exigen la rendición de cuentas de los ofi-
ciales públicos, crean la unidad necesaria para negociar en torno a le-
gislaciones y para obtener los votos necesarios para aprobarlas. La clave 
radica en encontrar los métodos correctos de institucionalizar las vo-
ces ciudadanas —como lo demuestran los presupuestos participativos 
en Porto Alegre y las conferencias sobre políticas públicas en Brasil—, 
de manera que abran espacios donde la deliberación apartidista coexis-
ta y trabaje con los oficiales electos a través de partidos en los gobiernos 
municipales. La voz institucionalizada puede ser corroída por un parti-
dismo extremo, pero también puede coexistir con cierta comodidad con 
partidos que no buscan politizar todo en su beneficio.

Ecologías institucionales: participación, 
representación y política democrática

El asunto del partidismo nos lleva a discutir un tema más amplio. Las 
muchas dimensiones de la democracia forman ecologías de institucio-
nes, en el sentido de que interactúan para reforzarse o debilitarse mutua-
mente, de manera que cambios en una institución afectan a las demás. 
Es posible que las innovaciones en un área de gobernanza democrática 
puedan dañar el desempeño de la democracia en otra, pero también es 
posible que la innovación en un área refuerce el desempeño de las ins-
tituciones democráticas en otra. Por ejemplo, la participación directa 
puede complementar la representación (Peruzzotti y Selee, 2009: 3-6), 
pero también puede ser utilizada para pasar por encima de las institu-
ciones representativas. Asimismo, la representación puede desmovilizar 
la participación, pero también puede crear oportunidades para prácticas 
participativas.

Al evaluar la calidad de la democracia, parece tanto apropiado como 
deseable identificar áreas en que la participación y la representación 
se refuercen en vez de debilitarse mutuamente. Esto requiere evitar la 
presuposición de que existe un costo de oportunidad inevitable entre 
la participación y la representación. Los defensores más radicales de la 
participación, quienes son críticos de la representación, con frecuencia 
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destacan dichos costos de oportunidad, al igual que los defensores más 
conservadores de la representación, quienes ven con escepticismo la par-
ticipación directa. El problema es que al poner el énfasis en estos costos 
de oportunidad corren el riesgo de caer en polarizaciones y simplifica-
ciones. Por ejemplo, podemos tomar un conjunto ilustrativo de países 
latinoamericanos y ubicarlos en un continuo entre países más participa-
tivos a más representativos, donde los extremos los ocupan países con 
altos niveles de una variable y bajos de la otra (o, en otras palabras, bus-
camos el coeficiente entre representación y participación). Un ranking 
así situaría a Venezuela y a Nicaragua en un extremo del espectro y a 
México y a Chile en el otro.

Venezuela y Nicaragua se encuentran entre los casos usualmente 
mencionados de regímenes que promueven la participación directa a 
expensas de las instituciones representativas. Los Consejos Comuna-
les venezolanos y otros mecanismos participativos han sido utilizados 
para pasar por encima de las instituciones representativas existentes 
(gobiernos municipales y estatales dirigidos por la oposición). Cuando 
Chávez llegó al poder en 1998 utilizó medios plebiscitarios y la crea-
ción de una asamblea constituyente para transformar todo el sistema po-
lítico de Venezuela. En este proceso acumuló extensos instrumentos de 
poder ejecutivo. Chávez ha capturado y politizado las instituciones del 
Estado y ha utilizado recursos públicos en formas que contravienen la 
justicia de los procesos electorales. Ha aprovechado supermayorías en 
el Congreso durante buena parte de su administración para transfor-
mar la Asamblea Nacional en un instrumento de gobierno ejecutivo 
(sobre todo con base en decretos).

Venezuela es uno de los países más presidencialistas del mundo, sin 
límites al número de periodos que el presidente puede reelegirse y muy 
pocos contrapesos a su poder. Chávez ha intentado mantener a raya a 
la oposición con base en el socavamiento de su autoridad cada vez que 
consigue un triunfo electoral. Ha redactado listas negras de oposito-
res y debilitado a los gobernantes de la oposición elegidos democráti-
camente (sobre todo alcaldes y gobernadores). Existen, por lo tanto, 
motivos razonables para sentir aprehensión con respecto a la democra-
cia representativa en Venezuela. Al mismo tiempo, Chávez ha promo-
vido activamente la participación directa a través de una multiplicidad 
de mecanismos y organizaciones, y ha intentado legitimar su mandato a 
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través de plebiscitos recurrentes. Ha cambiado continuamente las reglas 
que gobiernan a los Consejos Comunales y a otros mecanismos simila-
res en un esfuerzo por filtrar a quienes obtienen una ventaja partidista 
de ellos. 

Nicaragua guarda similitudes importantes con Venezuela. Daniel 
Ortega y el Frente Sandinista de Liberación Nacional han promovido 
los Consejos de Poder Ciudadano a nivel local, pero se han asegurado 
de que estén subordinados al partido en el gobierno. Estos consejos son 
semejantes a los Consejos Comunales de Venezuela en tanto que bus-
can reforzar el “poder popular” al organizar la participación directa en 
el marco de planes de desarrollo orquestados por la presidencia. En la 
práctica, estos consejos están íntimamente ligados al FSLN.

En el otro extremo del espectro, México y Chile permanecen muy 
atrás en términos de participación. Incluso antes de que México lograra 
deshacerse de 65 años de dominio del partido único, ya había comen-
zado a desarrollar una gama de cuerpos consultivos. Si bien este país ha 
avanzado hacia una política competitiva de partidos, en la práctica, de-
bido a su larga historia de corporativismo y clientelismo, estos cuerpos 
tienen poca influencia y permanecen subordinados al partido oficialista.

Chile posee una democracia representativa robusta con un siste-
ma de partidos relativamente estable, pero no ha experimentado con 
los mecanismos de participación directa. No posee ni plebiscitos ni re-
ferendos revocatorios; tampoco tiene iniciativas ciudadanas ni conse-
jos comunales, y los presupuestos participativos rara vez se practican. 
Además, posee una Constitución autoritaria, adoptada durante la dic-
tadura militar, en 1980. Esta Constitución impuso un sistema electoral 
excluyente (un sistema binomial, en el que el segundo partido más fuer-
te tiene asegurada su representación) que limita las opciones para los 
votantes y hace extremadamente difícil la construcción de nuevas op-
ciones políticas (Altman y Luna, 2010).  Como resultado, existe un alto 
nivel de apatía e indiferencia hacia el sistema político, sobre todo entre 
la juventud. 

Un análisis muy simplista de la región —con Chile en un extremo 
del espectro y Venezuela en el otro— se ha convertido en lugar común. 
Esta manera de pensar ha dominado los debates sobre las “dos izquier-
das” en América Latina, al cual aluden varios de los colaboradores de 
este volumen (Arditi, 2009).  El problema con esta manera dicotómi-
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ca de pensar es que esconde tanto como revela y sólo deja una sensación 
de desencanto. Pierde de vista las formas en que el régimen de Chávez ha 
intentado responder a las fallas del sistema anterior al incluir a amplios 
sectores de la población en el desarrollo y la implementación de políticas 
públicas; pierde de vista cómo es que los consejos comunales, a pesar del 
partidismo y el control ejecutivo sobre ellos, han ofrecido cierto poder y 
control a las comunidades locales. Pierde de vista, además, las maneras 
alternativas y potencialmente más positivas en que la participación di-
recta y la representación pueden encontrar un equilibrio, algo que el ré-
gimen chileno no ha conseguido.

Un análisis comparativo más detallado lo presenta Gisela Zarem-
berg en el capítulo 2 de este volumen. Zaremberg distingue entre paí-
ses donde la representación y la participación son promovidas (Brasil y 
México) y aquellos donde se promueve la participación contra la repre-
sentación (Venezuela y Nicaragua). Entonces podemos situar cada caso 
en un espacio bidimensional. En lugar de un costo de oportunidad, donde 
una ganancia en una dimensión implica una pérdida en la otra, pode-
mos observar combinaciones de ambas.

Participación 

Alta 

Baja Alta 
Representación 

México 

Brasil  

Venezuela 

Nicaragua 
Bolivia  

Chile 

Gráfica 1. Participación y representación en América Latina.
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El objetivo heurístico de la gráfica 1 es destacar que los países en los 
extremos del espectro son más bien casos rezagados y no modelos a se-
guir. Mientras que Chile es una de las democracias representativas más 
sólidas de América Latina y Venezuela uno de los regímenes más parti-
cipativos, países como Bolivia y Brasil parecen mejores ejemplos de regí-
menes que combinan con éxito ambas opciones. En el caso de Brasil, la 
combinación parece operar sin problemas; en Bolivia es más errática. El 
punto más importante es que en cualquier ranking unidimensional am-
bos países parecen irrelevantes, pero cuando se toma en cuenta la com-
binación de instituciones representativas y participativas, su significado 
salta a la vista. México, por el contrario, es un caso rezagado, tanto en 
términos de representación como de participación.

Bolivia y Brasil contrastan con Venezuela y Nicaragua, en tanto 
que la participación está menos controlada desde arriba y las institucio-
nes representativas han sido más respetadas. Electo en 2005 y reelecto 
en 2009, el presidente Evo Morales ha presidido el colapso del sistema 
de partidos boliviano y ha enfrentado una oposición significativa en el 
nivel subnacional, pero también ha conseguido llevar a cabo un proce-
so de reforma constitucional que ha resultado en la adopción de una 
nueva Constitución en el referendo de 2010. Esta nueva Constitución 
promovió nuevas instituciones legislativas en el nivel departamental y ha 
permitido la creación de autogobiernos indígenas autónomos. Como lo 
muestra José Luis Exeni en el capítulo 10, la nueva Constitución es un 
híbrido de concepciones representativas, participativas y comunitarias 
(léase autogobiernos indígenas) de la democracia.

El colapso de los partidos políticos en Bolivia es preocupante. El 
conflicto con los departamentos de la Media Luna ha generado ten-
siones en las instituciones representativas. La forma en que se refor-
mó la Constitución generó dudas sobre la legitimidad del proceso. 
Aún más preocupante es que el Poder Judicial ha sido utilizado como 
un instrumento político contra la oposición. Sin embargo, Bolivia ha 
salido de un periodo difícil de conflicto sin un golpe militar, una gue-
rra civil o un colapso del régimen democrático. Además, ha profun-
dizado reformas largamente aplazadas, las cuales comenzaron en los 
años noventa y buscaban crear un sistema político más incluyente y 
plural. Bolivia es un laboratorio en el que casi todos los mecanismos 
participativos discutidos en este libro han sido adoptados, pero lo más 
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extraordinario es que han sido establecidos en la Constitución nacio-
nal con el objetivo del gobierno de Morales de conseguir reconciliar-
los. Ésa no es tarea fácil.

Bolivia no es un modelo para la región más de lo que Chile podría 
serlo. Si Chile es el único país que no sufre los mismos problemas que 
afectan a otros países andinos, Bolivia quizá es el único que los padece 
todos. Un mejor modelo para las democracias de la región puede ha-
llarse en Brasil. Como un país con un pasado colonial distinto y un ta-
maño que le permite ser hasta cierto punto insular, Brasil con frecuencia 
es pasado por alto en la búsqueda de modelos. Sin embargo, se ha po-
sicionado como un líder hemisférico en términos de democracia direc-
ta y ha logrado reconciliar nuevas formas de voz institucionalizada con 
instituciones representativas sólidas. Los presupuestos participativos se 
utilizan ampliamente en las ciudades más grandes de todo el país, pero 
se han institucionalizado de tal manera que los alcaldes electos y otros 
funcionarios municipales son sensibles a las recomendaciones y rinden 
cuentas ante estas instituciones participativas. A nivel nacional, las con-
ferencias sobre políticas públicas ofrecen un medio institucional para 
que los expertos y las personas directamente afectadas participen en la 
formulación de políticas específicas y sean escuchados por los legislado-
res. Al mismo tiempo, Brasil ha reforzado sus instituciones representa-
tivas, no ha alterado las reglas constitucionales básicas con respecto a 
la reelección, ni ha implementado cambios en la Constitución para re-
forzar la hegemonía del partido en el poder. “Brasil —escribió Archon 
Fung recientemente (2011)— es un epicentro de revitalización demo-
crática e invención institucional en América Latina y —señaló— no 
existen casos análogos en términos de escala ni de profundidad en Amé-
rica del Norte, Europa, Asia o África”.

Participación en diversos regímenes

No existe un modelo único de participación y representación en Améri-
ca Latina. Conforme Latinoamérica avanza en la construcción de diver-
sos regímenes democráticos, el papel de la participación seguirá variando. 
Al evaluar el papel de la participación en diversos regímenes, se vuelve 
necesario explorar sus objetivos. ¿Qué “bienes”, tanto intrínsecos como 
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instrumentales, buscan conseguir los mecanismos de participación? 
Por ejemplo, la participación puede o no fortalecer la democracia; ciertos 
tipos de participación son compatibles con los regímenes autoritarios. 
Cuba ofrece un ejemplo de un sistema político altamente participativo 
donde el Partido Comunista monopoliza el poder.

Incluso en un contexto democrático la participación puede estar di-
señada no para profundizar o radicalizar la democracia sino como parte 
de un esfuerzo para iniciar un proceso de transición hacia el socialismo. 
Puede ser que la participación popular en Venezuela no busca fortale-
cer la democracia tanto como construir poder popular.5 Sin embargo, 
Venezuela mantiene elecciones competitivas. No sería exacto afirmar 
que Chávez llegó al poder ni lo ha mantenido por virtud de fraudes o 
de la fuerza. Chávez y sus seguidores probablemente no buscan reforzar 
la ciudadanía democrática cuando promueven la participación de base 
en los Consejos Comunales. Por el contrario, es posible que hayan pro-
movido estos Consejos no sólo ni principalmente para facilitar la copro-
ducción de bienes comunes, como el acceso al agua o a la electricidad, 
sino para nutrir el poder popular. Pero la participación directa ocurre a 
través de un conjunto de prácticas y mecanismos que forman una Cons-
titución muy distinta a la cubana. La diferencia más importante es que 
en Cuba un solo partido, el Partido Comunista, monopoliza la compe-
tencia electoral.

¿Es posible que más modelos de democracia participativa sean cons-
titucionalizados, de manera que una visión más radical de poder popu-
lar sea reconciliada con la democracia liberal? Conforme preparábamos 
este volumen, nos inquietó la pregunta sobre si era posible escalar la voz 
institucionalizada a niveles más altos de gobierno. José Luis Exeni (véa-
se el capítulo 10) ofrece una respuesta. La clave para hacer que las cons-
tituciones democráticas sean más participativas no está en escalar hacia 
arriba la voz directa, sino en devolver más poder a los niveles locales y 
afianzar múltiples modelos de participación dentro de la Constitución 
nacional. Esto es más fácil en la teoría que en la práctica, pero Bolivia 
ofrece un modelo interesante en este sentido.

5	 Comentarios de un investigador en la mesa de trabajo “Participation and Representation 
in Latin America”, Argentina, Universidad Nacional de San Martín, Buenos Aires, 9-11 de 
diciembre de 2010.
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Exeni afirma que la nueva Constitución de Bolivia es una amalga-
ma de tres modelos democráticos distintos: la democracia representa-
tiva, la democracia participativa directa y la democracia comunitaria. 
Una participación más amplia juega un papel importante en cada uno 
de esos modelos. La participación indígena crece en la legislatura nacio-
nal, en el cuerpo de supervisión electoral y en el tribunal constitucional, 
pero no se detiene ahí; las leyes han sido reformadas para crear nuevos 
cuerpos legislativos e instituciones de autogobierno en el nivel local. Los 
referendos han sido utilizados para decidir cuáles comunidades obten-
drán autonomía. Los referendos revocatorios se han adoptado y utiliza-
do para retirar o ratificar a autoridades nacionales y subnacionales. La 
creación de cuerpos autónomos de autogobierno en comunidades indí-
genas, además, constituye una innovación clave diseñada para favorecer 
una democracia más comunitaria. El efecto acumulativo de estas inno-
vaciones es utilizar una voz institucionalizada directa para transformar 
y democratizar al Estado en su totalidad —no al mover hacia arriba la 
participación sino al regresar el poder democrático a las comunidades 
autogobernadas de todo el país.

Conclusión

El proyecto de este libro comenzó, en parte, con el reconocimiento de que 
los esfuerzos de evaluar el estado de la democracia en América Latina (en 
particular, los esfuerzos de la Red de Investigación de la Democracia An-
dina, a la que muchos de los colaboradores de este libro están asociados) 
necesitan enfrentar el reto de incluir a la ciudadanía y a la participación, 
así como a las instituciones electorales y constitucionales, en sus inten-
tos por medir la fortaleza o la debilidad, la calidad y la diversidad de la 
democracia en la región. Al reconocer la complejidad de estos temas, 
solicitamos a un grupo de académicos especializados en la participación 
que examinaran las prácticas participativas y las instituciones que mejor 
conocieran desde el punto de vista de ciertos parámetros que nos pare-
cían relevantes para el estado de la democracia.

Los estudios en este volumen sugieren que cualquier evaluación de 
la democracia debe comenzar por examinar las prácticas y los meca-
nismos de participación directa institucionalizada. Nosotros contrade-
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cimos la suposición de que existe una relación de suma cero entre la 
participación y la representación y, en cambio, buscamos entender cómo 
es que estas dimensiones de la democracia pueden fortalecerse o debili-
tarse mutuamente en distintas ecologías institucionales. Reconociendo 
además que algunos de los beneficios de la participación pueden en-
contrarse fuera de la esfera de las instituciones democráticas formales, 
subrayamos las distintas maneras en que diferentes formas de partici-
pación pueden contribuir a la diversidad y a la calidad de los regímenes 
democráticos. Si bien debemos examinar cada mecanismo en función 
de sus propias características, una visión más completa es necesaria para 
capturar las formas en que la participación contribuye a modelos alter-
nativos de regímenes democráticos.

Al avanzar a la siguiente etapa de investigación sobre la democra-
tización en América Latina, el reto radica en integrar las contribucio-
nes de este volumen a los ejercicios de evaluación de la democracia, de 
manera que se puedan reconocer tanto los riesgos como los beneficios 
que la innovación participativa puede acarrear al funcionamiento de-
mocrático. Los esfuerzos por evaluar la democracia deben tomar en 
cuenta toda la gama de mecanismos a través de los cuales se expresa 
la voz directa institucionalizada, la cual es indispensable para alcanzar 
una democracia más participativa. Confiamos en que los resultados se-
rán relevantes no sólo para América Latina, sino más allá, puesto que los 
problemas de representación, participación ciudadana y calidad de la de-
mocracia, pueden encontrarse en todo el mundo, tanto en las democra-
cias establecidas como en las más recientes. América Latina no sólo ha 
surgido como un pionero de los nuevos modelos participativos de de-
mocracia; estas innovaciones son relevantes para la creciente duda y des-
encanto de los ciudadanos de las democracias más viejas.6
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